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COMPETENCIAS EN RELACIÓN CON OTROS ÓRGANOS 
E INSTITUCIONES

TRIBUNAL DE CUENTAS

251/000033 (CD) 
771/000033 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en la Sección Cortes Generales del BOCG de la Reso-
lución adoptada por la Comisión Mixta para las Rela-
ciones con el Tribunal de Cuentas sobre el informe de 
fiscalización sobre la contratación celebrada por las 
fundaciones del sector público estatal constituidas por 
el Instituto de Salud Carlos III, ejercicios 1999, 2000, 
2001 y 2002, así como el informe correspondiente.

Palacio del Congreso de los Diputados, 4 de mayo 
de 2006.—P. D. El Letrado Mayor de las Cortes Gene-
rales, Manuel Alba Navarro.

RESOLUCIÓN APROBADA POR LA COMISIÓN 
MIXTA PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBU-
NAL DE CUENTAS EN RELACIÓN AL INFORME 
DE FISCALIZACIÓN SOBRE LA CONTRATACIÓN 
CELEBRADA POR LAS FUNDACIONES DEL 
SECTOR PÚBLICO ESTATAL CONSTITUIDAS 
POR EL INSTITUTO DE SALUD CARLOS III, 
EJERCICIOS 1999, 2000, 2001 Y 2002 (NÚM. 
EXPTE. CONGRESO: 251/000033 Y NÚM. EXPTE. 
SENADO: 771/000033) EN SU SESIÓN DEL DÍA 25 

DE ABRIL DE 2006

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas, en su sesión del día 25 de abril 
de 2006, a la vista del Informe remitido por ese Alto 
Tribunal acerca del Informe de fiscalización sobre la 
contratación celebrada por las fundaciones del sector 
público estatal constituidas por el Instituto de Salud 
Carlos III, ejercicios 1999, 2000, 2001 y 2002:

ACUERDA

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas insta:

1. Al Gobierno a que impulse las modificaciones 
normativas oportunas para que la contratación de las 
Fundaciones constituidas por el Instituto de Salud Car-
los III, en particular, y el resto de las Fundaciones del 
Sector Público, en general, se atengan a los principios 
de publicidad, concurrencia y objetividad, para la mejor 
consecución de los objetivos a los que atiende su crea-
ción compatible con la mayor garantía de administra-
ción de los fondos públicos que administran.

2. Al Ministerio de Sanidad y Consumo y al Insti-
tuto de Salud Carlos III a que, en caso de que no se 
hayan efectuado, adopte las medidas oportunas para la 
revisión de los contratos de asesoramiento, alta direc-
ción y demás de carácter especial de estas Fundaciones, 
a los efectos de su plena adecuación a la normativa 
vigente.

3. Al Ministerio de Sanidad y Consumo y al Insti-
tuto de Salud Carlos III a que, en caso de que no se 
haya hecho, adopte las medidas oportunas para que se 
consiga la regularización definitiva de las irregularida-
des y deficiencias señaladas por el Tribunal en relación 
con la Fundación Centro Nacional de Investigaciones 
Cardiovasculares.

4. Al Gobierno a adoptar las medidas oportunas 
para que tenga lugar la correcta transposición a nuestra 
legislación en materia de contratación administrativa, 
en concreto la regulación del ámbito subjetivo de apli-
cación del Texto Refundido de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas, del contenido de las 
Directivas Comunitarias sobre la materia, en el sentido 
de lo expresado por el Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas.

5. Al Gobierno a adoptar las medidas oportunas 
para que las Fundaciones del Sector Público Estatal 
cumplan los principios de publicidad, concurrencia y 
objetividad en materia contractual, cuyo respeto les 
viene exigido ya expresamente en la nueva Ley de Fun-
daciones.

6. Al Gobierno a adoptar las medidas oportunas 
para que en el desarrollo reglamentario de la actual Ley 
de Fundaciones, se arbitren mecanismos legales para 
garantizar una gestión objetivable, flexible y transpa-
rente que permita desarrollar los fines fundacionales 
con la máxima eficiencia.

7. Al Tribunal de Cuentas a que en la siguiente fis-
calización de la contratación celebrada por las Fundacio-
nes del Sector Público Estatal constituidas por el Institu-
to de Salud Carlos III verifique de forma expresa:

— Si el Gerente de la Fundación CNIC, regularizó 
la situación económica con el Consultor Ejecutivo de 
dicha Fundación.

— Si se regularizó la relación de la Fundación 
CNIC con la Universidad de Valencia, en lo referente a 
la presencia del Coordinador Científico en el organi-
grama de la propia Fundación y se remita un informe a 
esta Comisión.

Palacio del Congreso de los Diputados, 25 de abril 
de 2006.—El Presidente, Francesc Antich Oliver.—El 
Secretario de la Comisión, José Ramón Mateos 
Martín.
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El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de 
su función fiscalizadora establecida en los artícu-
los 2.1), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 
de mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 

y 14 de la misma disposición y concordantes de la 
Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tri-
bunal de Cuentas, ha aprobado en su sesión de 26 de 
mayo de 2004, el Informe de Fiscalización sobre la 
contratación celebrada por las Fundaciones del sector 
público estatal constituidas por el Instituto de Salud 
Carlos III, Ejercicios 1999, 2000, 2001 y 2002, y ha 
acordado su elevación a las Cortes Generales, según lo 
prevenido en el artículo 28.4 de la Ley de Funcio- 
namiento.
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CAPÍTULO 1. INTRODUCCIÓN

1.1 Antecedentes de la fiscalización

El presente Informe ha sido realizado por el Tribu-
nal de Cuentas en ejercicio de la función fiscalizadora 
que le atribuyen la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de 
mayo, del Tribunal de Cuentas y la Ley 7/1988, de 5 de 
abril, reguladora de su Funcionamiento, en cumpli-
miento del Programa de Fiscalizaciones del Tribunal de 
Cuentas para el año 2003, aprobado por el Pleno de 
este Tribunal y remitido a las Cortes Generales. En 
dicho programa y a iniciativa del propio Tribunal, fue 
incluida la realización de esta «Fiscalización sobre la 
contratación celebrada por las Fundaciones del Sector 
público estatal constituidas por el Instituto de Salud 
Carlos III.»

Las Directrices Técnicas de esta Fiscalización fue-
ron aprobadas por el Pleno del Tribunal de Cuentas en 
su reunión de 25 de julio de 2003.

Con anterioridad a la elaboración del presente Infor-
me de Fiscalización, el Tribunal de Cuentas ya había 
tenido ocasión de fiscalizar, en el contexto de sus Infor-
mes sobre la gestión del Sector público estatal, los con-
tratos celebrados por las Fundaciones constituidas por 
el Instituto de Salud Carlos III. En particular, cabe des-
tacar como antecedentes más inmediatos el Informe de 
Fiscalización sobre la contratación del Sector Público 
Estatal, ejercicios 1999, 2000 y 2001 y la Fiscalización 
Especial de las Cuentas y la Contratación de la Funda-
ción Centro Nacional de Investigaciones Oncológicas 
Carlos III, ejercicios 1998, 1999 y 2000. Esta última 
Fiscalización, aprobada por el Pleno del Tribunal de 
Cuentas el 21 de marzo de 2002, se extendió como su 
título indica al análisis de la actividad contractual de la 
entidad fiscalizada, motivo por cual en el presente pro-
cedimiento fiscalizador no se ha incluido el análisis de 
la contratación de la Fundación Centro Nacional de 
Investigaciones Oncológicas Carlos III celebrada en los 
ejercicios 1999 y 2000.

Las Fundaciones constituidas por el Instituto de 
Salud Carlos III objeto de la presente Fiscalización son 
las siguientes:

a) La Fundación Centro Nacional de Investigacio-
nes Oncológicas Carlos III (en adelante Fundación 
CNIO), que fue constituida mediante escritura pública 
otorgada el 9 de marzo de 1998.

b) La Fundación Centro Nacional de Investigacio-
nes Cardiovasculares Carlos III (en adelante Fundación 
CNIC), que se constituyó mediante escritura pública 
otorgada el 25 de febrero de 1999.

c) La Fundación para la Cooperación y Salud 
Internacional Carlos III (en adelante Fundación CSAI), 
constituida mediante escritura pública otorgada el 8 de 
marzo de 2000.

Estas tres Fundaciones han sido constituidas como 
ha quedado señalado, con un capital fundacional ínte-
gramente desembolsado por el Instituto de Salud Car-
los III, específicamente como Fundaciones de interés 
general y de ámbito y competencia estatal, sometidas al 
régimen jurídico básico contenido en la Ley 30/1994, 
de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos 
Fiscales a la Participación Privada en Actividades de 
Interés General (actualmente derogada) y en sus dispo-
siciones de desarrollo. Este régimen jurídico ha sido 
profunda y recientemente modificado por las Leyes 
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales 
al mecenazgo y, sobre todo, por la Ley 50/2002, de 26 
de diciembre, de Fundaciones, en cuya virtud las tres 
Fundaciones objeto de la presente Fiscalización han 
pasado a englobarse, a partir de su entrada en vigor en 
enero del año 2003, dentro de la recién creada categoría 
específica de las Fundaciones del Sector público 
estatal.

A este respecto, debe destacarse que las Fundacio-
nes fiscalizadas han estado regidas todas ellas, desde la 
época de su respectiva constitución y hasta la fecha en 
que ha tenido lugar la conclusión de los trabajos de este 
procedimiento fiscalizador (mayo del año 2004), por 
un total de cuatro Patronatos sustancialmente diferen-
tes y sucesivos, todos ellos como máximos órganos de 
gobierno de cada una de las Fundaciones durante su 
respectivo periodo de duración. A su vez, cada uno de 
estos cuatro Patronatos ha sido dirigido, en las tres 
Fundaciones fiscalizadas, por el mismo Presidente o 
Presidenta, en su calidad de responsable máximo de la 
actuación de todas las entidades, en general, y de su 
gestión en materia contractual, en particular.

En concreto, los periodos temporales durante los 
cuales han ostentado la dirección de todas las Funda-
ciones fiscalizadas cada uno de los citados cuatro 
Patronatos, han sido básicamente los siguientes:

— Los primeros Patronatos asumieron la dirección 
de las respectivas Fundaciones desde la fecha de su 
constitución hasta el mes de junio del año 2000.

— Los segundos Patronatos dirigieron las tres enti-
dades fiscalizadas durante el periodo que abarca desde 
el mes de junio del año 2000 hasta el primer trimestre 
del ejercicio 2003 (enero en el caso de las Fundaciones 
CNIO y CNIC y marzo en el de la Fundación CSAI).

— Los terceros Patronatos han estado al frente de 
las Fundaciones constituidas por el Instituto de Salud 
Carlos III desde el comienzo del ejercicio 2003 hasta el 
mes de abril del año 2004.

— Por último, los cuartos Patronatos de cada una 
de las entidades fiscalizadas han comenzado su labor 
de dirección en los meses de abril y mayo del ejerci-
cio 2004.



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

6

1.2 Ámbito temporal de la fiscalización

De acuerdo con lo establecido las Directrices Técni-
cas, esta Fiscalización comprende la contratación cele-
brada durante los ejercicios 1999, 2000, 2001 y 2002 
por las Fundaciones constituidas por el Instituto de 
Salud Carlos III. Como acaba de indicarse, el análisis 
no se ha extendido a la contratación de la Fundación 
CNIO celebrada en los ejercicios 1999 y 2000, al haber 
sido ya objeto de un Informe de Fiscalización Especial 
de este Tribunal de Cuentas.

1.3 Objetivos y alcance de la fiscalización

El objetivo de la presente Fiscalización, de acuerdo 
con las Directrices Técnicas aprobadas, ha sido el aná-
lisis de la contratación celebrada por las tres Fundacio-
nes del Sector público estatal constituidas por el Insti-
tuto de Salud Carlos III, anteriormente citadas. Con 
carácter previo debe señalarse que el Instituto de Salud 
Carlos III es «un organismo público de investigación 
con carácter de organismo autónomo cuya misión es 
desarrollar y ofrecer servicios científico-técnicos de la 
más alta calidad dirigidos al Sistema Nacional de Salud 
y al conjunto de la sociedad», todo ello según el artículo 
16 del Real Decreto 1087/2003, de 29 de agosto, por el 
que se establece la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Sanidad y Consumo, al que figura adscri-
to este Instituto a través de su Secretaría General de 
Sanidad. Este Instituto que se rige principalmente por 
la reciente Ley 16/2003, de 28 de mayo de cohesión y 
calidad del Sistema Nacional de Salud y por su propio 
Estatuto, aprobado por Real Decreto 375/2001, de 6 de 
abril, no sólo promueve y constituye las Fundaciones 
ahora fiscalizadas, sino que aporta íntegramente la 
dotación económica necesaria para su puesta en 
marcha.

Asimismo, se han analizado los procedimientos 
internos de contratación y las cláusulas más significati-
vas incorporadas a los contratos de cada una de las 
Fundaciones, de acuerdo con la información y docu-
mentación en poder de este Tribunal de Cuentas.

En concreto, el alcance de la presente Fiscalización 
se ha extendido a los siguientes aspectos:

a) La verificación de la existencia de criterios de 
actuación, normas internas de procedimiento, delega-
ciones de funciones o apoderamientos, que hubiesen 
sido efectuados por los distintos Patronatos de las Fun-
daciones fiscalizadas en materia contractual o en mate-
ria de ordenación de pagos y facturación.

b) La verificación de la existencia de manuales o 
procedimientos de compras formalizados y aprobados 
por los Patronatos de las Fundaciones y del régimen de 
autorizaciones otorgadas por estos, así como la com-
probación de la actuación de los órganos de contrata-
ción dentro de las limitaciones legales y estatutarias, y 
que esta actuación se ha ajustado a los criterios y proce-

dimientos establecidos por el Patronato de cada Funda-
ción.

c) La verificación del cumplimiento de la legis-
lación aplicable y la acomodación de la normati- 
va sobre contratación de estas Fundaciones al marco 
jurídico constituido por las Directivas Comunitarias 
sobre esta materia (Directivas 92/50/CEE, 93/36/CEE 
y 93/37/CEE) y por la Jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas. En particular se 
ha analizado la observancia y aplicación de los princi-
pios de publicidad, concurrencia y objetividad en la 
contratación. Para ello se ha analizado el modo en el 
que cada una de las Fundaciones ha promovido la con-
currencia de ofertas y ha realizado la publicidad de su 
contratación, así como los criterios de objetividad que 
han sido utilizados en los procedimientos de adjudica-
ción de los contratos.

d) La verificación de la coordinación y uniformi-
dad de la actuación en materia contractual de las distin-
tas Fundaciones, comprobando las condiciones que han 
obtenido cada una de ellas en la contratación de servi-
cios o suministros similares y la uniformidad del conte-
nido del clausulado de los contratos objeto de fiscaliza-
ción, en relación con la exigencia de constitución de 
garantía a los contratistas, la incorporación de previsio-
nes relativas a la revisión de precios, la posibilidad de 
prórrogas o de subcontratación y/o de cesión de los 
contratos, etc. 

e) La verificación de la eficiencia alcanzada por 
estas Fundaciones en su actividad contractual, compro-
bando los plazos, el grado de ejecución y el cumpli-
miento de los contratos celebrados en los ejercicios 
1999, 2000, 2001 y 2002 por cada una de las tres Fun-
daciones. Para ello se han analizado las liquidaciones, 
facturaciones, certificaciones de conformidad, justifi-
cantes de pago y demás documentación sobre las pró-
rrogas, revisiones de precios o ejecución de los contra-
tos celebrados durante el periodo fiscalizado.

f) El análisis de la posible existencia de indicios 
de responsabilidades contables en la gestión contrac-
tual desarrollada por estas Fundaciones en los cuatro 
ejercicios fiscalizados.

Para dar pleno cumplimiento a los objetivos estable-
cidos por las Directrices Técnicas respecto del ámbito 
material de la Fiscalización, este Tribunal ha fiscaliza-
do la totalidad de los contratos celebrados por las tres 
Fundaciones constituidas por el Instituto de Salud Car-
los III durante los ejercicios 1999, 2000, 2001 y 2002 
(con la salvedad ya indicada respecto de la Fundación 
Centro Nacional de Investigaciones Oncológicas Car-
los III).

Como se analiza con más detalle a lo largo del pre-
sente Informe, en ciertas ocasiones las tres Fundacio-
nes fiscalizadas han celebrado contratos con igual 
objeto para los que incluso han seleccionado al mismo 
adjudicatario. Por ello, el Tribunal de Cuentas ha anali-
zado, cuando se ha considerado conveniente, no solo 
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los aspectos concretos de la tramitación y ejecución de 
los contratos formalizados, sino también el conjunto de 
la gestión de las compras o adquisiciones con el objeti-
vo de situar en su debido contexto los distintos aspectos 
de la contratación de cada una de las Fundaciones fis-
calizadas.

El importe total derivado de la contratación celebra-
da por las distintas Fundaciones constituidas por el 
Instituto de Salud Carlos III en el periodo fiscalizado 
(ejercicios 1999-2002) se encuentra reflejado, con indi-
cación del procedimiento seguido para su tramitación, 
en el apartado 2.3 del presente Informe y en los Capítu-
los correspondientes a cada una de las Fundaciones 
analizadas.

1.4 Metodología

Con la finalidad de obtener un conocimiento lo más 
exacto posible de la contratación celebrada por cada 
una de las tres Fundaciones constituidas por el Instituto 
de Salud Carlos III en el periodo fiscalizado, el Tribu-
nal de Cuentas requirió de todas ellas la remisión de 
información y documentación relativas a los siguientes 
aspectos:

1. Información y documentación acreditativa de 
los criterios de actuación o normas de procedimiento, 
las delegaciones de funciones o los apoderamientos 
efectuados por el Patronato de las Fundaciones tanto en 
materia contractual como de ordenación de pagos y 
facturación y, en su caso, la existencia de manuales de 
procedimiento o instrucciones escritas de carácter 
interno aplicables para la celebración de contratos 
durante el periodo fiscalizado (ejercicios 1999-2002) 
en cada una de las Fundaciones.

2. Relaciones certificadas comprensivas de todos 
y cada uno de los contratos celebrados durante el perio-
do fiscalizado por cada una de las Fundaciones consti-
tuidas por el Instituto de Salud Carlos III.

3. Copias autenticadas de los documentos de for-
malización de todos los contratos incluidos en las 
relaciones a las que se refiere el apartado anterior, 
incluyendo además del contrato formalizado, las 
autorizaciones y demás actuaciones documentadas 
anteriores y posteriores producidas hasta su termina-
ción. 

Una vez obtenida la información anterior, el Tribu-
nal de Cuentas ha llevado a cabo el análisis de la con-
tratación celebrada por cada una de las Fundaciones 
fiscalizadas, así como su importe y las cláusulas y con-
diciones contractuales obtenidas por cada una de las 
Fundaciones.

1.5 Marco jurídico

La comprobación por parte de este Tribunal de 
Cuentas del cumplimiento de la legalidad por parte de 

las tres Fundaciones constituidas por el Instituto de 
Salud Carlos III en su actividad contractual, se ha lleva-
do a cabo teniendo en cuenta, fundamentalmente, las 
siguientes normas generales aplicables a la actividad de 
las Fundaciones:

— Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribu-
nal de Cuentas (LOTCu).

— Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento 
del Tribunal de Cuentas (LFTCu).

— Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las 
Administraciones Públicas (LCAP) 1.

— Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio (TRLCAP).

— Texto Refundido de la Ley General Presupuesta-
ria, aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, 
de 23 de septiembre (TRLGP) 2.

— Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundacio-
nes y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada 
en Actividades de Interés General.

— Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo.

— Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fun-
daciones 3.

— Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, de desa-
rrollo parcial de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de 
Contratos de las Administraciones Públicas.

— Reglamento General de Contratación del Esta-
do, aprobado por Decreto 3410/1975, de 25 de noviem-
bre (RGCE) 4.

— Reglamento General de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas aprobado por Real 
Decreto 1098/2001, de 12 de octubre.

— Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, por el 
que se aprueba el Reglamento de las Fundaciones de 
Competencia Estatal.

— Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo, por el 
que se aprueba el Reglamento del Registro de Funda-
ciones de Competencia Estatal.

1 La Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas 
(LCAP), ha sido derogada y sustituida con efectos de 22 de junio de 2000 por el Real 
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (TRLCAP). Toda la normativa sobre 
la contratación pública se ha tenido en cuenta fundamentalmente como referencia, toda 
vez que la actividad contractual de estas Fundaciones se encuentra sometida al Derecho 
privado.

2 La reciente Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, entrará en 
vigor (con carácter general) el 1 de enero de 2005, quedando derogado a partir de dicha 
fecha el Texto Refundido de 1988.

3 Esta Ley entró en vigor el 1 de enero de 2003, por lo que no resulta de aplicación al 
periodo fiscalizado, considerándose únicamente por su incidencia futura en el régimen 
jurídico de las Fundaciones fiscalizadas.

4 Este Reglamento ha sido sustituido por el Reglamento General de la Ley de Contra-
tos de las Administraciones Públicas aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 12 de 
octubre. La entrada en vigor de este último Reglamento se ha producido el 27 de abril 
de 2002, durante el período que abarca la presente Fiscalización (ejercicios 1999, 2000, 
2001 y 2002), por lo que en el presente Informe se han tenido en cuenta los dos textos 
legales.
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— Real Decreto 776/1998, de 30 de abril, de adap-
tación del Plan General de Contabilidad a las entidades 
sin fines lucrativos.

1.6 Trámite de alegaciones

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 44.1 
de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del 
Tribunal de Cuentas y para la formulación por los suce-
sivos Patronatos de las tres Fundaciones fiscalizadas de 
las alegaciones que considerasen oportunas, el Ante-
proyecto de Informe de la presente Fiscalización fue 
remitido en febrero del año 2004 tanto a quien ostenta-
ba la Presidencia de sus respectivos Patronatos en dicho 
mes, coincidentes con los terceros Patronatos anterior-
mente mencionados, como a los dos ex Presidentes de 
cada uno de los dos anteriores Patronatos de cada una 
de las Fundaciones, que ocuparon dicho cargo durante 
el periodo al que hace referencia el presente Informe 
(ejercicios 1999, 2000, 2001 y 2002).

En respuesta a la remisión efectuada, fueron recibi-
das en este Tribunal las alegaciones relativas a cada una 
de las tres Fundaciones fiscalizadas, remitidas, en 
representación de sus respectivos Patronatos, por la 
Presidenta de todos ellos durante la sustanciación del 
trámite de alegaciones (febrero y marzo de 2004). Asi-
mismo, se recibieron, por un lado, tres escritos de con-
testación remitidos por uno de los dos ex Presidentes de 
los Patronatos de las tres Fundaciones fiscalizadas, en 
los que informaba a este Tribunal de que se adhería a 
las alegaciones que formulase la actual Presidenta en 
representación de los respectivos Patronatos y, por otro 
lado, tres escritos de contestación en los que el otro ex 
Presidente de los Patronatos de las tres Fundaciones 
fiscalizadas, al que le había sido igualmente remitido el 
Anteproyecto de Informe, comunicaba a este Tribunal 
su deseo de no efectuar ninguna alegación.

Los resultados del tratamiento de las alegaciones 
efectuadas han sido incorporados, en su caso, al Pro-
yecto de Informe, reflejándose mediante notas a pie de 
página cuando así se ha considerado conveniente. En 
todo caso, la totalidad de las alegaciones formuladas se 
adjuntan al Informe de la presente Fiscalización.

CAPÍTULO 2. CONSIDERACIONES GENERA-
LES SOBRE LAS FUNDACIONES

2.1  Evolución normativa y constitución de las funda-
ciones fiscalizadas por el Instituto de Salud Car-
los III

2.1.1 Evolución normativa

Durante todo el periodo al que se refiere el presente 
Informe, el régimen jurídico de las Fundaciones que 
constituyen su objeto se encontraba contenido, además 
de en los respectivos Estatutos de cada una de ellas, en 

la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y 
de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en 
Actividades de Interés General, en el Real Decreto 316/
1996, de 23 de febrero, por el que se aprueba el Regla-
mento de las Fundaciones de Competencia Estatal, en 
el Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo, por el que se 
aprueba el Reglamento del Registro de Fundaciones de 
Competencia Estatal y en el resto de disposiciones apli-
cables (singularmente, por su naturaleza, las disposi-
ciones contenidas en el Texto Refundido de la Ley 
General Presupuestaria, y en las normas de adaptación 
del Plan General de Contabilidad a las entidades sin 
fines lucrativos aprobadas por Real Decreto 776/1998, 
de 30 de abril).

Este régimen jurídico, sin embargo, ha sido profun-
damente modificado tras la promulgación de la Ley 
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales 
al mecenazgo y, sobre todo, de la Ley 50/2002, de 26 
de diciembre, de Fundaciones. La Disposición final 
cuarta de esta última Ley autoriza al Gobierno para 
dictar las disposiciones que sean necesarias para su 
desarrollo y ejecución, al tiempo que su Disposición 
transitoria segunda concede a las Fundaciones del 
Sector público estatal preexistentes, entre las que se 
encuentran las que son objeto de análisis en el presente 
Informe, un plazo de dos años para la adaptación de sus 
Estatutos a la nueva Ley.

Completan el vigente régimen jurídico de las Fun-
daciones del Sector público estatal la Disposición adi-
cional 16ª de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, que regula las especialidades 
en este ámbito específico de las Fundaciones del Sector 
público estatal, y la Disposición final 2ª de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, que modi-
fica la redacción del artículo 45 de la Ley 50/2002, 
anteriormente citado. 

A continuación, se recogen someramente algunas de 
las líneas básicas del régimen jurídico de estas entida-
des, indicando cuando ello resulte relevante, las modifi-
caciones introducidas en este régimen por la nueva 
normativa que las regula, si bien debe tenerse en cuenta 
que durante todo el periodo fiscalizado estas Fundacio-
nes han estado sometidas al régimen jurídico anterior-
mente citado y han recibido las denominaciones sucesi-
vas de «fundaciones de competencia o titularidad 
pública estatal» primero y de «fundaciones estatales» 
posteriormente.

El artículo 2 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, 
de Fundaciones (en adelante Ley 50/2002 o nueva Ley 
de Fundaciones), define las Fundaciones de modo muy 
similar al derogado artículo 1 de la Ley 30/1994, califi-
cándolas como organizaciones constituidas sin fin de 
lucro que, por voluntad de sus creadores, tienen afecta-
do de modo duradero su patrimonio a la realización de 
fines de interés general. A continuación añade que las 
Fundaciones se rigen por la voluntad del fundador, por 
sus Estatutos y, en todo caso, por la propia Ley.
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Por su parte, la Disposición final segunda de la Ley 
50/2002 modifica el apartado 5 del artículo 6 del Texto 
Refundido de la Ley General Presupuestaria, incorpo-
rando el concepto novedoso de este tipo de entidades al 
afirmar que «son fundaciones del Sector público estatal 
aquellas fundaciones en las que concurra alguna de las 
siguientes circunstancias: 

a. Que se constituyan con una aportación mayori-
taria, directa o indirecta, de la Administración General 
del Estado, sus organismos públicos o demás entidades 
del Sector público estatal.

b. Que su patrimonio fundacional, con un carácter 
de permanencia, esté formado en más de un 50% por 
bienes o derechos aportados o cedidos por las referidas 
entidades». 

Esta misma definición de las Fundaciones del Sec-
tor público estatal, es decir, considerando para su deli-
mitación tanto las aportaciones realizadas por el Sector 
público estatal en el momento de constitución de la 
Fundación de que se trate, como posteriormente su par-
ticipación mayoritaria y permanente en el patrimonio 
fundacional, viene recogido en el artículo 44 de la Ley 
50/2002, abriendo el Capítulo especialmente dedicado 
a este tipo de Fundaciones. A continuación, el artícu-
lo 45 añade el requisito fundamental en cuya virtud «la 
creación de fundaciones del Sector público estatal 
deberá ser autorizada por Acuerdo del Consejo de 
Ministros». Como es sabido, antes de esta reforma de la 
regulación sobre Fundaciones, el artículo 6.5 del Texto 
Refundido de la Ley General Presupuestaria denomina-
ba a este tipo de Fundaciones como «fundaciones esta-
tales» y las definía exclusivamente en base a su dota-
ción fundacional como aquéllas «en cuya dotación 
participen mayoritariamente, directa o indirectamente, 
la Administración General del Estado, sus Organismos 
autónomos o las demás entidades del Sector público 
estatal», sin referirse a la segunda de las circunstancias 
expuestas.

En este sentido, debe recordarse que el Tribunal de 
Cuentas en su Informe de Fiscalización Especial de las 
Cuentas y de la Contratación de la Fundación Centro 
Nacional de Investigaciones Oncológicas Carlos III, 
ejercicios 1998, 1999 y 2000, aprobado por el Pleno de 
este Tribunal el 21 de marzo de 2002 y al que ya se ha 
hecho referencia anteriormente, recogía entre sus Con-
clusiones que «la definición de fundación estatal que 
recoge el vigente artículo 6.5 de la LGP establece úni-
camente, como elemento determinante y exclusivo de 
su configuración, la participación mayoritaria del Sec-
tor público estatal en la dotación fundacional, sin tener 
en cuenta parámetros como la financiación posterior de 
la actividad y la composición del Patronato de la Fun-
dación». Asimismo, dentro de las Recomendaciones 
del propio Informe se señalaba que, «a juicio de este 
Tribunal de Cuentas, el Gobierno debería adoptar las 
medidas legales oportunas para que la calificación de 

una fundación como estatal, dependiera no sólo de la 
participación mayoritaria en su dotación fundacional, 
sino que se contemplaran alternativamente otros pará-
metros fundamentales tales como la composición de su 
Patronato o que la financiación de su actividad se reali-
ce de forma mayoritaria con cargo a fondos públicos». 
La actual definición legal de las Fundaciones del Sector 
público estatal, antes citada, recoge en buena medida lo 
señalado por este Tribunal de Cuentas en el citado 
Informe de Fiscalización.

Todas las Fundaciones, sean o no Fundaciones del 
Sector público estatal, deben perseguir fines de interés 
general, de tal forma que beneficien a colectividades 
genéricas de personas, adquiriendo únicamente perso-
nalidad jurídica desde el momento de la inscripción de 
la escritura pública de su constitución en el correspon-
diente Registro de Fundaciones, momento a partir del 
cual, de acuerdo con el artículo 4 de la Ley 50/2002, 
pueden utilizar la denominación específica de «Funda-
ción» (en el mismo sentido se pronunciaba el antiguo 
artículo 3 de la Ley 30/1994). En este sentido, la Ley 
50/2002 regula en su artículo 36 el Registro de Funda-
ciones de competencia estatal dependiente del Ministe-
rio de Justicia, si bien al igual que ocurría en la Ley 
30/1994, su Disposición transitoria cuarta establece 
que, hasta que no tenga lugar la entrada en funciona-
miento de este Registro de Fundaciones, subsistirán los 
Registros existentes a la entrada en vigor de la Ley.

Debe recordarse en relación con este futuro Registro 
de Fundaciones de competencia estatal que, transcurri-
dos más de 8 años desde que tuvo lugar la entrada en 
vigor de una previsión similar contenida en el artícu- 
lo 36 de la Ley 30/1994, relativa a la creación en el 
actual Ministerio de Justicia de un Registro de Funda-
ciones, dicha previsión no ha sido nunca materializada, 
motivo por el cual a juicio de este Tribunal de Cuentas 
cabría racionalmente esperar una mayor diligencia en 
la puesta en práctica de las medidas previstas sobre este 
Registro en la normativa actualmente en vigor.

En cuanto las novedades que afectan a los órganos 
rectores de las Fundaciones, debe señalarse en primer 
lugar que el órgano de gobierno y de representación de 
las Fundaciones, ya sean estatales o del Sector público 
estatal, es el Patronato, cuyo objetivo primordial será el 
de cumplir los fines fundacionales y administrar los 
bienes y derechos que integran el patrimonio de la Fun-
dación, debiendo estar constituido por un mínimo de 
tres miembros, que elegirán entre ellos a su Presidente. 
La nueva Ley 50/2002 introduce la obligatoriedad de la 
figura del Secretario y la posibilidad de que el Patrona-
to acuerde una retribución adecuada para los patronos, 
siempre que «presten a la Fundación servicios distintos 
de los que implica el desempeño de las funciones que 
les corresponden como miembros del Patronato, previa 
autorización del Protectorado» (artículo 15.4). Sin 
embargo, la regla general sigue siendo que los miem-
bros del Patronato ejercen su cargo gratuitamente, al 
tiempo que responden, frente a la Fundación, de los 
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daños y perjuicios que causen por actos contrarios a la 
Ley o a los Estatutos de la Fundación. En las Fundacio-
nes del Sector público estatal, una de las funciones 
específicas del Presidente del Patronato es la de osten-
tar la condición de cuentadante de las cuentas que 
hayan de rendirse al Tribunal de Cuentas, por conducto 
de la IGAE, tal y como establece el artículo 127 del 
Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.

Por último, en todas las Fundaciones debe existir un 
Protectorado, ejercido por la Administración compe-
tente, con el objeto de facilitar el recto ejercicio del 
derecho de fundación y de asegurar la legalidad de su 
constitución y posterior funcionamiento. Respecto de 
las Fundaciones del Sector público estatal, este Protec-
torado será ejercido por la Administración General del 
Estado con independencia de su ámbito territorial de 
actuación, conforme establece el artículo 46.2 de la Ley 
50/2002. El artículo 35 de esta última Ley reformula 
asimismo las funciones del Protectorado que enumera-
ba el antiguo artículo 32 de la Ley 30/1994, potencian-
do, a juicio de este Tribunal de Cuentas, aquellas fun-
ciones de apoyo y asesoramiento a las Fundaciones 
sobre las que ejerce su competencia, en especial sobre 
las que se encuentran en proceso de constitución, pero 
limitando al mismo tiempo sus funciones de control y 
tutela sobre el funcionamiento de las Fundaciones.

2.1.2  Constitución de las Fundaciones fiscalizadas 
por el Instituto de Salud Carlos III

Cronológicamente y como ha quedado apuntado 
con anterioridad, el proceso de constitución por el Ins-
tituto de Salud Carlos III de las Fundaciones fiscaliza-
das ha sido el siguiente:

— La Fundación CNIO fue constituida por el Insti-
tuto de Salud Carlos III mediante escritura pública 
otorgada el 9 de marzo de 1998, con una dotación fun-
dacional de 1.502.530,26 euros (250.000.000 de pese-
tas) aportada íntegramente por el Instituto de Salud 
Carlos III.

— La Fundación CNIC se constituyó mediante 
escritura pública otorgada el 25 de febrero de 1999, con 
un capital fundacional de 300.506,05 euros (50.000.000 
de pesetas) íntegramente aportado por el Instituto de 
Salud Carlos III.

— La Fundación CSAI se ha constituido mediante 
escritura pública otorgada el 8 de marzo de 2000, con 
un capital fundacional de 60.101,21 euros (10.000.000 
de pesetas).

2.2  Contenido básico de los estatutos y de la regula-
ción de las Fundaciones fiscalizadas: su acomo-
dación a la normativa y jurisprudencia comunita-
rias en materia de contratación pública

Las tres entidades fiscalizadas se constituyen por el 
Instituto de Salud Carlos III (Organismo Autónomo de 

la Administración General del Estado) como Fundacio-
nes de interés general y de ámbito y competencia esta-
tal. Del conjunto de la regulación jurídica de estas 
Fundaciones, contenida tanto en sus propios Estatutos 
como en la restante normativa que les es de aplicación, 
cabe destacar concretamente los siguientes aspectos 
fundamentales:

• Las tres Fundaciones se han regido durante todo 
el periodo fiscalizado, además de por sus Estatutos, por 
la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, sobre Fundacio-
nes y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada 
en Actividades de Interés General, por el Real Decreto 
316/1996, de 23 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento de las Fundaciones de Competencia Esta-
tal y por el resto de disposiciones que sean de aplica-
ción o sustituyan a las anteriores. Este es el régimen 
jurídico que ha estado vigente durante todo el periodo 
fiscalizado (ejercicios 1999, 2000, 2001 y 2002), aun-
que como ya se ha indicado ha sido profundamente 
modificado por las Leyes 49/2002, de 23 de diciembre, 
de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y 
de los incentivos fiscales al mecenazgo y, sobretodo, 
por la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, 
modificaciones que entraron conjuntamente en vigor 
el 1 de enero de 2003.

• En sus respectivos Estatutos se señala la finali-
dad específica de cada una de las tres Fundaciones fis-
calizadas. De este modo:

a) La finalidad de la Fundación CNIO consiste en 
el fomento de la investigación oncológica y la promo-
ción de los avances científicos y sanitarios en dicha 
área, así como en promover y colaborar en el manteni-
miento de Centros de Investigación Oncológica, si bien 
su objetivo principal lo constituye la creación y el sos-
tenimiento del Centro Nacional de Investigaciones 
Oncológicas Carlos III (en adelante CNIO).

b) La finalidad de la Fundación CNIC consiste en 
el fomento de la investigación en relación con las enfer-
medades cardiovasculares, la prevención de las mismas 
y la promoción de los avances científicos y sanitarios 
en dicha área, todo ello a través de la creación y mante-
nimiento del Centro Nacional de Investigaciones Car-
diovasculares Carlos III (en adelante CNIC), cuya 
misión será desarrollar una serie de fines particulares y 
de actividades específicas relacionados con este tema y 
que se enumeran en los propios Estatutos. Precisamen-
te, en este periodo inicial de su funcionamiento los 
contratos más importantes celebrados por esta Funda-
ción han sido los relacionados con la construcción de 
este Centro, sobre los que lógicamente se ha centrado 
el análisis de su contratación.

c) Por último, la finalidad de la Fundación CSAI 
estriba en contribuir al desarrollo y mejora de las con-
diciones de vida de las poblaciones, mediante la cola-
boración en programas y actividades de investigación, 
formación, consultoría, asistencia técnica y desarrollo 
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de proyectos, en el ámbito de la salud internacional y la 
cooperación, así como en proyectar y difundir la ima-
gen del Instituto de Salud Carlos III en el ámbito inter-
nacional.

• Las tres Fundaciones constituidas por el Instituto 
de Salud Carlos III se acogen al Protectorado ejercido 
por la Administración General del Estado a través del 
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, de acuer-
do con lo previsto en el artículo 21 del Real Decreto 
316/1996, de 23 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal, 
según el cual estas Fundaciones deben quedar bajo el 
Protectorado de la Administración General del Estado, 
«a través de los Ministerios que posean atribuciones 
vinculadas con los fines fundacionales».

• En cuanto a los órganos de gobierno, cada Fun-
dación se regirá por su propio Patronato, a cuyo frente 
se encuentra el Presidente (cargo que, en las tres Fun-
daciones analizadas ha ostentado, durante casi todo el 
periodo fiscalizado, el Director del Instituto de Salud 
Carlos III pero que, a finales de diciembre de 2002, 
pasó a ser ejercido directamente por la Ministra de 
Sanidad y Consumo). En lo que afecta al objeto de este 
Informe, cabe destacar que es función específica del 
Patronato «adjudicar los contratos de obras, servicios y 
suministros y cualesquiera otros que pudiera concertar 
para el cumplimiento de sus fines», sin perjuicio de las 
delegaciones de competencias efectuadas en esta mate-
ria en los órganos de gestión de cada una de las Funda-
ciones, que son objeto de análisis detallado en los apar-
tados correspondientes del presente Informe.

• Por último, en lo referente a la contratación, en 
los Estatutos de las tres Fundaciones fiscalizadas se 
establece que se regirán por las normas de Derecho 
privado (civil o mercantil). A juicio de este Tribunal de 
Cuentas la aplicación de esas normas de Derecho priva-
do es compatible con la observancia y aplicación de los 
criterios de publicidad, concurrencia y objetividad, que 
resultan ineludibles en la contratación de estas Funda-
ciones, como garantía última del cumplimiento de los 
principios de eficiencia y economía predicables y exi-
gibles de toda la gestión del gasto público, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 31.2 de la Constitución 
Española y en el artículo 9 de la Ley Orgánica del Tri-
bunal de Cuentas. Con independencia de ello, el 
artículo 46.5 de la nueva Ley de Fundaciones (Ley 50/
2002) establece respecto de las Fundaciones del Sector 
público estatal, entre las que actualmente se incluyen 
las que aquí se analizan, que «su contratación se ajusta-
rá a los principios de publicidad, concurrencia y objeti-
vidad, salvo que la naturaleza de la operación a realizar 
sea incompatible con estos principios». El hecho de 
que esta última previsión legal sólo resulte formalmen-
te exigible desde el 1 de enero de 2003, fecha de entra-
da en vigor de la citada Ley 50/2002, no constituye en 
modo alguno, a juicio de este Tribunal de Cuentas, un 
obstáculo a lo anteriormente señalado sobre la aplica-

ción de los principios de eficiencia y economía en la 
gestión del gasto público, exigida por el artículo 31.2 
de nuestra Constitución, como tampoco a la aplicación 
de lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley Orgánica de 
este Tribunal de Cuentas. Resulta evidente que los 
motivos que fundamentaron y fundamentan la incorpo-
ración de esta exigencia al vigente régimen jurídico 
regulador de las Fundaciones del Sector público estatal, 
ya existían en toda su extensión con anterioridad al 1 de 
enero de 2003, es decir, durante el periodo fiscaliza-
do 5.

Por último, conviene realizar aquí una reflexión en 
torno a la legislación que debe aplicarse a la actividad 
contractual de estas Fundaciones, legislación que ven-
drá lógicamente marcada, en primer término, por su ya 
anunciado carácter de personas jurídicas de derecho 
privado, al haber sido constituidas expresamente como 
Fundaciones de acuerdo con lo dispuesto en la citada 
Ley 30/1994, motivo por el cual han ajustado su contra-
tación al Derecho civil y mercantil como ya ha quedado 
señalado. Pero también debe resaltarse, a estos efectos 
y en segundo lugar, su fundamental condición de enti-
dades constituidas (y dotadas económicamente) por el 
Instituto de Salud Carlos III con cargo a fondos públi-
cos y, en consecuencia, su carácter de entidades vincu-
ladas o dependientes, desde entonces y en mayor o 
menor medida, de dicho Organismo Autónomo.

Por sí solo, ese carácter de entidades de derecho 
privado de las Fundaciones analizadas, aunque no dejen 
de tener ciertas particularidades que las singularizan 
(entre las que pueden destacarse las relativas a su régi-
men presupuestario o de rendición de cuentas), deter-
mina lógicamente la aplicación del derecho civil y 
mercantil a su actividad contractual, conforme se dis-
pone en sus propios Estatutos, al mismo tiempo que 
excluye prima facie cualquier otro posible plantea-
miento como el relativo a una eventual inclusión de 
estas Fundaciones en el ámbito subjetivo de aplicación 
del vigente Texto Refundido de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio. Ello a pesar 
de la indudable pertenencia de estas Fundaciones al 
denominado Sector público estatal durante todo el 
periodo fiscalizado, y de su dotación y financiación 
mayoritaria con cargo a fondos públicos.

Sin embargo, la cuestión se plantea por la actual 
situación de ambigüedad y de falta de precisión, cuan-
do no de inexactitud, de que hace gala el artículo 1.3 de 

5 En sus alegaciones al Anteproyecto de Informe de la presente Fiscalización, los 
respectivos Patronatos de las Fundaciones fiscalizadas coinciden en vincular la obligación 
estricta de someter su contratación a los principios generales de publicidad y concurrencia, 
con la fecha de la entrada en vigor de la Ley 50/2002, el 1 de enero de 2003, por lo que el 
cumplimiento de dicha obligación quedaría fuera del periodo analizado en la presente Fis-
calización. No obstante, a juicio de este Tribunal de Cuentas, la observancia y aplicación 
en la contratación de estas entidades de la publicidad y de la concurrencia como principios 
generales comunes a toda la contratación en la que se emplean fondos públicos, se deben 
entender que deriva directamente de la fundamental necesidad de garantizar el correlativo 
cumplimiento de los principios de eficiencia y economía, predicables y exigibles de toda la 
gestión del gasto público, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 de la Constitu-
ción.
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este último texto legal al disponer que deberán ajustar 
su actividad contractual a dicha Ley, además de, obvia-
mente, las Administraciones Públicas Territoriales y 
sus Organismos Autónomos, «las restantes entidades 
de derecho público con personalidad jurídica propia, 
vinculadas o dependientes de cualquiera de las Admi-
nistraciones Públicas», siempre que reúnan los dos 
requisitos acumulativos establecidos por la propia 
norma, al exigir, en primer lugar «que hayan sido crea-
das para satisfacer específicamente necesidades de 
interés general que no tengan carácter industrial o mer-
cantil» y, en segundo lugar, «que se trate de entidades 
cuya actividad esté mayoritariamente financiada por las 
Administraciones Públicas u otras entidades de dere-
cho público, o bien, cuya gestión se halle sometida a un 
control por parte de estas últimas, o cuyos órganos de 
administración, de dirección o de vigilancia estén com-
puestos por miembros más de la mitad de los cuales 
sean nombrados por las Administraciones Públicas y 
otras entidades de derecho público».

Pues bien, en principio si exceptuamos esa primera 
condición sine qua non para la aplicación del Texto 
Refundido de la Ley de Contratos, cual es la de tratarse 
de entidades de derecho público, categoría jurídica en 
la que, como se ha dicho, no figurarían incluidas estas 
entidades, no cabe duda de que las Fundaciones ahora 
fiscalizadas cumplen fielmente todos los restantes 
requisitos establecidos en el texto legal para quedar 
comprendidas dentro de su ámbito subjetivo de aplica-
ción. En efecto, no sólo es evidente que estas Fundacio-
nes han sido creadas para satisfacer específicamente 
necesidades de interés general, que no tienen carácter 
industrial o mercantil, al constituir su objeto social, 
según sus propios Estatutos, el fomento de la investiga-
ción y la promoción de los avances científicos y sanita-
rios (en el caso de las Fundaciones CNIC y CNIO) y la 
contribución al desarrollo y mejora de las condiciones 
de vida de las poblaciones, mediante la colaboración en 
programas y actividades de investigación (en el caso de 
la Fundación CSAI), sino que resulta también induda-
ble que su actividad está mayoritariamente financiada 
por las Administraciones Públicas u otras entidades de 
derecho público (a través de la dotación fundacional 
desembolsada por el Instituto de Salud Carlos III, de 
las aportaciones económicas realizadas con cargo a los 
presupuestos estatales o autonómicos, de las subven-
ciones, etc.), así como que su gestión se halla sometida 
a un control por parte de estas últimas al tiempo que sus 
órganos de administración, de dirección o de vigilancia 
están compuestos por miembros más de la mitad de los 
cuales son nombrados por las Administraciones Públi-
cas y otras entidades de derecho público, todo ello en la 
medida en que, según disponen los correspondientes 
artículos de sus respectivos Estatutos y se recoge en 
este mismo Informe, estas Fundaciones se encuentran 
claramente dirigidas y controladas por la Administra-
ción Pública estatal de la que dependen.

En este sentido debe también recordarse que el cita-
do Texto Refundido de la Ley de Contratos constituye 
la vigente transposición a nuestro derecho positivo de 
la normativa comunitaria sobre esta materia, constitui-
da fundamentalmente a su vez por las Directivas 92/50/
CEE, 93/36/CEE y 93/37/CEE, dictadas, sucesiva y 
respectivamente, en materia de adjudicación de contra-
tos de servicios, suministros y obras, y modificadas por 
la Directiva 97/52/CEE. De acuerdo con la literalidad 
de estas Directivas sobre contratación pública, deben 
aplicar sus procedimientos de adjudicación de contra-
tos los «organismos de Derecho público» (terminología 
no necesariamente equiparable de una forma directa a 
nuestro derecho positivo), debiendo entenderse por 
tales, según las propias Directivas, «todo organismo» 
que, con independencia de su forma jurídica pública o 
privada, pueda calificarse como «poder» o «entidad 
adjudicadora», por reunir las características antes men-
cionadas y que han sido trasladadas literalmente de las 
propias Directivas al citado artículo 1.3 de nuestro 
Texto Refundido.

Por ello y en puridad, a la luz exclusivamente del 
derecho comunitario las Fundaciones constituidas por 
el Instituto de Salud Carlos III ahora fiscalizadas debían 
haber quedado incluidas en el ámbito subjetivo de apli-
cación de las citadas Directivas, al responder fielmente 
a los conceptos de «entidad adjudicadora» o de «poder 
adjudicador» contenidos en dichas Directivas y emplea-
dos por la Legislación Comunitaria para definir de un 
modo claramente funcional su ámbito subjetivo de apli-
cación. En efecto, de acuerdo con los correspondientes 
artículos delimitadores del ámbito subjetivo de cada 
una de estas Directivas, se deberá considerar como 
«organismo de derecho público» a estos efectos y, por 
tanto, entenderse incluido en dicho ámbito «cualquier 
organismo creado para satisfacer específicamente nece-
sidades de interés general que no tengan carácter indus-
trial o mercantil, dotado de personalidad jurídica, y 
cuya actividad esté mayoritariamente financiada por el 
Estado, los entes territoriales u otros organismos de 
derecho público, o bien, cuya gestión se halle sometida 
a un control por parte de estos últimos, o bien cuyo 
órgano de administración, de dirección o de vigilancia 
esté compuesto por miembros más de la mitad de los 
cuales sean nombrados por el Estado, los entes territo-
riales u otros organismos de derecho público».

Asimismo, debe recordarse que las Directivas 
Comunitarias sobre contratación han sido profusamen-
te interpretadas por la Jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas, mediante Sen-
tencias reiteradas y uniformes en las que el Alto Tribu-
nal procede sistemáticamente a extender el concepto de 
«entidad o poder adjudicador» a los específicos efectos 
de la aplicación de las Directivas, a todo organismo o 
entidad ya sea de derecho público o privado que reúna 
los requisitos antes señalados. Ejemplos de ello serían 
las conocidas Sentencias Mannesmann Anlagenbau 
Austria y otros c. Strohal Rotationsdruck GesmbH 
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(As. 44/96, Rec. 73) de 15 de enero de 1998, BFI Hol-
ding BV c. Ayuntamientos de Arnhem y Rheden 
(As. 360/96, Rec. 6821) de 10 de noviembre de 1998 o 
Teckal Srl. C. Ayuntamiento de Aviano y AGAC. 
(As. 107/98, Rec. 8139) de 18 de noviembre de 1999. 
En todas ellas se adopta por parte del TJUE un criterio 
amplio y funcional para delimitar el concepto de «poder 
adjudicador», no permitiendo que las diferentes catego-
rías o terminologías jurídicas empleadas por los distin-
tos Estados miembros de la Unión Europea puedan 
desvirtuar o impedir la plena efectividad del objetivo 
que, a juicio del Alto Tribunal, persiguen las Directivas 
con la fijación de su ámbito subjetivo de aplicación, 
concretado por el propio Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas al afirmar que «teniendo en 
cuenta el doble objetivo de apertura a la competencia y 
de transparencia que persiguen las Directivas de coor-
dinación de los procedimientos de adjudicación de 
contratos públicos, el concepto de «organismo de Dere-
cho público» debe recibir una interpretación funcional» 
(Sentencia de 1 de febrero de 2001, Comisión/Francia, 
C-237/99, Rec. I-939).

Por ello, la aparente divergencia que existe entre el 
objetivo pretendido por las Directivas Comunitarias en 
materia de contratación al delimitar su ámbito subjetivo 
de aplicación, y el restrictivo resultado obtenido 
mediante su incorporación a nuestro derecho positivo, a 
través del artículo 1.3 del vigente Texto Refundido, 
reside en opinión de la doctrina y de la Jurisprudencia 
comunitaria según veremos, en la formula elegida para 
su transposición a nuestro Ordenamiento Jurídico, 
puesto que se ha optado por circunscribir la aplicación 
del Texto Refundido, además de a las Administraciones 
Públicas Territoriales y sus Organismos Autónomos, a 
las entidades «de derecho público» que reúnan los 
requisitos de dicho artículo 1.3, cuando la amplia y 
funcional formulación empleada en su articulado por 
las Directivas comunitarias pretendía claramente, como 
ha señalado el Alto Tribunal Europeo, su extensión a 
«todo organismo» que, cualquiera que fuese su forma 
jurídica, reuniera dichos requisitos.

En este sentido y por su importancia en cuanto que 
compendio de toda esta Jurisprudencia aplicada expre-
samente a nuestro derecho positivo, puede acudirse 
para concluir esta cuestión a la reciente Sentencia del 
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
Comisión c. el Reino de España (As. C-214/00) de 15 
de mayo de 2003 en cuya parte decisoria se declara 
literalmente que «el Reino de España ha incumplido las 
obligaciones que le incumben al no haber adoptado las 
medidas necesarias para dar cumplimiento a lo dis-
puesto en los artículos 1 y 2 de la Directiva» objeto del 
recurso, preceptos en los que se determina precisamen-
te su ámbito subjetivo de aplicación. Por su claridad 
conviene reproducir los apartados 54, 55 y 56 de esta 
clarificadora Sentencia:

«54. En esta perspectiva, para resolver la cuestión 
de la calificación eventual como organismos de Dere-
cho público de distintas entidades de Derecho privado, 
el Tribunal de Justicia se ha limitado únicamente, según 
jurisprudencia reiterada, a comprobar si estas entidades 
cumplían los tres requisitos acumulativos enunciados 
en el artículo 1, letra b), párrafo segundo, de las Direc-
tivas 92/50, 93/36 y 93/37, considerando que la forma 
de constitución de la entidad era indiferente a este res-
pecto (en este sentido, véanse en especial las sentencias 
Mannesmann Anlagenbau Austria y otros, antes citada, 
apartados 6 y 29; de 10 de noviembre de 1998, BFI 
Holding, C-360/96, Rec. p. I-6821, apartados 61 y 62, y 
Comisión/Francia, antes citada, apartados 50 y 60).

55. De los principios así elaborados por la juris-
prudencia del Tribunal de Justicia se desprende que el 
estatuto de Derecho privado de una entidad no constitu-
ye un criterio que pueda excluir su calificación como 
entidad adjudicadora en el sentido del artículo 1, letra 
b), de las Directivas 92/50, 93/36 y 93/37 y, por tanto, 
del artículo 1, apartado 1, de la Directiva 89/665.

56. Es necesario señalar, además, que el efecto 
útil tanto de las Directivas 92/50, 93/36 y 93/37 como 
de la Directiva 89/665 no quedaría plenamente preser-
vado si pudiera excluirse la aplicación de dichas Direc-
tivas a una entidad que cumpla los tres requisitos antes 
citados por el mero hecho de que, con arreglo al Dere-
cho nacional al que está sujeta, su forma y su régimen 
jurídico correspondan al Derecho privado.»

Concluye el Alto Tribunal europeo afirmando en su 
apartado 60 que: «Por tanto, se deduce de lo anterior 
que, en la medida en que excluye de antemano del 
ámbito de aplicación personal de la Directiva 89/665 a 
las entidades de Derecho privado, la normativa españo-
la de que se trata en el caso de autos no incorpora 
correctamente el concepto de “entidad adjudicadora” 
que figura en el artículo 1, apartado 1, de dicha Directi-
va, tal como se define en el artículo 1, letra b), de las 
Directivas 92/50, 93/36 y 93/37».

La importante doctrina contenida en esta Sentencia 
del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
ha sido confirmada más recientemente por otra Senten-
cia del mismo Alto Tribunal, concretamente en la Sen-
tencia Comisión de las Comunidades Europeas c. el 
Reino de España (As. C-283/00) de 16 de octubre de 
2003, en la que para un supuesto concreto de aplicación 
de las Directivas sobre contratación, se reiteran los 
argumentos acabados de exponer de la Sentencia de 15 
de mayo de 2003, en particular aquel según el cual para 
resolver la cuestión de si una determinada entidad debe 
aplicar o no las Directivas sobre contratación pública, 
«procede comprobar únicamente si la entidad de que se 
trata cumple los tres requisitos acumulativos enuncia-
dos», sin que, a juicio del Alto Tribunal, «el estatuto de 
derecho privado de esa entidad constituya un criterio 
que pueda excluir su calificación como entidad adjudi-
cadora en el sentido de la Directiva».
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En este mismo sentido debe señalarse que el Conse-
jo de la Unión Europea, el 20 de marzo de 2003, y el 
Parlamento Europeo, el 27 de marzo de 2003, han apro-
bado sucesivamente la Posición Común (o proyecto de 
Directiva en la terminología comunitaria), con vistas a 
la adopción de la nueva Directiva del Parlamento Euro-
peo y del Consejo sobre coordinación de los procedi-
mientos de adjudicación de los contratos públicos de 
obras, de suministro y de servicios. El objetivo de esta 
futura Directiva no es otro que refundir en una única 
norma jurídica toda la regulación actualmente dispersa 
en varias directivas, de igual modo que su posterior 
transposición a nuestro derecho positivo debería permi-
tir concluir con éxito el proceso de adecuación de nues-
tra normativa al Derecho Comunitario.

A juicio de este Tribunal de Cuentas, para que la 
adecuación de nuestra legislación (ámbito subjetivo de 
aplicación del TRLCAP), al contenido de las Directivas 
Comunitarias sobre la materia, sea conforme con el 
sentido de lo expresado por el Tribunal de Justicia de 
las Comunidades Europeas en sus Sentencias de 15 de 
mayo y de 16 de octubre de 2003, debe modificarse el 
artículo 1.3 del Texto Refundido, para incluir en el 
ámbito subjetivo de aplicación del TRLCAP no sólo a 
las entidades «de derecho público», como ocurre 
actualmente, sino genéricamente a todo tipo de entida-
des, tanto si son de derecho público como si son de 
derecho privado, siempre que reúnan los requisitos 
señalados en el propio artículo 1.3 del Texto Refun- 
dido.

En este contexto, debe señalarse que la modifica-
ción recientemente introducida en el artículo 2.1 del 
Texto Refundido por el artículo 67 de la Ley 62/2003, 
de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrati-
vas y del orden social, no resuelve satisfactoriamente el 
problema jurídico planteado. Después de la reforma 
el artículo 2.1 ha quedado redactado de la siguiente 
manera:

«Las entidades de derecho público no comprendidas 
en el ámbito definido en el artículo anterior y las socie-
dades de derecho privado creadas para satisfacer espe-
cíficamente necesidades de interés general que no ten-
gan carácter industrial o mercantil, siempre que, 
además, concurra alguno de los requisitos contenidos 
en el párrafo b) del apartado 3 del artículo anterior, 
quedarán sujetas a las prescripciones de esta Ley relati-
vas a la capacidad de las empresas, publicidad, procedi-
mientos de licitación y formas de adjudicación para los 
contratos de obras, suministros, consultoría y asistencia 
y servicios de cuantía igual o superior, con exclusión 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, a 6.242.028 euros 
(equivalente a 5.000.000 derechos especiales de giro), 
si se trata de contratos de obras, o a 249.681 euros 
(equivalente a 200.000 derechos especiales de giro), si 
se trata de cualquier otro contrato de los menciona-
dos.»

Este mismo artículo 67 de la Ley 62/2003 ha dado 
asimismo nueva redacción a la disposición adicional 
sexta del TRLCAP, aquélla en la que se establece (junto 
con el artículo 133) el conocido como «tercer nivel de 
aplicación» o «nivel de aplicación mínima», de la legis-
lación de contratos, es decir, el sometimiento exclusivo 
de la contratación a los principios de publicidad y con-
currencia. Por tanto, el objetivo de la modificación no 
es otro que adaptar la redacción de la citada disposición 
a la nueva regulación legal de la materia, quedando 
redactada como sigue:

«Las sociedades a que se refiere el apartado 1 del 
artículo 2, para los contratos no comprendidos en el 
mismo, ajustarán su actividad contractual a los princi-
pios de publicidad y concurrencia, salvo que la natura-
leza de la operación a realizar sea incompatible con 
estos principios.»

En opinión de este Tribunal de Cuentas, compartida 
igualmente por destacados autores de nuestra doctrina, 
la reforma introducida mediante la Ley 62/2003, al 
limitar intencionadamente sus efectos a las «sociedades 
de derecho privado» que reúnan los requisitos del 
artículo 1.3, no ha resuelto el problema jurídico sustan-
cial que el Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas ha denunciado. El Legislador ha optado por 
remediar únicamente la situación, insostenible ya, de 
las sociedades de capital social mayoritariamente 
público (ya sean estatales, autonómicas o locales), cuya 
actuación en materia de contratación con sometimiento 
al Derecho privado, aplicando exclusivamente los prin-
cipios de publicidad y concurrencia, no resultaba posi-
ble sostener y mantener por más tiempo en sus actuales 
parámetros, debido al indudable carácter de poderes 
adjudicadores a los efector de las Directivas Comunita-
rias de estas sociedades.

En efecto, la contratación de las sociedades mercan-
tiles públicas, había sido ya objeto tanto de pronuncia-
mientos judiciales (tanto en el ámbito estatal como 
europeo), como de posteriores reformas legales, orien-
tadas específicamente en ambos casos a remediar su 
irregular situación contractual. A título de ejemplo, 
debe recordarse la Ley 53/2002, de 30, de diciembre, 
de medidas fiscales, administrativas y del orden social, 
que incorporó en su artículo 87 una sustancial modifi-
cación del régimen jurídico contractual de la sociedad 
estatal «Empresa de Transformaciones Agrarias, Socie-
dad Anónima» (TRAGSA), estableciendo que «los 
contratos de obras, suministros, consultoría, asistencia 
y servicios que TRAGSA y sus filiales celebren con 
terceros, quedarán sujetos a las prescripciones de la 
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
relativas a publicidad, procedimientos de licitación y 
formas de adjudicación, siempre que la cuantía de los 
contratos iguale o supere la de las cifras fijadas en los 
artículos 135.1, 177.2 y 203.2 de la referida Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas».
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Por todo ello, resulta especialmente significativa la 
omisión del Legislador en lo que hace referencia a las 
Fundaciones del Sector público estatal aquí analizadas, 
que quedarán fuera nuevamente del citado ámbito sub-
jetivo del TRLCAP, al no incluir la reforma en dicho 
ámbito subjetivo a todas las entidades de derecho priva-
do, sino sólo a las «sociedades», que cumplan los 
requisitos establecidos por las Directivas. A juicio de 
este Tribunal de Cuentas la solución adoptada ha con-
sistido exclusivamente en retrasar la adopción de una 
solución definitiva para la cuestión planteada.

En efecto, la reforma ha modificado no el artículo 1 
(en su apartado 3), que es el que concretamente regula, 
con carácter general y básico, cual debe ser el «ámbito 
de aplicación subjetiva» de la propia Ley, sino que ha 
dado nueva redacción al artículo 2 (en su apartado 1), 
que únicamente hacía referencia hasta ahora a la «adju-
dicación de determinados contratos de derecho priva-
do», cuando hubiesen sido celebrados por las «entida-
des de derecho público no comprendidas en el ámbito 
definido en el artículo anterior» y, por tanto, no sujetas 
a las prescripciones de la propia Ley, para incorporarlos 
parcialmente a partir de la reforma, en función de 
su cuantía económica, al régimen de la contratación 
pública.

En lugar de incluir en el artículo 1.3 del TRLCAP a 
todas las entidades de derecho privado, entre las que se 
incluyen las Fundaciones aquí analizadas, por la senci-
lla vía de eliminar la expresión «de derecho público», 
que las excluye, como hubiera sido lo correcto en tér-
minos de buen derecho, la reforma llevada a cabo se ha 
limitado a cumplir en sus estrictos términos aquello a lo 
que el Reino de España venía obligado por haber sido 
condenado mediante la Sentencia de 15 de mayo 
de 2003 antes comentada. 

Debe recordarse que la citada Sentencia contenía en 
su Fallo la siguiente declaración según la cual el Alto 
Tribunal europeo debía: «Declarar que el Reino de 
España ha incumplido las obligaciones que le incum-
ben (...), en particular: 

— al no haber extendido el sistema de recursos 
garantizados por la citada Directiva a las decisiones 
adoptadas por las sociedades de Derecho privado crea-
das para satisfacer específicamente necesidades de 
interés general que no tengan carácter industrial o mer-
cantil, (...)».

Por tanto, la reforma operada se ha limitado a cum-
plir estrictamente lo que establecía en su Fallo la Sen-
tencia de 15 de mayo de 2003, incorporando al ámbito 
subjetivo de la Ley a las sociedades de derecho privado 
que respondan al concepto de poder adjudicador de las 
Directivas, pero únicamente para aquéllos de sus con-
tratos que, por su importe, sobrepasen los umbrales en 
cuya virtud son de aplicación las propias Directivas. 
Ello a pesar de que a lo largo de toda la Sentencia invo-
cada son nítidas y constantes las referencias a la figura 

genérica de las «entidades de Derecho privado», si bien 
es la figura de las «sociedades de Derecho privado» la 
que finalmente recoge el Fallo, como aquéllas a las que 
debe verdaderamente extenderse el concepto de poder 
adjudicador para dar fiel cumplimiento a la propia Sen-
tencia del Alto Tribunal y a las Directivas Comunita-
rias.

Por ello, debe señalarse que no cabe descartar una 
nueva condena por los mismos hechos aquí expuestos 
que obligue a nuestro Legislador a trasponer correcta-
mente las Directivas Comunitarias sobre contratos 
públicos. A estos efectos, puede señalarse aquí que la 
Comisión de las Comunidades Europeas ha presentado 
el 26 de febrero de 2003 un recurso contra el Reino de 
España ante el TJCCEE (Asunto C-84/03), a los efec-
tos de que este Tribunal declare que España no ha 
incorporado correctamente en su ordenamiento jurídico 
interno las Directivas, en particular, al excluir del ámbi-
to de aplicación del TRLCAP, mediante el apartado 3 
de su artículo 1, a las entidades de Derecho privado que 
reúnan los requisitos recogidos en las Directivas (Dia-
rio Oficial de la Unión Europea C 101, de 26 de abril 
de 2003).

Ahora bien, sin necesidad de esperar a posteriores 
pronunciamientos jurisdiccionales, a juicio de este Tri-
bunal, aquellas entidades que actualmente se encuen-
tran exentas de aplicar las prescripciones del TRLCAP, 
pero que, atendiendo al concepto de poder adjudicador 
establecido por las Directivas Comunitarias, entran cla-
ramente dentro de este concepto, deberían aplicar, al 
menos para aquellos contratos cuyo objeto esté dentro 
del ámbito objetivo de las citadas Directivas y el presu-
puesto de los mismos sea igual o superior a los umbra-
les previstos por estas mismas normas comunitarias, las 
prescripciones previstas en el TRLCAP, en todo lo que 
sea una transposición de aquellas Directivas, siendo 
únicamente de aplicación los principios de publicidad y 
concurrencia (previstos en la disposición adicional 
sexta del TRLCAP) para sus contratos con presupuesto 
inferior a los citados umbrales.

A este respecto, no debe olvidarse que la eficacia de 
las Directivas no está necesariamente supeditada a su 
transposición, correcta o no, con lo que entraríamos en 
el tema de su efecto directo. Según reiterada Jurispru-
dencia comunitaria, una disposición de una Directiva 
tiene efecto directo si, desde el punto de vista de su 
contenido, no está sujeta a condición alguna y es lo 
suficientemente precisa (Sentencia de 19 de enero de 
1982, Becker, 8/81, Rec. p. 53). Aún más esclarecedora 
es la Sentencia de 22 junio de 1989, asunto C-103/88, 
al observar que cuando las disposiciones de una Direc-
tiva, desde el punto de vista de su contenido, no estén 
sujetas a condición alguna y sean lo suficientemente 
precisas, los particulares están legitimados para invo-
carlos ante los órganos jurisdiccionales nacionales con-
tra el Estado, bien cuando éste no haya adaptado el 
Derecho nacional a la Directiva dentro del plazo seña-
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lado, bien cuando haya procedido a una adaptación 
incorrecta (como ocurre en el caso que nos ocupa).

Por tanto, los particulares o empresas perjudicados 
no sólo están legitimados para invocar ante los órganos 
jurisdiccionales nacionales y en contra de la Adminis-
tración Pública, las disposiciones de una Directiva 
incorrectamente transpuesta, sino que puede conside-
rarse asimismo que a la propia Administración Pública 
le incumbe la obligación de aplicar correctamente la 
Directiva y de inaplicar, consiguientemente, las dispo-
siciones del Derecho nacional que manifiestamente la 
infrinjan. A juicio de este Tribunal de Cuentas, todos 
los órganos o entidades que forman parte de la Admi-
nistración Pública, como pueden ser las Fundaciones 
del Sector público estatal aquí analizadas, estarían por 
ello obligadas también a aplicar correctamente la 
Directiva incorrectamente transpuesta en detrimento de 
dichas disposiciones del Derecho nacional.

En conclusión, sería deseable que las propias Fun-
daciones del Sector público estatal actualmente exis-
tentes, asumiendo su condición evidente de poderes 
adjudicadores a los efectos de lo dispuesto en las Direc-
tivas Comunitarias y en virtud del efecto directo de 
estas últimas normas, comenzasen a aplicar de forma 
progresiva en su contratación las prescripciones del 
Texto Refundido de la LCAP o, cuando menos, las que 
limitadamente recoge su artículo 2.1, sin escudarse en 
la pura literalidad de los artículos 1.3 y 2.1 del propio 
Texto Refundido, para limitarse exclusivamente al 
cumplimiento de los principios de publicidad y concu-
rrencia que actualmente ya les exige su propia normati-
va específica.

A pesar de todo ello, no debe olvidarse que la con-
tratación celebrada por las Fundaciones constituidas 
por el Instituto de Salud Carlos III durante el periodo 
fiscalizado (ejercicios 1999-2002), no se encontraba 
incluida dentro del ámbito de aplicación de la LCAP ni 
del vigente del Texto Refundido de la Ley de Contra-
tos, habiéndose sujetado por ello al derecho civil y 
mercantil, al amparo de lo dispuesto en sus Estatutos. 
No obstante, como ha quedado señalado, ello supuso 
posiblemente la vulneración de las Directivas Comuni-
tarias sobre la materia, en la reiterada interpretación 
que de estas normas ha elaborado el Tribunal de Justi-
cia de las Comunidades Europeas 6.

2.3  Principales magnitudes de la contratación de las 
fundaciones objeto de la fiscalización

El presente informe refleja los resultados del análi-
sis de la contratación celebrada durante el periodo 
1999-2002 por las Fundaciones constituidas por el Ins-
tituto de Salud Carlos III, con las salvedades en cuanto 
al ámbito temporal concreto aplicable a cada una de 
ellas ya citadas en el apartado 1.2 de este Informe.

Los datos que a continuación se exponen son el 
resultado del análisis de las bases de datos comprensi-
vas de la contratación realizada por estas Fundaciones, 
así como de los expedientes de contratación aportados, 
a requerimiento del Tribunal de Cuentas, por cada una 
de las tres Fundaciones objeto de esta Fiscalización. El 
número total de contratos celebrados por las tres Fun-
daciones durante el periodo fiscalizado asciende a 232 
con un importe global de 17.970.933,97 euros 
(2.990.111.820 ptas). El gráfico núm. 1 siguiente refle-
ja, a efectos comparativos, el número total de los con-
tratos celebrados por cada una de las Fundaciones 
durante el periodo fiscalizado:

GRÁFICO NÚM. 1

Contratos celebrados por las Fundaciones CNIO, 
CNIC y CSAI durante el periodo fiscalizado 

(Ejercicios 1999-2002)

6 En sus alegaciones al Anteproyecto de Informe, las tres Fundaciones fiscalizadas 
rechazan que su actividad contractual pueda acomodarse a la prescripciones del TRLCAP, 
en su actual redacción y en cualquiera de sus tres posibles niveles de aplicación, en base a 
su carácter de entidades exclusivamente de derecho privado, al tiempo que descartan igual-
mente la posibilidad expuesta por este Tribunal de someter de forma voluntaria su contra-
tación a las prescripciones del TRLCAP que constituyen la transposición a nuestro derecho 
de las Directivas Comunitarias en materia de contratación pública, basándose para ello 
únicamente en argumentos de derecho positivo, referidos al tenor literal de los artículos 1.3 
y 2.1 del citado Texto Refundido, sin rebatir en modo alguno los argumentos jurídicos y el 
análisis de la Jurisprudencia del TJCCEE expuestos en el presente Informe.

Como se afirma en el último párrafo del presente epígrafe, durante el periodo fiscaliza-
do (ejercicios 1999-2002) la contratación de las Fundaciones fiscalizadas quedaba excluida 
del ámbito de aplicación del TRLCAP, debido al limitado alcance de su vigente redacción, 
en relación con la normativa comunitaria de la que trae causa. Sin perjuicio de ello, este 

Tribunal de Cuentas ha considerado oportuno dejar constancia de la posibilidad de que, a 
su juicio, disponen actualmente las Fundaciones fiscalizadas, en el sentido de aplicar 
potestativamente en su contratación las prescripciones del TRLCAP o, al menos, aquellas 
relativas a la capacidad de las empresas, la publicidad, los procedimientos de licitación y 
las formas de adjudicación, respecto de sus contratos obras, suministros, consultoría y 
asistencia y de servicios, que superen los umbrales comunitarios.

Resulta evidente para este Tribunal que ello no supondría, como alegan las Fundaciones 
fiscalizadas, «salirse del marco de funcionamiento establecido por la legislación estatal», sino 
únicamente superar sus actuales limitaciones en relación con la legislación comunitaria, puesto 
que esa utilización de las técnicas y procedimientos previstos en el TRLCAP, que las propias 
Fundaciones fiscalizadas han venido llevando a cabo, de forma limitada pero voluntaria, en sus 
principales contratos, constituye la mejor forma de garantizar el cumplimiento de los principios 
constitucionales de eficiencia y economía en la gestión del gasto público que, junto con los de 
publicidad, concurrencia y objetividad, deben presidir su actuación en materia contractual.
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Según se deduce del gráfico anterior, el 43,1% del 
número total de contratos analizados corresponde a 
contratos celebrados por la Fundación CNIO, un 38,8% 
a contratos celebrados por la Fundación CNIC, y tan 
solo el 18,1% a contratos celebrados por la Fundación 
CSAI. Sin embargo, el porcentaje mayor del importe 
total de la contratación analizada (concretamente un 
55,16%) corresponde a la actividad contractual de la 
Fundación CNIC, lo que se explica por el hecho de que 
el 81,5% de los contratos celebrados por esta Funda-
ción son contratos de obras, celebrados para la cons-
trucción del nuevo edificio destinado a ser la sede de 
esta Fundación, contratos de obras que en el caso de la 
Fundación CNIO ya se habían celebrado en ejercicios 
anteriores al comienzo del periodo fiscalizado.

El importe total de las obligaciones que se derivan 
de la contratación celebrada por estas tres Fundaciones, 
puede observarse en el gráfico núm. 2 siguiente: 

GRÁFICO NÚM. 2

Importe total de la contratación celebrada durante 
el periodo fiscalizado por cada una de las fundacio-

nes fiscalizadas

Por último, uno de los aspectos esenciales que ha 
sido objeto de especial comprobación en el desarrollo 
de los trabajos de la presente Fiscalización ha sido el 
efectivo cumplimiento de los principios de publicidad y 
concurrencia en la contratación de cada una de las Fun-
daciones analizadas. Sin perjuicio de las consideracio-
nes que ya se han realizado anteriormente sobre el 
régimen jurídico aplicable a la contratación de estas 
entidades y las restantes que se contienen en los aparta-
dos correspondientes al análisis particularizado de los 
expedientes de contratación de cada una de ellas, debe 
reiterarse que, a juicio de este Tribunal de Cuentas, la 
observancia y aplicación de los criterios de publicidad, 
concurrencia y objetividad resulta de gran relevancia en 
su contratación, como garantía última del cumplimien-
to de los principios de eficiencia y economía predica-
bles y exigibles de toda la gestión del gasto público, de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 de la Cons-
titución Española, en el artículo 9 de la Ley Orgánica 
del Tribunal de Cuentas y, expresamente, en el artículo 
46.5 de la nueva Ley de Fundaciones.

En el siguiente gráfico núm. 3 se refleja, de un 
modo global y cuantitativo, los resultados relativos al 
cumplimiento del principio de publicidad llevada a 
cabo por cada una de las Fundaciones objeto de Fiscali-
zación en su contratación celebrada durante el periodo 
fiscalizado. Conviene precisar que la comparación se 
realiza partiendo, únicamente, de aquella parte de la 
contratación de cada una de las Fundaciones fiscaliza-
das que, a juicio de este Tribunal, debió haber sido 
objeto de publicidad y concurrencia. 

GRÁFICO NÚM. 3

Sometimiento a publicidad de la contratación cele-
brada durante el periodo 1999-2002 por cada una 

de las tres fundaciones fiscalizadas

Para la realización de este gráfico únicamente se ha 
considerado la contratación de obras, servicios o sumi-
nistros llevada a cabo por cada una de las Fundaciones, 
excluyéndose por tanto de este análisis cualesquiera 
otros contratos, especialmente todos aquellos que gene-
raron ingresos para las Fundaciones fiscalizadas. Utili-
zando este criterio, únicamente se han tenido en cuenta 
los importes correspondientes a los contratos de sumi-
nistros o de servicios celebrados por la Fundación 
CNIO, cuya contratación, a juicio de este Tribunal, 
hubiera debido ser objeto de publicidad, así como los 
relativos a los contratos de servicios de la Fundación 
CSAI, excluyéndose por ello en ambas Fundaciones 
una parte importante de su contratación, que ha genera-
do ingresos o a la que no resultaba aplicable el requisito 
de la publicidad. En el caso de la Fundación CNIC la 
parte de su contratación que hubiera debido ser objeto 
de publicidad y concurrencia resulta mucho más eleva-
da ya que comprende los contratos de obras celebrados 
para la construcción del edificio que albergará la sede 
del Centro, de tal modo que, por su importe, la parte de 
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su contratación que se ha excluido por no resultar apli-
cable este requisito es muy inferior a la de las otras dos 
Fundaciones.

CAPÍTULO 3.  LA CONTRATACIÓN DE LA FUN-
DACIÓN CENTRO NACIONAL DE 
INVESTIGACIONES ONCOLÓGI-
CAS CARLOS III

3.1 Introducción

En el presente Capítulo se recogen los resultados de 
la fiscalización de la contratación celebrada en los ejer-
cicios 2001 y 2002 por la Fundación CNIO (los ejerci-
cios 1999 y 2000 ya fueron objeto de un Informe de 
Fiscalización Especial de este Tribunal anteriormente 
citado). En sucesivos epígrafes se abordan los criterios, 
las competencias y los procedimientos de contratación 
empleados por la Fundación, así como las principales 
incidencias que se han puesto de manifiesto en el análi-
sis pormenorizado de los expedientes de contratación.

La Fundación CNIO ha celebrado durante los dos 
ejercicios ahora fiscalizados un total de 100 contratos por 
un importe global de 5.950.685,26 euros (990.110.718 
ptas). Además de estos contratos, se han recibido en este 
Tribunal relaciones certificadas referidas a las denomina-
das «adquisiciones no formalizadas en contrato», aproba-
das por la Comisión de Compras, tanto durante el 
año 2001 como el 2002. Estas compras se han realizado 
de acuerdo con un procedimiento general de «suministros 
y adquisiciones de bienes y servicios», aprobado por el 
Patronato de la propia Fundación. De acuerdo con este 
procedimiento se han realizado adquisiciones por un 
importe muy elevado, ya que gran parte de las compras 
de suministros de laboratorios se han efectuado mediante 
este procedimiento. En total se han tramitado de este 
modo 172 expedientes de adquisición, por un importe 
global de 13.792.356,65 euros (2.294.855.054 ptas.), 
durante los dos ejercicios fiscalizados.

El cuadro núm. 1 siguiente presenta el número e 
importe total, así como la naturaleza de los contratos 
celebrados por la Fundación CNIO en los dos ejercicios 
fiscalizados (2001 y 2002).

 SERVICIOS SUMINISTROS OBRAS OTROS* TOTAL 

EJERCICIO Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE 

2001 9 342.793,46 5 - 2 136.294,74 26 2.611.083,44 42 3.090.171,64

2002 42 476.139,26 1 - - - 15 2.384.374,36 58 2.860.513,62

TOTALES 51 818.932,72 6 - 2 136.294,74 41 4.995.457,80 100 5.950.685,26

 

CUADRO NÚM. 1

Número, importe total y naturaleza de la contratación celebrada por la Fundación CNIO 
en los ejercicios 2001 y 2002

(Importes en euros)

* En la categoría denominada «Otros» se han incluido, además de aquellos contratos identificados por la Fundación con esta expresión, un ensayo clínico y 4 arren-
damientos financieros.

Según puede observarse en el cuadro anterior, el 
número de contratos celebrados en el ejercicio 2002 se 
ha incrementado respecto del ejercicio anterior en un 
38%, mientras que el importe de las obligaciones deriva-
das de esta contratación ha descendido. Así, en el ejerci-
cio 2001 el volumen total de la contratación celebrada 
ascendió a 3.090.171,64 euros (514.161.298 ptas) des-
cendiendo en el 2002 a 2.860.513,62 euros (475.949.419 
pesetas), lo que supone un 7,3% menos respecto del ejer-
cicio anterior. Este descenso se explica, en su mayoría, 
por el menor número e importe de los contratos inclui-
dos en la categoría denominada «Otros».

En cuanto a la naturaleza de estos contratos, debe 
señalarse que el 51% del número total de los contratos 

celebrados por la Fundación durante los dos ejercicios 
fiscalizados corresponden a contratos de servicios (en 
concreto 51), mientras que en el 41% del total su natu-
raleza es la citada de «otros» (41) y en el resto de los 
casos son contratos de suministros y obras en un 6% y 
un 2%, respectivamente.

3.2  Criterios, competencias y procedimientos de con-
tratación

En el ejercicio de su función fiscalizadora el Tribu-
nal de Cuentas ha requerido de la Fundación CNIO la 
remisión de información y documentación en relación 
con los criterios de actuación o normas de procedi-
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miento, las delegaciones de funciones o los apodera-
mientos efectuados por su Patronato tanto en materia 
contractual como de ordenación de pagos y factura-
ción. 

Como resultado de la autonomía de gestión propia 
de este tipo de entidades, se han ido produciendo apo-
deramientos y delegaciones de funciones entre los dis-
tintos órganos de la Fundación CNIO en materia con-
tractual, apoderamientos que han sido inscritos por el 
Protectorado en el correspondiente Registro, previa 
toma de razón de los mismos. En concreto, los órganos 
con poderes y facultades en materia de contratación 
son, además del propio Patronato, su Presidente, el 
Gerente y el Director del Centro Nacional de Investiga-
ciones Oncológicas (CNIO). Del análisis de la docu-
mentación remitida pueden destacarse los siguientes 
aspectos, que configuran el régimen general de contra-
tación de la Fundación:

• Presidente del Patronato de la Fundación CNIO: 
Mediante escritura pública otorgada el 31 de julio de 
2001 y en cumplimiento de lo acordado en la reunión 
del Patronato de la Fundación de 25 de julio de ese 
mismo año, se delegan en el Presidente del Patronato 
las facultades de contratar obras, servicios y suminis-
tros y cualesquiera otros, así como las de realizar las 
operaciones bancarias o financieras correspondientes, 
en relación con las facultades que tenga delegadas, las 
de aprobar y formalizar los acuerdos o convenios que 
considere de interés para la Fundación, las de aprobar 
los criterios de ordenación de pagos y facturación, y, 
por último, los de aceptar donaciones y legados o 
herencias a beneficio de inventario y de representar a la 
Fundación.

• Director del Centro Nacional de Investigaciones 
Oncológicas: Mediante escritura pública otorgada el 22 
de julio de 1998 el Patronato de la entonces Fundación 
Carlos III para la Investigación del Cáncer (actual Fun-
dación CNIO), efectúo el nombramiento del Director 
del Centro y desarrolló las facultades de administra-
ción y gestión que corresponden a este cargo. Más 
recientemente, por acuerdo del Patronato de 1 de febre-
ro de 2002, elevado a escritura pública el 27 de febrero 
de 2002, fue modificado este apoderamiento, tradu-
ciendo a euros las cifras inicialmente en pesetas, mien-
tras que en la reunión del Patronato de 17 de abril 
de 2002, acuerdo elevado a escritura pública el 25 de 
abril, se otorgan poderes al Director del Centro en 
materia de representación de la Fundación. Entre las 
importantes facultades de gestión que corresponden a 
este cargo, cabe destacar las siguientes:

— En relación con las cuentas corrientes o de cré-
dito del CNIO, operar por sí mismo con un límite de 
6.010,12 euros (1.000.000 de pesetas), de hasta 
601.012,10 euros (100.000.000 de pesetas) con la firma 
de otro directivo, y sin límite alguno con la firma con-

junta del Presidente del Patronato de la Fundación 
CNIO.

— Adquirir bienes muebles para la Fundación por 
un valor no superior a 601.012,10 euros (100.000.000 
de pesetas).

— Celebrar y suscribir toda clase de contratos, de 
obras o servicios, con las condiciones que estime con-
venientes, pudiendo modificarlos, ratificarlos, prorro-
garlos, renovarlos, rescindirlos o anularlos, siempre 
que no excedan de 601.012,10 euros (100.000.000 de 
pesetas).

— Nombrar y despedir al personal al servicio de la 
Fundación y fijar los gastos de administración.

— Otorgar poderes, delegar cualesquiera de las 
facultades que tienen concedidas y determinar las fun-
ciones de dirección de los restantes directivos del 
Centro.

• Gerente: En la reunión del Patronato de 25 de 
julio de 2001 se otorgan poderes al Gerente en materia 
contractual, de disposición de fondos y de adquisición 
de bienes. Entre las importantes facultades de gestión 
que corresponden a este cargo destacan las siguientes:

— En relación con las cuentas corrientes o de cré-
dito del CNIO, puede operar por sí mismo con un lími-
te de 600.000 euros (99.831.600 ptas.) y sin límite 
alguno con la firma conjunta del Presidente del Patro-
nato de la Fundación CNIO.

— Puede adquirir bienes muebles siempre que sean 
de un valor no superior a 150.000 euros (casi 
24.957.900 pesetas).

— Por último, puede celebrar y suscribir toda clase 
de contratos, de obras o de servicios, con las condicio-
nes que estime convenientes, pudiendo modificarlos, 
ratificarlos, prorrogarlos, renovarlos, rescindirlos o 
anularlos, siempre que su importe no exceda de 100.000 
euros (16.638.600 ptas.).

Con carácter general, este régimen de apoderamien-
tos en materia de contratación se ha respetado en los 
contratos de la Fundación CNIO celebrados durante el 
periodo fiscalizado (aunque el contrato de adquisición 
de equipos para el animalario se ha formalizado en el 
ejercicio 2000 sin tener poder bastante para ello el 
representante de la Fundación y no ha sido ratificado 
por el Patronato hasta el año 2002). Este Tribunal de 
Cuentas ya puso de manifiesto con ocasión del Informe 
de Fiscalización Especial de las Cuentas y de la Contra-
tación de la Fundación CNIO, ejercicios 1998, 1999 
y 2000, la ya anunciada irregularidad que significaba 
que la empresa adjudicataria del contrato de asistencia 
técnica para la gestión integrada del proyecto y cons-
trucción de la sede del Centro, celebrara directamente 
contratos pretendiendo actuar en nombre de la Funda-
ción, pero al margen de las competencias de los órga-
nos de contratación de la misma.
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Esta anomalía ha sido subsanado en la contratación 
de esta Fundación correspondiente a los ejercicios 2001 
y 2002, en los que la citada empresa consultora selec-
ciona a las empresas encargadas de realizar trabajos 
concretos para el desarrollo del proyecto de la obra 
principal, pero la contratación real y efectiva de esas 
empresa se lleva a cabo por el órgano competente de la 
Fundación, de acuerdo con los apoderamientos y facul-
tades descritas.

Por último, la Fundación ha remitido un protocolo 
descriptivo del procedimiento general de «suministros 
y adquisiciones de bienes y servicios», fechado el 5 de 
octubre de 2001, en el que se detalla el circuito de 
suministro interno y externo de bienes, los modelos de 
documentos a utilizar y el procedimiento que debe 
seguirse para realizar las compras. Se distingue entre 
las adquisiciones de menos de 10.000 euros (1,6 millo-
nes de ptas.), denominados suministros menores y 
aquéllas que superen esta cifra, las cuales deberán ser 
aprobadas por la Comisión de Compras, que también 
debe aprobar los denominados Pliegos de Cláusulas 
Administrativas y de Prescripciones Técnicas. Se exige 
la concurrencia de tres ofertas, al menos, salvo en los 
contratos de los citados suministros menores, en las 
adquisiciones en las que se justifique la imposibilidad 
de conseguir dicho número de ofertas o en las que cir-
cunstancias especiales aconsejen limitar la concurren-
cia.

A pesar de que de acuerdo con el procedimiento 
general descrito se han tramitado un total de 172 expe-
dientes de compra durante el periodo fiscalizado y se 
han realizado adquisiciones por un importe económico 
muy elevado, con carácter general puede apreciarse que 
en estos expedientes de adquisición aprobados por la 
Comisión de Compras no consta la existencia de las 
tres ofertas mencionadas, sin que se justifique la impo-
sibilidad de conseguir dicho número de ofertas o las 
circunstancias especiales que aconsejaban limitar la 
concurrencia.

3.3  Análisis particularizado de los expedientes de 
contratación

Como ha quedado señalado, el presente Informe se 
extiende únicamente a la Fiscalización de la contrata-
ción de la Fundación CNIO en los ejercicios 2001 
y 2002. A continuación, se recogen las incidencias más 
destacables que resultan del análisis de la documenta-
ción remitida, agrupadas según la naturaleza de los 
contratos celebrados:

3.3.1 Contratos de obras

Durante el período analizado (ejercicios 2001 y 
2002) han producido sus efectos muchos de los contra-
tos de obras celebrados en ejercicios anteriores, ya que 
se trata de expedientes que, por su naturaleza, tienen 
una duración prolongada y fueron celebrados en los 

primeros años de funcionamiento de la Fundación, con 
el objeto de construir el edificio que sirve de sede al 
CNIO. En concreto, durante el año 2001, permanecie-
ron vigentes 32 contratos de obras procedentes de ejer-
cicios anteriores, 2 procedían del año 1998, 7 del 1999 
y 23 del 2000, con un gasto total acumulado durante el 
ejercicio de 23.220.725,05 euros (3.863.603.550 ptas). 
Los contratos de obras que se han celebrado en los años 
2001 y 2002 han sido mucho menos importantes eco-
nómicamente y han tenido carácter auxiliar de los que 
ya se venían ejecutando en estos años. Las principales 
incidencias que se han puesto de manifiesto en el análi-
sis de los expedientes de los contratos de obras remiti-
dos por la Fundación CNIO relativos a los ejercicios 
2001 y 2002 han sido las siguientes:

1. Los contratos de obras se han adjudicado 
mediante procedimiento directo, con promoción de 
ofertas dirigida a facilitar la concurrencia y mejorar las 
condiciones finales del contrato. La selección de las 
empresas encargadas de realizar los contratos de obras 
se ha efectuado normalmente a través de la empresa 
consultora adjudicataria del contrato de asistencia téc-
nica para la gestión integrada del proyecto y construc-
ción de la sede del Centro y la forma de promover la 
concurrencia que ha utilizado esta consultora ha con-
sistido en muchos contratos en la petición de ofertas a 
distintas empresas, en lugar de la publicación de anun-
cios en prensa u otra forma de dar publicidad a la con-
tratación. Algunos de los Pliegos que sirven de base 
para la contratación de obras suelen prever expresa-
mente el sometimiento de los contratos posteriores 
únicamente a los propios Pliegos y al Derecho común, 
como ocurre concretamente en las dos obras contrata-
das en el ejercicio 2001 (expedientes de contratación de 
las obras de derribo del almacén de medicamentos y de 
contratación de las obras de jardinería y red de riego).

2. En todos los expedientes de contratos de obras 
se han incorporado y se han remitido al Tribunal de 
Cuentas las correspondientes copias tanto de las certifi-
caciones de obra a las que han dado lugar, como de los 
documentos de aprobación de las mismas y de los 
documentos de pago formalizados (normalmente se 
trata de fotocopias de los talones con los que se ha 
pagado cada certificación de obra, aunque en algunos 
casos como el expediente de contratación de «derribos 
previos para la construcción del Centro Nacional de 
Investigaciones Oncológicas Carlos III», el pago se ha 
realizado mediante transferencia bancaria).

3. A pesar de no encontrarse estrictamente someti-
da a la normativa sobre contratación pública, como ha 
quedado señalado, en los Pliegos que sirven de base 
para la celebración de los contratos de la Fundación 
CNIO se contienen prescripciones técnicas detalladas, 
describiendo las características de las obras a ejecutar. 
También se incorporan en dichos Pliegos los criterios 
de adjudicación, aunque no se encuentran puntuados ni 
ordenados por razón de su importancia, como tampoco 
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se establecen presupuestos máximos de licitación que 
sirvan de referencia, todo lo cual introduce, a juicio de 
este Tribunal, un excesivo ámbito de discrecionalidad 
en la adjudicación. Por ejemplo, en las dos obras con-
tratadas en el ejercicio 2001, en el expediente de con-
tratación de las citadas obras de derribo del almacén de 
medicamentos, se ha invitado a dos empresas a que 
presenten ofertas y, aplicando un baremo que no apare-
cía previamente en los Pliegos, se adjudicó la obra a la 
oferta más barata, mientras que en el de contratación de 
las también citadas obras de jardinería y red de riego, se 
ha invitado igualmente a dos empresas, que aceptaron y 
presentaron sus ofertas, pero en el estudio de las mis-
mas se aplicó un baremo que tampoco aparecía en los 
Pliegos y se adjudicó la obra a la oferta más cara, dando 
puntuación cero a la oferta más barata en todos los 
apartados considerados excepto en el económico.

4. Con carácter general en los contratos de obras 
no se ha exigido la constitución de garantía a ningún 
contratista, ni se ha detallado un régimen sancionador o 
establecido previsiones precisas para el caso de incum-
plimiento de sus obligaciones contractuales por parte 
de la empresa adjudicataria, aunque ha habido ocasio-
nes, como en las dos obras contratadas en el ejercicio 
2001, en las que se ha establecido expresamente la 
improcedencia de la revisión de precios y la obligación 
a cargo del adjudicatario de constituir una póliza de 
seguros. Todas estas prácticas son propias de la contra-
tación administrativa y, por consiguiente, su cumpli-
miento no resulta exigible en la actualidad a las Funda-
ciones fiscalizadas. No obstante, a juicio de este 
Tribunal de Cuentas, su utilización permitiría introdu-
cir importantes mejoras en la gestión contractual de 
estas entidades.

5. En los dos expedientes de obras tramitados en 
el año 2001, el proceso de selección de los licitadores 
se ha llevado a cabo por la empresa con la que se con-
trató la gerencia del proyecto y la gestión de las obras 
de construcción del Centro, que es quién se ha encarga-
do de redactar los Pliegos de Bases y de Prescripciones 
Técnicas, así como de llevar a cabo la selección de ofer-
tas y de emitir un informe en el que, de forma razonada, 
se recomienda la propuesta que se estima más conve-
niente. En ambos casos y como ya ha quedado apunta-
do, el contrato ha sido formalizado por un órgano com-
petente de la Fundación, en concreto el Presidente del 
Patronato, de acuerdo con la recomendación contenida 
en el anterior Informe Especial de este Tribunal de 
Cuentas.

6. Como documentación complementaria de los 
expedientes de contratación de obras se han recibido 
copias de las denominadas«órdenes de trabajo asocia-
das a contratos de obra» vigentes en el ejercicio 2001. 
Se trata de una lista de órdenes de trabajo referentes a 
14 expedientes de contratos de obras vigentes en el año 
2001, en la que se incluyen sólo las ordenes de trabajo 
producidas a lo largo de ese año y relativas a esos expe-
dientes. Todas las cantidades referidas en estas órdenes 

de trabajo corresponden a importes que no incluyen el 
IVA, por lo que la cuantía total acumulada que repre-
sentan los 14 expedientes incluyendo el cálculo del 
IVA asciende a 5.400.418,66 euros (898.554.059 ptas.). 
También en el ejercicio 2002 y como documentación 
complementaria se han recibido las correspondientes 
«órdenes de trabajo aprobadas en 2002 asociadas a 
contratos de obra formalizados en ejercicios anterio-
res», que incluyen documentación relativa a 9 expe-
dientes y por un importe total acumulado de 
1.802.735,20 euros (299.950.000 ptas.).

3.3.2 Contratos de servicios

Se han analizado los expedientes de los contratos de 
servicios celebrados durante los ejercicios 2001 y 2002 
y remitidos por la Fundación CNIO a este Tribunal. Las 
principales incidencias observadas como consecuencia 
de ese análisis han sido las siguientes:

1. Normalmente los contratos de servicios se han 
adjudicado mediante la utilización de procedimientos 
directos sin promoción de ofertas. Incluso las contrata-
ciones de servicios realizadas en mercados con mucha 
competencia y en los que la concurrencia de ofertas 
hubiera podido permitir mejorar las condiciones y los 
precios finales del contrato, se han adjudicado de este 
modo. Es el caso del expediente para la contratación 
del servicio de limpieza o los expedientes para la con-
tratación del servicio de telecomunicaciones, que se 
han adjudicado en los tres casos mediante procedi-
mientos directos sin promoción de ofertas. En muy 
pocos contratos de servicios la Fundación CNIO ha 
buscado promover la concurrencia, pudiendo destacar-
se entre ellos el expediente para la contratación del 
servicio de vigilancia y seguridad, seleccionado por 
contratación directa pero con promoción de ofertas.

2. Tampoco en los contratos de servicios de la 
Fundación CNIO se ha exigido la constitución de 
garantía a ningún contratista ni se ha detallado un régi-
men sancionador o establecido previsiones precisas 
para el caso de incumplimiento de sus obligaciones 
contractuales por la empresa adjudicataria. Tampoco se 
han incluido cláusulas por las que se exceptúe expresa-
mente la posibilidad de subcontratación y/o de cesión 
de los propios contratos. En algunos casos, en cambio, 
sí se ha previsto la aplicación de cláusulas de revisión 
de precios (por ejemplo, en el expediente para la con-
tratación del servicio de recepción y atención telefónica 
donde se prevé un precio actualizable cada año con 
arreglo al IPC correspondiente).

3. En el clausulado de los contratos de servicios se 
suele prever la posibilidad de que tenga lugar la prórro-
ga de su duración inicial. Normalmente se establecen 
prórrogas tácitas que actúan de forma automática, 
como sucede en los el contratos del servicio de mante-
nimiento, del servicio de recepción y atención telefóni-
ca, del servicio de limpieza, o en el expediente relativo 
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al servicio de mantenimiento integral de apoyo al labo-
ratorio.

4. La documentación recibida en este Tribunal por 
haber sido incluida por la Fundación CNIO en los 
expedientes de contratación se encuentra, en algunos 
casos, incompleta, de tal modo que, en los expedientes 
recibidos correspondientes al ejercicio 2002, no se ha 
incluido en determinados casos la documentación pro-
ducida en el proceso de adjudicación, ni la derivada de 
la promoción de la concurrencia en los casos en que la 
Fundación menciona que la ha promovido. A modo de 
ejemplo se pueden señalar las siguientes incidencias 
concretas: En el expediente para la contratación del 
servicio de gestión del almacén seleccionado por con-
tratación directa con promoción de ofertas, no se han 
recibido los Pliegos ni la documentación producida en 
el proceso de adjudicación; tampoco en el expediente 
para la contratación del servicio de recepción y aten-
ción telefónica, seleccionado por contratación directa 
con promoción de ofertas, se han recibido los Pliegos 
ni la documentación producida en el proceso de adjudi-
cación; en el, de contratación del servicio de limpieza, 
seleccionado por contratación directa sin promoción de 
ofertas, no se ha recibido tampoco la documentación 
producida en el proceso de adjudicación.

En otros expedientes se han producido carencias de 
otro orden, como en el caso del expediente para la con-
tratación del servicio de consultoría y asesoramiento en 
materia económica, seleccionado por contratación 
directa sin promoción de ofertas, en el que conforme al 
calendario de pagos previsto, debiera existir para su 
liquidación «una certificación de la Gerencia en la que 
conste el cumplimiento satisfactorio de las tareas enco-
mendadas» y en la documentación recibida no consta ni 
el certificado ni el pago, o el caso del expediente para la 
contratación de un estudiante de bioinformática com-
partido con una empresa informática, en el que la única 
documentación recibida es una carta en la que la citada 
empresa indica que ha enviado un cheque de 7.500 
dólares para cubrir los gastos de dicho estudiante 
durante un año 7.

5. En algunos expedientes concretos, en los que se 
contratan los servicios de personas físicas, forma parte 
del expediente una liquidación parcial, así como una 
copia del justificante bancario del pago de dicha canti-
dad a cuenta de la factura final, por un importe líquido 
en el que se minora la retención por el IRPF pero no se 
refleja el IVA, sin que exista ningún motivo de exen-
ción. Por ejemplo, en el expediente del año 2001, de 
contratación del servicio de consultoría y asesoramien-
to en materia de instalaciones de seguridad no se refleja 
el IVA, a pesar de lo cual, se prorroga en el ejerci-
cio 2002 y, en este año, para el mismo servicio, sí se 
refleja el IVA, o el expediente de 2001, de contratación 
del servicio de consultoría y asesoramiento en materia 

de comunicación y relaciones externas, donde no se 
refleja el IVA en el año 2001 ni tampoco cuando se 
prorroga en el 2002.

3.3.3  Contratos de suministros y contratos calificados 
por la Fundación Centro Nacional de Investiga-
ciones Oncológicas Carlos III como «otros»

El equipo fiscalizador ha analizado los expedientes 
de los contratos de suministros y de los clasificados 
bajo la categoría residual de «otros», que figuran en la 
relación certificada remitida por la Fundación CNIO, 
por haber sido celebrados o estar vigentes durante los 
ejercicios 2001 o 2002. Las principales cuestiones que 
se han puesto de manifiesto como consecuencia del 
análisis de estos expedientes de contratación han sido 
las siguientes:

1. En primer lugar destaca la gran variedad de 
estos contratos, algunos de los cuales generan ingresos 
para la Fundación CNIO y, por lo tanto, proporcionan 
medios económicos para la financiación de su activi-
dad, básicamente los que han sido calificados por la 
Fundación como «otros». Entre estos contratos desta-
can también por su importancia los convenios de cola-
boración y los acuerdos de patrocinio celebrados con 
distintas entidades públicas (Comunidad de Madrid, 
Comunidad Autónoma de La Región de Murcia, Ayun-
tamiento de Madrid, etc.), o privadas (UNILEVER, 
Telefónica, S.A., IBERIA Líneas Aéreas de España, 
S.A., LILLY, S.A., etc.). Estos convenios se celebran 
por un importe máximo que se factura en función de la 
actividad efectivamente realizada o mediante el com-
promiso de pagos periódicos. En algunos casos los 
convenios se prorrogan automáticamente salvo que 
exista denuncia expresa de las partes y en otros se exige 
acuerdo expreso de las partes para su prórroga. 

2. La Fundación CNIO ha celebrado igualmente 
Acuerdos de colaboración con diversos Hospitales 
(Hospital Clínico San Carlos, Hospital Central de Astu-
rias, Hospital Ramón y Cajal, Hospital Virgen de la 
Salud, etc.), para su participación en la denominada 
Red de Bancos de Tumores. Estos convenios tienen una 
duración anual y se prorrogan de forma automática por 
períodos anuales, salvo notificación razonada en con-
trario de alguna de las partes. En virtud de estos acuer-
dos la Fundación CNIO ha cedido a los Hospitales 
determinado material que se relaciona en el propio 
acuerdo pero que no se valora económicamente, acla-
rándose siempre que la propiedad la conserva la Funda-
ción. 

3. Cabe también apuntar el hecho de que, si bien 
la mayoría de los contratos han sido formalizados por 
el Director del CNIO, actuando en representación de la 
Fundación, al menos durante el año 2002 y en determi-
nados casos no se hace referencia alguna a la propia 
Fundación, como sucede en los contratos formalizados 
con VITRO, S.A., la Fundación Carolina, SCHERING 

7 En el trámite de alegaciones al Anteproyecto de Informe, el tercer Patronato de la 
Fundación CNIO ha remitido a este Tribunal de Cuentas la documentación que completa 
los expedientes de contratación analizados.
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PLOUGH, S.A., o en los tres formalizados con LILLY, 
S.A., etc.

4. Los expedientes de contratos de suministros 
que se incluyen en las relaciones certificadas de contra-
tos celebrados en los años 2001 y 2002, son contratos 
de larga duración, de tracto sucesivo y en los que se fija 
el precio en función del consumo (caso del expediente 
para la contratación del suministro de CO

2
 o el de con-

tratación del suministro de nitrógeno líquido, etc.). 
También se han analizado en cuanto a su ejecución 
algunos expedientes que, procediendo de ejercicios 
anteriores, han estado vigentes en el período de la Fis-
calización, como por ejemplo el expediente de adquisi-
ción de equipos para el animalario, por un importe 
superior a 601.012,10 euros (100.000.000 de pesetas), 
que se ha formalizado en el ejercicio 2000 sin poder 
bastante para ello por parte del representante de la Fun-
dación debido al importe del contrato y que no ha sido 
ratificado por el Patronato hasta el año 2002. 

Aparte de los contratos de suministros formalizados 
documentalmente, durante el periodo fiscalizado se han 
tramitado 172 expedientes de compra, a través del pro-
cedimiento denominado de «adquisiciones no formali-
zadas en contrato», que han sido aprobadas por la 
Comisión de Compras, por un importe total de 
13.792.356,65 euros (2.294.855.054 ptas). El cuadro 
núm. 2 siguiente refleja el importe y las adquisiciones 
aprobadas por la Comisión de Compras de la Funda-
ción en cada uno de los ejercicios fiscalizados:

CUADRO NÚM. 2

Número e importe de las adquisiciones aprobadas 
por la comisión de compras de la Fundación CNIO, 

ejercicios 2001 y 2002

(Importes en euros)

EJERCICIO Nº ADQUISICIONES IMPORTE 

2001 81 5.344.711,54 

2002 91 8.447.645,11 

TOTALES 172 13.792.356,65

Como puede observarse en el cuadro anterior, tanto 
el número como el importe de las adquisiciones realiza-
das por este procedimiento se ha visto incrementado en 
el ejercicio 2002 respecto del anterior, de igual modo 
que a través de este procedimiento se ejecuta una cifra 
de gasto muy importante para la Fundación.

La documentación que integra cada uno de estos 
expedientes de compra incluye el documento que gene-
ra el pedido, las varias ofertas obtenidas, en su caso, y 
un análisis comparativo de todas ellas (por ejemplo, el 
expediente de adquisición de una cámara digital y un 
microscopio, el de adquisición de 143 butacas de audi-

torio, el de adquisición de frigoríficos, etc.). Cuando 
existe una única oferta se incluye ésta, así como su aná-
lisis y aprobación (por ejemplo, el expediente de adqui-
sición de generador de agua estéril o el de adquisición 
de 110 teléfonos, etc.). También se incluye en algunos 
de estos expedientes las facturas y los documentos jus-
tificativos del pago, el documento de pedido interno, 
junto con la justificación de la compra por parte del 
solicitante, la invitación de la Unidad de Compras y 
Logística de la Fundación a una o dos empresas para 
presentar su presupuesto para dicha compra, los presu-
puesto de las empresas, un informe técnico de las ofer-
tas presentadas, junto con la Resolución de la Comisión 
de Compras en la que aprueba la adjudicación de la 
compra a la oferta recomendada en el informe técnico 
anterior, el pedido externo realizado y, por último, la 
factura. En algún caso se incluye, además, la documen-
tación justificativa del pago.

Como incidencias más relevantes que se han puesto 
de manifiesto en el análisis de estos expedientes de 
compras, se puede destacar que el impuesto indirecto 
(IVA) no viene recogido en todos los casos en que sería 
procedente y también que existen supuestos en los que 
la Resolución de la Comisión de Compras prevé la 
existencia de un descuento sobre el precio que luego no 
se incorpora finalmente en la factura. Así, por ejemplo, 
en el expediente de adquisición de cabina de flujo lami-
nar especial, adjudicado por un importe de 14.554,90 
euros (2.421.732 pesetas), en la Resolución de la 
Comisión de Compras se incluía un 10% de descuento 
sobre el precio mencionado que luego no se ha realiza-
do en la factura o en el de adquisición de armarios Z 
de 4 departamentos, adjudicado por un importe de 
20.222,45 euros (3.364.000 pesetas) y en el que la fac-
tura no recoge el descuento el 7% que se había 
ofertado.

CAPÍTULO 4.  LA CONTRATACIÓN DE LA FUN-
DACIÓN CENTRO NACIONAL DE 
INVESTIGACIONES CARDIOVAS-
CULARES CARLOS III

4.1 Introducción

En el presente Capítulo se recogen los resultados de 
la fiscalización de la contratación celebrada por la Fun-
dación CNIC en los ejercicios 1999, 2000, 2001 y 
2002. Durante este concreto periodo de tiempo la enti-
dad estuvo regida por dos Patronatos distintos y sucesi-
vos cuya actuación abarcó, como ha quedado señalado 
al comienzo del presente Informe, en el caso del prime-
ro de ellos, desde la constitución de la Fundación en el 
mes de febrero del año 1999 hasta junio del 2000 y, en 
el segundo caso, desde esta última fecha hasta el mes 
de enero del año 2003, en el que tuvo lugar la completa 
incorporación a la Fundación CNIC de su tercer Patro-
nato.
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En sucesivos epígrafes se abordan los criterios, las 
competencias y los procedimientos empleados por la 
Fundación en su actividad contractual, así como las 
principales incidencias que se han puesto de manifiesto 
en el análisis pormenorizado de sus expedientes de 
contratación.

La Fundación CNIC ha celebrado durante el perío-
do fiscalizado un total de 90 contratos por un importe 
global de 9.910.729,77 euros (1.649.006.684 ptas). El 
cuadro núm. 3 siguiente presenta el número e importe 
total, así como la naturaleza de los contratos celebrados 
por esta Fundación, en cada uno de los ejercicios del 
período fiscalizado (1999-2002).

 SERVICIOS SUMINISTROS OBRAS OTROS* TOTAL 

EJERCICIO Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE 

1999 1 658,63 - - - - 1 1.360,37 2 2.019,00

2000 3 9.267,31 - - 7 1.487.373,96 - - 10 1.496.641,27

2001 17 109.975,34 - - 1 1.085.133,36 3 108.356,18 21 1.303.464,88

2002 13 171.057,81 13 7.432,92 15 5.508.414,78 16 1.423.718,10 57 7.110.623,61

TOTALES 34 290.959,09 13 7.432,92 23 8.080.922,10 20 1.533.434,65 90 9.912.748,76

CUADRO NÚM. 3

Número, importe total y naturaleza de la contratación celebrada por la Fundación CNIC 
en el periodo 1999-2002

(Importes en euros)

* En la categoría denominada «Otros» se han incluido, además de aquellos contratos identificados expresamente por la Fundación con esta naturaleza, 6 Conve-
nios, 1 ensayo clínico y el arrendamiento de un inmueble a favor de la Fundación.

Según puede observarse en el cuadro anterior, el 
número de contratos celebrados por la Fundación se ha 
ido incrementado anualmente durante todo el periodo 
fiscalizado. En cuanto al importe de las obligaciones 
derivadas de estos contratos, tan solo se produce un 
descenso respecto del importe del ejercicio anterior en 
el ejercicio 2001, pasándose de 1.496.641,27 euros 
(249.020.156 pesetas) en el ejercicio 2000 a 
1.303.464,88 euros (216.878.308 pesetas) en el 2001. 
En el ejercicio 2002 el número de contratos celebrados 
se elevó hasta 57, lo que supone un incremento respec-
to del ejercicio anterior del 171,4%, elevándose corre-
lativamente el importe total de las obligaciones deriva-
das de estos contratos de los citados 1.303.464,88 euros 
(216.878.308 pesetas) del ejercicio 2001 a 7.110.623,61 
euros (1.183.108.220 pesetas) en el 2002. Este fuerte 
incremento se explica por el volumen de los contratos 
de obra celebrados para la construcción de las nueva 
sede de la Fundación.

En cuanto a la naturaleza de estos contratos, debe 
señalarse que el 37,8% del número total de los contra-
tos celebrados por la Fundación en el periodo fiscaliza-
do corresponde a contratos de servicios (en concreto 
34), mientras que en el 25,6% de los casos su naturale-
za es la de contratos de obras (23), el 22,2% son contra-

tos englobados en la categoría antes reseñada de otros 
(20) y el 14,4% restante corresponde a contratos de 
suministros (13).

4.2  Criterios, competencias y procedimientos de con-
tratación

En el ejercicio de su función fiscalizadora el Tribu-
nal de Cuentas ha requerido de la Fundación CNIC la 
remisión de información acreditativa sobre los criterios 
de actuación o normas de procedimiento, las delegacio-
nes de funciones o los apoderamientos efectuados por 
los sucesivos Patronatos de la Fundación tanto en mate-
ria contractual como de ordenación de pagos y factura-
ción durante el periodo fiscalizado. Del análisis de la 
documentación remitida por la Fundación en esta mate-
ria se pueden destacar los aspectos que se exponen en 
el presente epígrafe.

En la documentación remitida por la Fundación 
CNIC se ha acreditado la existencia de poderes acorda-
dos por el Patronato y debidamente documentados en 
escritura pública, por los que se delegan, dentro de los 
límites estatutarios, algunas de las funciones del propio 
Patronato. Todos los poderes otorgados por la Funda-
ción se han elevado a documento público y enviado 
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posteriormente al Protectorado de Fundaciones, que ha 
tomado razón de los mismos y los ha inscrito en el 
correspondiente Registro, con lo que han ido quedando 
diseñadas de esta manera las funciones del Consultor 
Ejecutivo de la Fundación, del Coordinador Científico 
y de los demás órganos directivos de la Fundación. En 
la reunión del segundo Patronato de la Fundación cele-
brada el día 17 de abril de 2002 quedaron redistribuidos 
los diferentes poderes de gestión entre los cargos recto-
res de la Fundación, de tal modo que en sus términos 
fundamentales han quedado establecidos del siguiente 
modo: 

• Al Consultor Ejecutivo de la Fundación se le 
atribuyen poderes de disposición de fondos por valor 
de hasta 12.000 euros (2.000.000 de ptas.) con carácter 
general, de hasta un millón de euros (166.386.000 de 
ptas.) con la firma conjunta del Asesor Científico de la 
Fundación y sin limitación alguna con la firma conjun-
ta del Presidente de la Fundación. En materia de con-
tratación se le otorga un apoderamiento general para 
contratar y firmar certificados de recepción de obras 
hasta por una cuantía de un millón de euros 
(166.386.000 de ptas.). Por último, se le atribuyen tam-
bién poderes muy amplios en materia de representa-
ción, organización y delegación de funciones así como 
otras facultades en el área de personal.

• Al Coordinador Científico de la Fundación se le 
atribuyen poderes de disposición de fondos por valor 
de hasta 6.000 euros (1 millón de ptas.) con carácter 
general, de hasta 100.000 euros (16.638.600 de ptas.) 
con la firma conjunta del Director Técnico o Responsa-
ble de Asuntos Económicos del CNIC, de hasta un 
millón de euros (166.386.000 de ptas.) con la firma 
conjunta del Consultor Ejecutivo de la Fundación y sin 
limitación alguna con la firma conjunta del Presidente 
de la Fundación. En materia de contratación se le otor-
ga un apoderamiento general para contratar hasta por 
una cuantía de 250.000 euros y para firmar certificados 
de recepción de obras hasta por una cuantía de un 
millón de euros (166.386.000 de ptas.).

Sin perjuicio de las consideraciones que se realizan 
más adelante respecto de estos apoderamientos, debe 
señalarse que la distribución de competencias expuesta 
ha sido llevada a la práctica en los contratos examina-
dos por este Tribunal de Cuentas.

Igualmente la Fundación CNIC ha remitido copias 
de los acuerdos y, en su caso, de las escrituras públicas 
en las que ha quedado modificada la composición de su 
Patronato y la redacción de los Estatutos de la Funda-
ción. Normalmente las modificaciones se han limitado 
a llevar a cabo la adaptación de los Estatutos a las nue-
vas denominaciones de los cargos de los Patronos, aun-
que en la reunión del Patronato celebrada el 17 de 
diciembre de 2002 se acordó modificar su propia com-
posición, designando Presidente del Patronato al titular 
del Ministerio de Sanidad y Consumo, quedando como 

Vicepresidente el Director del Instituto de Salud Carlos 
III, aunque sin modificar las funciones propias de estos 
cargos delimitadas en los artículos correspondientes de 
los Estatutos.

La Fundación CNIC dispone de un manual que con-
tiene un procedimiento normalizado de compras, 
fechado en mayo de 2002, en el que se apuntan una 
serie de mecanismos y modelos que, según se indica, 
conforman un procedimiento de compras normalizado 
pero provisional, en tanto que «la informatización y la 
comunicación en red se vayan incrementando». El 
documento incluye un régimen de pedidos en función 
de la cuantía de la compra, distinguiendo entre compras 
superiores o inferiores a 6.000 euros (aproximadamen-
te 1.000.000 de ptas.).

4.3  Analisis particularizado de los expedientes de 
contratación

En el ejercicio de su función fiscalizadora el Tribu-
nal de Cuentas ha requerido de la Fundación CNIC la 
remisión de relaciones certificadas acreditativas de 
todos los contratos celebrados durante el periodo fisca-
lizado, así como copia compulsada de la totalidad de 
los expedientes de contratación tramitados (incluyendo 
el contrato, autorizaciones y demás actuaciones ante-
riores y posteriores hasta su terminación). A continua-
ción, se exponen los resultados del análisis particulari-
zado de los expedientes de contratación tramitados en 
los diferentes ejercicios fiscalizados:

4.3.1 Ejercicio 1999

En respuesta al requerimiento de este Tribunal fue 
recibida una primera certificación del Patronato de la 
Fundación, en la que se aclaraba que, durante el ejerci-
cio 1999, por la Fundación CNIC «no se ha suscrito 
ningún contrato ni se ha abierto expediente de contrata-
ción alguno». Se añadía que los únicos gastos produci-
dos en este ejercicio fueron debidos a reembolsos de 
gastos de representación a patronos por valor de 
1.360,37 euros (226.346 ptas.) y al pago de 658,63 
euros (109.587 pesetas) en concepto de gastos de nota-
ría por la escritura de constitución de la propia Funda-
ción.

Posteriormente, el Presidente de la Fundación remi-
tió otro escrito en el mismo sentido, añadiendo que la 
única persona que ha prestado servicios a la Fundación 
ha sido la Secretaria de su Patronato, que ostenta simul-
táneamente la condición de funcionaria del Instituto de 
Salud Carlos III y que no ha recibido ningún tipo de 
salario por sus servicios en la Fundación. La única acti-
vidad contractual de la Fundación que el Tribunal de 
Cuentas se ha podido constatar en este ejercicio ha sido 
la derivada de la existencia de una cuenta corriente 
abierta en el año 1999, así como de dos operaciones 
financieras de inversión de fondos realizadas también 
durante este ejercicio 1999.
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4.3.2 Ejercicio 2000

Respecto de la contratación celebrada o en vigor 
durante el ejercicio 2000 se recibió inicialmente en este 
Tribunal una relación certificada suscrita por la Secreta-
ria de la Fundación, en la que se incluían únicamente 
dos contratos cuya celebración había tenido lugar en 
dicho período y se añadía expresamente que, durante 
dicho ejercicio 2000, la Fundación CNIC no había for-
malizado ningún Convenio de colaboración ni acuerdo 
con ninguna otra entidad. Posteriormente, el Tribunal 
de Cuentas requirió formalmente de la Fundación CNIC 
la remisión de una relación certificada de todos los con-
tratos celebrados o que hayan estado vigentes en el año 
2000, con independencia de su cuantía y de si dichos 
contratos generaron para la Fundación gastos o ingre-
sos. En respuesta a dicha solicitud se ha remitido a este 
Tribunal de Cuentas una relación suscrita por el Presi-
dente del Patronato de la Fundación, en la que figuran 
otros 8 contratos de diversa índole, además de diversa 
documentación complementaria sobre los dos contratos 
anteriormente ya comunicados a este Tribunal.

El equipo fiscalizador del Tribunal de Cuentas ha 
analizado los expedientes de contratación relativos al 
ejercicio 2000. Las principales incidencias que se han 
puesto de manifiesto como consecuencia de este análi-
sis han sido las siguientes:

1. El contrato más importante celebrado por la 
Fundación CNIC en este ejercicio ha sido el de asisten-
cia técnica para la gestión integrada del proyecto y 
construcción de la sede del CNIC. Este contrato ha 
mantenido su vigencia y producido efectos durante el 
resto de los ejercicios a los que se extiende el periodo 
fiscalizado. Las incidencias que se han puesto de mani-
fiesto en su adjudicación y ejecución son objeto de un 
análisis específico en el epígrafe 4.3.5 de este Informe.

2. En relación con el contrato para la realización 
de un estudio de viabilidad técnica y ubicación del 
nuevo edificio de la Fundación, la documentación 
remitida a este Tribunal no permite acreditar el empleo 
de publicidad o la promoción de la concurrencia en su 
contratación, sin que conste tampoco la existencia de 
un documento de formalización del propio contrato. En 
la copia del Acta núm. 5 de la sesión del Patronato de la 
Fundación celebrada el 9 de marzo de 2000, se señala 
la urgencia de disponer de espacio para iniciar la inves-
tigación y de agilizar la construcción del edificio que 
albergará la sede del CNIC. En dicha sesión se entrega 
un informe técnico preliminar encargado a un estudio 
de arquitectura y se aprueba proceder a su abono. Asi-
mismo, se incluye entre la documentación remitida la 
factura núm. 110/00, de 3 de marzo, con sus correspon-
dientes liquidación de IVA y retención de IRPF.

3. Contrato de Asesoría jurídica del que se ha reci-
bido el documento de formalización del contrato fecha-
do el 1 de marzo de 2000 y que fue adjudicado de 
manera directa. Se trata de un arrendamiento de servi-

cios profesionales planteado con carácter indefinido y 
cuyo precio se estableció en una cantidad fija mensual. 
Este contrato ha mantenido su vigencia y sufrido 
importantes modificaciones durante el resto de los ejer-
cicios fiscalizados, por lo que las incidencias y consi-
deraciones relativas a su celebración y ejecución son 
objeto de análisis específico en el apartado 4.3.7.4 de 
este Informe.

4. Contrato de servicios para la gestión laboral y 
contable de la Fundación, respecto del que se adjunta 
igualmente el Acta núm. 1, de la sesión del Patronato de 
23 de abril de 1999, en la que el Patronato autorizó el 
inicio de las gestiones para la contratación de este servi-
cio, debiendo informarse al propio Patronato del resulta-
do de dichas gestiones. Aunque no se ha acompañado 
autorización posterior del Patronato ni copia de contrato 
alguno celebrado durante el año 2000, sí se ha remitido a 
este Tribunal una copia de cuatro facturas correspon-
dientes a este contrato en el ejercicio 2000, con sus 
correspondientes justificantes de pago, 2 de las cuales 
incluyen asimismo los certificados de conformidad 
mientras que las otras 2 no los incluyen. Se trata en este 
caso de facturas por trabajos concretos como la confec-
ción del presupuesto fundacional o el cierre contable del 
ejercicio 1999, y no del abono de una cuota mensual fija. 
Durante el ejercicio 2001 ya ha quedado formalizado un 
contrato con la misma empresa por la prestación de un 
servicio regular de gestión laboral y contable de carácter 
indefinido y por un precio mensual.

5. Contrato para la ampliación de las instalaciones 
del edificio de energías del Centro Nacional de Investi-
gaciones Oncológicas Carlos III (CNIO). Según se 
refleja en el Acta núm. 9, en la sesión del Patronato 
celebrada el 26 de julio de 2000 se ha acordado ampliar 
una serie de contratos adjudicados en su momento por 
la Fundación CNIO con el objeto de compartir así las 
instalaciones de frío, calor, vapor, grupo electrógeno y 
líneas eléctricas, sistemas de detección de incendios y 
control centralizado de instalaciones y seguridad. Para 
ello se ha aceptado la única oferta de ampliación de 
dichos servicios presentada, al tiempo que se incluye 
copia de una factura por importe del 10% del total del 
precio de adjudicación.

Además, se han celebrado en nombre de la Funda-
ción durante el ejercicio 2000 otros 4 contratos cuya 
adjudicación ha sido tramitada directamente por la 
empresa adjudicataria del contrato de asistencia técnica 
para la gestión integrada del proyecto y construcción de 
la sede del CNIC. Las consideraciones que deben efec-
tuarse sobre estos contratos y sobre el procedimiento 
seguido para su adjudicación se contienen en el aparta-
do 4.3.6 de este Informe.

4.3.3 Ejercicio 2001

En respuesta a la solicitud del Tribunal de Cuentas 
relativa a los contratos celebrados o vigentes en el ejer-
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cicio 2001, ha tenido entrada en este Tribunal una rela-
ción certificada de los contratos celebrados o vigentes 
en el ejercicio 2001, comprensiva de 24 expedientes, 
incluyendo 21 contratos formalizados en el propio ejer-
cicio 2001 y 3 contratos celebrados con anterioridad 
que seguían teniendo vigencia en dicho ejercicio. Tam-
bién se ha recibido una relación certificada y documen-

tación sobre las personas que han prestado sus servicios 
a la Fundación y los contratos laborales que formalizan 
dicha relación de servicios.

El cuadro núm. 4 siguiente refleja el número de 
contratos y su importe referido al año 2001, clasifican-
do los contratos en atención a su naturaleza y al proce-
dimiento seguido para su adjudicación:

NATURALEZA DEL CONTRATO OBRAS SERVICIOS OTROS* TOTAL 

PROCEDIMIENTO DE ADJUDICACIÓN Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE 

Concurso 1 1.085.133,36 1 - - - 2 1.085.133,36

Contratación directa con promoción de ofertas 
pero sin publicidad 

- - 1 3.669,62 - - 1 3.669,62 

Contratación directa sin promoción de ofertas 
y sin publicidad 

- - 15 106.305,73 3 108.356,18 18 214.661,91 

T O T A L 1 1.085.133,36 17 109.975,35 3 108.356,18 21 1.303.464,89

CUADRO NÚM. 4

Procedimientos de adjudicación y naturaleza de los contratos celebrados en el ejercicio 2001 
por la Fundación CNIC

 (Importes en euros)

* En la categoría de «Otros» se incluyen dos convenios con la Administración Pública y un contrato así calificado por la propia Fundación CNIC.

En el análisis de los expedientes de contratación 
tramitados por la Fundación CNIC se han puesto de 
manifiesto algunas prácticas, que se repiten en varios 
expedientes de contratación y que permiten destacar 
unas incidencias generales en la actividad contractual 
de la entidad durante el ejercicio 2001. Sin perjuicio de 
que alguno de estos contratos sea objeto de un análisis 
concreto y detallado en los epígrafes siguientes de este 
mismo Informe, las incidencias generales de la activi-
dad contractual de la Fundación CNIC durante este 
ejercicio son las que se exponen a continuación:

1. La mayoría de los contratos (18) se han adjudi-
cado mediante contratación directa sin publicidad ni 
concurrencia y sin que se acredite la utilización de cri-
terios que garanticen la objetividad. Como ya se ha 
indicado anteriormente, a juicio del Tribunal de Cuen-
tas, la observancia y aplicación de los principios de 
publicidad, concurrencia y objetividad reviste especial 
relevancia en la contratación de la Fundación CNIC. Si 
bien estas exigencias se recogen actualmente de una 
forma expresa en el artículo 46.5 de la nueva Ley de 
Fundaciones, su entrada en vigor no se produjo hasta el 
1 de enero de 2003, por lo que dicho artículo no resul-
taba aplicable durante el periodo fiscalizado, aunque si 
lo eran con carácter general los principios que consa-
graba. Pese a ello, debe señalarse que entre los expe-

dientes que se han adjudicado mediante contratación 
directa sin publicidad ni concurrencia, destacan algu-
nos que, por su importe y su objeto, hubieran permitido 
haber obtenido mejoras en las condiciones del servicio 
y en el precio si se hubiera promovido la concurrencia 
de ofertas. Es el caso de los contratos para la prestación 
de los servicios de asesoría fiscal, laboral y contable, de 
asesoría jurídica, de mensajería, de telefonía móvil, de 
seguros, de difusión y comunicación pública, de análi-
sis, diseño, desarrollo e implantación del sistema de 
información para la gestión del inventario y apoyo en el 
diseño de la infraestructura informática, etc.

2. No obstante lo expuesto en el punto anterior, 
los contratos más importantes celebrados por la Funda-
ción en este periodo relacionados todos ellos con las 
obras de construcción de la nueva sede del CNIC, en 
concreto, el contrato de asistencia técnica para la ges-
tión integral del proyecto y construcción del Centro y 
los diversos contratos derivados de él, han sido tramita-
dos mediante procedimientos de adjudicación con pro-
moción de la concurrencia y con publicidad. Estos 
contratos han sido objeto de un análisis más detallado 
que se contiene en los apartados 4.3.5 y 4.3.6 de este 
Informe. 

3. Con carácter general en los contratos de la Fun-
dación CNIC no se ha exigido la constitución de garan-
tía o establecido la obligación de constituir una póliza 
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de seguros por parte de ningún contratista, ni se ha 
detallado un régimen sancionador o establecido previ-
siones precisas para el caso de incumplimiento de sus 
obligaciones contractuales por el adjudicatario. Tampo-
co se han incluido cláusulas por las que se exceptúe 
expresamente la posibilidad de subcontratación y/o de 
cesión de los contratos. En algunos casos se ha previsto 
la aplicación de cláusulas de revisión de precios en fun-
ción del IPC, como en el contrato de asistencia técnica 
para la gestión integral del proyecto y construcción de 
la sede del CNIC o en el Convenio de colaboración con 
el Consejo Superior de Investigaciones Científicas 
(CSIC), que también prevé que se ajuste el precio a 
partir del primer año en función del IPC. Si bien todas 
estas prácticas resultan más propias de la contratación 
administrativa que de las normas de contratación del 
Derecho privado, en el que se desenvuelven mayorita-
riamente en la actualidad las Fundaciones fiscalizadas, 
a juicio de este Tribunal de Cuentas, su utilización per-
mitiría introducir importantes mejoras en la gestión 
contractual de estas entidades. 

4. También cabe señalar que en las cláusulas de 
los contratos de servicios se suele contemplar la posibi-
lidad de existencia de prórrogas, si bien normalmente 
se establecen de una forma tácita, actuando de forma 
automática, sobre todo en aquellos contratos de aseso-
ramiento firmados con personas físicas.

5. Por último, debe destacarse que la documenta-
ción recibida y que se incluye en los expedientes de 
contratación, resulta frecuentemente incompleta. Así, 
en muchos casos ni siquiera existe un contrato formali-
zado como en la contratación del análisis, diseño, desa-
rrollo e implantación del sistema de información para 
la gestión del inventario de material no fungible y 
apoyo en el diseño de la infraestructura informática, 
donde se únicamente se utiliza una oferta al pie de la 
cual realiza su firma el cliente, o el caso de la contrata-
ción del servicio de mensajería y transporte urgente 
donde tampoco se formaliza documentalmente un con-
trato.

4.3.4 Ejercicio 2002

En cuanto a la documentación relativa al último de 
los ejercicios fiscalizados, el 2002, ha tenido entrada en 
el Tribunal de Cuentas la relación certificada de los 
contratos celebrados o vigentes en dicho ejercicio, 
comprensiva de 62 expedientes de contratación, inclu-
yendo 57 contratos formalizados en el propio año 2002 
y 5 contratos celebrados con anterioridad que seguían 
teniendo vigencia.

El cuadro núm. 5 siguiente refleja esta información 
sobre el número de contratos y su importe, clasificando 
los contratos en atención a su naturaleza y al procedi-
miento seguido para su adjudicación: 

NATURALEZA DEL 
CONTRATO 

OBRAS SERVICIOS SUMINISTROS OTROS* TOTAL 

PROCEDIMIENTO DE 
ADJUDICACIÓN 

Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE 

Concurso 5 5.129.638,88 - - - - - - 5 5.129.638,88 

Contratación directa con 
promoción de ofertas 
pero sin publicidad 

 

3 

 

85.069,33 

 

9 

 

154.106,12 

 

- 

 

- 

 

- 

 

- 

 

12

 

239.175,45 

Contratación directa sin 
promoción de ofertas y 

sin publicidad 

 

7 

 

293.706,57 

 

4 

 

16.951,69 

 

13

 

7.432,92 

 

16

 

1.423.718,10 

 

40

 

1.741.809,28 

T O T A L 16 5.508.414,78 13 171.057,81 13 7.432,92 16 1.423.718,10 57 7.110.623,61 

CUADRO NÚM. 5

Procedimientos de adjudicación y naturaleza de los contratos celebrados en el ejercicio 2002 
por la Fundación CNIC

(Importes en euros)

* En la categoría de «Otros» se incluyen, además de los contratos clasificados por la Fundación en este grupo, 6 convenios, 1 ensayo clínico y el arrendamiento de 
un inmueble a favor de la Fundación.
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En el análisis de los expedientes de contratación 
tramitados por la Fundación CNIC se han puesto de 
manifiesto algunas prácticas que, también en este 
ejercicio, se repiten en varios expedientes de contrata-
ción y permiten señalar unas incidencias generales en 
la actividad contractual de esta entidad en el ejerci-
cio 2002. Estas incidencias se pueden exponer del 
modo siguiente:

1. La mayoría de los expedientes se han adjudica-
do mediante contratación directa sin realización de 
publicidad ni promoción de la concurrencia (hasta un 
total de 40) y sin que se acredite la utilización de crite-
rios que garanticen la objetividad de la contratación, 
requisitos que este Tribunal considera imprescindibles 
en su actividad contractual como ya se ha señalado en 
apartados anteriores. También durante este ejercicio los 
contratos más importantes celebrados por la Fundación, 
relacionados con las obras de construcción de la nueva 
sede del CNIC, han sido tramitados mediante procedi-
mientos de adjudicación con promoción de la concu-
rrencia y con publicidad, los contratistas han sido 
seleccionados por la empresa consultora encargada de 
la gestión integral del proyecto de acuerdo con procedi-
mientos a los que han concurrido ofertas de distintas 
empresas y en los que ha habido publicidad, como son 
los casos del contrato de obra de la estructura del edifi-
cio, el contrato de movimientos de tierras y muro de 
pantalla y el de estabilización del muro de pantalla. En 
otros casos los procedimientos para la selección de los 
contratistas han sido objeto de promoción de ofertas, 
pero no de publicidad, como en el contrato para el 
vallado de la parcela de obra o para la tala, transporte y 
reposición del arbolado.

2. En la contratación de este ejercicio se pueden 
reproducir igualmente los comentarios generales ya 
realizados sobre la contratación de esta Fundación 
celebrada en ejercicios anteriores, puesto que la docu-
mentación incluida en los expedientes de contratación 
resulta frecuentemente incompleta, son muy dispares 
las cláusulas que se incorporan a los contratos, sólo en 
algunos casos se exige la constitución de garantías, la 
aplicación de cláusulas de revisión de precios, o la 
posibilidad de existencia de prórrogas, etc.

4.3.5  Contrato de asistencia técnica para la gestión 
integrada del proyecto y construcción de la sede 
del Centro Nacional de Investigaciones Cardio-
vasculares

El contrato de asistencia técnica para la gestión inte-
grada del proyecto y construcción de la sede del CNIC 
ha extendido su vigencia durante todo el periodo fisca-
lizado y ha sido objeto de modificación y ampliación 
durante el mismo, al tiempo que ha servido de base 
para la celebración de los restantes contratos de obras 
para la construcción del edificio sede del CNIC, que 
son los de mayor relevancia, desde el punto de vista 

económico, de todos los celebrados por la Fundación 
CNIC.

En el Acta núm. 5 de la sesión del Patronato cele-
brada el 9 de marzo de 2000 fue aprobada la convocato-
ria de un procedimiento específico para la adjudicación 
de este contrato. De acuerdo con la documentación que 
obra en poder de este Tribunal de Cuentas pueden 
hacerse las siguientes consideraciones sobre la adjudi-
cación, contenido y efectos de este contrato:

• El Pliego de Bases indicaba que el contrato se 
adjudicaría mediante el sistema de «contratación por 
petición de ofertas a empresas invitadas», aunque no se 
estableció ningún baremo para la valoración de los cri-
terios de adjudicación previstos, sino que se estipulaba 
a estos efectos que «el órgano de contratación resolverá 
libremente sobre la adjudicación del contrato a la vista 
de las proposiciones presentadas, pudiendo declarar 
desierta la contratación si ninguna proposición fuera 
aceptable». Se prohibió la cesión del contrato sin la 
previa autorización de la Fundación, aunque no se 
excluyó la subcontratación, de la que únicamente se 
dice que no implicará un cambio en la relación contrac-
tual, que se mantendrá inalterable con la empresa adju-
dicataria en cada caso. Este Pliego de Bases fue suscri-
to por el Presidente de la Fundación CNIC con fecha de 
1 de marzo de 2000 y aunque en él se indica expresa-
mente que los precios no serán revisables, excepto a 
través de la actualización del IPC anual, posteriormente 
el precio del contrato ha variado sustancialmente como 
consecuencia de su modificación.

• A su vez, en el Pliego de Prescripciones Técnicas 
se describían los diversos capítulos y etapas del trabajo 
a realizar, aunque sin fijar plazos concretos para la eje-
cución de los mismos. Incluía un capítulo denominado 
«criterios para la adjudicación», en el que se enumera-
ban siete parámetros (precio ofertado, plazo de ejecu-
ción de los trabajos, capacidad informática para el 
diseño de proyectos, claridad y precisión en la valora-
ción de los trabajos, recursos dedicados al proyecto, 
capacidad multidisciplinaria de ingeniería y arquitectu-
ra del concursante y grado de consolidación de dicha 
capacidad en una organización única, y experiencia en 
la realización de proyectos similares). Los criterios 
mencionados no figuraban ordenados por orden de 
importancia, ni baremados de forma alguna, a lo que 
debe añadirse que alguno de estos criterios, como es el 
caso de la experiencia, que ha sido relevante en la adju-
dicación del contrato ya que la empresa que resultó 
adjudicataria realizaba los mismos trabajos para la 
Fundación CNIO, no se debió considerar tanto como 
un criterio de adjudicación, sino como una forma de 
valorar la capacidad o solvencia técnica del licitador a 
efectos de su invitación a participar en el concurso. Por 
todo ello, se puede afirmar que estos «criterios para la 
adjudicación» no han impedido la existencia de un cier-
to ámbito subjetivo de discrecionalidad, con la consi-
guiente falta de garantías de objetividad en la valora-
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ción previa de las ofertas. Además, el Pliego de 
Prescripciones Técnicas estableció con tan poca exacti-
tud el objeto del contrato que éste ha debido sufrir una 
modificación importante al poco tiempo de su firma, 
con lo que se desvirtúa en buena medida todo el proce-
dimiento de adjudicación llevado a cabo 8.

• En el Acta de la sesión de la Mesa de contrata-
ción en la que se produjo la apertura de ofertas, cele-
brada el día 5 de abril de 2000, se informó de que 
habían remitido sus respectivas ofertas las cuatro 
empresas invitadas y se valoraban los diversos aspectos 
de cada una de ellas, si bien se utilizaron para ello crite-
rios definidos con posterioridad a la presentación de las 
mismas. La selección final se apoyó en un informe que 
había sido encargado expresamente a una empresa 
externa, que estaba fechado el mismo día de la reunión 
de la Mesa y del que este Tribunal sólo tiene constancia 
documental, pero ninguna otra información comple-
mentaria relativa a su solicitud o contratación. En el 
Acta núm. 6, correspondiente a la sesión del Patronato 
del inmediato día 6 de abril de 2000 se recoge la apro-
bación de la adjudicación propuesta por la Mesa.

• La oferta inicial de la empresa que resultó adju-
dicataria, firmada el 30 de marzo de 2000, desarrollaba 
las distintas fases del proyecto a ejecutar y ofrecía su 
realización por un coste total de 575.577,27 euros 
(95.768.000 pesetas), con un plazo de ejecución de 27 
meses contados desde su inicio. El precio no incluía 
una serie de cuestiones, como los honorarios profesio-
nales del arquitecto y del ingeniero devengados para la 
elaboración del proyecto y para la dirección facultativa 
de la obra, los honorarios de especialistas en trabajos 
de topografía, los viajes que el personal de la empresa 
adjudicataria deba realizar al extranjero por requeri-
miento del CNIC, el coste de la reprografía de docu-
mentos, etc. Estas condiciones iniciales que sirvieron 
de base para la adjudicación del concurso son las que se 
incorporaron al documento de formalización del con-
trato, firmado el 14 de abril de 2000 y que fue suscrito 
por el entonces Presidente del Patronato de la Funda-
ción CNIC. Este documento recoge los puntos detalla-
dos anteriormente y fija la fecha de inicio de los traba-
jos, a los efectos del cómputo del citado plazo de 27 
meses, para el día 1 de mayo de 2000, por lo que la 
fecha de finalización inicialmente pactada sería el día 
31 de julio de 2002. Todas estas condiciones incorpora-
das al contrato inicial, tanto en lo relativo al precio 
como en lo concerniente al plazo de ejecución, igual 
que aquéllas que han servido de base a la celebración 
del concurso, han sido sustancialmente modificadas 

con posterioridad, todo lo cual desvirtúa, como ha que-
dado señalado y a juicio de este Tribunal, el procedi-
miento de adjudicación descrito.

• La empresa finalmente adjudicataria no fue otra 
que la empresa consultora de ingeniería y arquitectura, 
que resultó también adjudicataria del contrato para la 
gerencia del proyecto y de la construcción de la sede 
del Centro Nacional de Investigaciones Oncológicas 
Carlos III (CNIO), en contrato adjudicado a su vez por 
el Patronato de la Fundación CNIO en el año 1998. 
Según el Acta de la reunión del Patronato de la Funda-
ción CNIC del 5 de junio de 2001, un vocal del Patro-
nato advirtió de la posibilidad de que se repitiesen 
determinadas circunstancias entonces padecidas y 
«explica que cuando se abordó el proyecto del CNIO se 
contrató a la empresa adjudicataria para gestionar un 
Proyecto de Obra de aproximadamente dieciocho mil 
metros cuadrados, pero al finalizar el Proyecto los 
metros cuadrados fueron treinta mil, lo que obligó a 
revisar el contrato firmado. Piensa que con el Proyecto 
de obra de la FCNIC puede pasar lo mismo, por lo cual 
la empresa adjudicataria solicitará una revisión sobre lo 
estipulado».

• Efectivamente, el Acta de la reunión del Patrona-
to de la Fundación CNIC celebrada el 27 de noviembre 
de 2001 permite conocer que fue presentada a los 
patronos la carta enviada por la empresa adjudicataria 
de este contrato en la que, como había sido anunciado, 
solicita la revisión de sus honorarios, basándose en que 
el contrato inicial firmado el 14 de abril de 2000 cuan-
tificaba valores inferiores a la realidad actual de la 
obra. El Patronato, tras estudiar la propuesta, aprueba 
la revisión del contrato.

• El documento de formalización de la ampliación 
del contrato, firmado el 17 de abril de 2002, fue suscri-
to por el entonces Presidente del Patronato de la Funda-
ción, y recoge un incremento en el importe del contrato 
de 217.957,03 euros (36.264.998 ptas.), incremento 
según se indica «sobre la cantidad actualmente aproba-
da del contrato en vigor de 575.577,27 euros 
(95.768.000 ptas.), resultando un total de 793.534,31 
euros (132.033.000 ptas.)»; así como la ampliación del 
periodo de prestación de sus servicios por parte de la 
empresa adjudicataria que se extendería hasta el mes de 
abril de 2.004. Igualmente, se establece un sistema de 
penalizaciones para el hipotético caso de que tuviese 
lugar un retraso en la entrega de la obra. También se 
prevé una curiosa «gratificación» para el caso de cum-
plimiento en plazo del contrato, por un importe de 
23.806,03 euros (casi 4 millones de ptas.), lo que impli-
ca un incremento encubierto aún mayor del importe 
final del contrato, si bien, en el trámite de alegaciones, 
la Fundación CNIC ha comunicado a este Tribunal que, 
hasta dicha fecha, no se había satisfecho cantidad algu-
na al adjudicatario por este concepto.

Al no resultar actualmente de aplicación a las Fun-
daciones fiscalizadas la Ley de Contratos de las Admi-

8 No puede ser aceptada la alegación de la Fundación CNIC según la cual «se optó por 
enunciar los elementos de valoración, pero no se les asignó puntuaciones, buscando una 
selección compatible con el respeto a los principios de concurrencia y objetividad en la 
adjudicación». Esta forma de actuación supone introducir una excesiva discrecionalidad en 
la calificación de las ofertas. A juicio de este Tribunal, los criterios de adjudicación deben 
estar ordenados en función de su importancia, al tiempo que han de establecerse con carác-
ter previo puntuaciones máximas para cada criterio de adjudicación, las cuales deben estar 
debidamente baremadas, con objeto de que todos los posibles adjudicatarios concurran en 
igualdad de condiciones.
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nistraciones Públicas, no existe normativa alguna que 
describa las determinaciones que deben contener los 
Pliegos en base a los cuales deben efectuar sus contra-
taciones, ni cuales son los documentos concretos que 
debe contener un expediente de contratación. Sin per-
juicio de ello, de todas las incidencias descritas en el 
presente epígrafe se puede concluir que los Pliegos que 
sirvieron de base para la celebración del concurso de 
adjudicación de este contrato no describieron con la 
suficiente precisión los criterios de adjudicación que 
habían de utilizarse, ni tampoco el objeto y las etapas 
del trabajo a realizar. Como consecuencia de ello, las 
condiciones y plazos incorporados al contrato inicial 
han tenido que ser modificados con posterioridad.

Asimismo, debe recordarse que, esta misma cir-
cunstancia ya se había producido en relación con este 
mismo contrato y con la misma empresa adjudicataria 
en las obras de construcción de la sede de la Fundación 
CNIO, lo que agrava la valoración de este Tribunal res-
pecto de la falta de previsión padecida. Todo ello ha 
podido desvirtuar en gran medida el procedimiento de 
adjudicación inicial del contrato llevado a cabo por la 
Fundación, ya que tanto las condiciones como los pla-
zos finalmente convenidos, son muy distintos a los que 
pudieron ser inicialmente tenidos en cuenta por las 
empresas licitadoras a la hora de concurrir al concurso.

A juicio de este Tribunal, en este contrato de asisten-
cia técnica para la gestión integrada del proyecto y 
construcción del CNIC y con el objeto de evitar posi-
bles riesgos futuros, la Fundación debería haber adopta-
do las medidas necesarias para garantizar la existencia 
de un control técnico directo sobre las diferentes actua-
ciones derivadas de la ejecución del propio contrato, 
con el apoyo, en el caso de que carecer de medios técni-
cos propios, de la Oficina Técnica o de Supervisión de 
Proyectos del Instituto de Salud Carlos III o del Minis-
terio de Sanidad y Consumo, en términos similares a 
los previstos en los artículos 135 a 137 del RGLCAP.

4.3.6  Tramitación de expedientes de contratación por 
la empresa adjudicataria del contrato de asisten-
cia técnica para la gestión integrada del proyec-
to y construcción del Centro Nacional de Inves-
tigaciones Cardiovasculares

De acuerdo con lo previsto por la Fundación CNIC 
y la empresa consultora adjudicataria en el contrato de 
asistencia técnica para la gestión integrada del proyecto 
y construcción de la sede del Centro, esta última 
empresa quedaba expresamente facultada para analizar 
las ofertas presentadas en los distintos procesos de 
selección de adjudicatarios puestos en marcha para la 
construcción de la sede del CNIC y para recomendar a 
la propia Fundación CNIC la adjudicación a la empresa 
más conveniente de los distintos contratos.

No obstante, en desarrollo de este contrato la empre-
sa adjudicataria procedió en un principio, actuando en 
nombre de la Fundación CNIC, a seleccionar y adjudi-

car irregularmente, a juicio de este Tribunal, contratos 
con otras empresas encargadas de realizar trabajos con-
cretos para el desarrollo del proyecto de la obra princi-
pal.

Esta forma de actuación en materia contractual por 
parte de una Fundación constituida por el Instituto de 
Salud Carlos III (como es el caso de la Fundación 
CNIC) ha tenido lugar anteriormente de manera análo-
ga a lo aquí descrito y fue por ello oportunamente pues-
to de manifiesto por este Tribunal de Cuentas en su ya 
mencionado Informe de Fiscalización Especial de las 
Cuentas y de la Contratación de la Fundación Centro 
Nacional de Investigaciones Oncológicas Carlos III, 
ejercicios 1998, 1999 y 2000.

En efecto, en el ámbito de dicha Fundación CNIO 
tuvo lugar en el ejercicio 1998 la celebración de un 
contrato con objeto análogo al ahora analizado y, ade-
más, suscrito con la misma persona jurídica o empresa 
adjudicataria que en el caso del contrato, ahora analiza-
do, firmado entre la Fundación CNIC y la citada 
empresa de consultoría. 

Como ya ocurría en el supuesto de la Fundación 
CNIO, en el contrato de asistencia técnica para la ges-
tión integrada del proyecto y construcción de la sede 
del CNIC no se establecía la posibilidad de que dicha 
empresa adjudicataria adjudicase y firmase, a su vez, 
contrato alguno en nombre o en representación de la 
Fundación CNIC, posibilidad que, como es lógico, 
tampoco figuraba prevista en los Estatutos de la Funda-
ción ni en la normativa reguladora de su funcionamien-
to, que únicamente habilitaban para la celebración de 
contratos a los órganos de la propia Fundación CNIC.

En el caso de la Fundación CNIO este Tribunal de 
Cuentas ya había advertido en su Informe de la posibi-
lidad, jurídicamente admisible, de que los contratos 
irregularmente celebrados pudieran ser convalidados 
con posterioridad por el órgano correspondiente de la 
Fundación. Esta solución concreta fue la elegida en su 
momento por el Patronato de la Fundación CNIO para 
regularizar la difícil situación creada, dando lugar todo 
ello a la adopción del oportuno acuerdo de convalida-
ción por parte de dicho órgano fundacional, acuerdo 
que le fue, a su vez, comunicado a este Tribunal de 
Cuentas en la fase de alegaciones al mencionado Infor-
me de Fiscalización Especial. 

También en el caso de la Fundación CNIC estas 
consideraciones han sido tenidas en cuenta por los 
órganos fundacionales competentes. Así, en la reunión 
del Patronato de la Fundación CNIC del 26 de septiem-
bre de 2002 su Presidente, a la sazón también Presiden-
te del Patronato de la Fundación CNIO en aquella fecha 
(en su calidad de Director del Instituto de Salud Car-
los III), «insta a la Dirección del CNIC a seguir todas 
las recomendaciones que el Tribunal de Cuentas mani-
festó en su momento en relación con la obra del CNIO 
y que ya se trasladaron al CNIC». 

En efecto, en la actuación en materia contractual de 
la Fundación puede apreciarse este cambio producido 
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para atender las recomendaciones del Tribunal. Así, en 
los primeros contratos la empresa adjudicataria ha pro-
cedido a seleccionar primero y a adjudicar irregular-
mente después, siempre actuando en nombre de la 
Fundación CNIC, contratos con otras empresas. Inclu-
so esta actuación se encuentra presuntamente amparada 
en un documento normalizado consistente en una soli-
citud formal del Coordinador Científico y del Director 
Técnico de la Fundación para que la empresa consulto-
ra proceda a la contratación de la empresa seleccionada 
en cada caso. Esta irregular forma de actuación se ha 
producido, por ejemplo, en la contratación del cerra-
miento metálico de la parcela de CNIC, de la instala-
ción de carteles de obra, de la imagen y animación 3D 
virtual del edificio CNIC, de la tala y transplante de 
arbolado, etc.

Sin embargo, en contratos celebrados con posterio-
ridad, la empresa consultora ha pasado a limitarse a 
analizar las ofertas presentadas y a recomendar a la 
Fundación CNIC la adjudicación a la que considera 
más conveniente, siendo los órganos competentes 
según lo dispuesto en los Estatutos de la Fundación, los 
encargados de suscribir el correspondiente contrato. 
Así, por ejemplo, la contratación de las obras de 
Cimentación, estructura y saneamiento enterrado para 
la construcción del CNIC ha sido suscrita por el Presi-
dente del Patronato de la Fundación, la contratación de 
las obras de movimiento de tierras y muro de pantalla 
para la construcción del CNIC ha sido celebrada por el 

Consultor Ejecutivo de la Fundación, mientras que la 
contratación de la asistencia técnica del Control de 
Calidad de las obras de Cimentación, Estructura y 
Saneamiento enterrado para la construcción del CNIC, 
o de las obras de Movimiento de tierras y muro pantalla 
para la construcción del CNIC, han sido llevadas a 
cabo, en atención a su cuantía, por el Coordinador 
Científico de la Fundación.

Por último, en cuanto a la objetividad y transparen-
cia en la selección de los contratistas efectuada por la 
empresa consultora se puede afirmar que para las adju-
dicaciones se han seguido criterios y procedimientos 
propios de la contratación administrativa. En efecto, en 
los contratos de menor cuantía se ha seleccionado de 
forma directa al contratista elegido siguiendo el modelo 
de la contratación menor, mientras que en los demás 
contratos se ha realizado publicidad en la contratación 
y se ha buscado promover la concurrencia de distintas 
empresas. Finalmente, en los contratos más importan-
tes se han tramitado auténticos concursos valorando 
cada una de las ofertas presentadas de acuerdo con 
unos baremos previamente establecidos en los Pliegos 
aprobados para la contratación. El siguiente cuadro 
núm. 6 refleja los datos más importantes sobre el 
número y la cuantía de los contratos y sobre los proce-
dimientos de adjudicación utilizados por la empresa 
consultora encargada de la selección de los contratis-
tas:

PROCEDIMIENTO DE ADJUDICACIÓN Nº IMPORTE 

Concursos con procedimiento de contratación administrativa 5 5.129.638,88 

Contratación directa con promoción de ofertas pero sin publicidad 5 85.069,33 

Contratación directa sin promoción de ofertas y sin publicidad 7 21.736,42 

T O T A L 17 5.236.444,63 

CUADRO NÚM. 6

Contratos seleccionados por la empresa consultora

(Importes en euros)

4.3.7  Contratos de asesoramiento y asistencia técnica

Los contratos celebrados por la Fundación CNIC, 
cuyo objeto último consistía en el arrendamiento de los 
servicios de determinados profesionales para la presta-
ción de asesoramiento o asistencia técnica en cuestio-
nes que afectan a la creación y al sostenimiento del 
CNIC, han tenido una especial relevancia en esta fase 
inicial dirigida a la construcción y puesta en funciona-

miento del Centro. Entre estos contratos, unos ostentan 
un carácter eminentemente científico, puesto que su 
objeto ha sido el de orientar las actividades científicas 
del futuro Centro, mientras que otros han tenido y tie-
nen por objeto el asesoramiento jurídico, económico, 
fiscal, contable o laboral indispensable para el normal 
desenvolvimiento de la Fundación. De las numerosas 
incidencias detectadas en el análisis de todos ellos 
pasamos a ocuparnos a continuación:
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4.3.7.1  Contrato celebrado con el consultor ejecutivo 
de la Fundación Centro Nacional de Investi-
gaciones Cardiovasculares Carlos III

Por su trascendencia y significación económica 
debe destacarse el contrato de prestación de servicios 
del Consultor Ejecutivo de la Fundación, celebrado 
el 27 febrero de 2001 entre la persona designada para el 
desempeño de dicho cargo y el entonces Presidente del 
Patronato de la Fundación Instituto de Investigación 
Cardiovascular Carlos III y Director del Instituto de 
Salud Carlos III. Mediante la celebración de este con-
trato se incorporó a la puesta en marcha de las activida-
des científicas del CNIC, en calidad de Consultor Eje-
cutivo, a un investigador que, según el contrato 
celebrado, mantendría su residencia en el extranjero 
(Londres), hasta que se concluyeran las obras de cons-
trucción del edificio del CNIC.

Desde un punto de vista estrictamente jurídico, el 
contrato que liga al citado investigador con la Funda-
ción CNIC resulta ambiguo e impreciso en su conteni-
do, tanto en su redacción original de 27 de febrero de 
2001, como después de la modificación de su cláusula 
cuarta efectuada el 17 de abril de 2002, habiendo sido 
acordadas ambas por el entonces Patronato de la Fun-
dación (segundo de los cuatro que han dirigido sucesi-
vamente la entidad desde su constitución), especial-
mente en todo lo relativo a la determinación y 
cuantificación del precio o contraprestación económica 
que en él se contempla.

En primer término debe señalarse que el objeto del 
contrato, según su cláusula primera, consiste en la 
incorporación de la persona designada a la Fundación 
como Consultor Ejecutivo «con la finalidad de partici-
par en el proyecto de creación del Instituto de Investi-
gación Cardiovascular (después Centro Nacional de 
Investigaciones Cardiovasculares Carlos III), depen-
diente de dicha Fundación», precisándose en la cláusu-
la segunda que «en su función de Consultor Ejecutivo, 
(...) será consultado en todas las cuestiones que, 
de alguna forma, afecten a la creación del referido 
Instituto». 

El contrato regula asimismo las obligaciones y los 
derechos económicos del Consultor Ejecutivo, al tiem-
po que sienta las bases para su eventual y futura contra-
tación como Director del CNIC, cuando concluyan las 
obras de construcción de su sede y siempre que fructifi-
quen o «lleguen a buen fin» las futuras conversaciones 
previstas a tal efecto en el propio contrato. De este 
modo, la finalización de sus actuales funciones de ase-
soramiento y su posterior incorporación al citado cargo 
de Director del CNIC, deberá ser acordada y negocia-
da, en su momento, por el propio Consultor Ejecutivo y 
los órganos competentes de la Fundación CNIC.

Se trata pues, según su propia denominación y con-
figuración, de un contrato celebrado por el segundo 
Patronato de la Fundación CNIC para la realización por 
parte de la persona especialmente designada, de funcio-

nes de asesoramiento y consulta, calificada de ejecuti-
va, pero que, en la práctica y merced a los apodera-
mientos asimismo otorgados a favor de dicha persona 
por el propio Patronato anteriormente citado, se ha con-
vertido en un contrato que anticipa por la vía de hecho 
el desempeño de sus funciones como eventual y futuro 
Director General de la Fundación CNIC. Pruebas evi-
dentes de la delimitación contractual de las funciones 
del Consultor Ejecutivo como meramente consultivas y 
de asesoramiento serían, por un lado, el hecho de que 
se le permite, expresamente en el propio contrato, el 
mantenimiento simultáneo de su residencia y de su 
puesto de trabajo en Londres, así como la circunstancia 
de que se le retribuya por sus servicios no mediante la 
percepción de un sueldo determinado, sino únicamente 
a través del abono de dietas diarias y del reembolso de 
determinados gastos.

A pesar de las estipulaciones contenidas en el con-
trato, el Patronato de la Fundación acordó otorgar al 
Consultor Ejecutivo prácticamente desde su incorpora-
ción, concretamente desde el 30 de marzo de 2001, 
amplios poderes de dirección y administración, con 
capacidad para vincular con sus decisiones a la propia 
Fundación, mediante los apoderamientos sucesivos 
efectuados a tal efecto a su favor, apoderamientos que, 
en su última modificación llevada a cabo por acuerdo 
adoptado en la reunión del Patronato del día 17 de abril 
de 2002, incluyen la disposición de fondos, la celebra-
ción de toda clase de actos y contratos (por valor de 
hasta 1.000.000 €), el poder de organización, de susti-
tución y de delegación, e, incluso, la potestad de con-
tratar, despedir y fijar las retribuciones y condiciones 
de trabajo de toda clase de personal.

Resulta significativo el otorgamiento a quien ha sido 
contratado en calidad de Consultor Ejecutivo del deno-
minado poder de organización, que incluye entre sus 
manifestaciones la de «Organizar la estructura interna 
del Centro, estableciendo las funciones y competencias 
de los Directivos del mismo, debiendo poner en conoci-
miento del Patronato cualquier cambio de estructura 
del mismo». Como ejemplo de las amplísimas faculta-
des otorgadas mediante este apoderamiento al citado 
Consultor, cabe destacar la celebración por su parte y 
en representación de la Fundación CNIC de un contrato 
de obras para la construcción del Centro por importe de 
941.037,18 €.

Como consecuencia de todo ello y a juicio de este 
Tribunal de Cuentas, el contrato celebrado en febrero 
del año 2001 por el entonces Presidente del Patronato 
de la Fundación CNIC con la persona designada para el 
ejercicio del cargo de Consultor Ejecutivo, para la pres-
tación de los mencionados servicios de asesoramiento, 
se ha convertido de facto y con motivo de las funciones 
y facultades realmente atribuidas y desempeñadas por 
su titular, en un contrato a través del cual los órganos de 
la Fundación le han permitido ejercer las funciones 
propias del Director de la Fundación. Con ello, no sólo 
se ha producido una extralimitación en el contenido 
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propio del contrato de prestación de servicios inicial-
mente celebrado, sino también la tácita puesta en prác-
tica con dicha persona de un contrato de alta dirección 
con carácter previo a lo previsto en un principio, es 
decir, una anticipación de hecho en el ejercicio de sus 
funciones eventuales y futuras como Director de la 
Fundación CNIC, materializado a través del ejercicio 
de funciones de dirección y gestión, además de las de 
asesoramiento científico para las que fue contratado.

En segundo lugar en lo que hace referencia a los 
efectos económicos del contrato, debe señalarse que el 
mencionado objeto genérico consistente en ser consul-
tado en «todas las cuestiones que, de alguna forma» 
afecten a la creación del CNIC, se concreta expresa-
mente en el compromiso del Consultor Ejecutivo de 
desplazarse a España para asistir a las reuniones que 
celebre el Patronato de la Fundación. Según se despren-
de del clausulado del contrato, las consultas cuyo plan-
teamiento y resolución constituye su objeto único 
deben ser planteadas específicamente por el Patronato, 
toda vez que, el Consultor únicamente asesora al Patro-
nato y únicamente lo hace durante las reuniones que 
este órgano celebre. A cambio, y como contrapresta-
ción por los desplazamientos que deba efectuar para 
asistir a dichas reuniones, se pactó que tendría derecho 
el reembolso de los correspondientes gastos de traslado 
(desde Londres), así como a una dieta diaria de 1.500 € 
por cada día de permanencia en España, «más unos 
razonables gastos de representación que serán fijados 
por el Patronato».

La imprecisión del contrato tiene su reflejo en la 
falta de la debida concreción en cuanto al alcance de 
los gastos de traslado y de representación que deben ser 
objeto de reembolso al Consultor Ejecutivo. En cuanto 
a los gastos de traslado no se indica en ningún caso si 
se deben entender incluidos dentro de ellos los gastos 
de alojamiento del Consultor Ejecutivo, producidos 
durante sus viajes para participar en las reuniones de 
todo tipo a las que deba asistir, toda vez que, en puri-
dad, los traslados que debe realizar y realiza el Consul-
tor para concurrir a esa reuniones (Londres-Madrid y 
Madrid-Londres) no implican necesariamente la corre-
lativa realización de gastos de alojamiento, dada la 
posibilidad de programar adecuadamente su celebra-
ción. En el caso de los gastos de representación, como 
ha quedado señalado, únicamente se indicaba en el 
contrato original que se comprenderían dentro de ellos 
«unos razonables gastos de representación, que serán 
fijados por el Patronato», lo que ha derivado en una 
situación de indefinición y de falta de control en cuanto 
a la procedencia, cuantía y justificación de estos gastos, 
algunos de los cuales pueden calificarse como suntua-
rios.

En efecto, esta última previsión contractual no fue 
desarrollada por el segundo Patronato de la Fundación, 
incumpliéndose con ello la previsión específicamente 
contenida al efecto en el contrato firmado el 27 de 
febrero de 2001, al menos hasta que mediante la modi-

ficación del contrato original llevada a cabo por el 
mismo Patronato el 17 de abril de 2002, se añadió a su 
cláusula cuarta la precisión de que «se consideran 
como gastos razonables de representación los realiza-
dos con tal carácter por el Profesor (Consultor Ejecuti-
vo)». Con ello y a juicio de este Tribunal de Cuentas, se 
dejó al arbitrio del propio perceptor la determinación 
de la naturaleza y cuantía de dichos gastos, al tiempo 
que se convirtió en imposible cualquier mínima y pre-
via determinación de su posible alcance por parte de la 
propia Fundación CNIC, lo que no resulta procedente 
habida cuenta del carácter público de los fondos aplica-
dos.

A este respecto, el tercer Patronato de la Fundación 
CNIC, que asumió la dirección de la entidad al comien-
zo del año 2003, ha informado al Tribunal de Cuentas 
de su acuerdo de fecha 30 de octubre de 2003, en virtud 
del cual y «ante la falta de concreción en relación con 
los gastos de representación» a cargo del Consultor 
Ejecutivo, ha resuelto que «la Fundación le abonará los 
gastos de manutención y estancia, en el importe equiva-
lente a los fijados en la legislación vigente para el 
grupo 1 de los empleados públicos, y en cuanto a los 
gastos de representación percibirá una cantidad igual a 
la establecida para los Directores Generales de la 
Administración del Estado, previa justificación».

Por último, en cuanto a las imprecisiones en la 
redacción del contrato, debe recordarse que también 
quedaban fijadas de forma anticipada las bases sobre 
las que debería producirse, en su caso, la eventual y 
futura incorporación del Consultor Ejecutivo a sus fun-
ciones como Director del Centro, bases que, según se 
indicaba en el propio contrato inicial, se concretarían 
durante el periodo que durase su actividad como Con-
sultor, pero estableciéndose ya, que la remuneración a 
percibir en dicho momento sería la equivalente al sala-
rio que se encontrase recibiendo en su puesto de trabajo 
al abandonarlo para asumir la Dirección del CNIC, más 
un porcentaje determinado (1%) de «los recursos obte-
nidos directamente por la Fundación, con exclusión, en 
todo caso, de los que provengan de los Presupuestos 
Generales del Estado y de los rendimientos del patri-
monio de la misma».

A juicio de este Tribunal de Cuentas, la Fundación 
CNIC no incluyó en el contrato con la suficiente preci-
sión la determinación de cual habría de ser la futura 
remuneración del Consultor Ejecutivo como Director 
del Centro, sino que se limitó a remitirla al salario que 
su perceptor se encontrase recibiendo en el momento 
en el que, en su caso, deba asumir la Dirección del Cen-
tro, sin haberse establecido cautela ni limitación alguna 
a su posible elevado importe, que garantizase la viabili-
dad económica de su asunción futura por la Fundación 
CNIC. Asimismo, el mencionado porcentaje del 1% 
sobre los ingresos de la Fundación que se incorporaría 
al futuro salario en concepto de retribución variable 
tampoco resultaba debidamente delimitado. En efecto, 
aunque se excluyesen expresamente los recursos que 
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«provengan (directamente) de los Presupuestos Gene-
rales del Estado y de los rendimientos del patrimonio» 
propio de la Fundación, no se exceptuaron de una 
manera clara todos aquellos ingresos de la Fundación 
que pudieran proceder de subvenciones, ayudas a la 
investigación u otros fondos públicos, cualquiera que 
sea la Administración o entidad concedente (Local, 
Autonómica, Universitaria, etc.).

En todo caso, no parece oportuno fijar de una forma 
tan ambigua e imprecisa (en su cuantía) la futura remu-
neración a percibir por el Director del CNIC, de tal 
forma que la Fundación CNIC quede vinculada y deba 
asumir en el futuro, en el caso de que el Consultor Eje-
cutivo se incorpore finalmente al cargo de Director de 
la Fundación, un compromiso previo de remuneración 
cuyo importe real desconocía en el momento de su 
firma, con la única salvedad de que la no suscripción 
del futuro contrato no llevaría aparejada para la Funda-
ción la obligación de indemnizar a su Consultor Ejecu-
tivo.

En efecto, no debe olvidarse que si finalmente no 
fructificasen las conversaciones previstas en el contrato 
inicial a tal efecto y, consiguientemente, no tuviese 
lugar la incorporación del actual Consultor Ejecutivo al 
cargo de Director del CNIC, ello no debería comportar 
costes económicos adicionales para la propia entidad, 
dado el carácter «intuitu personae» y potestativo del 
contrato celebrado y de las decisiones que deban adop-
tarse respecto de dicha incorporación por parte de los 
órganos competentes de la Fundación CNIC.

En el trámite de alegaciones al Anteproyecto de 
Informe, el tercer Patronato de la Fundación CNIC 
informó a este Tribunal de Cuentas de que, con fecha 25 
de marzo de 2004 y a la vista del propio Anteproyecto 
remitido por este Tribunal, había acordado proponer al 
Consultor Ejecutivo de la Fundación «las condiciones y 
circunstancias económicas y temporales para su incor-
poración definitiva durante el tercer trimestre de este 
año (2004) como Director General del CNIC», al con-
siderar que se cumplían las previsiones de futuro conte-
nidas en el contrato inicial firmado el 27 de febrero 
de 2001 entre el Consultor Ejecutivo y el entonces Pre-
sidente del Patronato de la Fundación.

En concreto, las condiciones y circunstancias conte-
nidas en la propuesta aprobada consisten en la firma de 
un contrato de Alta Dirección, al que serían aplicables 
las previsiones legales específicas propias de este tipo 
de contrato (Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto, 
por el que se regula la relación laboral de carácter espe-
cial del personal de alta dirección), con una duración de 
5 años prorrogables y un salario equivalente al del 
actual Director General del CNIO.

A juicio de este Tribunal de Cuentas, con la formu-
lación de esta propuesta en los estrictos términos en 
que ha sido realizada y que se acaban de describir, se 
sientan las bases mínimas imprescindibles para poner 
fin a la situación de ambigüedad e indefinición retribu-
tiva que caracterizaba la anterior relación contractual, 

al tiempo que se refuerza la línea de contención del 
gasto iniciada en la Fundación CNIC por la Presidenta 
de su Patronato durante el periodo que transcurre entre 
enero del año 2003 y abril del 2004. 

Volviendo a lo que se refiere específicamente a la 
ejecución del contrato inicialmente celebrado, en la 
antes mencionada modificación del clausulado del con-
trato original aprobada por el Patronato en su reunión 
del 17 de abril de 2002, también se adicionó en la cláu-
sula cuarta (relativa a las contraprestaciones a percibir 
por el Consultor Ejecutivo) una precisión según la cual, 
debido a que la presencia del Consultor en España 
resultaría en el futuro «cada vez más necesaria», la con-
traprestación (gastos de traslado, dietas y gastos de 
representación) «se entenderá también aplicable a los 
desplazamientos que el Profesor (Consultor Ejecutivo) 
deba realizar para resolver cuestiones relacionadas con 
las funciones ejecutivas que le son atribuidas». De esta 
forma, se contemplaba expresamente la realización de 
determinados desplazamientos a Madrid por parte del 
Consultor Ejecutivo, al margen de la celebración de las 
reuniones del Patronato de la Fundación CNIC, órgano 
cuyo asesoramiento por el Consultor constituye el 
objeto esencial del contrato.

Ahora bien, por su incorporación al clausulado del 
contrato (y consiguiente vigencia) sólo a partir de la 
fecha de su aprobación por el Patronato de la Funda-
ción CNIC, es decir, el 17 de abril de 2002, dicha modi-
ficación no puede ser aplicada retroactivamente ni, por 
tanto, abarcar o sustentar jurídicamente todas aquellas 
cantidades facturadas y percibidas por el Consultor 
Ejecutivo de la Fundación, con anterioridad a dicha 
fecha y en el específico concepto de gastos de traslado, 
dietas diarias y gastos de representación. Así ocurre 
con todos sus desplazamientos que hayan sido realiza-
dos específicamente para resolver cuestiones varias o 
para asistir a toda clase de reuniones, al margen de las 
celebradas por el Patronato de la Fundación, únicas 
cuya celebración habilitaba, hasta que tuvo lugar la 
modificación del contrato el 17 de abril de 2002, al 
Consultor Ejecutivo para facturar las cantidades deriva-
das de su asistencia a las mismas.

En el momento de la modificación del contrato por 
el Patronato, no sólo no se dispuso la retroactividad de 
la modificación de la cláusula cuarta (cuya legalidad 
sería, en todo caso, muy discutible), sino que se justifi-
caba expresamente señalando ad futurum que la pre-
sencia del Consultor Ejecutivo «va a ser cada vez más 
necesaria», motivo por el cual se ampliaban los viajes 
del Consultor a nuestro país cubiertos por el sistema 
retributivo previsto en el contrato.

En concreto en el ejercicio 2002, el Consultor Ejecu-
tivo facturó y percibió de la Fundación CNIC las canti-
dades correspondientes a los tres viajes de trabajo reali-
zados en el primer trimestre del citado año, con 
anterioridad a la modificación efectuada por el Patronato 
el 17 de abril de 2002 de la cláusula cuarta del contrato. 
Durante estos tres viajes, efectuados a instancia del 
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entonces Presidente del Patronato de la Fundación, per-
maneció en territorio español un total de 11 días (concre-
tamente los días 9, 10 y 11 de enero, 5,6 y 7 de febrero y 
10, 11, 12, 13 y 14 de marzo de 2002), todos ellos por 

tanto, con anterioridad a la fecha de la modificación del 
contrato y sin que tuviese lugar en dichas fechas reunión 
alguna del Patronato de la Fundación. Estos gastos son 
los que figuran recogidos en el cuadro núm. 7 siguiente:

CONCEPTO ENERO/02 FEBRERO/02 MARZO/02 TOTAL 

MANUTENCIÓN 645,90 107,88 224,84 978,62 

DIETAS (*) 3.375,00 3.375,00 5.625,00 12.375,00 

TOTAL 4.020,90 3.482,88 5.849,84 13.353,62 

CUADRO NÚM. 7

Percepciones recibidas por el consultor ejecutivo en el primer trimestre del ejercicio 2002

(Importes en euros)

 (*) Los importes de las dietas reflejan las cantidades netas percibidas, una vez deducido el IRPF».

A partir de la modificación operada en el clausulado 
del contrato, con la ampliación de los desplazamientos 
a realizar al territorio español por el Consultor Ejecuti-
vo y de su oportuna contraprestación, no sólo a los que 
fuesen necesarios para asistir a las reuniones del Patro-
nato, como ocurría inicialmente, sino también a todos 
aquéllos que resulten necesarios «para resolver cuestio-
nes relacionadas con las funciones ejecutivas que le son 
atribuidas», se produjo un evidente cambio en la forma 
en que debía hacerse efectivo el asesoramiento que 
constituye el objeto del propio contrato. 

Por consiguiente y a juicio de este Tribunal de 
Cuentas, el Patronato de la Fundación CNIC debe acor-
dar y poner en práctica aquellas gestiones que resulten 
necesarias, tendentes a obtener la oportuna regulariza-
ción, ya sea mediante el correspondiente reintegro o 
mediante su descuento en abonos posteriores, de aque-
llas cantidades incorrectamente abonadas a su Consul-
tor Ejecutivo, en el específico concepto de reembolso 
por los gastos efectuados como consecuencia de los 
tres viajes de trabajo que dicho Consultor realizó a 
Madrid en el primer trimestre del año 2002, durante los 
meses de enero, febrero y marzo. Los gastos de estos 
tres viajes fueron realizados con anterioridad a la modi-
ficación del contrato por parte del Patronato de la Fun-
dación CNIC, por lo que carecen de la necesaria cober-
tura contractual que justificaría su abono 9.

Sin perjuicio de todo ello, como se ha indicado ante-
riormente, el clausulado del contrato original contem-
plaba y contempla como una de sus principales estipu-

laciones, subsistente tras la modificación contractual 
antes reseñada, la obligación expresa del Consultor 
Ejecutivo de asistir a todas aquellas reuniones que cele-
bre el Patronato de la Fundación CNIC, además del 
asesoramiento y de los posibles desplazamientos que 
pueda realizar para resolver cuestiones concretas o para 
asistir a otro tipo de reuniones. Pese a ello, este Tribu-
nal ha podido constatar que el Consultor Ejecutivo no 
asistió físicamente a ninguna de las cuatro reuniones 
celebradas por dicho órgano en el ejercicio 2002, si 
bien en una de ellas se empleó para su participación la 
fórmula alternativa de la videoconferencia (concreta-
mente en la celebrada el 24 de junio de 2002), fórmula 
que no se encuentra prevista en ningún momento en el 
contrato, así como también ha podido comprobar que 
tampoco asistió a la primera reunión celebrada en el 
ejercicio 2003.

Por ello, a pesar de que el Consultor Ejecutivo no 
percibió cantidad alguna en concepto de gastos o dietas 
por su falta de asistencia a dichas reuniones (ni siquiera 
en aquélla en la que intervino desde Londres por 
videoconferencia), debe señalarse que se ha producido 
en este punto un incumplimiento por su parte de la obli-
gación establecida en el contrato que le liga a la Funda-
ción CNIC, concretamente en su cláusula segunda, de 
asistir a las reuniones del Patronato a las que fuese con-
vocado.

En consecuencia, a juicio de este Tribunal de Cuen-
tas, el Patronato de la Fundación CNIC debe adoptar 
las medidas adecuadas en orden a la regularización de 
la situación de incumplimiento contractual acabada de 
exponer, así como para impedir que puedan llegar a 
reproducirse en el futuro similares incumplimientos, en 
el supuesto de que el Consultor Ejecutivo se incorpore 
finalmente a la Fundación en calidad de Director Gene-
ral del CNIC.

9 En sus alegaciones al Anteproyecto de Informe, el tercer Patronato de la Fundación 
CNIC ha informado a este Tribunal de Cuentas de que, «en base a las recomendaciones de 
ese Tribunal», contenidas en el Anteproyecto de Informe, ha acordado instar al Gerente de 
la Fundación para que «proceda a regularizar, mediante descuento o reintegro, las cantida-
des abonadas por gastos devengados en el primer trimestre de 2002 al Consultor Ejecuti-
vo». El Tribunal de Cuentas pondrá estos hechos en conocimiento de su Sección de Enjui-
ciamiento, a los efectos oportunos, por si pudieran ser constitutitos de un supuesto de 
responsabilidad contable.



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

37

4.3.7.2  Contratación a través de la Universidad de 
Valencia del Coordinador Científico de la 
Fundación Centro Nacional de Investigacio-
nes Cardiovasculares Carlos III

En la reunión del segundo Patronato de la Funda-
ción CNIC celebrada el 21 de junio de 2000, se puso de 
manifiesto por parte de su Presidente la falta de un 
interlocutor entre la recién creada Fundación y la per-
sona que, pocos meses después, habría de ser contrata-
da como su Consultor Ejecutivo en un principio y, pos-
teriormente, en su caso, para ejercer las funciones de 
Director del CNIC. De igual modo en dicha reunión se 
expuso la necesidad de contratar de inmediato un 
Gerente para la Fundación. Los miembros del mencio-
nado Patronato decidieron que la citada interlocución 
recayese, de forma provisional, en un Catedrático del 
Departamento de Farmacología de la Universidad de 
Valencia que colaboraba ya entonces con el futuro Con-
sultor Ejecutivo, al que se hace referencia en el epígrafe 
anterior. En la misma reunión se acordó la realización 
de las gestiones precisas para acelerar la incorporación 
del Consultor Ejecutivo a la Fundación y que, sólo pos-
teriormente, se procedería a seleccionar al futuro 
Gerente.

En su reunión de 11 de diciembre de 2000 el citado 
Patronato de la Fundación CNIC acordó firmar un Con-
venio con la Universidad de Valencia para incorporar a 
la Fundación al citado Catedrático, en calidad final-
mente de Coordinador Científico y como «intermedia-
rio entre el Instituto de Salud Carlos III y la (propia) 
Fundación», participando en el desarrollo y montaje 
inicial de los primeros laboratorios de investigación 
cardiovascular. En esta misma reunión el Patronato, en 
el ejercicio de sus facultades, acordó otorgar poderes 
para actuar en nombre de la propia Fundación CNIC a 
favor tanto del futuro Consultor Ejecutivo, como del 
citado Catedrático (con un limite económico inferior 
para este último), con el objeto, según se indica en el 
Acta de la reunión, de gestionar el presupuesto y »dar 
agilidad al seguimiento del Proyecto».

El contrato entre la Universidad de Valencia y la 
Fundación del entonces Instituto de Investigación Car-
diovascular Carlos III se firmó el 1 de febrero de 2001, 
teniendo expresamente por objeto la realización por 
parte del Catedrático de la citada Universidad de «los 
servicios de asesoramiento, asistencia técnica y coordi-
nación de la investigación que desarrolle la Funda-
ción». Como contraprestación por estos servicios, la 
Fundación se obligaba a pagar a la Universidad, de la 
que el Catedrático percibía a su vez su propia remune-
ración, la cantidad de 48.080 € (8.000.000 ptas.) por 
cada doce meses, a los que se les repercutiría el IVA o 
los impuestos que procediesen. Esta cantidad estaba 
sujeta a revisiones periódicas, incrementándose por el 
valor del correspondiente IPC anual. Se pactó igual-
mente que todas aquellas actividades o proyectos espe-
ciales de investigación que se llevasen a cabo entre 

ambas instituciones, podrían ser objeto de un presu-
puesto independiente.

El contrato tenía una duración de dos años prorroga-
bles automáticamente por igual periodo, salvo denuncia 
expresa con una antelación de tres meses. El Coordina-
dor Científico se obligaba a informar a la Fundación 
periódicamente de su actividad, emitiendo con una 
periodicidad semestral y anual, distintos informes en 
los que resumiría los trabajos desarrollados y sus con-
clusiones.

Posteriormente, el 12 de marzo de 2001, fueron ele-
vados a escritura pública los poderes que el Patronato 
de la Fundación había acordado otorgar al futuro Coor-
dinador Científico en su reunión del 11 de diciembre de 
2000, antes incluso como ha quedado señalado de que 
tuviese lugar su incorporación a la Fundación a través 
del contrato con la Universidad de Valencia. En dichos 
poderes, que fueron inscritos por el Protectorado en el 
correspondiente Registro, previa toma de razón de los 
mismos, se habilitaba al entonces recién nombrado 
Coordinador Científico para la realización de, entre 
otras, las siguientes importantes facultades:

1. Comprar o adquirir bienes muebles para la Fun-
dación de valor no superior a cinco (5) millones de 
pesetas (...).

2. Celebrar y suscribir toda clase de actos y con-
tratos, ya sean de obras o de servicios, con los pactos, 
cláusulas y condiciones que estime precisos (...), siem-
pre y cuando las obligaciones que entrañen dichos 
actos y contratos no superen la cantidad de cinco (5) 
millones de pesetas (...).

3. Dentro de los criterios fijados por el Patronato 
de la fundación, contratar y despedir personal técnico, 
administrativo y laboral de la Fundación dentro de los 
límites legales, fijando facultades, deberes, sueldos, 
retribuciones, recompensas y gratificaciones ordinarias 
y extraordinarias (...) y fijar los gastos generales de 
administración.

4. Realizar de forma mancomunada con otro 
directivo del Centro o con cualquier Patrono de la Fun-
dación, y con los límites antes señalados, las gestiones 
inherentes a la tesorería del Centro, ordenar y autorizar 
pagos en general y dietas y viajes, tanto del personal 
como de los asesores del Centro o Fundación. Asimis-
mo, cobrar o percibir de quien proceda, las cantidades 
que correspondan o se adeuden a la Fundación por 
cualquier causa, concepto o título (...).

Como puede claramente observarse, las facultades 
que el segundo Patronato de la Fundación CNIC acordó 
encomendar a su futuro Coordinador Científico y que 
éste comenzó a ejercer de hecho inmediatamente, exce-
dían de las propias del citado cargo de Coordinador 
Científico y no podían en modo alguno considerarse 
englobadas dentro de los servicios de asesoramiento, 
asistencia técnica y coordinación de la investigación, 
únicos a los que el contrato firmado con la Universidad 
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de Valencia en su redacción original proporcionaba la 
necesaria cobertura y soporte jurídico. Resulta evidente 
por tanto que el Coordinador Científico ocupó, desde 
su incorporación a la Fundación CNIC y de forma sola-
pada con el ejercicio de sus funciones de índole cientí-
fico, el puesto de Gerente de facto de la Fundación, 
puesto que, como debe recordarse, el propio Patronato 
había decidido no cubrir provisionalmente en su 
reunión celebrada el 21 de junio de 2000.

Posteriormente, en la reunión del Patronato de fecha 
17 de abril de 2002, a la que se ha hecho referencia en 
el epígrafe anterior en relación con el Consultor Ejecu-
tivo, se decidió incluso ampliar los poderes ya otorga-
dos tanto a favor del Coordinador Científico de la Fun-
dación como del propio Consultor Ejecutivo, 
estableciéndose ahora apoderamientos extraordinaria-
mente extensos en línea, según se indica en el Acta de 
al reunión, «con la nueva fase en la que entra la Funda-
ción relativa a la construcción del edificio que será su 
sede». Las facultades conferidas en este nuevo poder al 
Coordinador Científico de la Fundación son muy 
amplias y completas, sin duda propias de quien ostenta, 
cuando menos, el cargo de Gerente en la entidad res-
pecto de la cual se ejercen, aunque siempre habilitán-
dole para actuar y disponer de los fondos de la Funda-
ción en una cuantía inferior a la prevista para el 
Consultor Ejecutivo, auténtico Director General en la 
práctica de la Fundación CNIC, como ha quedado 
señalado en el epígrafe anterior.

En consecuencia, cada vez resultaba más manifiesta 
la carencia de cobertura contractual de las actividades 
gerenciales y de gestión que venía desarrollando, en la 
práctica, el Coordinador Científico de la Fundación 
CNIC. Por este motivo, el 18 de diciembre de 2002, es 
decir, casi dos años después de celebrado el contrato 
original, se firmó entre la Universidad de Valencia y el 
mismo Patronato de la Fundación CNIC que había fir-
mado el contrato inicial, representado para esta firma 
por el propio Consultor Ejecutivo, una adenda a dicho 
contrato, sobre la base de las posibles «actividades o 
proyectos especiales de investigación» a las que se 
hacía referencia en el primitivo texto, señalándose ya 
entonces que serían objeto de un presupuesto indepen-
diente dentro del propio contrato.

En esta adenda las partes acordaron expresamente 
que, «en el marco de la coordinación a realizar» por el 

Coordinador Científico de la Fundación, «queden 
incluidas, con carácter provisional, y en tanto no se 
proceda a la provisión de los órganos de gestión de la 
Fundación, las funciones especificas de gestión que se 
le atribuyan por el Patronato de la Fundación en rela-
ción con las tareas incluidas en el contrato». Con la 
incorporación de esta adenda a la redacción original del 
contrato, el mencionado Patronato de la Fundación 
trató de otorgar la necesaria cobertura contractual a las 
funciones de Gerente de hecho que venía desarrollando 
desde su incorporación a la Fundación, quien había 
sido contratado exclusivamente como Coordinador 
Científico.

Además, se ampliaba la aportación económica anual 
que la Fundación CNIC realiza a la Universidad de 
Valencia hasta la cantidad de 54.919 €, más IVA 
(9.137.758 ptas.), cantidad que sería igualmente revisa-
da al término de cada año de acuerdo con el correspon-
diente IPC.

En relación con esta cuestión, el Patronato de la 
Fundación CNIC que asumió la dirección de la entidad 
al comienzo del año 2003 y hasta el mes de abril de 
2004, ha informado a este Tribunal de que, como con-
secuencia de la reciente incorporación al organigrama 
de la Fundación de su actual Gerente, ha procedido a la 
resolución de los efectos de esta adenda firmada con la 
Universidad de Valencia, lo que ha sido oportunamente 
comunicado a esta última entidad con fecha 1 de 
diciembre de 2003.

Por otra parte, dentro del régimen económico deri-
vado de la relación contractual existente entre la Fun-
dación CNIC y la Universidad de Valencia, deben 
incluirse también todos aquellos gastos y costes econó-
micos que se han originado para la Fundación CNIC 
como consecuencia de los desplazamientos y estancias 
en Madrid del Coordinador Científico, a los que hay 
que sumar los oportunos gastos de representación, 
todos ellos relacionados con sus funciones dentro de la 
Fundación CNIC. 

En el siguiente cuadro núm. 8 puede observarse con 
detalle los importes totales desglosados por ejercicios 
de las cantidades abonadas por la Fundación CNIC, 
correspondientes a los diferentes conceptos de gastos 
imputables a su Coordinador Científico, al margen de 
la contraprestación prevista en el contrato firmado con 
la Universidad de Valencia:
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Debe destacarse en primer lugar que la Fundación 
CNIC ha abonado un total de 5.073,63 € por los gastos 
realizados por el Coordinador Científico en distintos 
conceptos durante el ejercicio 2000, a pesar de que en 
dicho ejercicio todavía no estaba ligado contractual-
mente a la Fundación. No debe olvidarse que el contra-
to con la Universidad de Valencia en cuya virtud el 
Catedrático de esta Universidad se incorporaba a pres-
tar sus servicios a la Fundación en calidad de Coordina-
dor Científico, no se celebró hasta el mes de febrero de 
2001, así como tampoco debe olvidarse que no fue 
hasta el mes de diciembre de 2000 cuando se acordó, 
por el Patronato de la Fundación, otorgar poderes a 
dicho Catedrático, en virtud de su entonces presumible 
y futura incorporación a la Fundación CNIC.

Asimismo, como puede observarse en el cuadro 
anterior, el importe total de los gastos imputados por 
todos los conceptos ha ido incrementándose anualmen-
te de forma progresiva. La partida de gasto más impor-
tante en los tres ejercicios considerados es la corres-
pondiente a los gastos de locomoción, que representan 
el 85,3%, el 43,4% y el 57,4%, del importe total de los 
ejercicios 2000, 2001 y 2002, respectivamente. Según 
ha informado la Fundación CNIC a este Tribunal, estos 
gastos fueron expresamente autorizados en el ejercicio 
2000 por el Presidente del segundo Patronato de la 
Fundación y la Secretaría del mismo. A partir del ejer-
cicio 2001 fueron gestionados directamente por el per-
sonal de administración del CNIC, procediéndose en 
concreto de la siguiente forma según los diferentes 
tipos de gastos: 

• Gastos de locomoción: Los desplazamientos en 
avión se abonan directamente a través de la agencia de 
viajes, mientras que los realizados en coche se reem-
bolsan al Coordinador Científico en función del kilo-
metraje.

• Gastos de estancia: El lugar habitual de residen-
cia durante los desplazamientos a Madrid ha sido la 
Residencia de Estudiantes (organismo adscrito al 
CSIC). Si por cualquier motivo ha sido necesario otro 
hotel, se ha utilizado uno que admita una tarifa similar.

• Gastos de manutención: Según informa la Fun-
dación CNIC no se abonan al Coordinador dietas por 
este concepto.

• Gastos de representación: Dentro de estos gastos 
se contemplan las comidas de trabajo y los gastos incu-
rridos por motivo de asistencia a Congresos Científicos 
relacionados con la áreas de trabajo del CNIC. Todos 
estos gastos han sido validados por el Consultor Ejecu-
tivo.

Por tanto, los gastos de representación efectuados por 
el Coordinador Científico y abonados por la Fundación 
en el ejercicio 2001 ascendieron a 2.936 €, mientras que 
en el ejercicio 2002 se elevaron a 8.518 €, según ha 
informado a este Tribunal la propia Fundación CNIC.

Todos estos gastos fueron validados por el Consul-
tor Ejecutivo de la Fundación, siéndole reembolsados 
al Coordinador previa su liquidación y la oportuna 
comprobación de los correspondientes recibos. De este 
modo, mientras que de acuerdo con los poderes sucesi-
vamente otorgados por el segundo Patronato de la Fun-
dación CNIC a su favor (con fechas 12 de marzo de 
2001 y 25 de abril de 2002), el Coordinador Científico, 
cuyo nombramiento para el cargo traía causa de su rela-
ción con el Consultor Ejecutivo, era el encargado den-
tro de la Fundación CNIC de autorizar los pagos de 
dietas y demás gastos efectuados tanto por el personal 
como por todos los asesores del Centro y de la Funda-
ción, entre los que indudablemente se encontraba y se 
encuentra el Consultor Ejecutivo, contratado expresa-
mente para asesorar al Patronato. A su vez, el encarga-
do de validar los gastos de representación ocasionados 

CONCEPTO DESCRIPCIÓN EJERCICIO 2000 EJERCICIO 2001 EJERCICIO 2002 

BILLETES AVIÓN 4.011,37 4.372,12 17.234,20GASTOS DE 
LOCOMOCIÓN   DESPLAZAMIENTOS Y KILOMETRAJE 317,60 2.310,76 4.800,68

ESTANCIA HOTEL 610,92 5.196,74 3.406,84

GASTOS DE 
REPRESENTACIÓN 

COMIDAS DE TRABAJO 65,13 2.935,69 8.518,27

CONGRESOS INSCRIPCIONES - - 3.361,97

OTROS*  68,61 583,44 1.087,92

TOTALES  5.073,63 15.398,75 38.406,88

CUADRO NÚM. 8

Gastos imputables al Coordinador Científico

(Importes en euros)

* Utensilios de trabajo, libros, publicaciones, parkings y servicio de mensajería.
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por el Coordinador Científico de la Fundación, era el 
citado Consultor Ejecutivo, tal y como resulta de la 
información suministrada por la Fundación CNIC a 
este Tribunal.

A juicio de este Tribunal de Cuentas, la operatoria 
implantada por el Patronato que regía la Fundación 
CNIC entre los meses de junio de 2000 y enero de 
2003, segundo de los que la han dirigido sucesivamen-
te, para la validación de la regularidad y la consiguiente 
autorización de los gastos efectuados a su cargo tanto 
por el Consultor Ejecutivo como por el Coordinador 
Científico de la Fundación, ha resultado deficiente y, en 
todo caso, manifiestamente mejorable en su aplicación 
práctica, desde la constitución de la Fundación y hasta 
que tuvo lugar la adopción por el siguiente y tercer 
Patronato, en el segundo semestre del ejercicio 2003, 
de determinadas medidas correctoras a las que se hace 
referencia a continuación.

Según resulta del Acta de la reunión de este último 
Patronato de la Fundación, celebrada el 26 de junio de 
2003, la Presidencia manifestó ante el resto del Patrona-
to que, a pesar de que la Fundación contrató al investiga-
dor residente en Londres «como Consultor Ejecutivo» y 
al Catedrático de la Universidad de Valencia «como 
Coordinador Científico», la realidad demostraba que 
ambos «vienen desempeñando de hecho y en base al 
apoderamiento de facultades otorgadas por el Patronato, 
las funciones de dirección y gerencia», así como que 
«las cuentas (de la Fundación) han sido formuladas» por 
el citado Catedrático, «si bien esta facultad no ha sido 
objeto de delegación expresa». Por ello, el propio Patro-
nato procedió a propuesta de la Presidencia a ratificar las 
cuentas del ejercicio 2002, incorrectamente formuladas 
por el Coordinador Científico sin facultades para ello, de 
acuerdo con los propios Estatutos de la Fundación, así 
como a delegarle expresamente la facultad de formular-
las para el ejercicio 2003.

Resultaba por tanto manifiesta, a juicio de la Presi-
dencia del Patronato, la necesidad de nombrar un 
Gerente para la Fundación que «desempeñase las fun-
ciones de gestión económico financieras propias del 
cargo». A este respecto, la Presidencia apuntó el hecho 
de que el Consultor Ejecutivo residía en Londres y 
actuaba compatibilizando sus funciones en la Funda-
ción con sus responsabilidades profesionales en dicha 
ciudad, mientras que el Coordinador Científico residía 
en Valencia, realizaba de hecho labores gerenciales en 
la Fundación CNIC y compatibilizaba estas funciones 
con sus responsabilidades profesionales en Valencia.

Para remediar todo ello y a propuesta de su Presi-
denta, en dicha reunión se acordó por el tercer Patrona-
to de la Fundación CNIC el nombramiento de un 
Gerente y la consiguiente revocación de los poderes 
otorgados tanto al Consultor Ejecutivo como al Coordi-
nador Científico.

De igual modo, la Fundación CNIC ha informado 
de que, a la vista de los requerimientos efectuados por 
este Tribunal de Cuentas, su Patronato acordó, con 

fecha 30 de octubre de 2003, conjuntamente con las 
especificaciones relativas a la cuantía, justificación y 
abono de los gastos de representación del Consultor 
ejecutivo a las que se ha hecho referencia en el epígrafe 
anterior, que el nuevo Gerente «revise todos los contra-
tos y actuaciones llevadas a cabo al objeto de examinar 
y conformar, con la colaboración del asesor jurídico, su 
adecuación a la legislación vigente». 

En la información remitida no se hace referencia 
alguna a los gastos efectuados por el Coordinador 
Científico, respecto del cual debe señalarse, en cambio, 
que el tercer Patronato de la Fundación CNIC ha encar-
gado al nuevo Gerente de la Fundación, en su reunión 
del 17 de diciembre de 2003, la elaboración, de forma 
conjunta con el Consultor Ejecutivo, de un informe 
sobre las condiciones en las que deba producirse la 
incorporación a la Fundación CNIC del Coordinador 
Científico y de su equipo de investigación de la Univer-
sidad de Valencia.

De igual modo, en sus alegaciones al Anteproyecto 
de Informe, el mencionado tercer Patronato de la Fun-
dación CNIC ha comunicado a este Tribunal su inten-
ción de «proceder a regularizar la relación con la Uni-
versidad de Valencia», en lo referente a la presencia del 
Coordinador Científico en el organigrama de la propia 
Fundación, al considerar que en las actuales circunstan-
cias, las previsiones sobre las que se basa dicha rela-
ción «resultan inadecuadas». Esta regularización con-
sistiría, en primer lugar, según la información 
proporcionada por el propio Patronato de la Fundación, 
en la denuncia del contrato firmado el 1 de febrero de 
2001 que liga a la Fundación CNIC con la Universidad 
de Valencia, lo que no podrá tener lugar en ningún caso 
antes del mes de noviembre de 2004, dado que el con-
trato original tenía una duración de dos años prorroga-
bles automáticamente por igual periodo, salvo denuncia 
expresa con una antelación de tres meses, por lo que al 
haberse prorrogado automáticamente el 1 de febrero 
de 2003, la denuncia solo podrá efectuarse con una 
anterioridad de tres meses a la fecha de su próximo 
vencimiento, el 1 de febrero de 2005.

En segundo lugar, la regularización anunciada tam-
bién consistirá en la «ordenación y asignación dentro del 
CNIC de los recursos actualmente existentes», en refe-
rencia al equipo de investigación de la Universidad de 
Valencia que dirige el propio Coordinador Científico de 
la Fundación, previa la elaboración de la anteriormente 
mencionada propuesta por parte del Gerente, a realizar 
de forma conjunta con el actual Consultor Ejecutivo y 
para la que no se ha fijado plazo de elaboración.

4.3.7.4  Contratos celebrados para la prestación de los 
servicios de asesoramiento jurídico, fiscal y 
contable a la Fundación Centro Nacional de 
Investigaciones Cardiovasculares Carlos III

También tienen cierta relevancia los contratos de ase-
soramiento jurídico, fiscal, contable o laboral suscritos 
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por la Fundación CNIC. La contratación de todos estos 
servicios de asesoramiento tenía como objetivo asegurar 
el sometimiento de la actividad de la entidad al complejo 
régimen jurídico, fiscal y contable al que se encuentra 
sometida, régimen donde deben conjugarse necesaria-
mente garantías propias del Derecho público con el 
ámbito de autonomía propio del Derecho privado.

Interesa especialmente destacar el contrato de ase-
soramiento jurídico celebrado por la Fundación CNIC 
el 1 de marzo de 2000 con la misma empresa o entidad 
que resultó adjudicataria y que presta este mismo tipo 
de servicio a las otras dos Fundaciones constituidas por 
el Instituto de Salud Carlos III y fiscalizadas en el pre-
sente Informe, la Fundación CSAI y la Fundación 
CNIO.

En la sesión del primer Patronato de la Fundación 
celebrada el 23 de abril de 1999, este órgano autorizó el 
inicio de los contactos dirigidos a la contratación del 
servicio de asesoría jurídica, indicándose que debía 
mantenerse informado al propio Patronato de dichas 
gestiones. La Fundación no ha acreditado ante este Tri-
bunal la realización de publicidad ni de promoción de 
concurrencia alguna en la materialización de esta con-
tratación, como aconsejarían los principios de buena 
gestión financiera, sino que ha seguido, aparentemente, 
un puro mimetismo con lo realizado, con anterioridad y 
para la contratación de este mismo servicio, por la Fun-
dación CNIO.

El documento de formalización del contrato ha sido 
suscrito por el Presidente de la Fundación CNIC, como 
un arrendamiento de servicios profesionales planteado 
con carácter indefinido, que se adjudicó de manera 
directa y cuyo precio se fijó en una cantidad fija men-
sual, si bien se establece expresamente que «habiéndo-
se fijado el precio de estos servicios a tanto alzado, 
ambas partes expresan su voluntad de que sea modifi-
cado en cualquier sentido, en razón de la dedicación 
que requiera la idónea prestación del asesoramiento 
contratado». Acogiéndose a esta cláusula de imprecisa 
redacción, apenas dos años después de la firma de este 
contrato, el 1 de mayo de 2002, se firmó un nuevo con-
trato de asesoría jurídica doblando el precio del anterior 
y, aunque las partes exponen que se ampliarán los ser-
vicios de la asesoría, la cláusula primera del contrato 
recoge exactamente los mismos servicios que el contra-
to anterior, por lo que no parece suficientemente justifi-
cado el significativo incremento experimentado en el 
precio del contrato.

En este sentido, la Fundación CNIC ha informado a 
este Tribunal de Cuentas de la intención de su Presiden-
cia de promover la concurrencia en el curso de la próxi-

ma renovación del contrato para la prestación de las 
funciones de asesoría jurídica a la Fundación. Ello se 
llevará a cabo, según se indica, solicitando presupuesto 
de, entre otros, el Servicio Jurídico del Estado, dentro 
de sus denominados Planes de Actuación para el ejerci-
cio 2004. 

A juicio de este Tribunal de Cuentas, si la Funda-
ción CNIC hubiese contratado inicialmente con publi-
cidad y concurrencia estos servicios de asesoría jurídi-
ca, solicitando la participación del Servicio Jurídico del 
Estado en dicho proceso, podrían haberse evitado o al 
menos minimizado las irregularidades y disfunciones 
detectadas en la celebración y ejecución por parte de la 
Fundación CNIC de los contratos de asesoramiento y 
asistencia técnica anteriormente analizados, dado el 
amplio conocimiento que, del régimen del Derecho 
público en el deben desenvolverse, al menos parcial-
mente, las Fundaciones del Sector público estatal, dis-
pone el citado Servicio.

Esta posibilidad podría hacerse igualmente efectiva 
con carácter inmediato, en virtud del concurso que se 
convocará a tal efecto, en la recién creada Fundación 
Centro de Investigación de Enfermedades Neurológi-
cas, promovida al igual que la Fundación CNIC por el 
Instituto de Salud Carlos III y cuyo Patronato se consti-
tuyó el 4 de septiembre de 2003.

CAPÍTULO 5.  LA CONTRATACIÓN DE LA FUN-
DACIÓN PARA LA COOPERA-
CIÓN Y SALUD INTERNACIONAL 
CARLOS III

5.1 Introducción

En el presente Capítulo se recogen los resultados de 
la fiscalización de la contratación celebrada en cada 
uno de los ejercicios del período 2000-2002 por la Fun-
dación CSAI, al haber sido constituida por el Instituto 
de Salud Carlos III en marzo del año 2000. En los dos 
sucesivos epígrafes se abordan los criterios, competen-
cias y procedimientos empleados por la Fundación en 
su actividad contractual y las principales incidencias 
que se han puesto de manifiesto en el análisis pormeno-
rizado de los expedientes de contratación tramitados.

La Fundación CSAI ha celebrado durante el período 
fiscalizado un total de 42 contratos por un importe total 
de 2.107.499,94 euros (350.658.485 ptas). El cuadro 
núm. 9 siguiente presenta el número e importe total, así 
como la naturaleza de los contratos celebrados por la 
Fundación, en cada uno de los ejercicios del período 
fiscalizado (2000-2002).
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Tal y como puede observarse en el cuadro anterior, 
el importe de las obligaciones derivadas de los contra-
tos celebrados en cada uno de los ejercicios fiscaliza-
dos se ha ido incrementando anualmente durante el 
periodo fiscalizado. El mayor incremento respecto del 
ejercicio anterior se produce en el ejercicio 2002, 
pasando este importe de 453.436,73 euros (75.445.524 
ptas) en el ejercicio 2001 a 1.262.630,88 euros 
(210.084.102 ptas) en el 2002, lo que supone un incre-
mento del 178%. La contratación celebrada en el ejer-
cicio 2002 supone el 60% del importe total de la con-
tratación analizada en la Fiscalización para esta 
Fundación.

En cuanto a la naturaleza de estos contratos, el 
85,7% del número total de contratos celebrados por la 
Fundación CSAI corresponde a convenios y contratos 
cuyo objeto era la organización y desarrollo de proyec-
tos sanitarios y de actividades de formación (hasta un 
total de 36), agrupados en la rubrica genérica de 
«otros», mientras que los 6 restantes, un 14,3% del 
total, son contratos de servicios.

5.2  Criterios, competencias y procedimientos de con-
tratación

En el ejercicio de su función fiscalizadora, el Tribu-
nal de Cuentas ha requerido de la Fundación CSAI la 
remisión de información acreditativa sobre los criterios 
de actuación o las normas de procedimiento, las dele-
gaciones de funciones o los apoderamientos efectuados 
por sus sucesivos Patronatos, tanto en materia contrac-
tual como de ordenación de pagos y facturación duran-
te el periodo fiscalizado. Hay que tener en cuenta que la 
Fundación para la Cooperación y Salud Internacional 
Carlos III es, como ya se ha indicado, de muy reciente 
creación y aún se encuentra en cierta medida inmersa 
en el proceso de concreción de sus funciones, sus fines, 

su funcionamiento y sus medios. Este proceso de cam-
bio se ha acentuado recientemente tras la aprobación de 
la nueva composición de su Patronato, que resulta de la 
reunión celebrada por dicho órgano el 27 de diciembre 
de 2002 y que quedó materializada en los primeros 
meses del año 2003, junto con la nueva composición de 
los órganos de dirección aprobada en la más reciente 
reunión del Patronato de 28 de mayo de 2003.

Por ello, el equipo fiscalizador ha analizado las 
Actas del Patronato en las que se modifican algunos 
extremos relativos a la composición del Patronato y a 
las facultades tanto de los miembros del mismo como 
de los restantes órganos de la Fundación. Asimismo, en 
dichas Actas se abordan temas relativos a la contrata-
ción y se describen proyectos o programas en los que 
participa la Fundación. La finalidad principal de la 
Fundación CSAI consiste en «llevar a cabo aquellos 
proyectos internacionales planteados al Instituto de 
Salud Carlos III y que sus propias leyes o normativa 
interna impidan o dificulten su realización». De acuer-
do con lo reflejado en las Actas examinadas «la función 
no es la ejecución de proyectos o programas sino la 
gestión de los proyectos».

En cuanto a la forma de selección de los proyectos 
internacionales que gestiona la Fundación CSAI, el 
procedimiento se inicia con la presentación del proyec-
to correspondiente al Director Gerente para que sea 
gestionado a través de la Fundación y éste lo traslada 
posteriormente al Patronato para su aprobación si pro-
cede. Una vez aprobado, en su caso, el proyecto, la 
Fundación asume la gestión administrativa y la elabo-
ración del informe económico final, estando prevista 
como compensación por sus servicios una detracción 
variable del importe total concedido, en concepto de 
«gastos indirectos».

En cuanto a la distribución interna de competencias, 
hay que señalar que mediante escritura pública de 28 de 

 SERVICIOS SUMINISTROS OBRAS OTROS* TOTAL 

EJERCICIO Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE Nº IMPORTE 

2000 3 21.790,08 - - - - 10 369.642,25 13 391.432,33

2001 1 146.211,27 - - - - 10 307.225,46 11 453.436,73

2002 2 31.654,00 - - - - 16 1.230.976,88 18 1.262.630,88

TOTALES 6 199.655,35 - - - - 36 1.907.844,59 42 2.107.499,94

CUADRO NÚM. 9

Número, importe total y naturaleza de la contratación celebrada por la Fundación CSAI 
en los ejercicios del periodo 2000-2002

(Importes en euros)

* En la categoría denominada «Otros» se han incluido 25 Convenios y 11 contratos relacionados con actividades de formación.
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noviembre de 2000 se otorgaron poderes al Director 
Técnico de la Fundación para «(...) firmar convenios y 
contratos, (...) celebrar contratos de trabajo, (...) con el 
límite de 30.051 euros (cinco millones de pesetas), con-
certar, contratar, continuar y cancelar cuentas corrien-
tes, (...) y en general, realizar todo tipo de operaciones 
bancarias o cobrar cuantas cantidades deba satisfacer o 
se adeuden a la Fundación (...)». A su vez, a partir del 7 
de mayo de 2002 los poderes que ostentaba el Director 
Técnico pasaron a ser atribuidos al Director Gerente de 
la Fundación.

Por último, en la reunión de 28 de mayo de 2003, 
celebrada después de finalizado el periodo fiscalizado 
en el presente Informe, fue aceptada la propuesta de la 
Presidencia de reorientar el papel de la Fundación, 
reelaborando sus Estatutos con una serie de cambios 
entre los que destacan los que afectan a los fines funda-
cionales, a la composición del Patronato (el Vicepresi-
dente deja de ser un miembro nato desempeñado por el 
Director del Instituto de Salud Carlos III para pasar a 
ser un cargo electo), sus funciones y su funcionamien-
to. También se creó un Consejo Asesor y se incorporó 
como un nuevo recurso económico de la Fundación, la 
dotación anual que debería realizar el Ministerio de 
Sanidad y Consumo.

Al mismo tiempo, con ocasión de dichos cambios 
estatutarios se modificaron sustancialmente las funcio-
nes de los órganos de gestión de la Fundación, siendo 
revocados los poderes que ostentaba hasta entonces el 
Director Gerente para otorgárselos, ampliándose ade-
más el poder para contratar hasta los 600.000 euros 
(100 millones de ptas.), al futuro Director General, 
cargo de nueva creación y cuyo titular es designado en 
esa misma reunión del Patronato de la Fundación cele-
brada el 28 de mayo de 2003.

Respecto de la contratación de la persona elegida 
para ocupar el cargo de Director General de la Funda-
ción CSAI debe señalarse que ya en sus reuniones cele-
bradas en los meses de noviembre y diciembre del año 
2002, el Patronato de la Fundación CSAI había acorda-
do modificar los Estatutos de la Fundación para, entre 
otras importantes cuestiones, incorporar a su organigra-
ma la figura del Director General, cargo cuyo titular 
pasaría a ostentar la máxima jerarquía dentro del perso-
nal de la entidad y a asumir funciones tan importantes 
como las de dirigir e impulsar las actividades de la Fun-
dación y elaborar su presupuesto anual.

Posteriormente, en la ya citada reunión del tercer 
Patronato de la Fundación celebrada el 28 de mayo de 
2003, primera en la que la entonces titular del Ministe-
rio de Sanidad y Consumo pasó a ejercer la Presidencia 
del Patronato de la Fundación CSAI, fue aprobada, a 
propuesta de dicha Presidencia, la designación de la 
persona elegida para ocupar el cargo de Director Gene-
ral de la Fundación. En la propuesta aprobada figura-
ban igualmente incluidas las principales condiciones 
del contrato laboral de alta dirección (al amparo por 
tanto del Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto, por 

el que se regula la relación laboral de carácter especial 
del personal de alta dirección), que debía ligar a la per-
sona designada con la Fundación, facultándose a la 
Presidencia del Patronato para la fijación de las restan-
tes condiciones laborales.

Finalmente, el contrato fue firmado el 23 de junio 
de 2003 entre la entonces Presidenta del Patronato de la 
Fundación CSAI y la persona designada para ocupar el 
puesto de Director General. Como resultado de la fisca-
lización por parte de este Tribunal de Cuentas del con-
trato celebrado, se puso de manifiesto la falta de ade-
cuación a la normativa vigente de algunas de las 
cláusulas incorporadas al mismo, que han sido modifi-
cadas con posterioridad por la propia Fundación, con-
cretamente el 2 de febrero de 2004, con el objeto de 
adaptarlas de forma indubitada a la normativa vigente. 

5.3  Análisis particularizado de los expedientes de 
contratación

El Tribunal de Cuentas ha requerido de la Funda-
ción CSAI la remisión de relaciones certificadas acre-
ditativas de todos los contratos celebrados en los ejerci-
cios 2000 (primero en el que ha tenido actividad), 2001 
y 2002, así como copia compulsada de la totalidad de 
los expedientes de contratación tramitados (incluyendo 
el contrato, autorizaciones y demás actuaciones ante-
riores y posteriores hasta su terminación). A continua-
ción se exponen los resultados del análisis particulari-
zado de los expedientes de contratación:

5.3.1 Ejercicio 2000

En el ejercicio 2000 la Fundación CSAI ha certifica-
do a este Tribunal la celebración de 13 contratos, 3 de 
prestación de servicios, 8 convenios con distintas Insti-
tuciones y Organizaciones y 2 relacionados con la rea-
lización de actividades de formación. Además se ha 
recibido una relación de 15 contratos de carácter labo-
ral de diversa naturaleza (de obra o servicio determina-
do, a tiempo parcial, etc.).

En los tres contratos de servicios suscritos en este 
ejercicio destaca la existencia de 2 contratos para la 
prestación de servicios profesionales de asesoramiento, 
adjudicados de manera directa, sin publicidad ni concu-
rrencia, mientras que el tercero es un contrato de servi-
cios bancarios en el que sí se ha promovido la concu-
rrencia de ofertas. 

El contrato de asesoría jurídica a la Fundación CSAI 
ha sido firmado el 1 de marzo de 2000, con la misma 
empresa adjudicataria que presta este servicio de aseso-
ramiento jurídico a las otras dos Fundaciones constitui-
das por el Instituto de Salud Carlos III (Fundación 
CNIO y Fundación CNIC) y por el mismo precio fijo 
mensual, si bien en este precio no se entienden inclui-
das actuaciones de especial índole para las que se acla-
ra que se establecerá una remuneración diferente, al 
tiempo que la duración del contrato se señala inicial-
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mente como indefinida, pudiendo producirse la extin-
ción del mismo a instancia de cualquiera de las partes 
con un preaviso de tres meses. 

El otro contrato de asesoramiento celebrado com-
prende los servicios prestados a la Fundación por una 
empresa de asesoría en concepto de gestión laboral y 
contable. En relación con estos contratos pueden darse 
aquí por reproducidas las consideraciones efectuadas 
en el apartado 4.3.7 de este Informe sobre la contrata-
ción de la Fundación CNIC, habida cuenta de que los 
contratos se han celebrado con las mismas empresas y 
con el mismo contenido en ambos casos. Sin embargo, 
en el caso de la Fundación CSAI no han sido objeto de 
modificación durante el periodo fiscalizado y han pro-
ducido sus efectos hasta el ejercicio 2002 en los térmi-
nos contenidos en el contrato inicial.

Entre los convenios suscritos en este ejercicio cabe 
destacar el celebrado con la «Fundación Mexicana para 
la Salud, A.C.», que recoge la obligación, por parte de 
la «Fundación para la Cooperación y Salud Internacio-
nal», de llevar a cabo un proyecto de investigación y 

dos talleres de capacitación, así como un determinado 
software para la aplicación de los resultados derivados 
del mencionado estudio. La aprobación de este proyec-
to se refleja en la copia del acta de la reunión del Patro-
nato, celebrada el 15 de marzo de 2000, aunque el con-
venio ya había sido formalizado el día anterior 
mediante contrato suscrito por el Presidente del Patro-
nato de la Fundación CSAI el 14 de marzo de 2000.

Por último, durante el ejercicio 2000 la Fundación 
ha desarrollado 2 proyectos de formación en Bolivia 
por un importe de 118.760,25 euros (19.760.043 ptas.) 
ha percibido una subvención concedida por la Agencia 
Española de Cooperación Internacional que ha ascendi-
do a 425.069,60 euros (70.725.630 ptas.).

El siguiente cuadro núm. 10 refleja los datos más 
importantes sobre el número, la naturaleza y la cuantía 
de los contratos celebrados por la Fundación CSAI en 
el ejercicio 2000, debiendo tenerse en cuenta que las 
cifras incluyen los importes contratados correspondien-
tes tanto a gastos como a ingresos:

TOTAL 
NATURALEZA 

Número de contratos Importe 

SERVICIOS  3 21.790,08 

CONVENIOS 8 250.882 

ACTIVIDADES DE FORMACIÓN 2 118.760,25 

T O T A L 13 391.432,33 

CUADRO NÚM. 10

Contratación celebrada por la Fundación CSAI en el ejercicio 2000

(Importes en euros)

5.3.2 Ejercicio 2001

De igual modo que para el ejercicio 2000, el Tribu-
nal de Cuentas ha requerido de esta Fundación la remi-
sión de una relación certificada de todos los contratos 
celebrados o que hayan estado vigentes durante el ejer-
cicio 2001, así como copia compulsada de la totalidad 
de los expedientes de contratación que hayan sido tra-
mitados en ese ejercicio (incluyendo el contrato, autori-
zaciones y demás actuaciones anteriores y posteriores 
hasta su terminación). De acuerdo con esta documenta-
ción, en el ejercicio 2001 la Fundación CSAI ha cele-
brado 11 contratos, 1 de prestación de servicios, 6 con-
venios con distintas Instituciones y Organizaciones y 4 
relacionados con la realización de actividades de for-
mación.

De entre todos ellos destaca el contrato de servicios 
suscrito para la organización y gestión de dos Reunio-
nes Internacionales celebradas con motivo de la Presi-
dencia Española del Consejo de la Unión Europea 
durante el primer semestre del año 2002, cuyos objetos 
estaban relacionados con las actividades de la Funda-
ción CSAI (presente y futuro de la vigilancia epidemio-
lógica y necesidades y prioridades de la investigación 
en Europa). Este contrato se ha adjudicado mediante la 
convocatoria de un concurso utilizando para ello un 
procedimiento de contratación dotado de publicidad y 
en el que se ha promovido la concurrencia de ofertas. 
El Acta de la sesión Patronato de 26 de abril de 2001 
recoge el acuerdo por el que se aprueba la contratación 
de una persona que gestione la preparación de las 
reuniones internacionales y la canalización de los fon-
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dos necesarios. El Acta de la sesión de 11 de octubre de 
2001 recoge, a su vez, el acuerdo de dar la suficiente 
publicidad para asegurar la concurrencia de ofertas de 
distintas empresas. Al procedimiento se presentaron 
tres ofertas, acordándose el 30 de octubre de 2.001 la 
adjudicación y firmándose el 6 de noviembre de 2001 
el contrato con una de ellas, obligándose dicha empresa 
a la organización de las conferencias de acuerdo con 
una serie de precios que figuran en un anexo, y que 
explicitan el coste unitario de cada capítulo (menús, 
alojamiento, actuaciones, propaganda, transporte, 
intérpretes, azafatas, visitas guiadas, etc.). 

Igualmente se ha recibido copia compulsada de los 
convenios celebrados por la Fundación durante el año 
2001, donde se han incluido como más destacables los 
convenios de colaboración llevados a cabo con la Orga-
nización Mundial de la Salud (OMS), tres convenios de 
colaboración con la Asociación Civil Bolhispania para 
organizar y desarrollar el Curso de Formación para 
Administradores de Hospitales, el de Gestión de Servi-
cios Sanitarios y el de Gestión y Administración de 
Servicios de Enfermería. 

Por último, cabe citar por su importancia el Conve-
nio de colaboración celebrado entre el Instituto de 
Salud Carlos III y la Fundación para la Cooperación y 
Salud Internacional Carlos III, el 16 de noviembre de 

2001, por el cual el primero cede a la segunda una serie 
de instalaciones valoradas en 14.400 euros (2.395.958. 
ptas.) y determinados medios personales valorados, a 
su vez, en 12.000 euros (1.996.632 ptas.), que facilita-
rán a la Fundación la consecución de sus fines, de 
forma similar a como tuvo lugar con las otras Funda-
ciones constituidas por este mismo Instituto.

Durante el ejercicio 2001 la Fundación ha desarro-
llado asimismo diversos proyectos y actividades de 
formación en relación con Bolivia (3 en el año 2001) 
por un importe de 133.440,59 euros (22.202.646 ptas.) 
y un «Encuentro de Investigación en Enfermería» por 
18.925,87 euros (3.149.021 ptas.), lo que supone activi-
dades de formación desarrolladas en este ejercicio un 
total de 152.366,46 euros (25.351.646 ptas.). Por últi-
mo, la Fundación CSAI, también ha percibido subven-
ciones concedidas por la Agencia Española de Coope-
ración Internacional por la participación en distintos 
proyectos que han ascendido en el ejercicio 2001 hasta 
los 554.670,94 euros (92.289.490 ptas.).

El siguiente cuadro núm. 11 refleja los datos más 
importantes sobre el número, la naturaleza y cuantía de 
los contratos celebrados por la Fundación CSAI en el 
ejercicio 2001, teniendo en cuenta que las cifras inclu-
yen los importes contratados referidos tanto a gastos 
como a ingresos:

TOTAL 
NATURALEZA 

Número de contratos Importe 

SERVICIOS 1 146.211,27 

CONVENIOS 6 154.859,00 

ACTIVIDADES DE FORMACIÓN 4 152.366,46 

T O T A L 11 453.436,73 

CUADRO NÚM. 11

Contratación celebrada por la Fundación CSAI en el ejercicio 2001

(Importes en euros)

También ha sido remitida por esta Fundación una 
relación certificada comprensiva de los contratos que 
habiendo sido celebrados en el año 2000 mantuvieron 
su vigencia durante el ejercicio 2001, incluyendo copia 
compulsada de los contratos y de las facturas, en su 
caso. En concreto, se han recibido las facturas del año 
2001 derivadas del contrato de asesoría jurídica forma-
lizado en el año 2000 al que ya se ha hecho referencia, 
el presupuesto del ejercicio 2000 relativo a la gestión 
contable laboral y fiscal con las facturas correspondien-
tes al ejercicio 2001, la copia del contrato celebrado en 

el año 2000 para la apertura de cuenta corriente en una 
entidad financiera y el certificado fiscal correspondien-
te al año 2001, así como copia del contrato de 14 de 
marzo de 2000 celebrado con la Fundación Mexicana 
para la Salud, A.C., por el que la Fundación para la 
Cooperación y Salud Internacional realizará un trabajo 
de investigación y dos talleres para esta Fundación 
mexicana por un precio total de 67.000 euros 
(11.147.862 ptas.), en un plazo que expira el 30 de sep-
tiembre de 2001. Por último, se han remitido cinco 
contratos celebrados con la Organización Mundial de la 
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Salud, por los que la Fundación se obliga a realizar 
diversos estudios relacionados con el Síndrome del 
Aceite Tóxico.

5.3.3 Ejercicio 2002

Por último, se ha requerido también de la Fundación 
CSAI la remisión de la misma documentación referida 
al ejercicio 2002. La relación certificada comprensiva 
de todos los contratos celebrados o vigentes en 2002 
remitida por la Fundación incluía 4 expedientes de con-
tratación con origen en el año 2000, por un importe total 
acumulado de 72.237,78 euros (12.019.355 ptas.) y 5 
expedientes que procedían del año 2001, 4 de ensayos 
clínicos por los que la Fundación ingresó un importe 
total acumulado de 65.350 euros (10.873.325 ptas.) y 
uno de servicios al que ya se ha hecho referencia, con-
tratado con publicidad en prensa y promoción de ofertas 
por un importe de 153.548,53 euros (25.548.326 ptas.). 

Los expedientes de contratación tramitados especí-
ficamente en el año 2002 han sido 18, de ellos 11 fue-
ron convenios de los cuales 8 se refieren a ensayos clí-
nicos por un importe total acumulado de 296.486,88 
euros (49.331.266 ptas.), dos fueron contratos de servi-
cios, uno de los cuales fue adjudicado mediante contra-
tación directa con promoción de ofertas y publicidad en 
prensa por un importe de 6.912 euros (1.150.060 ptas.) 
y el otro ha representado una obtención de ingresos 
para la Fundación y, finalmente, otros 5 contratos rela-
tivos a la realización de actividades de formación. Los 
datos anteriores derivan de la documentación y de las 
bases de datos que la Fundación ha remitido como 
resumen de su contratación, aunque en ocasiones estas 
cifras no resultan coherentes con la documentación 
incluida en el expediente de cada contrato. Del análisis 
de la documentación correspondiente a estos expedien-
tes se pueden destacar los siguientes aspectos:

• Los contratos de prestación de servicios para el 
asesoramiento jurídico y para la gestión laboral y con-
table celebrados en el año 2000 con carácter indefinido 
y con un precio fijo mediante pagos mensuales, conti-
núan produciendo efectos durante este ejercicio sin 
modificaciones. También han producido sus efectos 11 
contratos suscritos con la Organización Mundial de la 
Salud, por los que esta Organización internacional se 
compromete a financiar diversos estudios y colabora-
ciones derivados de cada uno de ellos, por un importe 
total acumulado de 418.413,31 euros (69.618.117 
ptas.), comenzando la ejecución de cuatro de ellos en el 
año 2001 y los siete restantes en 2002. 

• En el ejercicio 2002 se han suscrito otros dos 
contratos de servicios, uno de servicios bancarios for-
malizado el 27 de mayo de 2002 por un importe bruto 
de 24.742,38 euros (4.116.785 ptas.) en este ejercicio, 
mientras que el otro contrato de servicios tuvo por obje-
to la prestación de asistencia técnica por parte de un 
consultor, para la ejecución de un estudio médico en 

Guinea Ecuatorial. Este contrato se ha formalizado el 17 
de septiembre de 2002 y la duración prevista ha com-
prendido el período entre el 23-9-02 y el 31-12-02. El 
contrato se ha adjudicado tras la publicación de una 
convocatoria pública y el precio previsto ha sido de 
6.912 euros (1.150.060 ptas.), importe que el consultor 
percibirá por todos los conceptos incluidos en el contra-
to, corriendo «por cuenta del consultor todas las tasas e 
impuestos que por ley correspondan a sus ingresos, rete-
niendo la Fundación los impuestos que marque la ley». 
A pesar de ello, se han incorporado los justificantes de 
las transferencias realizadas por el citado importe total 
acumulado de 6.912 euros, a los que se ha sumado el 
IVA y se han practicado las oportunas retenciones, aun-
que de la cláusula anterior parecía desprenderse que la 
cantidad facturada debiera ya incluir el IVA.

• Entre los convenios suscritos por la Fundación 
CSAI en el ejercicio 2002, además de los relativos a 
ensayos clínicos, destaca uno celebrado con la Unión 
Europea el 21 de agosto de 2002, con una duración de 
36 meses y una financiación máxima de 239.821 euros 
(39.902.857 ptas.), a percibir por la Fundación CSAI. 
En el Acta de la reunión del Patronato celebrada el 1 de 
abril de 2002 se recogía la aprobación efectuada para 
que dicho proyecto fuese gestionado por la Fundación 
CSAI.

• También se ha suscrito un convenio con el Insti-
tuto de Salud Carlos III, el 13 de mayo de 2002, que 
anula al anterior celebrado en el año 2001 y que prevé 
una vigencia de un año, por el que el Instituto cede a la 
Fundación las instalaciones que precise, suprimiéndose 
la referencia a los medios personales que incluía el 
anterior convenio. En concreto, se cede una zona de 
oficinas cuyo valor anual se estima en 14.400 euros 
(2.395.958ptas.), asumiendo el Instituto el coste de los 
suministros de energía eléctrica, calefacción, etc. La 
Fundación se compromete, en contraprestación a dicha 
cesión, a realizar una labor de promoción del nombre y 
las actividades del Instituto.

• Por último, también durante el ejercicio 2002 la 
Fundación ha desarrollado diversos proyectos y activi-
dades de formación referentes a Bolivia (2 en el año 
2002) por un importe de 56.883,83 euros (9.464.672 
ptas.), 2 proyectos en el África Subsahariana por un 
importe de 261.298,17 euros (43.476.357 ptas.) y un 
«Encuentro de Investigación en Enfermería» de 2002 
por 34.801,58 euros (5.790.495 ptas.), lo que supone en 
este ejercicio 5 contratos de este tipo por un importe 
total de 352.983,58 euros (58.731.526 ptas.). También 
se han concedido becas para asistir a diferentes cursos 
y se han percibido recursos por la participación en dis-
tintos proyectos de cooperación.

El siguiente cuadro núm. 12 refleja el número, la 
naturaleza y cuantía de los contratos celebrados por la 
Fundación CSAI en el ejercicio 2002, teniendo en 
cuenta que las cifras incluyen los importes contratados 
referidos tanto a los gastos como a los ingresos:
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CAPÍTULO 6.  CONCLUSIONES Y RECOMEN-
DACIONES

En el presente Capítulo se exponen, como resultado 
del análisis de la contratación de cada una de las Fun-
daciones constituidas por el Instituto de Salud Car-
los III, las Conclusiones predicables con carácter gene-
ral de su actividad contractual, así como las Recomen- 
daciones que de ellas se derivan:

6.1 Conclusiones

6.1.1 Conclusiones de carácter general

Este Tribunal de Cuentas debe destacar en primer 
lugar la adopción durante el segundo semestre del año 
2003 y el primer trimestre del 2004, por parte de los 
respectivos Patronatos de las tres Fundaciones fiscali-
zadas y a propuesta de su común Presidenta, la enton-
ces Ministra de Sanidad y Consumo, de diversas inicia-
tivas y medidas correctoras dirigidas a obtener la plena 
regularización y subsanación de todas aquellas defi-
ciencias y disfunciones, que se habían puesto de mani-
fiesto en el curso de los trabajos de fiscalización, cuyo 
origen era previo a la incorporación a los Patronatos de 
las tres Fundaciones de la citada Presidenta, al haberse 
originado durante la época en la que la dirección de las 
tres entidades recayó en los Patronatos anteriores a los 
que ella presidía. De este modo y como consecuencia 
de dichas iniciativas, gran parte de las irregularidades e 
incidencias observadas por el equipo fiscalizador han 
sido ya convenientemente subsanadas por los mencio-
nados terceros Patronatos de las Fundaciones CNIO, 
CNIC y CSAI. 

Expuesto lo anterior, debe señalarse que la normati-
va que regula las Fundaciones constituidas por el Insti-
tuto de Salud Carlos III dota a estas entidades de una 

amplia autonomía de gestión, sujetando con carácter 
general su actividad contractual al Derecho civil y mer-
cantil. Sin embargo, esta autonomía tiene su necesario 
contrapunto en los controles que garantizan el respeto 
de los principios constitucionales de eficiencia y eco-
nomía en la gestión de los fondos públicos, aplicables y 
exigibles en todo el ámbito del Sector público.

Por ello, las Fundaciones constituidas por el Institu-
to de Salud Carlos III han debido durante todo el perio-
do fiscalizado y deben en el futuro, aplicar en su con-
tratación los principios de publicidad, concurrencia y 
objetividad. Esta exigencia, que el derecho positivo 
vigente en dicho periodo no consagraba de un modo 
expreso, pero que ya se recoge en el artículo 46.5 de la 
actual Ley de Fundaciones (en vigor desde el 1 de 
enero de 2003), constituye a juicio de este Tribunal de 
Cuentas, un requisito de mínimos o condición sine qua 
non que debe presidir su actuación en materia contrac-
tual, es decir, que no resulta disponible, en el preciso 
sentido de lo que en la Teoría General del Derecho se 
conoce como «derecho necesario» o «ius cogens». 

La aplicación de estos principios se ha llevado a 
cabo de forma parcial y desigual por las tres Fundacio-
nes fiscalizadas, siendo numerosos los expedientes 
adjudicados mediante contratación directa sin publici-
dad ni concurrencia que, por su importe y su objeto, 
hubieran podido permitir la obtención de mejoras eco-
nómicas y de otro tipo en la negociación de las condi-
ciones del servicio o en el precio, si se hubiera buscado 
la concurrencia de ofertas.

En otras ocasiones, por el contrario, las Fundacio-
nes fiscalizadas sí han utilizado, acertadamente, cláusu-
las propias del régimen jurídico que rige la contratación 
pública administrativa. Ahora bien, el empleo de estas 
técnicas o pautas de actuación, para ser realmente efec-
tivo, debe llevarse a cabo de una forma coherente, uni-
forme y homogénea respecto de toda la contratación 

TOTAL 

NATURALEZA Número de 
contratos 

Importe 

SERVICIOS 2 31.654,00 

CONVENIOS 11 877.993,30 

ACTIVIDADES DE FORMACIÓN 5 352.983,58 

T O T A L 18 1.262.630,88 

CUADRO NÚM. 12

Contratación celebrada por la Fundación CSAI en el ejercicio 2002

(Importes en euros)
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celebrada por las Fundaciones, no limitándose a los 
contratos de mayor cuantía económica, ni empleando 
para su utilización criterios que puedan ser considera-
dos como discrecionales o aleatorios en función del 
tipo de contrato celebrado.

Todo ello debe entenderse sin perjuicio de lo señala-
do en el epígrafe 2.2 de este Informe, en el que este 
Tribunal expresa su opinión inequívocamente favorable 
respecto de la conveniencia de extender la regulación 
contenida en el TRLCAP a las Fundaciones del Sector 
público estatal, entre las que se encuentran las aquí 
analizadas, en aquéllos de sus contratos que sobrepasen 
los límites establecidos por las Directivas Comunitarias 
sobre contratación pública, tal y como se desprende de 
las reiteradas y uniformes Sentencias que han venido 
siendo dictadas por el Tribunal de Justicia de las Comu-
nidades Europeas, entre ellas las de 15 de mayo y 16 de 
octubre de 2003, condenatorias del Reino de España, 
en interpretación de dichas Directivas.

6.1.2  Conclusiones relativas a la contratación de la 
Fundación Centro Nacional de Investigaciones 
Oncológicas Carlos III

1. La Fundación CNIO había sido objeto ya de un 
Informe de Fiscalización de este Tribunal de Cuentas, 
en el que fueron analizadas sus cuentas y su contrata-
ción relativas a los ejercicios 1998, 1999 y 2000, que 
fue aprobado el 21 de marzo de 2002, por lo que en la 
presente Fiscalización únicamente se han analizado los 
expedientes de contratación correspondientes a los 
ejercicios 2001 y 2002. Como consecuencia de ello y a 
juicio de este Tribunal de Cuentas, puede concluirse 
que la Fundación CNIO ha ido introduciendo progresi-
vamente en su actuación en materia contractual deter-
minados mecanismos y controles que contribuyen a 
mejorar su adecuación a los principios de eficacia, efi-
ciencia y economía.

En su virtud, los contratos de obras se han celebrado 
mediante procedimientos de adjudicación con promo-
ción de ofertas que facilitan la concurrencia y permiten 
mejorar las condiciones finales del contrato, mientras 
que la selección de las empresas encargadas de ejecutar 
los contratos de obras se ha efectuado, al igual que en el 
caso de la Fundación CNIC, a través de la empresa con-
sultora adjudicataria del contrato de asistencia técnica 
para la gestión integrada del proyecto y construcción de 
la sede del Centro, pero atendiendo a las recomenda-
ciones de este Tribunal realizadas en materia contrac-
tual en su anterior Informe de Fiscalización sobre esta 
Fundación. En su virtud, han sido los órganos compe-
tentes de la Fundación según sus propios Estatutos, los 
encargados de formalizar los correspondientes con- 
tratos.

2. No obstante, la Fundación CNIO ha adjudicado 
los contratos de servicios mediante la utilización de 
procedimientos directos sin promoción de ofertas sin 
que se hayan justificado suficientemente las razones 

para recurrir a este procedimiento, que se ha utilizado 
incluso para la contratación de determinados servicios 
en mercados con mucha competencia y en los que la 
concurrencia competitiva hubiera podido permitir 
mejorar las condiciones y los precios finales del con- 
trato.

6.1.3  Conclusiones relativas a la contratación de la 
Fundación Centro Nacional de Investigaciones 
Cardiovasculares Carlos III

1. En los diversos contratos celebrados por la Fun-
dación CNIC para la prestación de servicios de asesora-
miento a sus sucesivos Patronatos se han producido 
importantes deficiencias que figuran convenientemente 
descritas en el epígrafe 4.3.7 del presente Informe. De 
entre ellas cabe destacar las siguientes:

— Las numerosas imprecisiones en la redacción, 
extralimitaciones en el contenido e incumplimientos 
del clausulado que se han producido respecto del con-
trato celebrado por el segundo Patronato de la Funda-
ción con su Consultor Ejecutivo, que han permitido a 
su titular ejercer de hecho las funciones propias de 
Director de la Fundación, así como incumplir en diver-
sas ocasiones su obligación contractual de asistir a las 
reuniones del Patronato. Por parte de este Consultor 
Ejecutivo se han realizado además, con cargo a los pre-
supuestos de la Fundación CNIC, determinados gastos 
de carácter suntuario y otros que han carecido de la 
necesaria cobertura contractual para su reembolso, por 
lo que deberán ser objeto de la oportuna regularización 
(mediante descuento o reintegro) por parte del Patrona-
to (ver epígrafe 4.3.7.1 del Informe) 10.

— Las deficiencias observadas en la incorporación 
y posterior desarrollo de sus funciones dentro de la 
Fundación CNIC por parte de su Coordinador Científi-
co, contratado a través de la Universidad de Valencia y 
que ha venido desempeñando, en la práctica, las labo-
res propias de un Gerente del que no disponía la Funda-
ción, con la consiguiente extralimitación en sus funcio-
nes contractualmente pactadas. Ejemplo de todo ello 
sería que el propio Patronato de la Fundación CNIC ha 
debido ratificar las cuentas del ejercicio 2002, al haber 
sido incorrectamente formuladas por el Coordinador 
Científico, sin facultades para ello de acuerdo con los 
Estatutos de la Fundación 11.

10 En sus alegaciones al Anteproyecto de Informe, el tercer Patronato de la Fundación 
CNIC ha informado a este Tribunal de Cuentas de que «en base a las recomendaciones de 
ese Tribunal» puestas de manifiesto en el Anteproyecto de Informe, ha instado al Gerente 
para que proceda a regularizar, mediante descuento o reintegro, las cantidades incorrecta-
mente abonadas al Consultor Ejecutivo. El Tribunal de Cuentas pondrá estos hechos en 
conocimiento de su Sección de Enjuiciamiento, a los efectos oportunos, por si pudieran ser 
constitutitos de un supuesto de responsabilidad contable.

11 En sus alegaciones al Anteproyecto de Informe, el tercer Patronato de la Fundación 
CNIC ha comunicado a este Tribunal su intención de «proceder a regularizar la relación 
con la Universidad de Valencia», en lo referente a la presencia del Coordinador Científico 
en el organigrama de la propia Fundación, al considerar que en las actuales circunstancias, 
las previsiones sobre las que se basa dicha relación «resultan inadecuadas». Esta regulari-
zación consistiría en la denuncia del contrato firmado el 1 de febrero de 2001 que liga a la 
Fundación CNIC con la Universidad de Valencia, lo que no podrá tener lugar en ningún 
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— Por último, la contratación y prestación de sus 
servicios por parte de la empresa encargada de asesorar 
jurídicamente a la Fundación, que fue llevada a cabo de 
manera directa y sin realización de publicidad ni con-
currencia, basándose únicamente en la experiencia 
previa de su trabajo para la Fundación CNIO, al tiempo 
que la empresa contratada no advirtió a los sucesivos 
Patronatos de la Fundación CNIC de ciertas anomalías 
que se estaban produciendo en su contratación. 

2. En la adjudicación y ejecución del contrato de 
asistencia técnica para la gestión integral del proyecto y 
construcción de la nueva sede del CNIC se han aprecia-
do determinadas incidencias que figuran conveniente-
mente descritas en el apartado 4.3.5 del presente Infor-
me, pudiendo destacarse entre ellas:

— La falta de baremación de los criterios de adju-
dicación empleados y la utilización de la experiencia 
como uno de dichos criterios.

— La modificación sustancial de las condiciones 
inicialmente pactadas para la ejecución del contrato.

— Por último, los sucesivos incrementos produci-
dos, por unas u otras razones, en el importe final del 
contrato.

De igual modo, en la tramitación y selección de 
adjudicatarios llevada a cabo posteriormente por parte 
de la empresa adjudicataria de dicho contrato de asis-
tencia técnica, para la celebración de los restantes con-
tratos encaminados a la construcción de la sede del 
Centro, se han producido inicialmente ciertas disfun-
ciones y prácticas irregulares que han sido posterior-
mente subsanadas por el Patronato de la Fundación, 
atendiendo a las recomendaciones efectuadas por este 
Tribunal de Cuentas en su Informe de Fiscalización 
Especial de las Cuentas y de la Contratación de la Fun-
dación Centro Nacional de Investigaciones Oncológi-
cas Carlos III, ejercicios 1998, 1999 y 2000 (ver epí-
grafe 4.3.6 del presente Informe).

3. Entre los expedientes tramitados por la Funda-
ción CNIC figuran, además del señalado de asesoría 
jurídica, otros que han sido igualmente adjudicados 
mediante contratación directa sin publicidad ni concu-
rrencia y sin que la Fundación haya acreditado la utili-
zación de criterios que garanticen la objetividad. En 
ocasiones, la utilización de las mencionadas publicidad 
y concurrencia hubiera podido permitir la obtención de 
mejoras en las condiciones del servicio y en el precio. 
Es el caso de los contratos celebrados para la prestación 

de los servicios de asesoría fiscal, laboral y contable, de 
mensajería, de telefonía móvil, de seguros, etc. (ver 
epígrafe 4.3.3 del Informe).

6.1.4  Conclusiones relativas a la contratación de la 
Fundación para la Cooperación y Salud Interna-
cional Carlos III

1. La Fundación CSAI ha iniciado su actividad en 
pleno periodo fiscalizado, concretamente en el ejerci-
cio 2000, por lo que durante el mismo aún se encontra-
ba inmersa, en mayor o menor medida, en el proceso de 
definición de sus fines y actividades, acrecentado por 
las reelaboraciones y modificaciones de sus Estatutos 
acometidas desde su constitución, la última de ellas con 
ocasión de su obligada adaptación a la nueva Ley de 
Fundaciones (Ley 50/2002). Estas circunstancias han 
venido acompañadas de profundos cambios en el seno 
de la Fundación, que han afectado a sus fines fundacio-
nales, a la composición de su Patronato, a sus propios 
fines y objetivos, a su funcionamiento interno y a los 
medios económicos de que dispone, así como a su pro-
cedencia.

2. Resulta igualmente aplicable a la Fundación 
CSAI lo señalado en el epígrafe anterior respecto de la 
contratación por la Fundación CNIC de la empresa 
encargada de prestar el servicio de asesoría jurídica a 
su Patronato, al haber sido llevada a cabo también de 
manera directa y sin realización de publicidad ni pro-
moción de la concurrencia, basándose únicamente en la 
experiencia previa de su trabajo para la Fundación 
CNIO. 

6.2 Recomendaciones

6.2.1 Recomendaciones de carácter general

1. A la vista del reducido alcance atribuido por el 
Legislador nacional a su reciente reforma del ámbito 
subjetivo de aplicación del Texto Refundido de la 
LCAP, efectuada mediante el artículo 67 de la Ley 62/
2003, reforma que venía impuesta por las reiteradas 
Sentencias condenatorias del Reino de España dictadas 
por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Euro-
peas, este Tribunal de Cuentas considera que las Fun-
daciones del Sector público estatal, entre las que se 
incluyen las aquí analizadas, deberían someterse en su 
actuación en materia de contratación a las prescripcio-
nes del TRLCAP, en aquellos de sus contratos que 
sobrepasen los límites establecidos por las Directivas 
Comunitarias sobre contratación pública. Todo ello en 
la medida en que la obligación de aplicar correctamente 
las citadas Directivas y de inaplicar, consiguientemen-
te, las disposiciones del Derecho nacional que mani-
fiestamente las infrinjan o que constituyan una transpo-
sición errónea o incorrecta de dichas Directivas, 
obligación que ha sido reiteradamente proclamada por 
el citado Alto Tribunal Europeo, no sólo debe entender-

caso antes del mes de noviembre de 2004, dado que el contrato original tenía una duración 
de dos años prorrogables automáticamente por igual periodo, salvo denuncia expresa con 
una antelación de tres meses, por lo que al haberse prorrogado automáticamente el 1 de 
febrero de 2003, la denuncia sólo podrá efectuarse con una anterioridad de tres meses a la 
fecha de su próximo vencimiento, el 1 de febrero de 2005. Asimismo, la regularización 
consistiría en la «ordenación y asignación dentro del CNIC de los recursos actualmente 
existentes», en referencia al equipo de investigación de la Universidad de Valencia que 
dirige el propio Coordinador Científico de la Fundación, previa la elaboración de la opor-
tuna propuesta por parte del Gerente, de forma conjunta con el actual Consultor Ejecutivo 
y para la que no se ha fijado plazo alguno de finalización. 
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se que afecta a los órganos jurisdiccionales nacionales 
sino que, a juicio de este Tribunal de Cuentas, debe 
hacerse igualmente extensiva a los organismos y enti-
dades que, como las Fundaciones del Sector público 
estatal, formen parte de la Administración Pública (ver 
epígrafe 2.2. del presente Informe).

2. Subsidiariamente, este Tribunal de Cuentas 
considera oportuno solicitar nuevamente al Gobierno, 
al igual que ya hiciera recientemente con ocasión del 
Informe de Fiscalización sobre la contratación celebra-
da por las Fundaciones constituidas al amparo de la 
Ley 15/1997, de 25 de abril, sobre habilitación de nue-
vas formas de gestión del Sistema Nacional de Salud. 
Ejercicios 1999, 2000 y 2001, aprobado por su Pleno el 
27 de enero de 2004, que, a iniciativa de los Departa-
mentos Ministeriales implicados, adopte las medidas 
oportunas para que tenga lugar la correcta transposi-
ción a nuestra legislación en materia de contratación 
administrativa, en concreto la regulación del ámbito 
subjetivo de aplicación del Texto Refundido de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públicas, del con-
tenido de las Directivas Comunitarias sobre la materia, 
en el específico y amplio sentido de lo expresado sobre 
este particular aspecto por el Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas en sus Sentencias de 15 de 
mayo y de 16 de octubre de 2003 (ver epígrafe 2.2. del 
presente Informe).

3. En todo caso y sin perjuicio de lo anterior, 
resulta evidente que por el origen público de gran parte 
de los recursos que gestionan y administran, las Funda-
ciones constituidas por el Instituto de Salud Carlos III 
deben garantizar, tanto en su funcionamiento interno 
como en su régimen de contratación, el respeto de los 
principios constitucionales de eficiencia y economía en 
la gestión de dichos fondos. Para ello, sin perjuicio de 
lo señalado en el punto anterior y para los contratos no 
afectados por las Directivas Comunitarias sobre contra-
tación pública, deben sujetar su actuación en materia 
contractual a los principios de publicidad, concurrencia 
y objetividad, cuyo respeto les viene exigido ya expre-
samente en la nueva Ley de Fundaciones, a pesar de 
que esta Ley no resultaba aplicable al periodo fiscaliza-
do al haber entrado en vigor el 1 de enero de 2003.

A juicio de este Tribunal de Cuentas, el cumpli-
miento por las Fundaciones fiscalizadas de estos princi-
pios básicos en la contratación debería plasmarse en la 
realización de publicidad de sus contrataciones (princi-
pio de publicidad), en la promoción de la concurrencia 
en la presentación de ofertas (principio de concurren-
cia), de tal forma que se garantizase en la medida de lo 
posible la objetividad y el acierto de las adjudicaciones 
(principio de objetividad).

Ahora bien, ante la falta de una previsión normativa 
sobre la forma de hacer efectivos dichos principios por 
las Fundaciones del Sector público estatal en la Ley 
50/2002, y hasta tanto tenga lugar su desarrollo regla-
mentario (al amparo de la habilitación contenida en su 
propia Disposición final cuarta), podría recurrirse, a 

juicio de este Tribunal de Cuentas, a una aplicación 
analógica del artículo 43.2 del Real Decreto 29/2000, 
de 14 de enero, sobre nuevas formas de gestión del Ins-
tituto Nacional de la Salud. Según este precepto, apli-
cable a las Fundaciones constituidas por el INSALUD 
al amparo de la Ley 15/1997, «dichos principios (de 
publicidad y concurrencia) se materializarán en la obli-
gación de publicar un anuncio, al menos, en un periódi-
co de ámbito estatal y en otro local, y en la concesión 
de un plazo mínimo de diez días para la presentación de 
ofertas, a contar desde la fecha del anuncio».

Por tanto, hasta tanto no se produzcan ulteriores 
modificaciones en el régimen jurídico aplicable a la 
contratación de estas entidades, las Fundaciones del 
Sector público estatal constituidas por el Instituto de 
Salud Carlos III podrían dar cumplimiento a la obliga-
ción de sujetar parte de su contratación a los principios 
de publicidad, concurrencia y objetividad, mediante la 
realización de las actuaciones reseñadas en dicho 
artículo, sin perjuicio de la realización de cualesquiera 
otras prácticas tendentes a promover la publicidad y la 
concurrencia en su contratación que estas Fundaciones 
considerasen oportuno implantar.

Por último, también se considera conveniente que la 
forma de hacer efectivas por parte de estas Fundaciones 
dichas publicidad y concurrencia, debería quedar igual-
mente incorporada a sus Estatutos, como una exigencia 
más de su contratación.

6.2.2  Recomendaciones relativas a la contratación de 
la Fundación Centro Nacional de Investigacio-
nes Oncológicas Carlos III

Con el objeto de evitar la posible reproducción en su 
seno de circunstancias similares a las detectadas en el 
análisis de la contratación de las Fundaciones CNIC y 
CSAI, que han quedado descritas respectivamente en 
los epígrafes 4.3 y 5.3 del presente Informe, el Patrona-
to de la Fundación CNIO debería encargar a la Geren-
cia de la Fundación, en colaboración con su asesoría 
jurídica, que proceda a revisar todos los contratos de 
asesoramiento, alta dirección y demás de carácter espe-
cial que pueda tener suscritos esta Fundación, así como 
también las actuaciones llevadas a cabo en ejecución de 
los mismos, para comprobar su adecuación a la legisla-
ción vigente, en especial en todo lo relativo a las 
indemnizaciones por extinción contractualmente pacta-
das, a los gastos de representación autorizados y abona-
dos, a las retribuciones variables comprometidas de 
modo impreciso, etc. Todo ello con el objeto de que 
dicha Gerencia proceda a proponer, en su caso, al 
Patronato de la Fundación CNIO la adopción de aque-
llas medidas que considere adecuadas, tendentes a la 
regularización de todas las situaciones que así lo 
requieran 12.

12 En sus alegaciones el tercer Patronato de la Fundación CNIO ha comunicado a este 
Tribunal de Cuentas que, a la vista del Anteproyecto de Informe, ha encomendado al 
Gerente de la entidad, en colaboración con la Asesoría Jurídica, que proceda a revisar los 
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La actuación cuya puesta en práctica por el Patrona-
to de la Fundación CNIO ha considerado conveniente 
este Tribunal de Cuentas se enmarca en el mismo ámbi-
to que las ya iniciadas por el Patronato de la Fundación 
CNIC, conforme ha informado a este Tribunal su Presi-
dencia, en virtud del acuerdo adoptado en su reunión 
del 30 de octubre de 2003, donde se encomendó al 
Gerente de la Fundación la realización de actuaciones 
similares a las anteriormente señaladas, como conse-
cuencia de las diversas irregularidades y deficien-
cias relativas a la contratación de la Fundación CNIC 
puestas de manifiesto por este Tribunal en el presente 
Informe.

Por último, el Patronato de la Fundación CNIO 
debería, una vez que ha sido aprobado el Manual de 
Contratación y Selección de Personal de la entidad, 
según se ha informado a este Tribunal de Cuentas en 
el trámite de alegaciones, cursar las oportunas instruc-
ciones a los órganos de gestión de la entidad para 
que tenga lugar su adecuada utilización y puesta en 
práctica. 

6.2.3  Recomendaciones relativas a la contratación de 
la Fundación Centro Nacional de Investigacio-
nes Cardiovasculares Carlos III

El Patronato de la Fundación CNIC debería conti-
nuar y culminar la efectiva realización de todas aque-
llas medidas que han sido anunciadas o puestas en 
marcha en sus últimas reuniones, así como adoptar 
todas aquellas otras que resulten igualmente necesa-
rias, tendentes a lograr la subsanación y regulariza-
ción definitivas de las irregularidades y deficiencias 
detectadas por este Tribunal de Cuentas en su análisis 
de los contratos que han ligado a la Fundación tanto 
con su Consultor Ejecutivo como con su Coordinador 
Científico.

En particular, debería realizar las gestiones oportu-
nas tendentes a:

• Supervisar la regularización que, de acuerdo con 
sus instrucciones y mediante descuento o reintegro, 
debe llevar a cabo el Gerente de la Fundación respecto 
de las cantidades indebidamente abonadas al Consultor 
Ejecutivo de la Fundación, por los gastos efectuados 
sin cobertura contractual en el primer trimestre del 
año 2002.

• Culminar el proceso ya iniciado encaminado a 
dotar a la Fundación CNIC de la necesaria estructura 
interna y organizativa, comenzando por contratar a la 
persona que haya de ocupar inicialmente el cargo de 
Director General del CNIC, ya sea ésta el actual Con-
sultor Ejecutivo de la entidad, al que ya le ha sido ofre-

cido el puesto 13, u otra persona que se considere más 
adecuada 14.

A juicio de este Tribunal de Cuentas, la propuesta 
formulada al Consultor Ejecutivo para su incorporación 
al cargo de Director General del CNIC, en los estrictos 
términos en que ha sido realizada, se enmarca en la 
línea de contención del gasto iniciada en la Fundación 
CNIC por la Presidenta de su tercer Patronato, al tiem-
po que sienta las bases mínimas imprescindibles que 
permitirán poner fin a las situaciones de ambigüedad 
contractual, indefinición retributiva y falta de control 
de los gastos de representación que caracterizaron su 
anterior relación contractual con la Fundación CNIC. 

Su titular deberá ostentar la máxima jerarquía den-
tro del organigrama del CNIC, así como dirigir y coor-
dinar con eficacia los trabajos de la entidad, para lo que 
resulta conveniente que se comience por desterrar prác-
ticas que han resultado habituales durante las etapas 
previas a la incorporación a la entidad de su tercer 
Patronato, culminada en enero de 2003, caracterizadas 
por las extralimitaciones y los incumplimientos con-
tractuales, la falta del adecuado control de los gastos de 
representación y el funcionamiento de la Fundación a 
través de distintos asesores, consultores y coordinado-
tes, con residencia en diferentes países y ciudades.

Por todo ello, sin perjuicio de que la eventual incorpo-
ración del actual Consultor Ejecutivo a la Fundación 
CNIC, en calidad de Director General del CNIC, aún no 
está resuelta, este Tribunal considera que las numerosas 
deficiencias e irregularidades que se han producido duran-
te su relación contractual con la Fundación como su Con-
sultor Ejecutivo, pese a que han sido subsanadas en su 
mayor parte por el tercer Patronato de la Fundación, a ini-
ciativa de su entonces Presidenta y Ministra de Sanidad y 
Consumo, deberían ser sin duda tenidas en cuenta por el 
Patronato de la Fundación, con carácter previo a la adop-
ción de las decisiones que procedan, tanto si, a pesar de 
todo ello, se produce su incorporación al mencionado 
cargo como si, finalmente, ésta no tiene lugar. 

De igual modo, el Patronato de la Fundación CNIC 
debería, una vez que ha sido aprobado el Manual de 
Contratación y Selección de personal de la entidad, 
según se ha informado a este Tribunal de Cuentas en el 
trámite de alegaciones, cursar las oportunas instruccio-

contratos de asesoramiento, alta dirección y demás de carácter especial que hayan sido 
suscritos, así como los actos de ejecución de los mismos, para comprobar su adecuación a 
la legislación vigente, y que elabore seguidamente un informe proponiendo las medidas 
que proceda adoptar. 

13 En sus alegaciones al Anteproyecto de Informe, el tercer Patronato de la Fundación 
CNIC ha informado a este Tribunal de Cuentas de que, a la vista del Anteproyecto remitido 
por este Tribunal, ha acordado proponer al Consultor Ejecutivo de la Fundación «las con-
diciones y circunstancias económicas y temporales para su incorporación definitiva duran-
te el tercer trimestre de este año (2004) como Director General del CNIC», al considerar 
que se cumplen las previsiones de futuro contenidas en el contrato inicial firmado el 27 de 
febrero de 2001 por el entonces Presidente del Patronato de la Fundación. Las condiciones 
y circunstancias contenidas en la propuesta aprobada consisten en un contrato de Alta 
Dirección, al que serán aplicables las previsiones legales específicas propias de este tipo de 
contrato, con una duración de 5 años prorrogables y un salario equivalente al del actual 
Director General del CNIO.

14 La Ministra de Sanidad y Consumo, en su calidad de actual Presidenta del Patrona-
to de la Fundación CNIC, ha informado a este Tribunal que, transcurrido el plazo de un 
mes que le fue concedido al Consultor Ejecutivo para que comunicase su decisión, éste no 
ha ejercitado la facultad de aceptar la propuesta formulada por el citado Patronato, para 
incorporarse al cargo de Director General del CNIC. 
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nes a los órganos de gestión de la entidad para que tenga 
lugar su adecuada utilización y puesta en práctica.

6.2.4  Recomendaciones relativas a la contratación de 
la Fundación para la Cooperación y Salud Inter-
nacional Carlos III

El Patronato de la Fundación CSAI debería culmi-
nar el proceso de reorganización y regularización de su 
actividad recientemente iniciado, mediante la realiza-
ción de las medidas que han sido anunciadas o puestas 
en marcha en sus últimas reuniones, así como mediante 
la adopción de todas aquellas otras que, como resultado 

de los estudios y análisis encargados, se consideren 
asimismo necesarias. 

De igual modo, el Patronato de la Fundación CSAI 
debería, una vez que ha sido aprobado el Manual de 
Contratación y Selección de personal, tal y como ha 
sido comunicado a este Tribunal de Cuentas en el trans-
curso del trámite de alegaciones, dar las oportunas ins-
trucciones a los órganos de gestión de la entidad para 
que tenga lugar su adecuada utilización y puesta en 
práctica. 

Madrid, 26 de mayo de 2004.—El Presidente del 
Tribunal de Cuentas, Ubaldo Nieto de Alba.
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251/000045 (CD) 
771/000047 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publica-
ción en la Sección Cortes Generales del BOCG, de la 
Resolución adoptada por la Comisión Mixta para las 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas sobre el infor-
me de fiscalización de la situación, a 31 de diciembre 
de 2001, de las cuestiones relacionadas con la fiscali-
zación del Grupo ENAUSA puestas de manifiesto en 
la fiscalización aprobada por el Pleno del Tribunal  
el 29 de julio de 1998, así como el informe correspon-
diente.

Palacio del Congreso de los Diputados, 4 de mayo 
de 2006.—P. D. El Letrado Mayor de las Cortes Gene-
rales, Manuel Alba Navarro.

RESOLUCIÓN APROBADA POR LA COMISIÓN 
MIXTA PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBU-
NAL DE CUENTAS EN RELACIÓN AL INFORME 
DE FISCALIZACIÓN DE LA SITUACIÓN, A 31 DE 
DICIEMBRE DE 2001, DE LAS CUESTIONES 
RELACIONADAS CON LA FINANCIACIÓN DEL 
GRUPO ENAUSA PUESTAS DE MANIFIESTO EN 
LA FISCALIZACIÓN APROBADA POR EL PLENO 
DEL TRIBUNAL EL 29 DE JULIO DE 1998 (NÚM. 
EXPTE. CONGRESO: 251/000045 Y NÚM. EXPTE. 
SENADO: 771/000047) EN SU SESIÓN DEL DÍA 25 

DE ABRIL DE 2006

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas, en su sesión del día 25 de abril de 
2006, a la vista del Informe remitido por ese Alto Tri-
bunal acerca del Informe de fiscalización de la situa-
ción, a 31 de diciembre de 2001, de las cuestiones 
relacionadas con la financiación del Grupo ENAUSA 
puestas de manifiesto en la fiscalización aprobada por 
el Pleno del Tribunal el 29 de julio de 1998:

ACUERDA

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas, insta al Gobierno a:

1. Aclarar si una vez finalizado el período de finan-
ciación, a que alude la cláusula 46 del pliego de cláusu-
las generales para la construcción, conservación y 
explotación de autopistas en régimen de concesión, 
aprobado por Decreto 215/1973, de 25 de enero (BOE 
núm. 41, de 16 de febrero), las sociedades concesiona-
rias de autopistas de peaje pueden seguir disfrutando del 
beneficio económico-financiero del seguro de cambio.

2. Aclarar si los derechos adquiridos por una 
sociedad concesionaria, otorgados al amparo de la Ley 
8/1972, de 10 de mayo, en los términos de su redacción 
vigente en el momento de la adjudicación, pueden 
verse modificados negativamente por una nueva redac-
ción de determinados artículos de la referida ley.

Palacio del Congreso de los Diputados, 25 de abril  
de 2005.—El Presidente, Francesc Antich Oliver.—El 
Secretario de la Comisión, José Ramón Mateos Martín.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LA SITUA-
CIÓN A 31 DE DICIEMBRE DE 2001 DE LAS 
CUESTIONES RELACIONADAS CON LA FINAN-
CIACIÓN DEL GRUPO ENAUSA PUESTAS DE 
MANIFIESTO EN LA FISCALIZACIÓN APROBA-
DA POR EL PLENO DEL TRIBUNAL EL 29 DE 

JULIO DE 1998

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de su 
función fiscalizadora establecida en los artícu- 
los 2.1), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de 
mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 14 de la 
misma disposición y concordantes de la Ley 7/1988, de 5 
de abril de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, ha 
aprobado, en su sesión del día 22 junio de 2004, el «Infor-
me de fiscalización de la situación a 31 de diciembre de 
2001 de las cuestiones relacionadas con la financiación del 
Grupo ENAUSA puestas de manifiesto en la fiscalización 
aprobada por el Pleno del Tribunal el 29 de julio de 1998» y 
ha acordado su elevación a las Cortes Generales, según lo 
prevenido en el artículo 28.4 de la Ley de Funcionamiento.
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I. INTRODUCCIÓN

I.1 Iniciativa del procedimiento

La fiscalización se ha llevado a cabo, a iniciativa del 
propio Tribunal, en virtud del acuerdo adoptado por el 
Pleno en su sesión del día 18 de diciembre de 2002, que 
se incluyó dentro del programa de actuaciones para el 
año 2003, habiéndose realizado con arreglo a las direc-
trices Técnicas también aprobadas por el Pleno el 30 de 
abril de 2003.

I.2 Antecedentes, naturaleza y actividad de la Sociedad

La Empresa Nacional de Autopistas, S.A. (ENAU-
SA) se constituyó en 1984 como Sociedad Estatal de 
las previstas en el artículo 6.1.a) del texto refundido de 
la Ley General Presupuestaria, siendo su capital entera-
mente propiedad del Estado (Real Decreto 312/1984  
de 25 enero) y correspondiendo su control a la Direc-
ción General del Patrimonio del Estado. En el ejercicio 
2001 el Grupo se integró en la Sociedad Estatal de Par-
ticipaciones Industriales (SEPI).

Su objeto social es la construcción, por si o por ter-
ceros y la explotación de autopistas de peaje u otras 

vías, previa autorización del Gobierno, la promoción de 
Empresas y la participación en el capital de Sociedades 
que tengan similar objeto social.

Las principales Sociedades estatales del Grupo 
ENAUSA son:

— «Autopistas del Atlántico, Concesionaria Espa-
ñola, S.A.» (AUDASA), cuyo capital pertenece en su 
totalidad a ENAUSA y que construye y explota la auto-
pista de peaje El Ferrol-Frontera Portuguesa, y «Auto-
pista Concesionaria Astur Leonesa, S.A.» (AUCALSA), 
cuyo capital pertenece en su totalidad a ENAUSA y que 
explota la autopista de peaje Campomanes-León.

La actividad principal de ENAUSA es la dirección y 
coordinación de la gestión de sus Sociedades filiales y 
la implantación de las políticas comunes, así como la 
gestión de la deuda externa y de la tesorería de las 
Empresas del Grupo. La construcción y gestión de la 
explotación de las autopistas de peaje del grupo corres-
ponde a cada una de las Sociedades concesionarias 
filiales, no desarrollando ENAUSA ninguna actividad 
directa de explotación significativa.

Mediante escritura pública de 30 de octubre de 
2003, el Grupo ENAUSA ha sido privatizado, de acuer-



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

55

do con lo aprobado por el Consejo de Ministros de 25 
de julio de 2003, habiéndose efectuado la venta de la 
totalidad de las acciones de ENAUSA por parte de su 
titular SEPI a un grupo privado.

I.3 Antecedentes de la fiscalización

Con fecha 29 de julio de 1998 el Pleno del Tribunal 
aprobó el «Informe de Fiscalización de las Fuentes de 
Financiación del Grupo Empresa Nacional de Autopis-
tas, S.A. (ENAUSA), ejercicio 1995», en el que, como 
consecuencia de las conclusiones que se formulaban, se 
establecían las siguientes recomendaciones:

1. Los Órganos correspondientes de la Administra-
ción del Estado deberán adoptar las medidas precisas 
para que las Sociedades AUDASA y AUCALSA cum-
plan lo establecido en los Decretos 1955/73, de 17 de 
agosto, y 2417/75, de 22 de agosto respecto a los porcen-
tajes de recursos mínimos procedentes del ahorro exte-
rior que deben mantener sobre el total de recursos movi-
lizados y a los porcentajes máximos de recursos ajenos 
sobre el total de recursos procedentes del ahorro interior.

En el caso de que se considerara que las circunstan-
cias económicas existentes a la promulgación de los 
citados Decretos y que dieron lugar al establecimiento 
de las limitaciones indicadas no concurren en la actua-
lidad, podría ser aconsejable su derogación; pero en 
tanto continúen vigentes no debe permitirse su sistemá-
tico incumplimiento.

2. La Administración deberá incluir en los Presu-
puestos Generales del Estado los créditos necesarios 
para atender a su vencimiento las diferencias de cambio 
derivadas del compromiso de dar cobertura al riesgo de 
variación de dicho cambio en las operaciones de endeu-
damiento concertadas en el exterior y en divisas extran-
jeras por las Sociedades fiscalizadas y que afectan al 
principal de los préstamos o empréstitos.

3. La Administración deberá adoptar las medidas 
necesarias para que los beneficios fiscales y las obliga-
ciones a asumir por el Estado que con arreglo a la nor-
mativa vigente son de aplicación a las operaciones finan-
cieras que lleven a cabo las Sociedades fiscalizadas, y en 
particular las obligaciones derivadas de la garantía o 
seguro de cambio de los préstamos concertados en el 
exterior en moneda extranjera, no se asuman en relación 
con las operaciones de endeudamiento (incluidas las de 
refinanciación) que se realicen con posterioridad al ven-
cimiento del periodo máximo de financiación estableci-
do para cada concesión, ya que la cláusula 46 del Pliego 
de Cláusulas Generales para la Construcción, Conserva-
ción y Explotación de Autopistas de Peaje y disposicio-
nes concordantes sólo autorizan su aplicación a las ope-
raciones que se produzcan dentro de dicho periodo.

El 23 de noviembre de 1999, la Comisión Mixta 
Congreso-Senado para las Relaciones con el Tribunal 
de Cuentas adoptó una Resolución en la que, asumien-

do las conclusiones y recomendaciones del Informe del 
Tribunal, acordó lo siguiente:

1. Instar al Gobierno a adoptar las medidas necesa-
rias para adecuar a la situación actual los porcentajes de 
recursos mínimos procedentes del ahorro exterior que 
las Sociedades AUDASA y AUCALSA deben mantener, 
de acuerdo con la finalidad de garantía de los mismos.

2. Instar al Gobierno a que adopte cuantas medi-
das sean precisas para impedir que las obligaciones 
derivadas de la garantía o seguro del cambio de los 
préstamos concertados en el exterior en moneda extran-
jera no se asuman en relación a las operaciones de 
endeudamiento que se realicen con posterioridad al 
vencimiento del período máximo de financiación esta-
blecido en cada concesión.

3. Instar al Gobierno al cumplimiento de la Reco-
mendación Segunda del Tribunal de Cuentas, referente 
a los créditos para diferencias de cambio.

4. Asumir plenamente las recomendaciones que se 
formulan en el Informe del Tribunal de Cuentas y, en 
especial, la importancia de hacer prevalecer los intere-
ses generales por encima de los particulares con inde-
pendencia de lo acertado de la gestión financiera lleva-
da a cabo por el Grupo ENAUSA.

5. Instar al Gobierno a que adopte las medidas 
necesarias para adecuar la situación actual de los por-
centajes legales para la financiación ajena procedente 
del exterior y los recursos obtenidos en el interior.

6. Compartir el criterio del Tribunal y de la Direc-
ción General del Servicio Jurídico del Estado en el infor-
me de 8 de febrero de 1994, respecto a la cláusula 46 del 
pliego de cláusulas generales, exigiendo el cumplimien-
to de las consecuencias que se derivan de la finalización 
del período máximo de financiación, a partir de cuyo 
momento no podrán disfrutar las sociedades del grupo 
del actual beneficio financiero a cargo del Estado.

7. Instar al Gobierno al cumplimiento de los por-
centajes de recursos de ahorro exterior en relación con 
el total de los recursos movilizados.

8. Instar a que la Administración adopte las medi-
das necesarias para que los beneficios fiscales y las 
obligaciones a asumir por el Estado, no se asuman en 
relación con las operaciones de endeudamiento (inclui-
das las de refinanciación) que se realicen con posterio-
ridad al vencimiento del período máximo de financia-
ción establecido para cada concesión.

I.4 Objetivo y ámbito de la fiscalización

En las directrices técnicas aprobadas por el Pleno 
del Tribunal el día 23 de abril de 2003, el contenido de 
la fiscalización quedó concretado en un doble objeto:

Por una parte, comprobar si se habían adoptado las 
medidas adecuadas para dar cumplimiento a las reco-
mendaciones del Tribunal incluidas en su Informe 
sobre el Grupo ENAUSA de 29 de julio de 1998 y a los 



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

56

acuerdos que, en su consecuencia, adoptó la Comisión 
Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas 
en su resolución de 23 de noviembre de 1999. 

Y por otra parte, verificar si a 31 de diciembre de 
2001, las empresas concesionarias de autopistas perte-
necientes al grupo ENAUSA cumplían la legislación 
vigente aplicable a sus operaciones de endeudamiento 
financiero.

Puesto que tanto las cuestiones relacionadas con el 
cumplimiento de la legalidad en las operaciones de 
endeudamiento financiero como las recomendaciones 
del anterior Informe del Tribunal sobre ENAUSA y los 
acuerdos de la Comisión Mixta que constituyen los 
objetivos de la presente fiscalización se refieren a las 
fuentes de financiación  de las Sociedades concesiona-
rias AUDASA y AUCALSA, la presente fiscalización 
se ha realizado con referencia a estas dos Sociedades.

Desde la perspectiva temporal, aunque en los objeti-
vos de la fiscalización se alude a la situación a 31 de 
diciembre de 2001, su verificación ha hecho necesario 
realizar comprobaciones sobre las operaciones de 
financiación de las sociedades AUDASA y AUCALSA 
también de ejercicios anteriores en la medida en que la 
situación financiera a 31 de diciembre de 2001 y los 
saldos de fondos propios y endeudamiento a esa fecha 
son asimismo consecuencia de las operaciones efectua-
das en ejercicios precedentes.

En los anexos 1.1 y 1.2 se recogen  el balance de 
situación a 31.12.2001 y la cuenta de pérdidas y ganan-
cias del 2001, de AUDASA y los Anexos 2.1. y 2.2. 
reflejan los correspondientes estados financieros de 
AUCALSA. En estos estados financieros aparecen los 
saldos a 31 de diciembre de 2001 correspondientes a sus 
fuentes de financiación y a los resultados financieros del 
ejercicio de 2001 que han sido objeto de verificación.

II. TRÁMITE DE ALEGACIONES

Dando cumplimiento de lo establecido en el artículo 
44 de la Ley  7/1988 de 5 de abril, de Funcionamiento 
del Tribunal de Cuentas, las actuaciones practicadas fue-
ron puestas de manifiesto a la Entidad fiscalizada y a los 
anteriores responsables de las operaciones objeto de aná-
lisis y al Estado a través del Ministerio de Fomento, 
habiéndose recibido las alegaciones que se incorporan a 
este Informe, en el que se han realizado las modificacio-
nes o aclaraciones que se han entendido procedentes 
como consecuencia del contenido de tales alegaciones.

III. RESULTADOS DE LA FISCALIZACIÓN

III.1  Análisis de la legislación aplicable a 31 de 
diciembre de 2001 a las concesiones de autopis-
tas de las Sociedades AUDASA y AUCALSA

La legislación específica aplicable a las sociedades 
concesionarias de la construcción, conservación y 

explotación de autopistas de peaje se contiene básica-
mente en la Ley 8/72, de 10 de mayo, reguladora de 
estas concesiones y en el Decreto núm. 215/1973 de 25 
de enero, que aprueba el Pliego de Cláusulas Generales 
para la construcción y explotación de autopistas de 
peaje en régimen de concesión.

Además, cada concesión en particular viene regula-
da por el Decreto de adjudicación de la concesión y la 
Orden ministerial que aprueba el pliego de bases y 
cláusulas particulares por las que ha de regirse el con-
curso para su adjudicación. En el caso de las Socieda-
des AUDASA y AUCALSA, los pliegos de bases y 
cláusulas particulares que rigieron sus respectivos con-
cursos de adjudicación fueron publicados mediante 
sendas órdenes del Ministerio de Obras Públicas de 11 
de mayo de 1973 y de 13 de mayo de 1974. Las conce-
siones se adjudicaron en virtud del Decreto 1955/1973, 
de 17 de agosto, en el caso de la Autopista del Atlántico 
adjudicada a AUDASA y por el Decreto 2417/1975, de 
22 de agosto, en el de la autopista Campomanes-León 
adjudicada a la Sociedad AUCALSA.

Tanto la Ley 8/1972 como los citados decretos de 
adjudicación se han visto modificados por diversas nor-
mas legales posteriores. La Ley 25/1988, de 29 de julio, 
de carreteras (BOE de 30 de julio), derogó los aparta-
dos b) y c) del artículo 13 y el apartado b) del artículo 
15 de la Ley 8/1972, de 10 de mayo. Aunque era en el 
apartado c) del artículo 13 donde se regulaba la cober-
tura por el Estado de las variaciones del tipo de cambio 
al que hubieran obtenido las concesionarias las divisas 
extranjeras para su financiación, este aseguramiento del 
tipo de cambio por parte del Estado continuó produ-
ciéndose no sólo para los préstamos y empréstitos en 
moneda extranjera de AUDASA y AUCALSA concer-
tados con anterioridad al 30 de julio de 1988, o para las 
refinanciaciones de esos préstamos producidas en 
fechas posteriores, sino también para los préstamos y 
empréstitos en moneda extranjera concertados después 
del 31 de julio de 1988.

Posteriormente se siguieron promulgando nuevas 
disposiciones legales que modificaron sustancialmente 
el marco legal existente en el ejercicio 1995, al que se 
refería la anterior fiscalización llevada a cabo por el 
Tribunal de Cuentas.

La Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden social, modificó 
el número 1 del artículo 30 de la Ley 8/1972, que fijaba 
que las concesiones de autopistas de peaje tendrían una 
duración de 50 años, incrementando este plazo. Ello 
hizo posible que la Administración elevase a 75 años la 
duración de la concesión de la autopista del Atlántico 
otorgada a AUDASA, ampliándola hasta el día 18 de 
agosto de 2048 de acuerdo con lo establecido en el Real 
Decreto 173/2000, de 4 de febrero, que modificó los 
términos de la concesión de la Autopista del Atlántico; 
y también en el caso de AUCALSA, en virtud del 
Decreto 392/2000, de 17 de marzo, se modificaron los 
términos de la concesión de la Autopista León-Campo-
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manes, ampliando el plazo de duración de la concesión 
otorgada hasta el día 17 de octubre del año 2050.

También las Leyes 13/1996 de 30 de diciem- 
bre, 66/1997 de 30 de diciembre y 14/2000 de 29 de 
diciembre han introducido modificaciones en los ar-
tículos 24 y 25 de la Ley 8/1972 autorizando al Gobier-
no a aprobar la ampliación de una autopista, tanto en 
cuanto al número de carriles como en cuanto a su pro-
longación continua o funcional, a través de un convenio 
con el concesionario en el que han de determinarse 
aquellos aspectos del régimen concesional que son 
objeto de modificación (artículo 25), precisándose para 
la aprobación de la ampliación el dictamen previo del 
Consejo de Estado. Por otra parte, el Gobierno podrá 
(artículo 24) modificar por razón del interés público las 
características de los servicios contratados y las tarifas 
que han de ser abonadas por los usuarios, supuesto éste 
en el que, mediante las correcciones necesarias, se pro-
curará de nuevo el equilibrio económico-financiero de 
la concesionaria de modo que, considerando los pará-
metros objetivos previstos en el plan económico-finan-
ciero, resulten compensados el interés general y el 
interés de la empresa explotadora. Además se establece 
(artículo 25 bis) que «la compensación al concesiona-
rio con objeto de mantener el equilibrio económico-
financiero de la concesión en los supuestos de modifi-
cación y/o ampliación previstas en los artículos 24 y 25 
de esta Ley, ya se produzcan a iniciativa de la Adminis-
tración o de la Sociedad concesionaria, podrá consistir, 
total o parcialmente, en la ampliación del plazo vigente 
de la concesión, en cuyo caso se podrán mantener los 
beneficios otorgados al concesionario por toda la exten-
sión del plazo ampliado y, en todo caso, con el límite 
máximo establecido en el artículo 30.1» (75 años).

Por último, la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, dió 
también una nueva redacción al apartado f) del artículo 
13 de la Ley 8/1972, que quedó como sigue: «El conce-
sionario podrá igualmente disfrutar de los siguientes 
beneficios económicos-financieros: f) Excepcional-
mente, de anticipos reintegrables o préstamos subordi-
nados o de otra naturaleza, desde el comienzo del 
periodo concesional, cuando se prevea que vayan a 
resultar necesarios para garantizar la viabilidad econó-
mico-financiera de la concesión. La devolución de los 
anticipos se iniciará a partir del ejercicio en que 
comiencen a obtenerse resultados positivos, con arreglo 
al plan económico-financiero de la oferta. La devolu-
ción de los préstamos y el pago de los intereses deven-
gados por los mismos se ajustará a los términos previs-
tos en la concesión.»

La devolución de los anticipos reintegrables que 
AUDASA había recibido del Estado para financiar en 
parte las inversiones efectuadas en diversos tramos de 
la Autopista del Atlántico (cuyo saldo a 31/12/2001 
ascendía a 118,8 millones de euros) habrá de efectuar-
se, de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 
173/2000, de 4 de febrero, que aprobó el convenio entre 
la Administración General del Estado y AUDASA para 

la construcción de un tramo de autopista de acceso 
norte a Ferrol por Fene, Neda y Narón y modificó 
determinados términos de la concesión que tenía esta 
Sociedad, «dentro de los cinco ejercicios siguientes al 
primero en el que la Sociedad concesionaria haya 
amortizado la totalidad de su endeudamiento interior y 
exterior y en cualquier caso antes de la finalización del 
nuevo plazo de concesión al que hace referencia la 
cláusula precedente».

En el caso de AUCALSA, Sociedad concesionaria 
de la autopista Campomanes-León, el Real Decreto 
392/2000, de 17 de marzo, por el que se modifican 
determinados términos de esta concesión establece que 
«la devolución de los anticipos reintegrables a que 
hace referencia el apartado 3 del artículo 2 del Real 
Decreto 79/1989, de 20 de enero, se efectuará dentro 
de los cinco ejercicios siguientes al primero en el que 
la Sociedad concesionaria haya amortizado la totalidad 
de su endeudamiento interior y exterior y, en cualquier 
caso, antes de la finalización del nuevo plazo de la 
concesión». En el Real Decreto 79/1989, que el Real 
Decreto 392/2000 modificó en éste y en otros extre-
mos, se preveía que «la devolución de los anticipos se 
llevará a cabo a partir del año en que el resultado posi-
tivo del ejercicio social correspondiente lo permita». 
En el plan económico-financiero de AUCALSA, apro-
bado por el mismo Real Decreto 392/2000 y que abar-
ca el periodo comprendido entre los ejercicios de 1998 
y 2050, se preveía que la Sociedad obtuviese benefi-
cios a partir del año 1999.

Otra cuestión que plantean los Reales Decretos 
173/2000 y 392/2000, que modificaron determinados 
términos de las concesiones de las autopistas del 
Atlántico y Campomanes-León, respectivamente, es 
que en sus cláusulas se amplían beneficios tributarios 
y económico-financieros que ya no estaban autoriza-
dos por Ley.

En el Real Decreto 173/2000, en la cláusula vigési-
ma del Convenio entre la Administración del Estado y 
AUDASA que dicho Real Decreto aprueba, se dice: 
«se mantendrán todos y cada uno de los beneficios tri-
butarios, económico-financieros y de cualquier otra 
índole otorgados hasta la fecha a la concesión por toda 
la extensión de plazo ampliado, a excepción del bene-
ficio tributario al que se refiere el artículo 12 a) de la 
Ley 8/1972, de 10 de mayo, sobre construcción, con-
servación y explotación de las Autopistas en Régimen 
de Concesión (hoy Impuesto de Bienes Inmuebles) del 
que la Sociedad concesionaria no podrá disfrutar a par-
tir del día 19 de agosto del año 2023, inclusive». (Los 
beneficios tributarios y económico-financieros otorga-
dos a la concesión hasta la fecha del Real Decreto son 
prácticamente todos los previstos en la Ley 8/1972 en 
su redacción original, regulados en los artículos 12  
y 13 de esta Ley). 

Sin embargo, la Ley 25/1988, de 29 de julio, había 
derogado el apartado c) del artículo 13 de la Ley 8/1972 
que establecía lo siguiente: «El Estado facilitará al con-
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cesionario las divisas o monedas extranjeras precisas 
para el pago de los principales e intereses de los présta-
mos y obligaciones que éste concierte en el exterior, al 
mismo tipo de cambio de compra vigente el día en que 
se constituya el depósito o se efectúe la venta al Institu-
to Español de Moneda Extranjera de las divisas a que 
se refiere el préstamo».

El Real Decreto 173/2000 se dictó al amparo de lo 
establecido en los artículos 24, 25 y 25 bis de la Ley 
8/1972; y el artículo 25 bis, apartado Uno, introducido 
por la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, dice lo 
siguiente: «La compensación al concesionario con 
objeto de mantener el equilibrio económico-financiero 
de la concesión, en los supuestos de modificación o 
ampliación previstos en los artículos 24 y 25 de esta 
Ley, ya se produzcan a iniciativa de la Administración 
o de la Sociedad concesionaria, podrá consistir, total o 
parcialmente, en la ampliación del plazo vigente de la 
concesión, en cuyo caso se podrán mantener los bene-
ficios otorgados al concesionario por toda la extensión 
del plazo ampliado y, en todo caso, con el límite máxi-
mo establecido en el artículo 30.1». No obstante, cuan-
do el artículo 25 bis se refiere a los beneficios otorga-
dos ha de entenderse que alude a los vigentes y 
autorizados en la Ley pues no resulta coherente que sin 
haberse señalado así de manera expresa se consideren 
ampliados beneficios que, a partir de la derogación del 
apartado c) del artículo 13 de la Ley 8/1972, ya no 
estaban autorizados por las leyes.

Con el Real Decreto 392/2000, de 17 de marzo, por 
el que se modificaron determinados términos de la con-
cesión de la autopista León-Campomanes, de la que es 
concesionaria AUCALSA, ocurre algo similar. Este 
Real Decreto, dictado al amparo del artículo 24 de la 
Ley 8/1972, en su Disposición Final primera dice: «Los 
beneficios tributarios y económicos otorgados hasta la 
fecha a la concesión de la autopista Campomanes-León 
se mantendrán en sus términos hasta el 17 de octubre 
de 2050».

Los beneficios tributarios y económicos financieros 
otorgados a AUCALSA fueron prácticamente todos los 
previstos en la Ley 8/1972 en su redacción original y 
entre ellos figuraban los previstos en los apartados c) 
del artículo 13 de la Ley 8/1972 (aseguramiento del 
tipo de cambio en el endeudamiento en moneda extran-
jera) derogados por la Ley 25/1988 de Carreteras; 
ampliando con ello el Real Decreto 392/2000 benefi-
cios que ya no estaban autorizados por la Ley.

En todo caso y en mayor medida que las modifica-
ciones legales comentadas hasta ahora, las disposicio-
nes que de modo más radical han hecho que varíen las 
circunstancias a las que se referían las conclusiones del 
anterior informe emitido por el Tribunal de Cuentas 
han sido otras normas posteriores, contenidas en los 
Reales Decretos (dictados al año siguiente de la adop-
ción por la Comisión Mixta para las Relaciones con el 
Tribunal de las resoluciones derivadas de él) mediante 
los que se modificaron las concesiones otorgadas a las 

Sociedades AUDASA y AUCALSA, que introdujeron 
un cambio radical en la fijación del periodo de finan-
ciación máximo establecido en la cláusula 46.ª del Plie-
go de Cláusulas Generales para la construcción, con-
servación y explotación de autopistas de peaje, 
aprobado por Decreto 215/1973. En esta cláusula se 
prescribía lo siguiente:

«El plan económico-financiero presentado al con-
curso formando parte de la proposición y aprobado por 
el Decreto de adjudicación de la concesión constituirá 
la base económico-financiera de ésta». «En el plan eco-
nómico figurará de forma concreta el periodo de finan-
ciación máximo previsto. Durante él la Sociedad podrá 
emitir obligaciones, bonos u otros títulos semejantes 
que representen una deuda de la Sociedad concesiona-
ria con terceras personas para hacer frente a la inver-
sión real y, en su caso, a los gastos financieros previs-
tos. Este periodo no podrá exceder del 50 por 100 del 
periodo de concesión.»

Aprobado el Real Decreto 173/2000, según la cláu-
sula decimocuarta del Convenio entre la Administra-
ción General del Estado y AUDASA, «el periodo de 
financiación de la Sociedad concesionaria, establecido 
en el artículo 5 del Real Decreto 1809/1994, de 5 de 
agosto, en relación con la cláusula 46.ª del pliego  
de cláusulas generales aprobado por Decreto 215/1993, 
de 25 de enero, queda ampliado hasta el final del nuevo 
periodo concesional».

Ello ha dado lugar a que AUDASA, con arreglo a lo 
establecido en el Real Decreto 173/2000, haya visto 
ampliado el límite de su periodo máximo de financia-
ción, anteriormente fijado por el Real Decreto 1809/1994 
en el 20 de agosto de 1998, hasta el día 18 de agosto de 
2048, en que finaliza el nuevo plazo de la concesión.

Por su parte, el Real Decreto 392/2000, en su artícu-
lo único, número 2, dispone que «el periodo de finan-
ciación de Autopista Concesionaria Astur-Leonesa, 
Sociedad Anónima (AUCALSA), establecido en el 
artículo 16 del Decreto 2417/1975, de 22 de agosto en 
relación con la cláusula 46.ª del pliego de cláusulas 
generales, aprobado por Decreto 215/1973, de 25 de 
enero, queda ampliado hasta el final del nuevo periodo 
concesional».

En virtud de esta norma el periodo de financiación 
máximo concedido a AUCALSA, que anteriormente 
terminaba el día 17 de octubre de 1998, se ha visto 
ampliado hasta el día 17 de octubre del año 2050.

III.2  Cumplimiento de las recomendaciones del Tri-
bunal y de las Resoluciones de la Comisión 
Mixta Congreso-Senado por las sociedades 
AUDASA y AUCALSA

A) Recomendaciones y Resoluciones referidas a 
los porcentajes de recursos mínimos procedentes del 
ahorro exterior y a los porcentajes máximos de recursos 
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procedentes del ahorro interior que deben mantener 
sobre el total de recursos movilizados.

Como contrapartida a los beneficios tributarios y eco-
nómico-financieros que el Estado otorga a las Socieda-
des concesionarias de autopistas, la legislación aplicable 
a estas concesiones establece un conjunto de limitacio-
nes y requisitos a su forma de financiación, que, entre 
otros fines, pretende limitar y controlar los gastos que 
para el Estado comportan los beneficios concedidos.

Teniendo en cuenta el marco legal existente a 31 de 
diciembre de 2001, por lo que se refiere a AUDASA las 
limitaciones en vigor establecidas para su financiación 
eran las siguientes:

— El porcentaje de capital social desembolsado 
será como mínimo del 10 por 100 del total de recursos 
movilizados (cláusulas 29 y 30 del Pliego de Cláusulas 
generales y artículo 7.º del Decreto de adjudicación).

— Los recursos ajenos movilizados procedentes 
del ahorro exterior supondrán, al menos, en todo 
momento, el 45 por 100 del total de recursos moviliza-
dos (artículo 8 del Decreto de adjudicación y cláusula 
31 del Pliego de Cláusulas Generales).

— La colocación en el mercado interior de capita-
les de obligaciones, bonos u otros títulos semejantes 
que representan una deuda del concesionario para con 
terceras personas, incluidos los préstamos no represen-
tados por títulos valores, se limitará en todo momento 
al 45 por 100 del total de los recursos movilizados (ar-
tículo 8 del decreto de adjudicación, cláusula 31.ª del 
Pliego de Cláusulas Generales y cláusula 5.ª b), del 
Pliego de Cláusulas Particulares).

En el Anexo 3 se recogen los importes de los con-
ceptos mencionados (capital social, recursos ajenos 
procedentes del ahorro exterior y recursos ajenos pro-
cedentes del ahorro interior mediante endeudamiento) 
que AUDASA tenía a 31 de diciembre de 2001 y a 31 
de diciembre de 2000, así como los porcentajes que 
representaban sobre el total de recursos movilizados a 
esa fecha.

Del análisis de estos datos se deduce que a 31 de 
diciembre de 2001 AUDASA no cumplía el requisito 
legal de que los recursos procedentes del ahorro exterior 
fueran superiores al 45 por 100, ya que a esa fecha el por-
centaje ascendía al 32,02; e igual circunstancia se daba 
a 31 de diciembre de 2000, fecha en la que el porcentaje 
era del 35,55. Puede establecerse que el incumplimiento 
se ha venido produciendo a lo largo de todo el ejercicio 
de 2001 ya que el porcentaje sobre el total de recursos 
medios movilizados durante ese año fue del 33,74.

Tampoco ha cumplido AUDASA el requisito legal 
de que los recursos ajenos procedentes del mercado 
interior fueran inferiores al 45 por 100 ya que a 31 de 
diciembre de 2001 estos recursos suponían el 48,04 por 
100 del total de recursos movilizados; pudiendo estable-
cerse que el incumplimiento se ha venido produciendo 

en la mayor parte del ejercicio 2001 ya que el porcentaje 
sobre el total de recursos medios movilizados durante 
ese año fue del 45,8 (aunque cabe señalar que al 
comienzo del ejercicio el porcentaje era del 43,45 y, por 
tanto, en ese momento se cumplía el requisito legal).

Por el contrario, AUDASA cumplía el requisito esta-
blecido respecto a que el volumen del capital desembol-
sado debía alcanzar al menos el 10 por 100 del total de 
recursos movilizados, ya que su importe a 31 de diciem-
bre de 2001 suponía el 19,94 por 100 del total de recur-
sos movilizados y su saldo medio a lo largo de todo el 
ejercicio de 2001 representaba el 20,46 por 100.

AUDASA ha venido considerando que cumple el 
requisito de tener, como mínimo, el 45 por 100 de sus 
recursos movilizados en forma de recursos procedentes 
del ahorro exterior, al entender como tales los recursos 
obtenidos inicialmente en el mercado interior mediante 
la emisión de obligaciones en pesetas (por un importe 
nominal de 472.997 miles de euros a 31 de diciembre 
de 2001) que mediante la realización de operaciones 
swap (permutas financieras) ha convertido en deudas 
con entidades del exterior y en moneda extranjera por 
un importe de 342.971 miles de euros (contravalor del 
importe de los contratos swap a los tipos de cambio 
asegurados), lo que elevaría el porcentaje antes men-
cionado por encima del límite legal y daría lugar a que 
el porcentaje de endeudamiento en moneda nacional 
fuese inferior  al máximo establecido en el 45 por 100, 
y se cumpliesen los requisitos legales.

Sin embargo, esta opinión no es compartida por el 
Tribunal ya que los contratos de permuta financiera no 
constituyen una aportación de recursos procedentes del 
exterior, sino un mero mecanismo de conversión de la 
deuda en pesetas (o en euros) que la Sociedad tiene (y 
mantiene hasta su fecha de vencimiento) con los obli-
gacionistas nacionales.

Los contratos de permuta financiera existentes  
en 2001 y que afectaban a las emisiones de obligaciones 
vivas realizadas en el mercado nacional en pesetas obe-
decían a operaciones de refinanciación de deudas deriva-
das de emisiones de obligaciones en el mercado interior 
con las que habían ido sustituyendo empréstitos concer-
tados inicialmente en el exterior en moneda extranjera.

Mediante los contratos de permuta financiera 
AUDASA adquiere el compromiso de pagar el princi-
pal y los intereses de una deuda en moneda extranjera a 
la entidad financiera con la que realiza el contrato, a 
cambio de que ésta se comprometa a pagar el principal 
y los intereses del empréstito emitido por AUDASA en 
pesetas en el mercado nacional a sus respectivas fecha 
de vencimiento.

En concreto, los contratos de permuta financiera 
concertados por AUDASA en base a empréstitos emiti-
dos en pesetas incorporan los siguientes compromisos:

— Intercambio inicial de principales. AUDASA 
cede a la Entidad financiera contratante el importe neto 
en pesetas de la emisión de obligaciones al tiempo que 
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la entidad financiera entrega a AUDASA el valor equi-
valente en moneda extranjera del principal (nominal) 
del empréstito. Esta última cantidad la aplica AUDASA 
a amortizar la deuda primitiva denominada en moneda 
extranjera que se está refinanciando.

— Intercambio de intereses. AUDASA se compro-
mete a realizar pagos anuales en moneda extranjera en 
concepto de intereses a la Entidad financiera por las 
cantidades recibidas de ésta. Por su parte, la Entidad 
financiera se compromete a pagar a AUDASA unos 
intereses anuales en pesetas fijados sobre el principal 
del empréstito, intereses que son generalmente superio-
res a los que devenga el empréstito para los obligacio-
nistas y que se pagan en las mismas fechas que éstos.

— Intercambio de principales al vencimiento de la 
emisión de obligaciones. A esta fecha, AUDASA se 
compromete a devolver a la Entidad financiera la canti-
dad en moneda extranjera recibida de ella, al tiempo 
que la entidad financiera deberá entregar a AUDASA el 
importe del principal del empréstito en pesetas.

Los tipos de interés pactados para la deuda en 
moneda extranjera resultan sensiblemente inferiores a 
los establecidos para los empréstitos en pesetas, debi-
do, fundamentalmente, al mayor riesgo de variación del 
tipo de cambio que tenía la peseta en la fecha en que se 
concertaron los contratos frente a las monedas en que 
se realizó el contrato de permuta financiera (yen, franco 
suizo, marco alemán o ECU). Puesto que AUDASA 
cuenta con la cobertura de las diferencias de cambio 
por el Estado, debiendo proporcionar el Banco de 
España las divisas necesarias para hacer frente al pago 
de los intereses y los principales a los tipos de cambio 
de la fecha origen de la operación, esta actuación aba-
rata sensiblemente la financiación para AUDASA. 

Además, AUDASA cuenta con el beneficio tributa-
rio adicional de que los intereses devengados por los 
empréstitos emitidos en el mercado nacional tienen 
una bonificación del 95 por 100 del Impuesto sobre 
las Rentas del Capital (actualmente aplicable a los 
rendimientos de los empréstitos que tributan por el 
I.R.P.F. o por el Impuesto sobre Sociedades al haber 
desaparecido el que gravaba las Rentas del Capital), 
lo que le permite realizar sus emisiones de emprésti-
tos a tipos de interés más bajos que los de mercado, 
por su mayor rentabilidad financiero-fiscal, y obtener 
de la Entidad financiera con la que realiza los contra-
tos de permuta financiera unos rendimientos al perci-
bir de ella intereses superiores a los que paga a los 
obligacionistas.

Como se deduce de lo expuesto, la permuta finan-
ciera no es una operación de financiación, o que aporte 
recursos del exterior, sino que es únicamente un medio 
que tiene a su disposición la Sociedad para, aprove-
chando que obtiene financiación interior a costes más 
baratos utilizando los beneficios tributarios, refinanciar 
su endeudamiento y transformar el endeudamiento 
obtenido en el mercado interior en pesetas (en euros 

ahora) en endeudamiento exterior en moneda extranje-
ra. Los contratos de permuta financiera suscritos por 
AUDASA no implican una aportación de fondos neta 
para ésta, sino que constituyen meramente un intercam-
bio de principales al origen y al final de la vida del 
empréstito (de sus importes en moneda extranjera y 
pesetas en el momento inicial y a la inversa al venci-
miento) y también de la deuda por intereses en moneda 
nacional por moneda extranjera. 

Por todo ello, no puede entenderse cumplido por la 
existencia de estos contratos de permuta financiera el 
requisito establecido por la normativa legal aplicable a 
los concesionarios de autopistas de peaje en cuanto al 
porcentaje en el que los recursos ajenos deben proceder 
del ahorro exterior.

El Tribunal no comparte las alegaciones formuladas 
por la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales 
(SEPI) sobre este asunto por las razones expuestas y 
porque el cumplimiento de la normativa vigente obliga 
a computar las emisiones de obligaciones denominadas 
en moneda nacional como ahorro interior independien-
temente de las permutas financieras de que hayan sido 
objeto.

Por lo que se refiere a AUCALSA, las limitaciones 
legales establecidas a su forma de financiación eran las 
siguientes:

— El porcentaje del capital social desembolsado 
será como mínimo el 20 por ciento del total de los 
recursos movilizados (cláusulas 29 y 30 del Pliego de 
Cláusulas Generales y artículo 7.º del Decreto de adju-
dicación).

— Los recursos ajenos movilizados procedentes 
del ahorro exterior supondrán, en todo momento al 
menos el 40 por ciento del total de recursos moviliza-
dos (artículo 8.º del decreto de adjudicación y cláusu- 
la 31 del Pliego de Cláusulas Generales).

— La colocación en el mercado interior de capita-
les de obligaciones bonos u otros títulos semejantes que 
representen una deuda del concesionario con terceras 
personas, incluidos los préstamos no representados por 
títulos valores, se limitará en todo momento al 40 por 
ciento del total de los recursos movilizados (artículo 8 
del decreto de adjudicación, cláusula 31 del Pliego de 
Cláusulas Generales y cláusula 5.ª b) del Pliego de 
Cláusulas Particulares).

— En el anexo 4 se exponen los importes de los 
conceptos mencionados (capital social, recursos ajenos 
procedentes del ahorro exterior y recursos ajenos obte-
nidos del mercado interior mediante endeudamiento 
financiero) que mantenía AUCALSA a 31 de diciembre 
de 2001 y a 31 de diciembre de 2000, así como los por-
centajes que representaban sobre el total de recursos 
movilizados a esas fechas.

Del examen de estas cifras y porcentajes se deduce 
que AUCALSA incumplía, a 31 de diciembre de 2001 
y a lo largo de todo el ejercicio, tanto el porcentaje 
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mínimo de endeudamiento en el mercado exterior como 
el porcentaje máximo establecido para la financiación 
en el mercado interior con capitales procedentes de 
obligaciones y préstamos. El porcentaje de endeuda-
miento en préstamos y créditos procedentes del exterior 
era del 9,2% a 31 de diciembre de 2001, habiendo sido 
del 9,2% a 31 de diciembre de 2000; y el porcentaje 
que representaban los recursos ajenos procedentes del 
mercado interior mediante empréstitos y préstamos era 
del 42% a 31 de diciembre de 2001 y había sido tam-
bién del 42% a 31 de diciembre de 2000.

Como en el caso de AUDASA, la Sociedad 
AUCALSA y su matriz ENAUSA han manifestado que 
entienden que cumplen los requisitos legales al conside-
rar como endeudamiento en el exterior la deuda en 
moneda extranjera resultante de los contratos de permuta 
financiera de que han sido objeto las emisiones de obli-
gaciones realizadas en el mercado interior, que tenían un 
saldo vivo a 31 de diciembre de 2001 de 408.688 miles 
de euros. Como consecuencia de las permutas financie-
ras realizadas sobre la mayor parte de estas emisiones, 
AULCASA había trasladado esas deudas a deudas en 
moneda extranjera con un contravalor a los tipos de cam-
bio asegurados de 220.943 miles de euros. Como ya se 
ha indicado, los contratos de permuta financiera no apor-
tan recursos ajenos a la financiación de la Sociedad, 
proviniendo tales recursos del mercado interior, por lo 
que procede considerar ese endeudamiento convertido 
en moneda extranjera no como financiado con recursos 
procedentes del ahorro exterior sino como obtenido del 
ahorro nacional.

El Tribunal no comparte las alegaciones formuladas 
por la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales 
(SEPI) sobre este asunto por las razones antes citadas y 
porque el cumplimiento de la normativa vigente obliga 
a computar las emisiones de obligaciones denominadas 
en moneda nacional como ahorro interior independien-
temente de las permutas financieras de que hayan sido 
objeto.

Los incumplimientos legales de AUDASA y 
AUCALSA en el año 2001 respecto de los porcentajes 
de recursos movilizados que deben mantener estas 
sociedades en forma de recursos ajenos procedentes del 
ahorro exterior y del ahorro interior analizados ante-
riormente ya se venían produciendo en el año 1995 y 
así se puso de manifiesto en el Informe del Tribunal de 
Cuentas sobre ENAUSA referido a ese ejercicio. La 
Comisión Mixta Congreso-Senado para las Relaciones 
con el Tribunal de Cuentas en su Resolución de fecha 
23 de noviembre de 1999, asumiendo las conclusiones 
y recomendaciones del Informe del Tribunal, acordó 
«instar al Gobierno a adoptar las medidas necesarias 
para adecuar a la situación actual los porcentajes de 
recursos mínimos procedentes del ahorro exterior que 
las Sociedad AUDASA y AUCALSA deben mantener, 
de acuerdo con la finalidad de garantía de los mismos» 
y «para adecuar la situación actual de los porcentajes 

legales para la financiación ajena procedente del exte-
rior y los recursos obtenidos en el interior».

Sin embargo, pese al contenido de estas resolucio-
nes, la situación de incumplimiento legal en este aspec-
to no sólo no se ha solucionado sino que se ha agrava-
do, como pone de manifiesto la comparación de los 
porcentajes de recursos ajenos procedentes del ahorro 
exterior e interior que mantenían las sociedades AUDA-
SA y AUCALSA en 1995 con los existentes en 2001, 
sin que en este supuesto se haya producido cambio en 
la legislación aplicable.

En el caso de AUDASA, el porcentaje medio para el 
año 1995 que la Sociedad mantenía en forma de recur-
sos procedentes del ahorro exterior era del 39,7% y en 
el año 2001 ese porcentaje había descendido al 33,7%; 
es decir, en ambos casos inferior al 45% requerido, 
pero con mayor diferencia respecto al mínimo legal en 
el año 2001. Por otra parte, en el año 1995 esta Socie-
dad cumplía el requisito legal de que el porcentaje de 
recursos procedentes del ahorro interior fuera inferior 
al 45% ya que el porcentaje medio para ese año era del 
32,9%, y, sin embargo, en el año 2001 se incumplía ese 
requisito al ser el porcentaje medio de recursos proce-
dentes del ahorro interior del 45,8%.

En el caso de AUCALSA se da una situación simi-
lar. En el año 1995 esta Sociedad incumplía los requisi-
tos legales de que el porcentaje mínimo de recursos 
procedentes del ahorro exterior fuera del 40% y el por-
centaje de recursos procedentes del ahorro interior 
fuera como máximo del 40%, siendo los porcentajes 
mantenidos a 31 de diciembre de 1995 del 12,6% y del 
43,3%, respectivamente. A 31 de diciembre de 2001 el 
grado de incumplimiento de tales requisitos legales 
había aumentado, siendo el porcentaje de recursos pro-
cedentes del ahorro exterior del 9,2%, aunque el por-
centaje de recursos procedentes del ahorro interior, del 
42%, era inferior al existente a 31 de diciembre de 
1995, que era del 43,3%.

Por otra parte, tanto los importes de los recursos 
movilizados procedentes del ahorro interior como los 
importes del total de recursos movilizados (que se 
reflejan en los cuadros de los ANEXOS 3 y 4 referidos, 
respectivamente, a AUDASA y AUCALSA), resultan 
infravalorados debido a que los importes de las emisio-
nes de obligaciones emitidas originalmente en pesetas 
figuran no por sus valores nominales sino por el contra-
valor a cambio asegurado de la deuda en moneda 
extranjera obtenido como consecuencia de los contra-
tos de permuta financiera de que han sido objeto los 
fondos obtenidos por las Sociedades concesionarias 
respecto a la mayor parte de sus emisiones de obliga-
ciones en el mercado interior.

A 31 de diciembre de 2001 AUDASA tenía vivas 
emisiones de obligaciones efectuadas en el mercado 
interior por un importe nominal total de 472.997 miles 
de euros, que se habían convertido como consecuencia 
de varios contratos swap en deudas en moneda extran-
jera por un importe total de 342.971 miles de euros 
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(cifra ésta que es la que figura en el ANEXO 3 como 
valor de las obligaciones emitidas en el mercado inte-
rior). Sin embargo, el recurso al ahorro interior ha sido 
realmente por el importe del nominal de esas emisiones 
que es el importe de la deuda captada en el mercado y 
contraída con los obligacionistas que AUDASA tiene 
que devolver a la fecha de vencimiento de los emprésti-
tos. Considerando pues el valor nominal de las emisio-
nes de obligaciones en el mercado interior, el total de 
recursos procedentes del ahorro interior a 31 de diciem-
bre de 2001, asciende a 602.066 miles de euros, siendo 
el total de los recursos movilizados de 1.112.610 miles 
de euros, con lo que el porcentaje de recursos naciona-
les movilizados se eleva al 54,1%.

Respecto a AUCALSA se da una situación análoga, 
debido a que el importe (consignado en el ANEXO 4) 
correspondiente a las emisiones de obligaciones en el 
mercado interior es de 220.943 miles de euros, contra-
valor de los contratos swap correspondientes a emisio-
nes de obligaciones vivas por un importe nominal de 
408.688 miles de euros. Considerando esta última cifra, 
el importe total de los recursos procedentes del ahorro 
interior captados por AUCALSA a 31 de diciembre de 
2001 asciende a 468.882 miles de euros, siendo el total 
de recursos movilizados de 856.816 miles de euros, con 
lo que resulta que el porcentaje de recursos nacionales 
movilizados se eleva al 54,7%.

Aunque desde la perspectiva particular de las Socie-
dades concesionarias AUDASA y AUCALSA pudiera 
parecer pertinente considerar sólo los importes netos de 
las obligaciones emitidas en el mercado interior de las 
cuales ellas son deudoras (consignadas en los anexos 3 
y 4), ello no resulta procedente desde la perspectiva de 
la economía nacional considerada en su conjunto (o 
desde la perspectiva del Estado), que es la contemplada 
en la legislación aplicable (en este sentido, el gasto fis-
cal originado al Estado por el beneficio tributario de la 
exención del 95% del antiguo impuesto de Rentas del 
Capital -hoy IRPF o Impuesto de Sociedades- se viene 
produciendo sobre los intereses del total nominal de las 
emisiones de obligaciones vivas y no sobre los de la 
deuda neta de AUDASA y AUCALSA).

En resumen puede establecerse que en el ejercicio 
de 2001 en las sociedades AUDASA y AUCALSA los 
incumplimientos legales denunciados por el Tribunal 
de Cuentas en su Informe sobre estas Sociedades referi-
do al año 1995 continuaban produciéndose de una 
forma más grave y acusada que entonces, en lo referen-
te a los porcentajes de recursos procedentes del ahorro 
exterior e interior que deben mantener dichas socieda-
des sobre el total de sus recursos movilizados; sin que 
se hayan atendido ni por las Sociedades ni por la Admi-
nistración del Estado las recomendaciones hechas por 
el Tribunal y asumidas en las resoluciones de la Comi-
sión Mixta Congreso-Senado para las Relaciones con 
el Tribunal de Cuentas de 23 de noviembre de 1999.

B) Recomendaciones y Resoluciones relativas al 
periodo de financiación máximo.

A esta cuestión se refieren la conclusión número 3 
del Informe del Tribunal del año 1995 y los acuerdos 
números 2, 6 y 8 de la Resolución de la Comisión 
Mixta Congreso-Senado para las Relaciones con las 
Cortes, transcritas en la parte introductoria de este 
Informe.

Como se ha indicado anteriormente, los Reales 
Decretos 173/2000 y 392/2000 que modificaron deter-
minados términos de las concesiones otorgadas a 
AUDASA y AUCALSA para la construcción y explota-
ción de las autopistas del Atlántico y Campomanes-
León, han variado la normativa existente al modificar la 
cláusula 46 del Pliego de Cláusulas generales, aproba-
do por el Decreto 215/1993, ampliando el término del 
período de financiación máximo hasta la fecha final del 
periodo concesional, que antes estaba establecido en el 
50% del periodo de duración de las concesiones. Por 
otra parte, la duración de las concesiones otorgadas a 
AUDASA y AUCALSA se ha visto ampliada en 25 
años en ambos casos, incrementándose también con 
ello el periodo máximo de financiación y, en conse-
cuencia, el período en que ambas concesionarias pue-
den disfrutar de los beneficios económico-financieros y 
tributarios que el Estado otorga a su endeudamiento 
financiero.

Estas modificaciones de la normativa aplicable 
sobre el periodo máximo de financiación (período en el 
que las concesionarias podrán endeudarse para hacer 
frente a la inversión real y a los gastos financieros pre-
vistos y disfrutar, en consecuencia, de los beneficios 
tributarios y económico-financieros otorgados a su 
endeudamiento) dejan sin efecto lo establecido en las 
recomendaciones del Tribunal y en los acuerdos de la 
Comisión Mixta Congreso-Senado a este respecto. La 
nueva regulación legal plantea, no obstante, otras cues-
tiones.

Tanto la ampliación del período máximo de finan-
ciación, como su consecuencia más significativa desde 
el punto de vista económico, que es la ampliación del 
periodo de disfrute por parte de las concesionarias 
AUDASA y AUCALSA de los beneficios tributarios y 
económico-financieros otorgados por el Estado, como 
el aumento del periodo de vigencia de estas concesio-
nes en un plazo de 25 años, supone para estas concesio-
narias un cuantioso volumen de recursos económicos 
proveniente tanto de los mayores beneficios tributarios 
y económico-financieros a financiar por el Estado 
como de los mayores volúmenes globales de ingresos 
por peajes de las autopistas del Atlántico y Campoma-
nes-León. De acuerdo con la legislación aplicable, la 
modificación de las características de los servicios con-
tratados y las tarifas a abonar por los usuarios por razo-
nes de interés público y la ampliación de una autopista 
por parte del Gobierno podrán dar lugar a la ampliación 
total o parcial del plazo de la concesión y a mantener 
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los beneficios otorgados al concesionario por toda la 
extensión del plazo ampliado, pero procurando el equi-
librio económico-financiero de la concesionaria y de 
forma que queden compensados el interés general y el 
interés de la empresa explotadora.

La determinación de la concurrencia del equilibrio 
económico-financiero requerido por la nueva ordena-
ción legal resulta de especial interés por cuanto la con-
cesión de nuevos beneficios a los titulares de las auto-
pistas queda condicionado a que aquel equilibrio se 
produzca.

Sin embargo, esta fiscalización, de acuerdo con las 
directrices técnicas aprobadas al efecto, no ha tenido 
por objeto el análisis del equilibrio económico-finan-
ciero de las concesiones ni el del modo en que las 
modificaciones normativas han influido en el manteni-
miento de la correcta correspondencia entre los interese 
públicos y los de las Empresas concesionarias. Las 
cuestiones analizadas en estas actuaciones han puesto 
de manifiesto, en todo caso, el volumen de algunos de 
los datos relacionados con el resultado económico-
financiero de las concesiones. En el caso de AUDASA, 
la ampliación de los beneficios tributarios de la bonifi-
cación del 95% del IRPF o del Impuesto de Sociedades 
que grava los rendimientos (intereses) de los emprésti-
tos, durante 43 años más, se aplica sobre un volumen 
estimado de endeudamiento interior de 536 millones de 
euros de media anual; produciéndose además un 
aumento sustancial del beneficio de cobertura del ries-
go de cambio asumido por el Estado (que alcanzaba un 
importe de 355,9 millones de euros a 31 de diciembre 
de 2001) al extenderse éste hasta la cancelación de la 
deuda del concesionario en el año 2042. En cuanto a 
AUCALSA la bonificación del 95% del IRPF o del 
Impuesto de Sociedades que grava los rendimientos de 
las emisiones de obligaciones se amplia durante 23 
años más a un volumen medio estimado de emisiones 
vivas de 431 millones de euros.

Por otra parte, como se ha expuesto en anteriores 
epígrafes, resulta cuestionable la legalidad de la exten-
sión de los beneficios económico-financieros que se 
contempla en los Reales Decretos 173/2000 y 392/2000 
lo que se refiere al seguro de cambio que autorizaba el 
derogado artículo 13 c) de la Ley 8/1972.

En los anexos 5 y 6 se muestra el detalle del endeu-
damiento de las Sociedades AUDASA y AUCALSA, 
respectivamente, a 31 de diciembre de 2001. Para cada 
préstamo o empréstito se indica el importe del nominal 
en la divisa o moneda en que está denominado y su 
importe respectivo en euros, calculado generalmente al 
tipo de cambio asegurado correspondiente al existente 
a la fecha de disposición de los fondos. Para los 
empréstitos (emisiones de obligaciones) que han sido 
objeto de operaciones swap el importe en divisas que 
figura es el que corresponde a la deuda contraída por la 
Sociedad concesionaria que resulta como contrapartida 
del contrato swap indicándose el importe del nominal 
de la emisión (originalmente hecha en pesetas) en 

millones de euros en la columna denominada «Emisión 
de oblig.»

En resumen, en base a los Reales Decretos promul-
gados en el año 2000, se ha producido una importante 
ampliación del periodo en que el Estado mantiene los 
beneficios económicos a las concesionarias, entre ellos 
el de dar cobertura a las diferencias de cambio que se 
produzcan, con la consiguiente repercusión económica 
para las Sociedades concesionarias y para el Estado.

En el ejercicio 2001 el coste para el Estado del ase-
guramiento de las deudas en moneda extranjera de 
AUDASA ha sido de 20.287 miles de euros, de los cua-
les 254 miles de euros correspondían diferencias nega-
tivas de cambio en la amortización parcial de un présta-
mo y el resto a diferencias de cambio relacionados con 
el pago de intereses. En el caso de AUCALSA el 
importe de las diferencias de cambio costeadas y paga-
das por el Estado ascendió a 16.989 miles de euros, 
debidas en su totalidad al pago de intereses de deudas 
en moneda extranjera. Estos pagos del Estado reducen 
en igual medida los devengos en concepto de intereses 
y diferencias negativas de cambio realizadas a cargo de 
las sociedades AUDASA y AUCALSA, que ven así 
disminuidos sus gastos financieros.

Los devengos por intereses y amortización del prin-
cipal de los préstamos y empréstitos en moneda extran-
jera de AUDASA y AUCALSA que cuentan con el tipo 
de cambio asegurado a cargo del Estado, se producen 
en moneda extranjera y el Estado está obligado a través 
del Banco de España a facilitar las divisas necesarias 
para el pago de los intereses y el principal (en caso de 
amortización total o parcial del préstamo) al tipo de 
cambio asegurado (el existente a la fecha de disposi-
ción del préstamo o empréstito) cubriendo el Estado la 
diferencia que resulta entre el tipo de cambio asegurado 
y el del día en que se desembolsan las divisas. De 
hecho, las Sociedades concesionarias para obtener las 
divisas necesarias para el pago de los intereses y el 
principal de sus deudas en moneda extranjera abonan al 
Banco de España únicamente el importe en euros (antes 
en pesetas) que resulta de aplicar el tipo de cambio ase-
gurado, constando en su contabilidad exclusivamente 
este importe.

Aunque el seguro de cambio a cargo del Estado 
abarca tanto las diferencias de cambio que se producen 
en los devengos por intereses como las producidas en 
los principales de los préstamos y empréstitos, éstas 
últimas raramente se han materializado en el caso de 
AUDASA y AUCALSA. Ello se debe a que estas 
Sociedades desde la fecha de su creación hasta el ejer-
cicio 2001 han venido sistemáticamente refinanciando 
sus préstamos y empréstitos en moneda extranjera a su 
vencimiento mediante la concertación de otros présta-
mos por igual importe también en moneda extranjera o 
mediante la emisión de obligaciones en el mercado 
interior, por importes equivalentes en moneda nacional 
a la deuda en moneda extranjera que se amortizaba, 
transformándose tales emisiones de obligaciones, a tra-



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

64

vés de operaciones swap, en deudas en moneda extran-
jera. Con ello se ha evitado la realización de las dife-
rencias de cambio acumuladas en esas deudas.

Este mecanismo ha producido una acumulación de 
diferencias negativas de cambio no realizadas que a 31 
de diciembre de 2001 ascienden según la estimación 
realizada a 355.907.033 euros en AUDASA y 
242.076.998 euros en AUCALSA, correspondientes a  
los principales de las deudas en moneda extranjera y a 
los intereses devengados y no pagados que las conce-
sionarias tienen a esa fecha. Estas diferencias negativas 
de cambio son en gran medida irreversibles y las origi-
nadas por las monedas desaparecidas con la implanta-
ción del euro (deudas en Ecus y marcos alemanes, 
principalmente) deberían haberse materializado ya 
dado que procedería considerarlas como realizadas. En 
cualquier caso, habrán de ser pagadas por el Estado en 
el futuro a medida que se produzca su vencimiento.

Las modificaciones habidas en el periodo máximo 
de financiación y en la duración de las concesiones 
otorgadas a AUDASA y AUCALSA han permitido el 
diferimiento de las fechas de vencimiento del endeuda-
miento en moneda extranjera asegurado por el Estado 
de estas Sociedades y, en consecuencia, también el de 
la materialización de las diferencias de cambio y su 
pago por el Estado. Dado que el mayor volumen de esa 
deuda está denominado en yenes japoneses y francos 
suizos, existe el riesgo de que las diferencias de cambio 
no realizadas aumenten en el futuro y, por tanto, tam-
bién sea mayor el gasto para el Estado.

Si se compara el volumen de diferencias negativas de 
cambio no realizadas existente a 31 de diciembre  
de 2001 con el que existía a 31 de diciembre de 1995 
(que consta en el anterior Informe del Tribunal) se 
observa que éstas han crecido de forma significativa. 
En AUDASA ha pasado de 267,7 millones de euros del 
año 1995 a 355,9 millones en el año 2001 y en AUCALSA 
de 211,4 millones de euros del año 1995 a 242 millones 
en el año 2001.

Según la memoria de la Delegación del Gobierno en 
las sociedades Concesionarias de Autopistas de Peaje 
del año 2001, el riesgo de cambio (diferencias de cam-
bio no realizadas) asumido por el Estado por las princi-
pales de las deudas en moneda extranjera del conjunto 
de los concesionarios de autopistas era a 31 de diciem-
bre de 2001 de 900,3 millones de euros, habiendo dis-
minuido con respecto al existente a 31 de diciembre de 
1995, que era de 1.293,4 millones de euros, debido fun-
damentalmente a los elevadísimos pagos asumidos por 
el Estado entre 1981 y 2001 como consecuencia de la 
amortización de las deudas en moneda extranjera de los 
concesionarios de autopistas privados. En el año 2001 
el total de pagos realizados por el Estado como conse-
cuencia del seguro de cambio fue de 223,2 millones de 
euros, de los cuales 167,2 corresponden a amortizacio-
nes de deudas y 61 millones de euros a intereses.

III.3  Cumplimiento por AUDASA y AUCALSA de la 
legalidad aplicable a su financiación a 31 de 
diciembre de 2001

Lo expuesto anteriormente pone de manifiesto el 
resultado del análisis de determinados aspectos del 
cumplimiento de la legalidad aplicable a la financia-
ción de AUDASA y AUCALSA a 31 de diciembre de 
2001, cuestión sobre la que cabe hacer, además, las 
observaciones siguientes:

A) Respecto al aseguramiento del cambio por el 
Estado en el endeudamiento en moneda extranjera.

Como puede observarse en el Anexo 5, que muestra 
el detalle del endeudamiento correspondiente a AUDA-
SA, a 31 de diciembre de 2001 hay un conjunto de 
préstamos cuya fecha de entrada en el seguro de cam-
bio es posterior al 31 de julio de 1988 (concertados, 
pues, con posterioridad a esa fecha). Los préstamos o 
deudas en los que concurre esta circunstancia son los 
siguientes:

a) Emisión de obligaciones por un nominal de 
20.000 millones de yenes efectuada con fecha 16 de 
diciembre de 1988 suscrita, y refinanciada en 1996, 
enteramente por la entidad NIKKO EUROPE, con 
cambio asegurado inicialmente en 92,135 yenes por 
100 pesetas (equivalente a 0,0055374250 euros/yen), 
por lo que resulta una deuda por importe de 110.748.500 
euros a tipo de cambio asegurado. Esta deuda figura 
registrada en el balance de AUDASA por un importe de 
133.410.263 euros a 31 de diciembre 2001. La diferen-
cia entre los dos importes citados (22.661.763 euros) se 
debe a que con fecha 31 de diciembre de 1998, en vir-
tud de un acuerdo entre AUDASA y la Administración 
General del Estado, se cancela el seguro de cambio a 
cargo del Estado con esa fecha, siendo a cargo de 
AUDASA las diferencias de cambio que puedan surgir 
con posterioridad a la fecha citada con respecto al tipo 
de cambio peseta/yen existente en esa misma fecha 
(125,416 pesetas/100 yenes). La diferencia entre el 
importe contabilizado de este empréstito (133.410.263 
euros) a 31 de diciembre de 2001 y el que corresponde-
ría al calculado al tipo de cambio asegurado inicial-
mente (110.748.500 euros) se debe a la diferencia 
negativa de cambio a cargo de AUDASA existente a la 
fecha de 31 de diciembre de 2001 entre la cotización 
del yen a esta fecha y el máximo tipo de cambio que 
cubre el Estado establecido el 31 de diciembre de 1998 
(las citadas 125.416 pesetas/100 yenes).

b) Emisión de obligaciones por importe de 10.000 
millones de yenes, efectuada el 20 de marzo de 1992 y 
suscrita enteramente por la entidad AOZORA BANK, 
cuyo contravalor al tipo de cambio asegurado de 78,221 
pesetas/100 yenes es de 47.011.768 euros. Del importe 
total de esta emisión autorizada por la Dirección Gene-
ral del Tesoro y Política Financiera, 21.913.502 euros 
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se destinaron a amortizar unas deudas existentes ante-
riormente, y el resto (25.098.266 euros) correspondía a 
nuevo endeudamiento destinado a financiar nuevas 
inversiones.

c) Emisión de obligaciones por importe de 150 
millones de francos suizos efectuada con fecha de 13 
de mayo de 1993 y suscrita por la entidad CREDIT 
SUISSE, cuyo contravalor al tipo de cambio asegurado 
de 80,9 pesetas/francos suizos es de 72.932.819 euros. 
Dicha emisión autorizada por la Dirección General del 
Tesoro y Política Financiera fue destinada a refinanciar 
deudas anteriormente existentes por importe de 
59.890.856 euros y el resto, por importe de 12.501.963 
euros, corresponde a endeudamiento adicional para 
financiar nuevas inversiones.

d) Préstamo del Banco Europeo de Inversiones 
(BEI), desembolsado con fecha 25 de marzo de 1996, 
por un importe de 31.450.000 ecus, a pagar en ocho 
anualidades, la primera con vencimiento el 25 de marzo 
de 1999 y la última el 25 de marzo de 2006. El saldo 
vivo de este préstamo a 31 de diciembre de 2001 es de 
18.384.866 euros, contravalor de 19.656.250 Ecus 
valorados al tipo de cambio asegurado de 155,624 
pesetas/ECU (ó 0,95531908 euros/ECU). Este présta-
mo supuso en su momento un aumento del endeuda-
miento de AUDASA y estaba destinado a nuevas inver-
siones.

e) Contrato swap con la entidad J. P. Morgan chase 
london, concertado en mayo de 1996, según el cual a 
cambio de la entrega de 14.538 millones de pesetas por 
parte de AUDASA (obtenidos de una emisión de obliga-
ciones en el mercado interior por un importe nominal de 
15.000 millones de pesetas), esta última sociedad obtie-
ne 46.252.088 ECUS, 64.904.475 marcos alemanes y 
22.564.974 francos suizos, lo que totaliza un importe de 
63.124.337 euros, contravalor de los anteriores importes 
a los tipos de cambio asegurados. Esos importes debe-
rán ser devueltos por AUDASA a J. P. Morgan chase 
london el 17 de mayo de 2006 recibiendo la concesiona-
ria a cambio 15.000 millones de pesetas para afrontar el 
pago de la amortización de la emisión interior. Del total 
de las divisas recibidas mediante el contrato swap, 
25.690.430 ECUS (cuyo contravalor a tipo de cambio 
asegurado es de 20.352.136 euros) corresponden a 
financiación adicional para nuevas inversiones siendo el 
resto de los fondos obtenidos para refinanciar deudas 
existentes que se amortizan.

f) Contrato swap con Caja Madrid, concertado  
el 10 de junio de 1997, por el que AUDASA obtiene de 
esa entidad 30.171.373 Ecus equivalentes a 30.004.002 
euros a tipo de cambio asegurado, y le entrega 5.000 
millones de pesetas con fecha 30 de junio de 1997, a 
cambio de recibir a la fecha de vencimiento del contrato 
(30 de junio de 2007) 5.000 millones de pesetas contra 
la entrega de 30.171.373 ECUS. El contravalor en euros 
a tipo de cambio asegurado de la deuda en ECUS con-
traída por AUDASA es de 30.004.002 euros. Los 5.000 
millones de pesetas que AUDASA entrega a Caja 

Madrid en la fecha inicial del contrato habían sido obte-
nidos por la concesionaria mediante una emisión de 
obligaciones efectuada en el mercado interior en junio 
de 1997 y constituían una deuda adicional cuyos fondos 
estaban destinados a financiar nuevas inversiones.

Así pues, AUDASA, con posterioridad al 31 de julio 
de 1988, fecha de entrada en vigor de la Ley 25/1988 que 
derogó el apartado c) del artículo 13 de la Ley 8/1972 ha 
contraído nuevas deudas que suponían un aumento de su 
endeudamiento por un total de 228.120.652 euros, que la 
Sociedad tiene registrados a tipo de cambio asegurado y 
que cuentan con la autorización de la Dirección General 
del Tesoro y Política Financiera, con la obligación por 
parte del Banco de España de facilitar las divisas preci-
sas para hacer frente a los pagos de intereses y de los 
principales de esas deudas a los tipos de cambio a los 
que se dispusieron inicialmente los fondos.

Como se ha indicado anteriormente, de acuerdo con 
lo establecido en la Ley 8/1972 en su redacción poste-
rior a la Ley 25/1988, el nuevo endeudamiento concer-
tado en fechas posteriores al 31 de julio de 1988, prin-
cipalmente cuando no suponga refinanciación de los 
principales de deudas anteriormente concertadas, no 
debería contar con el aseguramiento del tipo de cambio 
a cargo del Estado que establecía el derogado aparta-
do c) del artículo 13 de la Ley 8/1972.

Sin embargo, teniendo en cuenta las alegaciones 
formuladas por SEPI al respecto, podría hacerse una 
interpretación de la normativa legal más favorable a los 
intereses de las sociedades concesionarias que llevaría 
a considerar inalterable el conjunto de las condiciones 
financieras establecidas en la concesión inicial durante 
todo el periodo para el que estas condiciones fueron 
fijadas en el momento de la adjudicación de la conce-
sión, lo que daría lugar a que el seguro de cambio se 
pudiese asumir por el Estado en todos los préstamos en 
moneda extranjera obtenidos dentro del periodo máxi-
mo de financiación originalmente establecido aun 
cuando estuviesen concertados después de promulgarse 
la Ley 25/1988.

Aún aceptando esta interpretación, en todo caso, las 
deudas en moneda extranjera de AUDASA concertadas 
con posterioridad a la fecha de 18 de agosto de 1993, 
que ascienden a un importe de 179.489.504 euros, ten-
drían que haber quedado excluidas del seguro de cam-
bio a cargo del Estado del que han venido disfrutando 
hasta el 31 de diciembre de 2001.

En cuanto a AUCALSA, entre las deudas que la 
Sociedad tenía a 31 de diciembre de 2001 (que figuran 
en el anexo 6) existe una deuda con la Entidad Aozora 
Bank, por un importe de 10.000 millones de yenes, y 
con un contravalor a cambio asegurado de 47.011.768 
euros, correspondiente a una emisión de bonos concer-
tada con fecha 20 de marzo de 1992, que supuso en su 
momento un aumento del endeudamiento de AUCAL-
SA destinado a financiar nuevas inversiones (las restan-
tes deudas se concertaron con anterioridad al 31 de 
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julio de 1988 o son refinanciaciones de deudas existen-
tes antes de esa fecha).

Teniendo en cuenta las alegaciones de SEPI y apli-
cando el criterio de interpretación de la normativa legal 
más favorable para el concesionario, en el caso de 
AUCALSA, en este préstamo sería correcta la asunción 
por el Estado del seguro de cambio.

B) Respecto a la devolución de los anticipos rein-
tegrables.

Dentro de los beneficios económico-financieros que 
podrían disfrutar los concesionarios de autopistas figu-
raba la posibilidad de obtener de la Administración del 
Estado anticipos sin interés reintegrables para atender a 
la financiación de las inversiones en las autopistas de 
peaje.

A las sociedades AUDASA y AUCALSA, en base a 
diversas normas, se les concedieron por el Estado antici-
pos reintegrables por importe total de 118,8 millones de 
euros a AUDASA y un importe de 51,8 millones a 
AUCALSA. Estas cantidades figuran como deuda de las 
Sociedades con el Estado a 31 de diciembre de 2001.

Con arreglo a los planes económico financieros 
vigentes de AUDASA y AUCALSA aprobados, respecti-
vamente, por los Reales Decretos 173/2000 y 392/2000, 
la devolución de los anticipos al Estado se preveía para 
los cinco ejercicios posteriores a aquél en que se hubiera 
amortizado la totalidad del endeudamiento interior y 
exterior (esta amortización podría diferirse hasta los 
cinco últimos ejercicios del periodo de duración de la 
concesión). En concreto, en el caso de AUDASA su plan 
económico financiero prevé que aquella devolución se 
efectúe totalmente entre los ejercicios de 2042 a 2044, 
ambos inclusive; y en el caso de AUCALSA, la devolu-
ción está prevista en su plan económico financiero para 
los ejercicios de 2040 y 2041, año este último en que se 
completaba la devolución total.

Sin embargo, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 13 f) de la Ley 8/1972 (en la nueva redacción 
introducida por la Ley 13/1996, de 30 de diciembre) la 
devolución de los anticipos debía iniciarse a partir del 
ejercicio en que comenzaran a obtenerse resultados 
económicos positivos, con arreglo al plan económico 
financiero de la oferta (del concesionario). En los pla-
nes económico-financieros vigentes antes de la publi-
cación de los Reales Decretos 173/2000 y 392/2000, se 
preveía que AUDASA y AUCALSA obtuvieran resul-
tados positivos en los años 1994 y 1999, respectiva-
mente, y de hecho los obtuvieron sin que procedieran a 
iniciar la devolución de los anticipos del Estado.

Lo regulado en el Real Decreto 173/2000 sobre los 
anticipos reintegrables percibidos por AUDASA no 
resulta acorde con lo ya entonces regulado por la Ley 
en el artículo 13 f) de la de Autopistas de Peaje tras su 
modificación por la Ley 13/1996. Las alegaciones de la 
SEPI sobre este particular no resultan atendibles por-
que el texto legal de referencia indica claramente que la 

devolución de los anticipos debe producirse a partir del 
momento en que las concesionarias obtengan benefi-
cios, de acuerdo con el plan económico financiero en 
que se determina el  ejercicio a partir del cual se han de 
obtener tales beneficios.

La existencia de resultados positivos en AUDASA a 
partir del año 1994 daba lugar a que concurriesen las 
circunstancias de hecho a las que el precepto condicio-
na la devolución de los anticipos reintegrables. Y ha de 
entenderse que, aunque los artículos 24, 25 y 25bis de 
la Ley 8/1972 autorizan al Gobierno para que, por razo-
nes de interés público, pueda ampliar o cambiar las 
características de una autopista y de la concesión 
correspondiente y compensar al concesionario por esas 
modificaciones mediante la ampliación del plazo 
vigente de la concesión, en cuyo caso se podrán mante-
ner los beneficios otorgados al concesionario por toda 
la extensión del plazo ampliado, ello no habilita a la 
Administración para regular o establecer condiciones 
particulares contrarias a lo establecido en el artículo 
13 f) de la Ley  8/1972.

Según el Real Decreto 1809/1994, que era la norma 
anterior aplicable sobre los anticipos reintegrables per-
cibidos por AUDASA (y que quedó parcialmente dero-
gada por lo dispuesto en el Real Decreto 173/2000), la 
devolución de los anticipos debía producirse entre los 
años 2000 y 2023 (año en que finalizaba la concesión 
antes de la ampliación de su duración en virtud del Real 
Decreto 173/2000); modificándose con ello lo previsto 
en los Reales Decretos 1725/1985 y 1553/1989 que 
establecían que la devolución de los anticipos reinte-
grables debía producirse a partir del momento en que la 
Sociedad obtuviera resultados positivos y no más tarde 
del ejercicio de 1994, criterio éste que estaba en línea 
con lo posteriormente establecido en el apartado f) del 
artículo 13 de la Ley 13/1996.

De acuerdo con el vigente tenor del artículo 13 f) de 
la Ley 8/1972, también resulta sin duda cuestionable 
que lo regulado en el Real Decreto 392/2000 sobre 
anticipos reintegrables se ajuste a esa norma. De haber-
se mantenido vigente lo previsto al respecto en el Real 
Decreto 79/1989 (más acorde con el criterio del nuevo 
apartado f) del artículo 13), AUCALSA, que a 31 de 
diciembre de 2001 tenía un saldo de anticipos reinte-
grables pendientes de devolver al Estado de 51.768 
miles de euros, habría tenido que comenzar a devolver 
esos anticipos a partir del ejercicio de 1999, año en que 
estaba previsto que obtuviera beneficios y de hecho los 
obtuvo. En el año 2001 los beneficios de la Sociedad 
han sido de un importe de 4.618 miles de euros, sin que 
se haya efectuado ninguna devolución de los anticipos 
debidos al Estado. En el actual Plan Económico-finan-
ciero de la Sociedad se prevé que la devolución de los 
anticipos se efectúe a partir del año 2040, año en que se 
amortizará totalmente el resto del endeudamiento de la 
Sociedad, de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 
392/2000.
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Además, AUDASA ya había incumplido lo estable-
cido en los Reales Decretos 1809/1994 y 1553/1989 
que le obligaban a comenzar la devolución de los anti-
cipos a partir del año 1994, o como máximo, entre los 
ejercicios de 2000 y 2023; y AUCALSA, había incum-
plido el Real Decreto 79/1989 según el cual debía 
comenzar a devolver los anticipos reintegrables a partir 
del año 1999.

IV. CONCLUSIONES

1. Las Sociedades AUDASA y AUCALSA no han 
cumplido las recomendaciones contenidas en el Infor-
me del Tribunal de Cuentas de fecha 29 de julio de 
1998 ni los acuerdos de la Resolución de la Comisión 
Mixta Congreso-Senado para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas de 23 de noviembre de 1999 que ins-
taban a la observancia de lo establecido en los Decretos 
1955/1973, de 17 de agosto, y 2417/1975, de 22 de 
agosto, respecto a los porcentajes de recursos mínimos 
procedentes del ahorro exterior que deben mantener 
sobre el total de recursos movilizados y a los porcenta-
jes máximos de recursos ajenos procedentes del ahorro 
interior sobre el total de recursos.

Tampoco la Administración del Estado ha atendido 
la Resolución por la que se le instaba a hacer cumplir 
estas obligaciones.

2. Lo establecido en las recomendaciones del Tri-
bunal de Cuentas y en los acuerdos de la Resolución 
Mixta Congreso-Senado para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas en relación con el periodo de finan-
ciación máximo ha quedado sin efecto al modificarse la 
normativa aplicable extendiendo la duración de dicho 
periodo de financiación hasta las fechas finales amplia-
das de las concesiones otorgadas a AUDASA y 
AUCALSA.

3. En los términos y por las razones que se expo-
nen en el cuerpo del informe resulta cuestionable la 
legalidad del mantenimiento del seguro de cambio por 
parte del Estado respecto al endeudamiento en moneda 

extranjera contraído por AUDASA con posterioridad  
a 18 de agosto 1993 y por AUCALSA con posteriori-
dad al 18 de octubre de 1998.

4. En igual modo, las disposiciones incluidas en 
los Reales Decretos 173/2000 y 392/2000 no resultan 
acordes con la norma del vigente apartado f) del artícu-
lo 13 de la Ley 8/1972 en cuanto a los períodos de 
devolución de los anticipos reintegrables concedidos 
por el Estado a AUDASA y AUCALSA.

V. RECOMENDACIONES

1. La Administración del Estado debería exigir el 
cumplimiento por AUDASA y AUCALSA de lo esta-
blecido en los vigentes Decretos 1955/1973 de 17 de 
agosto y 2417/1975 de 22 de agosto, en cuanto a los 
porcentajes máximos y mínimos de recursos ajenos 
procedentes del ahorro interior y exterior que las Socie-
dades deben mantener sobre el total de recursos movili-
zados para la inversión.

2. La Administración del Estado, teniendo en 
cuenta lo dispuesto en los Reales Decretos 173/2000 y 
392/2000, así como en el resto de la legislación aplica-
ble a las concesiones de autopistas, respecto a los bene-
ficios económico-financieros, debería analizar la legali-
dad del mantenimiento del seguro de cambio para el 
endeudamiento en moneda extranjera contraído o que se 
contraiga por AUDASA con posterioridad al 18 de 
agosto de 1993 o por AUCALSA con posterioridad al 
18 de octubre de 1998, fechas de vencimiento del perio-
do máximo de financiación inicialmente establecido.

3. La Administración debería tener en cuenta en la 
devolución de los anticipos reintegrables lo establecido 
en el artículo 13 f) de la Ley 8/1972,  por entender que 
lo dispuesto sobre este particular en los Reales Decre-
tos 173/2000 y 392/2000 no es acorde con lo previsto 
en aquel artículo.

Madrid, 22 de junio de 2004.—El Presidente, Ubal-
do Nieto de Alba.
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251/000051 (CD) 
771/000051 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en la Sección Cortes Generales del BOCG, de la Reso-
lución adoptada por la Comisión Mixta para las Rela-
ciones con el Tribunal de Cuentas sobre el informe de 
fiscalización de las subvenciones de ayuda oficial al 
desarrollo gestionadas por la Agencia Española de 
Cooperación Internacional (AECI), así como el infor-
me correspondiente.

Palacio del Congreso de los Diputados, 4 de mayo 
de 2005.—P. D. El Letrado Mayor de las Cortes Gene-
rales, Manuel Alba Navarro.

RESOLUCIÓN APROBADA POR LA COMISIÓN 
MIXTA PARA LAS RELACIONES CON EL TRI-
BUNAL DE CUENTAS EN RELACIÓN AL INFOR-
ME DE FISCALIZACIÓN DE LAS SUBVENCIO-
NES DE AYUDA OFICIAL AL DESARROLLO 
GESTIONADAS POR LA AGENCIA ESPAÑOLA 
DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL (AECI) 
(NÚM. EXPTE. CONGRESO: 251/000051 Y NÚM. 
EXPTE. SENADO: 771/000051) EN SU SESIÓN 

DEL DÍA 25 DE ABRIL DE 2006

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas, en su sesión del día 25 de abril  
de 2006, a la vista del Informe remitido por ese Alto 
Tribunal acerca del Informe de fiscalización de las sub-
venciones de ayuda oficial al desarrollo gestionadas 
por la Agencia Española de Cooperación Internacional 
(AECI):

ACUERDA

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas:

Insta al Gobierno a que:

1. Impulse las modificaciones normativas necesa-
rias en la normativa reguladora de la concesión de Ayu-
das Oficiales al Desarrollo, a fin de subsanar las caren-
cias puestas de manifiesto en el Informe del Tribunal de 
Cuentas.

Insta a la Agencia Española de Cooperación Internacio-
nal (AECI) a:

2. Adoptar las medidas procedimentales y organi-
zativas necesarias para que la concesión de las ayudas 
al desarrollo respondan a los principios de publicidad, 
libre concurrencia y objetividad, y su gestión sea lleva-
da por personal del propio Organismo.

3. Efectuar un adecuado seguimiento de las ayu-
das al desarrollo, reclamando la justificación en tiempo 
y forma de su aplicación a los proyectos para los que 
fueron otorgadas.

4. Impulsar la adopción de las medidas adecuadas 
para que se regulen de forma clara y precisa las subven-
ciones concedidas por la AECI, evitando las indefinicio-
nes puestas de manifiesto en este Informe. Asimismo, se 
recomienda revisar la normativa reguladora de las ayu-
das singulares de convocatoria abierta y permanente 
para poder dar pleno cumplimiento al principio de con-
currencia previsto en el artículo 81.6 del TRLGP.

5. Fortalecer el control de la aplicación de las sub-
venciones, implantando, por un lado, las medidas nece-
sarias para garantizar que los beneficiarios justifican la 
aplicación de los fondos recibidos dentro de los plazos 
establecidos y, por otro lado, las medidas que le permi-
tan verificar sin demora las justificaciones recibidas.

6. Establecer medidas adecuadas de control inter-
no que aseguren que todos los ingresos recibidos para 
financiar subvenciones de Ayuda Oficial al Desarrollo, 
tanto los derivados de convenios de colaboración como 
los procedentes de donaciones de particulares e institu-
ciones, se aplican sin dilación a la finalidad para la que 
estaban destinados.

7. Que la gestión de las subvenciones sea llevada a 
cabo por personal propio del Organismo.

8. Efectuar un puntual seguimiento de la aplica-
ción de los fondos librados a El Salvador para los dam-
nificados por los terremotos, hasta la conclusión defini-
tiva de todos los proyectos subvencionados y aplicar 
los reintegros que pudieran producirse a la finalidad 
para la que fueron aportadas las donaciones.

9. Adecuar la normativa reguladora de las subven-
ciones tanto a la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Coope-
ración Internacional, como a la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, así como al Plan 
Director de la Cooperación Española 2005-2008, con el 
objeto de preservar tanto los principios de publicidad, 
competencia y transparencia en el uso de los fondos 
públicos, como del cumplimiento de los objetivos de 
ayuda al desarrollo para los que se conceden dichas 
ayudas.

10. Mejorar los sistemas de seguimiento técnico y 
evaluación de tal forma que junto a una adecuada ges-
tión de los fondos públicos se logre la mayor eficacia 
posible en los objetivos de desarrollo.

11. Establecer protocolos claros y públicos de 
canalización de la ayuda y de gestión de los fondos de 
la misma ante las situaciones de Ayuda Humanitaria y 
de Emergencia, que garanticen tanto la perentoriedad 
de la llegada de la ayuda como el uso para la finalidad 
que ha sido recabada.

Palacio del Congreso de los Diputados, 25 de abril 
de 2006.—El Presidente, Francesc Antich Oliver.—El 
Secretario de la Comisión, José Ramón Mateos Martín.
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El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de 
su función fiscalizadora establecida en los artículos 2.a), 
9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, y 
a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 14 de la 
misma disposición y concordantes de la Ley 7/1988,  
de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuen-
tas, ha aprobado en su sesión de 15 de julio de 2004, el 
informe de fiscalización de las subvenciones de ayuda 
oficial al desarrollo gestionadas por la Agencia Españo-
la de Cooperación Internacional (AECI), ejercicio 2001, 
y ha acordado su elevación a las Cortes Generales, 
según lo prevenido en el artículo 28.4 de la Ley de Fun-
cionamiento.

ABREVIATURAS UTILIZADAS EN ESTE INFORME
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cional.
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Financiera.
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RTVE Radio Televisión Española.
US$ Dólar EE.UU.
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I. INTRODUCCIÓN

A. Antecedentes de la fiscalización

1.1 El Pleno del Tribunal de Cuentas, por acuerdo 
de 14 de febrero de 2002, aprobó el «Programa de Fis-
calizaciones del Tribunal de Cuentas para el año 2002». 
En este documento se encuadraba la presente fiscaliza-
ción, dentro del apartado IV.2 «Informes especiales a 
realizar por iniciativa del Tribunal».

1.2 Las Directrices Técnicas a que debía sujetarse 
la fiscalización fueron establecidas por acuerdo del 
Pleno de 25 de abril de 2002 con los objetivos y el 
alcance que se presentan en los puntos 1.13 a 1.15.

B. Naturaleza, organización y funciones de la AECI

1.3 La Agencia Española de Cooperación Interna-
cional (AECI) es un organismo autónomo de los previs-
tos en el artículo 43.1 a) de la Ley 6/1997, de 14 de 
abril, de Organización y Funcionamiento de la Adminis-
tración General del Estado, adscrito al Ministerio de 

Asuntos Exteriores (MAE), en la actualidad Ministerio 
de Asuntos Exteriores y Cooperación, a través de la 
Secretaría de Estado para la Cooperación Internacional 
y para Iberoamérica, actualmente Secretaría de Estado 
de Cooperación Internacional.

1.4 El Estatuto de la AECI fue aprobado por el 
Real Decreto 3424/2000, de 15 de diciembre. Se rige, 
igualmente, por la Ley 23/1998, de 7 de julio, de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo (en ade-
lante Ley de Cooperación); la Ley 6/1997, de 14 de 
abril, de Organización y Funcionamiento de la Admi-
nistración General del Estado; el Real Decreto legislati-
vo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presu-
puestaria (TRLGP) y por las demás normas aplicables a 
los organismos autónomos de la Administración Gene-
ral del Estado.

1.5 La Ley de Cooperación configura a la AECI 
como el órgano de gestión de la política española de 
cooperación internacional para el desarrollo. Los fines 
del Organismo, establecidos en su Estatuto, son los 
siguientes:
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— Contribuir al crecimiento económico y al pro-
greso social, cultural, institucional y político de los 
países en vías de desarrollo y, en especial, de los que 
tienen un ascendiente hispano.

— Fomentar la cooperación cultural y científica de 
España con los países en vías de desarrollo.

— Asegurar la concertación de las políticas de 
desarrollo con los países desarrollados especialmente 
en el ámbito de la Unión Europea.

1.6 La AECI, como órgano de apoyo del MAE 
para la gestión de la cooperación internacional al desa-
rrollo, está expresamente facultada para ejercer las 
funciones siguientes:

a) Apoyar al Secretario de Estado para la Coope-
ración Internacional y para Iberoamérica en la defini-
ción y ejecución de la política de cooperación para el 
desarrollo, llevando a cabo las tareas de programación, 
ejecución, seguimiento y control de las actividades 
consiguientes.

b) Fomentar la cooperación cultural y la pro-
moción de la cultura española con los países en vías 
de desarrollo 1, sin perjuicio de las competencias 
propias del Ministerio de Educación, Cultura y 
Deportes.

c) Diseñar, coordinar y ejecutar programas y pro-
yectos de cooperación para el desarrollo en el campo 
económico, así como en los de carácter social, cultural, 
educativo, científico y técnico.

d) Asegurar y coordinar la presencia institucional 
de España en organismos internacionales no financie-
ros de desarrollo.

e) Apoyar e incentivar las iniciativas públicas o 
privadas que contribuyan a la consecución de los fines 
de la Agencia.

f) Realizar y difundir estudios relevantes para el 
progreso de los países menos desarrollados.

g) Prestar apoyo y colaboración a otros Departa-
mentos ministeriales en el desarrollo de programas y 
proyectos de cooperación internacional.

h) Desarrollar, en el marco de la legislación vigen-
te, cuantas otras actividades puedan contribuir al cum-
plimiento de sus fines.

1.7 Los órganos de gobierno de la AECI son: el 
Presidente, que es el Secretario de Estado para la 
Cooperación Internacional y para Iberoamérica, el 
Secretario General, que tiene rango de Subsecretario, y 
el Comité de Dirección. Por su parte, la estructura orgá-
nica fijada en el Estatuto organiza el Organismo en los 
siguientes órganos directivos bajo la dependencia 
inmediata del Secretario General:

— Tres unidades con nivel orgánico de Dirección 
General: la Dirección General de Cooperación con Ibe-
roamérica; la Dirección General de Cooperación con 
África, Asia y Europa Oriental; y la Dirección General 
de Relaciones Culturales y Científicas. De estas Direc-
ciones Generales, dependen un total de seis unidades 
con nivel orgánico de Subdirección General.

— Tres unidades con nivel orgánico de Subdirec-
ción General: la Vicesecretaría General; el Gabinete 
Técnico; y la Subdirección General de Cooperación 
Multilateral y Horizontal.

1.8 La AECI tiene su sede central en Madrid y una 
estructura exterior compuesta por 31 Oficinas Técnicas 
de Cooperación, 7 Centros Culturales y 3 Centros de 
Formación de la Cooperación Española ubicados en los 
países en los que lleva a cabo sus principales proyectos 
de cooperación. Estos centros, adscritos funcionalmen-
te al Organismo, dependen orgánicamente de las misio-
nes diplomáticas o, en su caso, de las oficinas consula-
res correspondientes.

C. Subvenciones de Ayuda Oficial al Desarrollo

1.9 La Ley de Cooperación establece, en su artícu- 
lo 1, que integran la cooperación internacional para el 
desarrollo el conjunto de recursos y capacidades que 
España pone a disposición de los países en vías de desa-
rrollo, con el fin de facilitar e impulsar su progreso eco-
nómico y social y contribuir a la erradicación de la 
pobreza en el mundo en todas sus manifestaciones. 
Según el citado artículo, para tener la consideración de 
Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) dichos recursos 
deben cumplir los requisitos marcados por el Comité de 
Ayuda al Desarrollo 2 que define la AOD como la coope-
ración técnica, subvenciones y préstamos financiados 
por el sector público que están destinados a los países en 
vías de desarrollo, incluidos en la lista elaborada por el 
citado Comité, y que tienen como objetivo primordial 
promover su desarrollo económico y mejorar su nivel de 
vida.

1.10 En ejercicio 2001, las obligaciones reconoci-
das por la AECI en las partidas presupuestarias en las 
que figuran consignadas las subvenciones de AOD 
sumaron un importe de 238.232.949 €, lo que represen-
ta el 86% del total de las obligaciones reconocidas por 
el Organismo.

1.11 Estas subvenciones se financian con ingresos 
finalistas procedentes, fundamentalmente, del MAE. 
En el ejercicio 2001 las transferencias de este departa-
mento ministerial sumaron 224.234.611 €; importe que 
incluye la parte de la asignación tributaria del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) destinada 
a los programas y proyectos que las Organizaciones No 

1 La Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social asigna a la AECI las funciones y competencias atribuidas al Ministerio de 
Asuntos Exteriores para la promoción y el desarrollo de las relaciones culturales y científi-
cas con el resto de los países.

2 Este Comité de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) define las directrices generales de la cooperación al desarrollo que los países 
miembros, entre los que se encuentra España, se comprometen a respetar y contabiliza la 
ayuda concedida por los citados países.
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Gubernamentales realizan en el campo de la coopera-
ción internacional al desarrollo.

1.12 Las subvenciones de AOD fiscalizadas se 
rigen por la normativa general de las subvenciones 
públicas, integrada por los artículos 81 y 82 del TRLGP 
y el Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, por 
el que se aprueba el Reglamento de procedimiento para 
la concesión de subvenciones públicas y por las normas 
específicas que figuran detalladas en el punto 3.1.

D.  Objetivos, alcance y limitaciones de la fiscaliza-
ción

1.13 La fiscalización se ha planteado como una 
fiscalización de regularidad que se ha desarrollado de 
acuerdo con los siguientes objetivos, fijados en las 
Directrices Técnicas aprobadas al efecto por el Pleno 
del Tribunal de Cuentas:

a) Comprobar si la gestión económica y financiera 
de las subvenciones de Ayuda Oficial al Desarrollo se 
ha reflejado adecuadamente en los estados financieros 
de la AECI, de acuerdo con los principios y criterios 
contables que le son aplicables.

b) Verificar el grado de cumplimiento de la legali-
dad en la gestión de los fondos públicos asignados a 
estas subvenciones.

c) Analizar y evaluar la existencia y el efectivo 
cumplimiento del sistema de control interno implanta-
do por la AECI en relación con la concesión, tramita-
ción, seguimiento y control de estas subvenciones.

Alcance

1.14 El periodo fiscalizado es el ejercicio 2001. 
No obstante, el ámbito temporal se ha ampliado en 
aquellos aspectos que se ha considerado conveniente 
para el adecuado cumplimiento de los objetivos, de 
acuerdo con lo previsto en las Directrices Técnicas.

1.15 En la ejecución del trabajo se han aplicado 
las normas y principios de auditoría habitualmente 
seguidos por el Tribunal de Cuentas y, en particular, los 
criterios contenidos en las «Normas internas de fiscali-
zación», en los términos acordados por el Pleno del 
Tribunal el 23 de enero de 1997.

Limitaciones

1.16 El desarrollo de los trabajos de fiscalización 
de las donaciones recibidas por la AECI para los dam-
nificados por los terremotos sufridos por El Salvador 
en enero y febrero de 2001, se ha enfrentado a impor-
tantes limitaciones derivadas, por un lado, de la falta de 
registros y documentación soporte de las operaciones 
realizadas en la cuenta bancaria de recaudación y, por 
otro lado, de la falta de información, en los servicios 
centrales de la AECI, sobre los procedimientos segui-
dos por la Embajada de España en El Salvador para la 

gestión y aplicación de los fondos. Por ello, la fiscaliza-
ción de estos procedimientos se ha limitado al análisis 
del cuestionario y de la documentación anexa remitidos 
por la Embajada, a instancias del Tribunal, no habién-
dose realizado trabajos «in situ» para contrastar la 
información facilitada. Además, debe señalarse que la 
información sobre la recaudación y aplicación de estas 
donaciones ha sido facilitada por la AECI con gran 
demora y, por lo general, después de numerosos reque-
rimientos del Tribunal, lo que ha retrasado los trabajos 
de la fiscalización.

1.17 El desarrollo del resto de trabajos de fiscali-
zación se ha enfrentado a las siguientes limitaciones al 
alcance:

a) Las deficiencias de la información remitida por 
la AECI a la unidad del MAE encargada de elaborar el 
informe de seguimiento del Plan Anual de Cooperación 
Internacional han impedido emitir una opinión sobre el 
importe de la Ayuda Oficial al Desarrollo ejecutada por 
la AECI en 2001, según el citado informe.

b) La falta de información sobre los criterios apli-
cados para valorar las solicitudes de las subvenciones a 
ONGD y de las ayudas singulares de convocatoria 
abierta y permanente ha impedido emitir una opinión 
sobre el cumplimiento del principio de objetividad en 
la concesión de estas subvenciones.

c) La inexistencia de registros específicos de las 
ayudas solicitadas en la convocatoria abierta y perma-
nente ha impedido verificar que todas las solicitudes 
del ejercicio 2001 habían sido analizadas por la Comi-
sión de Evaluación. Por los mismos motivos, no se ha 
podido verificar si las entidades beneficiarias de estas 
ayudas justificaban la aplicación de los fondos recibi-
dos dentro de los plazos establecidos. Esta última limi-
tación afectó también a las ayudas concedidas al ampa-
ro del Real Decreto 259/1998, de 20 de febrero, de 
normas especiales sobre ayudas y subvenciones de 
cooperación internacional.

E. Tratamiento de las alegaciones

1.18 De acuerdo con lo dispuesto en el artícu- 
lo 44.1 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funciona-
miento del Tribunal de Cuentas, el anteproyecto de este 
Informe se remitió para alegaciones al Presidente de la 
AECI, el Secretario de Estado de Cooperación Interna-
cional y para Iberoamérica, el 12 de marzo de 2004. No 
se han presentado alegaciones.

1.19 En aplicación del mismo artículo, y en la 
misma fecha, la parte del anteproyecto que recoge el 
resultado de las actuaciones fiscalizadoras relacionadas 
con la aplicación en El Salvador de las donaciones reci-
bidas para los damnificados por los terremotos de 2001 
se remitió para alegaciones al actual Embajador de 
España en El Salvador y a la persona que ocupó el 
cargo hasta julio de 2001. Ambos han presentado alega-
ciones, las cuales se incorporan al presente Informe. 
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Los escritos de alegaciones fueron presentados en el 
plazo establecido que en el caso del que fuera embaja-
dor hasta julio de 2001 fue ampliado por una prórroga 
concedida por el Tribunal de Cuentas.

1.20 Tras el análisis de las alegaciones, se han 
introducido en el Informe los cambios que se han esti-
mado procedentes. Las alegaciones no aceptadas obe-
decen sustancialmente a dos causas: a) discrepancias 
no fundamentadas sobre los hechos comprobados por 
el Tribunal; b) explicaciones sobre las causas de deter-
minados hechos o sobre cuestiones colaterales. En 
algún caso se ha estimado conveniente insertar, tam-
bién en nota a pie de página, un comentario con la opi-
nión del Tribunal para precisar el contenido de algún 

punto concreto. No obstante, la falta de comentario 
expreso sobre el resto de las alegaciones no significa 
que el Tribunal comparta su contenido.

II.  ANÁLISIS DE LA EJECUCIÓN PRESUPUES-
TARIA

A. Introducción

2.1 En el ejercicio 2001 el presupuesto de gastos 
de la AECI presentaba unos créditos definitivos por 
importe de 280.930.541 €, con el detalle por programas 
que figura en el cuadro 1 que recoge también el detalle 
de las obligaciones reconocidas.

CUADRO 1

Presupuesto de gastos por programas. Ejercicio 2001
(euros)

Programa Créditos definitivos Obligaciones reconocidas

134A «Cooperación para el desarrollo» 277.704.297 273.978.308

134B «Cooperación, promoción y difusión cultural en el exterior» 2.709.373 2.474.962

800X «Transferencias entre subsectores» 516.871 510.864

 TOTAL 280.930.541 276.964.134

2.2 Las subvenciones de AOD figuran consigna-
das en diversos conceptos de los capítulos 4 «Transfe-
rencias corrientes» y 7 «Transferencias de capital» del 
programa 134A con unos créditos definitivos, por 
importe de 239.095.943 €, y unas obligaciones recono-
cidas, por importe de 238.232.949 €, que representan el 
85% y el 86%, respectivamente, de los totales del Orga-
nismo. La liquidación presupuestaria de los conceptos 
en los que figuran consignadas las subvenciones de 
AOD, con el detalle al nivel de subconcepto que figura 
en el presupuesto, se recoge en el anexo I.

2.3 Por su parte, en el presupuesto de ingresos de 
la AECI figuran diversas partidas afectadas a la finan-
ciación de las subvenciones de AOD cuya liquidación 
se recoge en el anexo II. Como puede apreciarse, la 
previsión inicial de los ingresos ascendió a 204.695.708 
€, importe superior al presupuesto inicial de las subven-
ciones de AOD en 96.162 €. Esta diferencia tiene su 
origen en una enmienda aprobada en la tramitación 
parlamentaria del proyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2001 que minoró el 
concepto 486 «Para Ayuda Oficial al Desarrollo» en el 
indicado importe con la finalidad de dotar de crédito a 
la aplicación presupuestaria 488 «Para los gastos de 
funcionamiento de la Residencia de Estudiantes» ajena 
a las subvenciones de AOD. Por ello, debería haberse 
minorado también el concepto 404 del presupuesto de 
ingresos de la AECI que recoge las transferencias del 
MAE destinadas a atender los gastos derivados de pro-
yectos de AOD.

B. Modificaciones presupuestarias

2.4 Durante 2001, la AECI tramitó 9 expedientes 
de modificación presupuestaria que incrementaron los 
conceptos del presupuesto de gastos de subvenciones 
de AOD en 34.496.397 € (un 17% en términos relati-
vos), y las partidas del presupuesto de ingresos afecta-
das a las subvenciones de AOD en un importe inferior, 
32.957.372 €. La diferencia corresponde a un suple-
mento de crédito financiado con remanente de tesorería 
y diversas transferencias de crédito desde conceptos no 
vinculados a las subvenciones de AOD, que incremen-
taron las dotaciones de estas subvenciones sin modifi-
car las partidas del presupuesto de ingresos afectadas.

2.5 Entre las modificaciones destaca, por su 
importe, 22.543.964 €, la modificación en el concep- 
to 484 «Para los fines sociales que se realicen en el 
campo de la cooperación internacional (artículo 2 del 
Real Decreto 825/1988, de 15 de julio). Porcentaje 
IRPF», como consecuencia de la ampliación del con-
cepto del presupuesto de gastos del MAE que recoge las 
transferencias a la AECI de la asignación tributaria del 
IRPF destinada a cooperación internacional. La dota-
ción inicial para estos gastos, 294.496 €, estaba muy 
lejos de una previsión realista de los ingresos afectados. 
En efecto, la disposición adicional vigésima segunda de 
la Ley 54/1999, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2000, que establece el porcentaje de la recau-
dación del IRPF a destinar en el periodo 2000/2002 a 
fines de interés social, fija la cuantía mínima de la asig-
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nación en 114.192.300 €. Dado que el MAE gestiona, a 
través de la AECI, el 20% de la citada asignación, el 
importe de los créditos iniciales de 2001 debería haber 
sido de 22.838.460 €; importe que coincide con los cré-
ditos finales de 2001 al no haber superado la aportación 
de los contribuyentes la cuantía mínima garantizada.

C. Ejecución del presupuesto de gastos

2.6 Las obligaciones reconocidas de las subvenciones 
de AOD sumaron en 2001 un importe de 238.232.949 €,  
lo que representa un grado de ejecución del 99,6%. 
Todos los conceptos tuvieron un elevado grado de eje-
cución, aunque algunos subconceptos presentaron un 
bajo grado de ejecución. Así, el subconcepto 796.01 
«Para toda serie de gastos, excluido personal, derivados 
de la cooperación con Guinea Ecuatorial» presentó un 
grado de ejecución del 6%; el 796.03 «Ayuda de equi-
pamiento» el 25% y el 496.01 «Seguridad y Ayuda 
Alimentaria» el 66%. Esta baja ejecución se compensó 
con la ejecución por encima de las dotaciones de otros 
subconceptos, como, por ejemplo, el 496.03 «Para 
financiar gastos de Escuelas Taller y Casas de Oficios 
en el exterior» con una ejecución del 113%, amparada 
en la vinculación al nivel de concepto establecida en el 
artículo 59 del TRLGP.

2.7 Las subvenciones de AOD se imputan, aten-
diendo a su naturaleza de transferencia corriente o de 
capital, a los capítulos 4 ó 7 y, atendiendo a su destina-
tario, a los artículos 48/78 «A familias e instituciones 
sin fines de lucro» ó 49/79 «Al exterior» figurando en 
cada uno de estos artículos presupuestarios un concep-
to específico en el que se consignan estas subvenciones. 
Además, las subvenciones de AOD incluyen las finan-
ciadas con la asignación tributaria del IRPF que se 
imputan al concepto 484.

2.8 En 2001, la clasificación de las subvenciones 
de AOD al nivel de subconcepto no se realizó aten-
diendo a criterios homogéneos. En efecto, una parte se 
clasifica atendiendo a la finalidad de las ayudas (sub-
venciones a ONGD, becas, ayuda humanitaria, escue-

las taller, etc.) y el resto se consigna en los subconcep-
tos denominados «Para proyectos especiales» en los 
que se imputa un conjunto heterogéneo de ayudas cuya 
finalidad, en algunos casos, coincide con la de las ayu-
das mencionadas anteriormente. En el presupuesto del 
ejercicio 2002 se estableció una nueva clasificación 
económica de las subvenciones de AOD que subsana, 
en parte, estas deficiencias al habilitar subconceptos 
específicos para algunas de las ayudas contabilizadas 
en 2001 en los subconceptos de proyectos especiales.

Compromisos de gastos plurianuales

2.9 El anexo III recoge las subvenciones de AOD 
comprometidas con cargo a los presupuestos de ejerci-
cios posteriores. Estos compromisos están infravalorados 
en un importe de, al menos, 23.998.734 €, ya que no 
incluyen la anualidad de 2003 de las subvenciones a 
estrategias de ONGD concedidas en 2001, 23.396.974 €, 
ni la anualidad de 2002 de algunas ayudas concedidas en 
el ejercicio 2000, por un importe de 601.760 €.

D. Ejecución del presupuesto de ingresos

2.10 Las previsiones definitivas del presupuesto 
de ingresos afectados a la financiación de las subven-
ciones de AOD ascendieron a 237.653.080 € y los dere-
chos reconocidos netos a 238.071.551 €, con un grado 
de ejecución, por tanto, superior al 100%.

2.11 Para comprobar si estos ingresos se aplicaron 
a la finalidad a la que estaban destinados, se compara-
ron los derechos con las obligaciones reconocidas con 
el resultado que se recoge en el cuadro 2. Como puede 
apreciarse, las obligaciones fueron superiores a los 
derechos reconocidos como consecuencia, fundamen-
talmente, del reconocimiento de obligaciones por 
importe superior, en 579.912 €, a los ingresos que la 
AECI recibió del MAE para financiar proyectos de 
AOD. La diferencia se financió con el remanente de 
tesorería y con los ingresos que la AECI recibió para 
financiar el resto de los gastos del Organismo.

CUADRO 2

Subvenciones de AOD. Derechos/Obligaciones reconocidas. Ejercicio 2001
(euros)

Origen de los fondos Derechos reconocidos (1) Obligaciones reconocidas (2) Diferencia (3) = (1-2)

MAE para proyectos de AOD 201.396.151 201.976.063 (579.912)

MAE asignación IRPF 22.838.460 22.838.417 43 3

INEM para Escuelas Taller 3.005.061 3.005.061

Convenios de colaboración 981.193 643.203 337.990

Donaciones 9.850.686 9.770.205 80.481

 TOTAL 238.071.551 238.232.949 (161.398)

3 Esta diferencia tiene su origen en un reintegro de ejercicios anteriores que se imputó indebidamente, como un reintegro de ejercicio corriente, minorando las obligaciones reconoci-
das del concepto 484 «Para los fines sociales que se realicen en el campo de la cooperación internacional. Porcentaje IRPF».
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2.12 La AECI no aplicó la totalidad de los ingresos 
derivados de los convenios de colaboración que había 
suscrito para la ejecución de programas de cooperación 
al desarrollo. En 2001, recibió del Ministerio de Medio 
Ambiente dos ingresos para financiar diversos proyec-
tos. El primero, por importe de 120.203 €, dio lugar al 
oportuno expediente de generación de crédito y a la 
aplicación de los fondos recibidos en la ejecución de 
los proyectos convenidos. El segundo, por importe  
de 337.990 €, lo recibió la AECI en el mes de diciem-
bre, lo que no le permitió tramitar en el ejercicio 2001 
el expediente de generación de crédito ni ejecutar los 
proyectos convenidos. En el ejercicio 2002 la AECI 
destinó un importe de 184.342 € a la ejecución de uno 
de los proyectos convenidos. El resto, 153.648 €, fue 
reintegrado al Tesoro Público en febrero de 2004, des-
pués de que, en el curso de los trabajos de fiscalización, 
el Tribunal pusiera de manifiesto la falta de aplicación 
de parte de los ingresos recibidos.

2.13 De las donaciones que la AECI recibió en el 
ejercicio 2001, un importe de 80.481 € no generó crédi-
to en el ejercicio ni se aplicó a la finalidad para la que 
estaban destinadas. Como se analizará más adelante 
(capítulo IV), con excepción de un importe de 304 €, 
estas donaciones generaron crédito en el ejercicio 2002, 
incumpliendo lo previsto en el artículo 71 del TRLGP, 
y se aplicaron en la financiación de subvenciones de 
AOD en dicho ejercicio.

E. Ayuda Oficial al Desarrollo

2.14 No todas las subvenciones concedidas con 
cargo a las partidas presupuestarias fiscalizadas cum-
plían los requisitos establecidos en la Ley de Coopera-
ción para tener la consideración de AOD (véase el 
punto 1.9). En efecto, se concedieron con cargo a 
dichas partidas, por un lado, subvenciones destinadas a 
financiar proyectos y actuaciones de cooperación en 
países de economías en transición y, por otro lado, sub-
venciones que no tenían como objetivo primordial la 
promoción del desarrollo económico y la mejora del 
nivel de vida. No obstante, en el informe que recoge las 
actuaciones de AOD llevadas a cabo por los actores de 
la cooperación española en el ejercicio 2001, el infor-
me de seguimiento del Plan Anual de Cooperación 
Internacional, no se incluyeron todas las subvenciones 
que figuran en el presupuesto de la AECI como subven-
ciones de AOD.

2.15 La Oficina de Planificación y Evaluación del 
MAE recibe la información de los organismos públicos 
ejecutores de la política de cooperación, elabora el 
informe de seguimiento del Plan Anual de Cooperación 
Internacional y remite al Comité de Ayuda al Desarro-
llo la información estadística de la AOD española de 
cada ejercicio. La información remitida por la AECI 
para el informe del ejercicio 2001 recoge los proyectos 
y actividades de cooperación internacional realizados 
en el ejercicio desglosados, de acuerdo con los criterios 

del Comité de Ayuda al Desarrollo, en «Ayuda Oficial 
al Desarrollo», destinada a países en vías de desarrollo, 
y «Ayuda Oficial», destinada a países de economías en 
transición, con el detalle que se recoge en el cuadro 3.

CUADRO 3

Ayuda Oficial de la AECI. Ejercicio 2001
(euros)

Concepto importe

Ayuda Oficial al Desarrollo 261.137.238

Ayuda Oficial 5.331.968

 TOTAL 266.469.206
Fuente: Fichas de seguimiento del Plan Anual de Cooperación 

Internacional.

2.16 Esta información fue elaborada por las dis-
tintas unidades de la AECI con criterios no homogé-
neos; en unos casos consignaron obligaciones recono-
cidas, en otros, pagos y, en otros, estimaciones de 
gastos. El elevado número de proyectos y actividades, 
la falta de homogeneidad de los datos y la imposibili-
dad de establecer su correlación con los expedientes de 
gasto han impedido al Tribunal conciliar esta informa-
ción con la que se desprende de la liquidación presu-
puestaria rendida por el Organismo que, como se ha 
indicado en el punto 2.1, presentaba en 2001 unas obli-
gaciones reconocidas por importe de 276.964.134 €. 
No ha sido posible, por tanto, emitir una opinión sobre 
el importe de la Ayuda Oficial al Desarrollo ejecutada 
por la AECI en el ejercicio. No obstante, se ha verifica-
do que las subvenciones destinadas a países de econo-
mías en transición no se computaron como Ayuda Ofi-
cial al Desarrollo. Por otro lado, se ha detectado que se 
computaron como gastos administrativos de AOD la 
totalidad de los gastos de personal y de funcionamiento 
del Organismo, un importe de 25.088.284 €, sin prorra-
tear la parte correspondiente a AOD, incumpliendo con 
ello lo establecido al respecto por el Comité de Ayuda 
al Desarrollo.

III.  SUBVENCIONES DE AYUDA OFICIAL AL 
DESARROLLO CONCEDIDAS EN 2001

3.1 En el anexo IV se recoge el detalle de las obli-
gaciones reconocidas en 2001 en los conceptos de sub-
venciones de AOD, agrupadas por líneas de ayuda y 
clasificadas, en las columnas 2 a 5, según las normas 
reguladoras de su concesión que fueron las siguientes:

— La Orden del Ministerio de Asuntos Exteriores, 
de 31 de enero de 2001, de bases generales para la con-
cesión de ayudas a ONGD que realicen actividades en 
el campo de la cooperación internacional para el desa-
rrollo. En 2001, la convocatoria de estas subvenciones 
se realizó mediante Resolución de la AECI de 20 de 
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febrero de 2001. El importe de las obligaciones reconoci-
das en el ejercicio, que se financiaron, en parte, con la 
asignación del IRPF, ascendió a 78.236.707 € (columna 2 
del anexo).

— La Orden del Ministerio de Asuntos Exteriores, 
de 26 de marzo de 1992, por la que se regula la conce-
sión de becas y ayudas de formación, investigación, 
intercambio, promoción, y de viajes y estancias de la 
AECI. En 2001, la AECI publicó, al amparo de esta 
norma, veintinueve convocatorias de becas de coopera-
ción y de ayudas a los intercambios y una convocatoria, 
abierta durante todo el ejercicio, para financiar activi-
dades de iniciativa particular relacionadas con los pro-
gramas de cooperación. Las obligaciones reconocidas 
de becas y ayudas de formación ascendieron en 2001  
a 26.803.796 € (columna 3) y las de la convocatoria 
abierta y permanente a 23.182.379 € (columna 4).

— El Real Decreto 259/1998, de 20 de febrero, de 
normas especiales sobre ayudas y subvenciones  
de cooperación internacional, que regula las ayudas de 
cooperación internacional concedidas por el MAE en 
desarrollo de la política exterior del Gobierno. La 
aprobación de este Real Decreto respondió a las previ-
siones contenidas en la disposición final segunda de la 
Ley 31/1991, de Presupuestos Generales del Estado 
para 1992, que encomendó al Gobierno la aprobación 
de las normas especiales reguladoras de las ayudas de 
cooperación internacional concedidas en desarrollo de 
su política exterior a las que, por su naturaleza, no 
resulten de aplicación los principios de publicidad y 
concurrencia previstos en el artículo 81.6 del TRLGP. 
Estas subvenciones no se sujetan a previa convocatoria 
y se conceden discrecionalmente en ejecución de las 
orientaciones de la política española de cooperación 
internacional, de las directrices del Gobierno, de los 
convenios y tratados internacionales o de los acuerdos 
bilaterales y/o de las Comisiones Mixtas de Coopera-
ción. En 2001, las obligaciones reconocidas ascendie-
ron a un importe de 85.108.283 € (columna 5), lo que 
representa un 36% del total de las subvenciones de 
AOD del ejercicio.

3.2 Por su parte, en la columna 6 del anexo IV se 
recogen las subvenciones libradas «a justificar» y en la 
columna 7: las donaciones para los damnificados por 
los terremotos de El Salvador transferidas a ese país, un 
importe de 9.758.185 €; las subvenciones nominativas, 
concedidas a la Fundación Carolina, un importe de 
4.207.085 €; y el pago al Instituto Nacional de Empleo 
de un importe de 157.077 €, para financiar el Programa 
de Formación de Jóvenes Cooperantes, de acuerdo con 
el Convenio Marco de Colaboración suscrito, en mayo 
de 1997, entre la AECI y el Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales.

3.3 En la fiscalización, el análisis de los procedi-
mientos de concesión se ha centrado en las subvencio-
nes a ONGD y en las ayudas singulares de convocatoria 
abierta y permanente, mientras que el análisis de los 

procedimientos establecidos para verificar la aplicación 
de las subvenciones concedidas se ha extendido tam-
bién a las concedidas al amparo del Real Decreto 
259/1998 y a las concedidas a la Fundación Carolina. 
Los resultados más destacables se exponen en los apar-
tados A, B y C que vienen a continuación. Por su parte, 
en el apartado D se exponen los resultados del análisis 
de las subvenciones libradas «a justificar».

A.  Subvenciones a Organizaciones No Gubernamen-
tales de Desarrollo

3.4 Como se ha indicado en el punto 3.1, estas 
subvenciones se regulan por la Orden del MAE, de 31 
de enero de 2001, que contempla tres tipos de actuacio-
nes subvencionables:

— Los proyectos, conjunto de acciones diseñadas 
para lograr un objetivo específico de desarrollo en un 
periodo determinado, en un país y para una población 
beneficiaria predefinida. Su duración máxima es de dos 
años y medio y el importe máximo de la ayuda es de 
901.518 € por proyecto.

— Los programas, conjunto de acciones de desa-
rrollo, de naturaleza plurianual, en un sector determina-
do para uno o varios países o en un país concreto abar-
cando diversos sectores. Su duración máxima es de tres 
años y el importe anual de la ayuda está comprendido 
entre 901.518 € y 3.005.061 € por programa.

— Las estrategias, conjunto de acciones de desa-
rrollo, de naturaleza plurianual, en diferentes sectores y 
países. La duración máxima es de cuatro años y el 
importe anual de la ayuda está comprendido entre 
3.005.061 € y 6.010.121 € por estrategia.

3.5 Las destinatarias de estas subvenciones son 
las ONGD, definidas en el artículo 32 de la Ley de 
Cooperación como las entidades de derecho privado, 
legalmente constituidas y sin fines de lucro, que ten-
gan entre sus fines, o como objeto expreso en sus esta-
tutos, la realización de actividades relacionadas con 
los principios y objetivos de la cooperación internacio-
nal para el desarrollo, que gocen de plena capacidad 
jurídica y que dispongan de una estructura susceptible 
de garantizar suficientemente el cumplimiento de sus 
objetivos.

3.6 Las subvenciones a proyectos se vienen con-
cediendo desde 1983 4 mientras que las subvenciones a 
programas y estrategias se concedieron por vez primera 
en el ejercicio 2001 con el objetivo, según las bases 
reguladoras, de favorecer la concentración y el impacto 
de la cooperación española y de potenciar la estabilidad 
en el ámbito de las ONGD, consolidando aquéllas que 
por su dimensión, implantación, profesionalidad y 
especialización lleguen a mantener, a través del nuevo 

4 Hasta 1997 por el MAE y a partir de 1998 por la AECI.
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sistema de subvenciones plurianuales, relaciones esta-
bles y continuas con la AECI.

Regulación de las subvenciones a programas y estrate-
gias

3.7 La normativa reguladora de estas subvencio-
nes aprobada en 2001, que sigue, básicamente, el 
esquema vigente hasta entonces para los proyectos, no 
reguló de forma clara y precisa, como se analizará en 
los puntos que vienen a continuación, los aspectos 
específicos de las nuevas actuaciones, los programas y 
estrategias de naturaleza plurianual y de mayor com-
plejidad que los proyectos.

3.8 Para las estrategias, las bases reguladoras 
establecen que las acciones a ejecutar en cada ejerci-
cio presupuestario se consignarán en un «Plan Opera-
tivo» que debe ser aprobado por la AECI antes del 
libramiento de la anualidad correspondiente, aunque 
ni las bases ni la convocatoria establecen la autoridad 
competente para aprobarlos ni el procedimiento a 
seguir en caso de discrepancia. Para los programas, 
que tienen también carácter plurianual, las bases no 
prevén la presentación de un plan anual, de lo que 
parece deducirse que las acciones a realizar en los tres 
años de duración del programa deberían estar deter-
minadas en el momento de formular la solicitud. Sin 
embargo, en el documento de formulación de progra-
mas diseñado por la AECI 5 se incluye un «Plan de 
Ejecución» que contiene únicamente el detalle de las 
acciones a realizar el primer año. Al no estar previsto 
en la normativa, no estaba regulado el momento en el 
que debían presentarse los planes de ejecución del 
segundo y tercer año.

3.9 En las bases reguladoras se establece el pro-
cedimiento general de justificación de las subvencio-
nes y se autoriza a la AECI a dictar las normas de 
desarrollo del procedimiento. Estas normas no fueron 
aprobadas hasta febrero de 2003 6, dos años después de 
la aprobación de las bases. En los convenios de colabo-
ración suscritos en 2001 entre la AECI y las ONGD 
beneficiarias de las subvenciones, en los que se reco-
gen las obligaciones de ambas partes, se acordó que, 
en tanto no se aprobaran las nuevas normas, fueran de 
aplicación las aprobadas por Resolución de la Secreta-
ría de Estado para la Cooperación Internacional y para 
Iberoamérica de 22 de mayo de 1997. Sin embargo, 
estas normas, que regulaban el procedimiento de justi-
ficación de proyectos, no se adaptaban a las nuevas 
actuaciones por lo que quedaron sin definir hasta 2003 
aspectos tales como las fechas de presentación de los 
informes anuales de seguimiento de los programas y 
estrategias, el periodo al que deben referirse y el conte-
nido de los mismos. La falta de regulación específica 
tuvo como consecuencia la heterogeneidad de los 

informes de seguimiento presentados en 2002 por las 
ONGD que recibieron en 2001 subvenciones a progra-
mas y estrategias.

3.10 Como se ha indicado en el punto 3.4, el 
plazo de duración máximo establecido en las bases 
reguladoras para los programas y las estrategias es de 
tres y cuatro años, respectivamente. Sin embargo, en 
las instrucciones dictadas por la AECI en 2001 para 
cumplimentar las solicitudes se establecía que las 
actuaciones iniciadas dentro del plazo de duración 
podían terminar hasta dos/tres años después, según se 
tratara de programas/estrategias, extendiendo, de este 
modo, el plazo de duración a cinco y siete años, res-
pectivamente, superando, por tanto, los plazos estable-
cidos en las bases.

Procedimiento de concesión de las subvenciones

3.11 Las subvenciones a ONGD se conceden en 
régimen de concurrencia competitiva a propuesta de 
una Comisión de Valoración que debe valorar las solici-
tudes de acuerdo con los criterios establecidos en el 
artículo 6 de la convocatoria. La Comisión está presidi-
da por el Secretario General de la AECI e integrada por 
los tres Directores Generales del Organismo, el Direc-
tor del Gabinete Técnico, el Subdirector General de 
Cooperación Multilateral y Horizontal y varios Direc-
tores y Subdirectores Generales del MAE.

3.12 La Unidad gestora de estas subvenciones, la 
Subdirección General de Cooperación Multilateral y 
Horizontal, debe presentar a la citada Comisión una 
información resumida sobre el cumplimiento de los 
criterios de valoración de cada una de las solicitudes, 
previa obtención de las Direcciones Generales de 
Cooperación con Iberoamérica y de Cooperación con 
África, Asia y Europa Oriental (en adelante, Direccio-
nes geográficas) de la información sobre la comple-
mentariedad de las intervenciones previstas en las soli-
citudes con la política oficial de la cooperación 
española. La información debe incluir el análisis reali-
zado por las Embajadas de España o por las Oficinas 
Técnicas de Cooperación de los países en los que se 
prevea desarrollar las actuaciones. Con esta finalidad, 
la Unidad gestora diseñó, para cada uno de los tres 
tipos de actuaciones, unos modelos de informe a cum-
plimentar por la propia Unidad y por las Direcciones 
geográficas.

3.13 Los informes realizados en 2001, que no 
estaban firmados ni tenían fecha, fueron remitidos a la 
Comisión de Valoración de forma separada sin que en 
ningún caso la Unidad gestora procediera a la elabora-
ción del informe integrado de cada solicitud previsto en 
el artículo 7.4 de las bases reguladoras. Por su parte, del 
análisis de estos informes se derivan las siguientes 
observaciones:

5 Documento que se presenta junto a la solicitud.
6 Mediante la Resolución de la AECI de 5 de febrero de 2003.
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a) Los informes remitidos a la Comisión de Valo-
ración por las distintas unidades, e incluso por una 
misma unidad, no responden a criterios homogéneos.

b) Los informes de valoración de las solicitudes 
de proyectos que debía cumplimentar la Unidad gestora 
fueron realizados en 2001, al igual que en las convoca-
torias de ejercicios anteriores, por dos empresas con-
sultoras contratadas al efecto. En los dos casos se trata-
ba de empresas de consultoría en el ámbito de la 
cooperación internacional que, entre otros, ofrecen a 
las ONGD los servicios de identificación, preparación 
y formulación de proyectos y, por tanto, con riesgo de 
falta de objetividad en la valoración. Además, se obser-
va una falta de homogeneidad en las valoraciones reali-
zadas por las empresas. Así, en algunas de las solicitu-
des analizadas por las dos empresas 7 se obtuvieron 
resultados muy diferentes, lo que pone de manifiesto la 
aplicación de criterios no homogéneos en la evaluación 
de las solicitudes.

c) Los informes de valoración de estrategias de la 
Dirección General de Cooperación con África, Asia y 
Europa Oriental se referían de forma explícita sólo a 

algunos de los países en los que se preveía desarrollar 
las estrategias (por lo general a los países del ámbito de 
actuación de una de las dos Subdirecciones de este 
Centro directivo 8). La falta de firma de los informes 
unida a la insuficiente definición de su contenido impi-
de determinar si la valoración se refiere a la totalidad de 
los países del ámbito de esta Dirección General o sólo a 
una parte.

d) No consta que las Oficinas Técnicas de Coope-
ración o las Embajadas valoraran las solicitudes de 
estrategia ni la mayor parte de las solicitudes de pro-
gramas.

3.14 En 2001, el número de solicitudes que cum-
plían los requisitos establecidos en la convocatoria 
ascendió a 379 con el desglose por tipo de actuación que 
se recoge en el cuadro 4, en el que figuran también las 
subvenciones concedidas a propuesta de la Comisión de 
Valoración. Como puede apreciarse, fueron subvencio-
nadas todas las solicitudes de estrategias, el 61% de las 
de programas y sólo un 18% de las de proyectos.

CUADRO 4

Subvenciones a ONGD. Solicitudes/concesiones. Convocatoria 2001
(euros)

Tipo de actuación
Solicitudes Concesiones

Número Importe solicitado Número Importe concedido Anualidad 2001

Proyecto 334 98.140.447 60 19.782.740 19.782.740

Programa 38 215.663.113 23 104.564.086 35.057.036

Estrategia 7 158.584.256 7 93.587.898 23.396.974

 TOTAL 379 472.387.816 90 217.934.724 78.236.750

7 Las solicitudes que no recibieron ayuda en la primera fase de la convocatoria de 
proyectos de 2001 y se presentaron a la segunda fase.

3.15 La Comisión de Valoración puntuó de 0 a 10 
las solicitudes de proyectos y programas y propuso la 
concesión de ayuda a las que alcanzaron una puntua-
ción igual o superior a 7,5 puntos. En ninguna de las 
propuestas de resolución se hacían constar los crite-
rios seguidos para valorar las solicitudes, incumplien-
do lo dispuesto en el artículo 5.4 del Real Decre- 
to 2225/1993, de 17 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de procedimiento para la con-
cesión de subvenciones públicas. Tampoco figuraba 
esta información en las actas de la Comisión de Valo-
ración ni ha sido facilitada por la AECI. Se descono-
cen, por tanto, los criterios tenidos en cuenta por la 
Comisión para asignar estas puntuaciones. También 
se desconoce el criterio seguido para determinar la 
cuantía de la ayuda a conceder que, en algunos casos, 
coincide con el importe solicitado y, en otros, es con-
siderablemente inferior (en las estrategias, por ejem-
plo, el importe concedido representa el 59% del soli-

citado). El Tribunal no puede, por tanto, emitir una 
opinión sobre el cumplimiento en la concesión de 
estas subvenciones del principio de objetividad pre-
visto en el artículo 81.6 del TRLGP.

3.16 En la fiscalización se comparó, para una 
muestra aleatoria de 30 solicitudes de proyectos, la 
puntuación otorgada por la Comisión de Valoración con 
la que resultaría de ponderar, con los criterios aplica-
dos por la AECI en 2002, las valoraciones realizadas 
por la Unidad gestora y por las Direcciones geográ- 
ficas. El resultado, que se muestra en el cuadro 5, 
puso de manifiesto que sólo en 16 de los 30 proyectos 
analizados (los que figuran en los bloques 1 y 4 del 
cuadro) el resultado final de las puntuaciones, ayuda 
concedida/denegada, era coincidente. Destacan por la 
desviación en las puntuaciones concedidas los 6 pro-
yectos del bloque 3 subvencionados a propuesta de la 
Comisión que habían obtenido una baja puntuación en 
los informes de valoración.

8 La Subdirección General de Cooperación con los países de África Subsahariana y 
Asia.
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3.17 Por su parte, el análisis de las valoraciones de 
programas ha puesto de manifiesto que de los 15 pro-
gramas desestimados por la Comisión de Valoración 3 
contaban con opinión favorable de la Unidad gestora y 
de la Dirección geográfica correspondiente y que, por 
el contrario, estas unidades habían informado desfavo-
rablemente 2 de los programas subvencionados a pro-
puesta de la Comisión.

3.18 Por último, señalar que tampoco la cuantía 
de la ayuda propuesta por la Comisión de Valoración 
para las estrategias parece guardar relación con los 
informes de valoración, al haberse concedido mayor 
importe a estrategias que habían sido peor valoradas 
por la Unidad gestora y por las Direcciones geográfi-
cas.

B.  Ayudas singulares de convocatoria abierta y per-
manente

3.19 Entre las modalidades de ayuda previstas en 
la Orden del MAE, de 26 de marzo de 1992, a la que se 
ha hecho referencia en el punto 3.1, figuran las ayudas 
singulares de convocatoria abierta y permanente para 
financiar actividades de iniciativa particular relaciona-
das con los programas de cooperación técnica, científi-
ca, cultural, económica y social de la AECI que se 
conceden mediante una convocatoria anual. La del ejer-
cicio 2001, aprobada por Resolución de la AECI, de 14 
de febrero de 2001, establece un plazo para la presenta-
ción de solicitudes abierto hasta diciembre de 2001 y 
un plazo para la resolución de concesión o denegación 
de las ayudas de dos meses a contar desde la fecha de 
recepción de la solicitud.

3.20 De acuerdo con lo establecido en la convoca-
toria de 2001, estas ayudas financian proyectos y acti-
vidades de cooperación al desarrollo, ayuda humanita-
ria, promoción económica y social, intercambios 
culturales, técnicos, científicos, profesionales o asisten-
ciales y acciones de sensibilización relacionados con 
los programas, proyectos y acciones de cooperación de 
la AECI en países en desarrollo y de economías en tran-
sición y pueden solicitarlas los ciudadanos españoles y 
extranjeros, las personas jurídicas y entidades públicas 
o privadas nacionales o extranjeras.

3.21 Las bases reguladoras prevén que la conce-
sión se realizará dentro de los límites de las previsiones 
presupuestarias. Sin embargo, no existía en 2001 un 
crédito específico para estas ayudas que, como puede 
apreciarse en el anexo IV, se concedieron con cargo a 
diversas partidas presupuestarias con las que se finan-
ciaron, también, ayudas concedidas al amparo del Real 
Decreto 259/1998.

Procedimiento de concesión de las ayudas

3.22 La normativa reguladora de estas ayudas 
establece que la instrucción del procedimiento se efec-
tuará, previo informe motivado de la unidad orgánica 
competente según la materia o área geográfica, por una 
Comisión de Evaluación presidida por el Secretario 
General de la AECI e integrada por los tres Directores 
Generales del Organismo, el Director del Gabinete Téc-
nico y el Vicesecretario General.

3.23 La AECI no ha establecido normas internas 
que desarrollen el contenido de los informes menciona-
dos en el punto anterior. Del análisis realizado en la fis-

CUADRO 5

Comparación de las valoraciones de una muestra de proyectos
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calización se concluye que, por lo general, contienen una 
descripción resumida del proyecto o actividad para la 
que se solicita la ayuda y una opinión sobre la conve-
niencia de conceder o denegar la ayuda. No se hace men-
ción en estos informes al cumplimiento de los criterios 
de valoración de las ayudas establecidos en el artículo 5 
de la convocatoria, ni consta que la Comisión de Evalua-
ción, en su condición de órgano competente para la ins-
trucción del procedimiento, solicitara esta información.

3.24 En 2001, la AECI no contaba con registros 
específicos de las ayudas solicitadas en la convocatoria 
abierta y permanente lo que ha impedido determinar el 
número de ayudas efectivamente solicitadas y verificar si 
todas fueron remitidas a la Comisión de Evaluación. En 
dicho ejercicio, la Comisión se reunió en 10 ocasiones 
analizando un total de 687 solicitudes y proponiendo la 
concesión de ayudas a 267, el 38% de las analizadas.

3.25 La Comisión de Evaluación puntuó de 0 a 10 
las solicitudes y propuso la concesión de ayuda a todas 
las que alcanzaron una puntuación igual o superior a 7,5 
puntos. En ninguna de las propuestas de resolución se 
hace constar los criterios seguidos para valorar las soli-
citudes, incumpliendo lo dispuesto en el artículo 5.4 del 
Real Decreto 2225/1993. En las actas de la Comisión de 
Evaluación se indica de forma genérica que en la valora-
ción se tuvieron en cuenta los criterios establecidos en 
la convocatoria, no consta, sin embargo, cómo se efec-
tuó la valoración ni esta información ha sido facilitada 
por la AECI. También se desconoce el criterio seguido 
para determinar la cuantía de la ayuda que no siempre 
coincidía con el importe solicitado. El Tribunal no 
puede, por tanto, emitir una opinión sobre el cumpli-
miento en la concesión de estas ayudas del principio de 
objetividad previsto en el artículo 81.6 del TRLGP. Por 
su parte, la presentación de las solicitudes y la resolu-
ción de las mismas a lo largo del año, unido a la inexis-
tencia de un crédito específico para estas ayudas impo-
sibilita el cumplimiento del principio de concurrencia 
previsto también en el citado artículo.

Otras consideraciones

3.26 En el ejercicio fiscalizado se observa, al igual 
que en los anteriores, la concentración de las ayudas 
singulares en unos pocos beneficiarios. En efecto, 15 
de los 203 beneficiarios de ayudas en la convocatoria 
de 2001 recibieron 45 ayudas, el 17% de las concedi-
das, por un importe de 10.972.005 €, el 46% del total 
concedido. De estos 15 beneficiarios, 13 habían recibi-
do también ayudas en la convocatoria de 2000, por un 
importe que representaba el 39% de las ayudas conce-
didas en dicho ejercicio.

3.27 La amplia definición del objeto de la ayuda 
(véase el punto 3.20) permite la presentación de solici-
tudes de ayuda a proyectos y actividades de coopera-
ción muy diversos, incluidos algunos que son objeto de 
convocatorias específicas de la AECI. Por ello, la con-
vocatoria de las ayudas singulares excluye las solicitu-

des de ayuda para formación, intercambio o investiga-
ción que sean objeto de convocatoria específica por 
parte de la AECI. Nada indica, sin embargo, acerca de 
la exclusión de las solicitudes de ayuda para la ejecu-
ción de proyectos de cooperación que por su ámbito 
sectorial y territorial son objeto de la convocatoria de 
subvenciones a ONGD.

3.28 En 2001 se concedieron ayudas singulares en 
la convocatoria abierta y permanente a 25 ONGD, por 
importe de 7.009.596 €, el 30% del total concedido en 
el ejercicio. Una parte importante era ayuda humanita-
ria de emergencia y el resto ayudas a proyectos y otras 
actividades de cooperación. En algunos casos, a pro-
yectos que, por su ámbito sectorial y territorial, podían 
haber sido subvencionados en la convocatoria de sub-
venciones a ONGD. Es el caso, por ejemplo, de un 
proyecto subvencionado en la convocatoria de ayudas 
singulares que había sido previamente presentado y 
desestimado, al obtener 7 puntos, en la convocatoria de 
subvenciones a ONGD. Otro caso significativo es el de 
la ayuda singular, por importe de 841.417 €, concedida 
a una ONGD para la ejecución de un proyecto que 
podía haber sido presentado en la convocatoria de sub-
venciones a ONGD. Sin embargo, la entidad beneficia-
ria había recibido una ayuda para un programa en la 
convocatoria 2001 de subvenciones a ONGD, lo que, 
según las bases reguladoras de estas subvenciones, le 
impedía recibir en la misma convocatoria ayudas a pro-
yectos por importe superior a 601.012 €.

C.  Verificación de la aplicación de las subvenciones 
concedidas

3.29 En su práctica totalidad, la AECI abona las 
subvenciones que financian actuaciones y proyectos de 
cooperación antes de su ejecución. Por ello, una vez 
finalizadas las actuaciones subvencionadas, los benefi-
ciarios de las subvenciones deben acreditar su ejecu-
ción y la aplicación de los fondos percibidos de la 
forma siguiente:

— Las entidades beneficiarias de subvenciones a 
ONGD deben presentar, en el plazo de cuatro meses 
desde la finalización de la actuación subvencionada, un 
informe descriptivo de su ejecución, en sus aspectos téc-
nicos y económicos, en el que se incluya una descripción 
detallada del proceso de transferencia y gestión de las 
intervenciones tras su finalización, acompañado de una 
relación de los documentos justificativos del gasto; éstos 
deben quedar depositados en la sede de la ONGD y pue-
den ser requeridos en cualquier momento por la AECI.

— Los beneficiarios de ayudas singulares de con-
vocatoria abierta y permanente deben presentar, en el 
mes siguiente a la finalización de la actividad subven-
cionada, un informe con los resultados de dicha activi-
dad y la cuenta justificativa de los gastos realizados con 
cargo a la subvención acompañada de los justificantes 
de pago.
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— Los beneficiarios de ayudas concedidas al ampa-
ro del Real Decreto 259/1998 deben presentar, en los 
plazos establecidos en la correspondiente resolución de 
concesión, la documentación justificativa que en la 
misma se establezca. Del análisis realizado en la fiscali-
zación se deduce que, en términos generales, en el plazo 
de 18/24 meses desde la recepción de los fondos, deben 
aportar las facturas acreditativas de los gastos realizados 
con cargo a la subvención, acompañadas, en unos casos, 
de una memoria descriptiva de la ejecución del proyecto 
y, en otros, de una certificación acreditativa del cumpli-
miento de los fines para los que se concedió la subven-
ción expedida por el Coordinador General de la Coope-
ración Española en el país correspondiente.

3.30 En ningún caso se requiere a los beneficiarios 
para que presenten en el momento de la justificación la 
declaración de las ayudas que pudieran haberles sido 
concedidas para la misma finalidad por otras Adminis-
traciones públicas o por otros Entes públicos o privados. 
No se verifica, por tanto, si se cumple la limitación esta-
blecida en el artículo 81.8 del TRLGP, es decir, que las 
subvenciones recibidas no son superiores al coste total 
de las actuaciones o proyectos subvencionados.

Subvenciones a Organizaciones No Gubernamentales 
de Desarrollo

3.31 Para el seguimiento de estas subvenciones, la 
Unidad gestora contaba con una base de datos que le 
permitía conocer en cada momento la situación de las 
subvenciones concedidas en las distintas convocatorias. 
Sin embargo, no hay constancia de que la AECI utiliza-
ra esta información para realizar un control sistemático 
de las subvenciones cuyo plazo de justificación había 
vencido.

3.32 El análisis y comprobación de la documenta-
ción justificativa rendida por las entidades beneficiarias 
de las subvenciones se realizaba en 2001, al igual que 
en ejercicios anteriores, por una empresa consultora 
contratada al efecto. Esta contratación estaba prevista 
en la Orden del MAE, de 17 de julio de 1996, de bases 
reguladoras de subvenciones a ONGD, aplicable a las 
subvenciones cuya revisión se realizó en 2001. La 
empresa contratada en el ejercicio 2001 era una de las 
consultoras en el ámbito de la cooperación internacio-
nal mencionadas en el punto 3.13 b) y, por tanto, con el 
riesgo de falta de objetividad al que se ha hecho refe-
rencia anteriormente.

3.33 En el contrato con la empresa consultora, 
suscrito en diciembre de 2000, con vigencia para los 
ejercicios 2001 y 2002, se establecía que la empresa 
debía revisar 400 expedientes de justificación de sub-
venciones concedidas en el periodo 1996/1999. En 
julio de 2002, la empresa había finalizado la revisión de 
131 expedientes e iniciado la de otros 174 debiendo, 
por tanto, revisar antes de diciembre 2002 otros 95 
expedientes. Sin embargo, en julio el número de justifi-

caciones recibidas cuyo análisis no se había iniciado 
aún ascendía a 452, lo que pone de manifiesto la falta 
de adecuación del número de revisiones contratadas 
con el de justificaciones a revisar 9 y, en consecuencia, 
el retraso en la revisión de las justificaciones recibidas.

3.34 Finalizada la revisión, la empresa remite a la 
AECI un informe final sobre la adecuación de la justifi-
cación a los términos en los que se concedió la subven-
ción y el Organismo requiere de la entidad beneficiaria la 
subsanación de las deficiencias detectadas. Concluido 
este trámite, el Secretario General de la AECI dicta la 
Resolución por la que comunica a la ONGD la aproba-
ción de la justificación rendida o, en su caso, la falta de 
aprobación y la solicitud del reintegro correspondiente. 
Las bases reguladoras de 1996, a las que se ha hecho 
referencia en el punto 3.32, establecían un plazo máximo 
de tres meses desde la recepción de la documentación 
justificativa hasta la comunicación a la ONGD del resul-
tado de la revisión; plazo que en el ejercicio fiscalizado 
se incumplió sistemáticamente como consecuencia del 
retraso en la revisión de las justificaciones al que se ha 
hecho referencia en el punto anterior. Además, este retra-
so no permitía a la AECI disponer de información actua-
lizada sobre el cumplimiento de las obligaciones contraí-
das por las ONGD, en el momento de resolver las 
convocatorias de ejercicios sucesivos.

Ayudas singulares de convocatoria abierta y perma-
nente y ayudas concedidas al amparo del Real Decre-
to 259/1998

3.35 La AECI no contaba con registros centraliza-
dos de las ayudas singulares de convocatoria abierta y 
permanente ni de las concedidas al amparo del Real 
Decreto 259/1998 que le permitieran controlar de forma 
efectiva que los beneficiarios de las subvenciones habían 
justificado la aplicación de los fondos percibidos dentro 
de los plazos establecidos en la normativa reguladora de 
las primeras o en las resoluciones de concesión de las 
segundas. El control se realizaba, según el Organismo, 
por los técnicos responsables de cada país o programa 
horizontal. Sin embargo, del análisis realizado en la fis-
calización se deduce que la mayor parte de ellos carecía 
de registros que le permitieran conocer en cada momen-
to la situación en la que se encontraban las subvenciones 
concedidas. La inexistencia de estos registros ha impedi-
do determinar las subvenciones cuyo plazo de justifica-
ción había vencido a la fecha de la fiscalización y verifi-
car que las entidades beneficiarias habían remitido a la 
AECI la documentación justificativa.

3.36 En el ejercicio fiscalizado, la revisión de la 
documentación justificativa de parte de estas subven-
ciones se realizaba por una empresa consultora contra-
tada para apoyar a las unidades gestoras de las ayudas 
en la revisión de las justificaciones. En el contrato, sus-

9 Según las estimaciones del Tribunal, el número de justificaciones de las convocato-
rias 1996/1999 a revisar en el periodo 2001/2002 ascendía a 899.
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crito en diciembre de 2000, se establecía que las activi-
dades de revisión se iniciarían con las justificaciones 
recibidas a partir del ejercicio 1999, lo que pone de 
manifiesto el retraso de la AECI en la revisión de las 
justificaciones recibidas.

3.37 En el contrato no se establecía el número de 
revisiones a realizar por la empresa consultora, sino el 
número de horas de prestación de servicios de seis tra-
bajadores de la empresa. Hasta septiembre de 2002, las 
unidades gestoras habían remitido a la empresa la 
documentación justificativa de 698 expedientes. A esa 
fecha, el número de expedientes concluidos ascendía a 
576. Se desconoce el número de justificaciones pen-
dientes de análisis no remitidas a la empresa, así como 
el de revisiones realizadas en su integridad por las uni-
dades gestoras y el criterio seguido por éstas para remi-
tir los expedientes a la empresa consultora.

3.38 El análisis realizado en la fiscalización puso 
de manifiesto que la documentación justificativa rendi-
da por los beneficiarios de las ayudas singulares no 
permitía verificar que los fondos habían sido deposita-
dos en una cuenta corriente específica a nombre del 
proyecto o actividad subvencionada y, en su caso, que 
los intereses generados en dicha cuenta se habían apli-
cado a la finalidad para la cual se concedió la ayuda; 
condiciones establecidas en la convocatoria de 2001 
que debían acreditarse mediante los documentos ban-
carios correspondientes, según se establecía en el 
artículo 7 de la citada convocatoria. Sin embargo, en 
los expedientes analizados no figuraba esta documenta-
ción. Debe señalarse, a este respecto, que ni en las reso-
luciones de concesión de las ayudas ni en las notifica-
ciones a los beneficiarios se recogían de forma explícita 
dichas condiciones ni la necesidad de acreditar su cum-
plimiento.

3.39 La obligación de depositar los fondos en una 
cuenta específica para el proyecto o actividad subven-
cionados figuraba también en algunas resoluciones de 
concesión de ayudas del Real Decreto 259/1998, sin 
embargo, en los expedientes analizados no se incluían 
los documentos bancarios que acreditaran el cumpli-
miento de esta obligación. Debe señalarse, a este res-
pecto, que las resoluciones de concesión no siempre 
establecían la forma en la que las entidades beneficia-
rias de las ayudas debían acreditarlo ni el destino de los 
intereses que pudieran producirse.

Subvenciones nominativas a la Fundación Carolina

3.40 La Fundación Carolina es una fundación del 
sector público estatal, creada a finales de 2000, que 
tiene por objeto la promoción de las relaciones cultura-
les y la cooperación en el ámbito educativo y científico 
entre España y los países de la Comunidad Iberoameri-
cana de Naciones y aquellos otros con vínculos históri-
cos, culturales y geográficos. En el ejercicio 2001, la 
AECI concedió a la Fundación Carolina dos subvencio-
nes nominativas:

— Una, por importe de 3.005.061 €, con cargo al 
subconcepto 486.04 «Fundación Carolina, para finan-
ciar las actividades en el ámbito de la cooperación 
internacional previstas en sus estatutos fundacionales», 
tenía por objeto, según la Resolución de concesión de 
15 de febrero de 2001, la financiación de los gastos 
corrientes, correspondientes al año 2001, de becas, cur-
sos, seminarios, exposiciones, ediciones de libros y 
revistas, personal y medios materiales.

— Otra, por importe de 1.202.024 €, con cargo al 
subconcepto 486.05 «Fundación Carolina, Programa 
de Visitas Especiales», tenía por objeto, según la Reso-
lución de concesión de 1 de marzo de 2001, la financia-
ción de los gastos corrientes, correspondientes al año 
2001, de las visitas y estancias en España de personas 
influyentes en sus respectivos países.

3.41 Las dos resoluciones de concesión estable-
cían que la Fundación debía justificar la aplicación de 
los fondos mediante los justificantes de los gastos reali-
zados y la certificación del órgano directivo de la Fun-
dación acreditativa de que los fondos habían sido apli-
cados a la finalidad para la que se había concedido cada 
subvención. La Fundación justificó las dos subvencio-
nes de forma conjunta lo que no permitía determinar el 
importe aplicado de cada subvención y, por tanto, si se 
había producido un remanente que la Fundación debe-
ría haber reintegrado a la AECI. Además, la justifica-
ción rendida no incluye las certificaciones acreditativas 
de la aplicación de los fondos, incumpliendo lo estable-
cido en las resoluciones de concesión.

3.42 Los justificantes de gastos aportados por la 
Fundación totalizaban un importe de 4.245.515 €, supe-
rior, por tanto, a la suma de las dos subvenciones conce-
didas. La documentación justificativa rendida presentaba 
múltiples deficiencias que impedían, en gran número de 
casos, determinar la naturaleza de los gastos realizados 
y, en consecuencia, verificar si las subvenciones se 
habían aplicado en la financiación de los gastos previstos 
en las resoluciones de concesión. No obstante, en la fis-
calización se puso de manifiesto que entre los gastos 
justificados se incluían gastos no subvencionables por 
importe de, al menos, 221.482 € 10. Con este ajuste, los 
gastos justificados, 4.024.033 €, son inferiores a las sub-
venciones concedidas, en un importe de 183.052 €, cuyo 
reintegro debería ser solicitado por la AECI.

3.43 No consta que la AECI haya requerido a la 
Fundación la subsanación de las deficiencias puestas de 
manifiesto en los puntos anteriores.

D. Subvenciones libradas «a justificar»

3.44 La Resolución de la Presidencia de la AECI, 
de 19 de enero de 2001, por la que se establecen las 
normas sobre expedición de pagos «a justificar» del 

10 De mobiliario y equipos para proceso de información, por importe de 147.163 €, y 
de gastos derivados de reuniones del Patronato de la Fundación, por importe de 74.319 €.
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ejercicio 2001, autoriza la expedición de este tipo de 
órdenes de pago con cargo a los conceptos 496 «Trans-
ferencias corrientes al exterior: para Ayuda Oficial al 
Desarrollo» y 796 «Transferencias de capital al exte-
rior: para Ayuda Oficial al Desarrollo». La Resolución 
no señala, sin embargo, el límite cuantitativo de los 
libramientos aplicables a cada uno de estos conceptos, 
incumpliendo el artículo 79.3 del TRLGP.

3.45 El cuadro 6 recoge el detalle de los libra-
mientos realizados con cargo a los citados conceptos en 

el ejercicio 2001 con indicación de la finalidad para la 
que iban destinados. Estos libramientos se realizaron a 
favor de los cajeros pagadores de las 41 Unidades de 
Cooperación en el exterior de la AECI (Oficinas Técni-
cas de Cooperación, Centros Culturales y Centros de 
Formación) y de los cajeros pagadores de las 48 repre-
sentaciones diplomáticas españolas en países del ámbi-
to de actuación de la AECI en los que no existían uni-
dades del Organismo.

FINALIDAD DEL LIBRAMIENTO IMPORTE

Actividades culturales y de formación 5.195.026

Programas de cooperación y microacciones 2.839.140

Proyectos específicos y asistencias técnicas 1.579.307

Programa de preservación del patrimonio 1.165.964

 TOTAL 10.779.437

CUADRO 6

Subvenciones de AID libradas «a justificar». Ejercicio 2001

(euros)

3.46 Del análisis realizado en la fiscalización se 
concluye, en primer lugar, que parte de los fondos 
librados «a justificar» estaba destinada a atender los 
gastos necesarios para el desarrollo de las actividades 
propias de las Unidades de Cooperación en el exterior. 
Por ello, debieron imputarse al capítulo 2 «Gastos 
corrientes en bienes y servicios» en lugar de al capítulo 
4 «Transferencias corrientes». Entre los gastos que 
debieron imputarse al capítulo 2 figuran los siguientes:

a) Los gastos de alquileres, desplazamientos, 
honorarios, restauración, etc. derivados de la celebra-
ción de conferencias, ciclos cinematográficos, exposi-
ciones, cursos o seminarios realizados con cargo a los 
libramientos para actividades culturales y de forma-
ción. Además, por tratarse, en la mayoría de los casos, 
de actos de difusión de la cultura española en el exte-
rior deberían haberse imputado al programa 134B 
«Cooperación, promoción y difusión cultural en el 
exterior» en lugar de al 134A «Cooperación para el 
desarrollo».

b) Los gastos de desplazamientos y similares deri-
vados del desarrollo de actividades de cooperación 
tales como identificación, seguimiento y control de 
proyectos de cooperación realizados con cargo a los 
libramientos para programas de cooperación y para 
proyectos específicos.

3.47 En segundo lugar, los trabajos de fiscaliza-
ción han puesto de manifiesto que las subvenciones 

abonadas con cargo a los fondos librados «a justificar» 
se concedieron, en su mayor parte, sin que el órgano 
competente para otorgar las subvenciones, el Presidente 
del Organismo, formalizara el correspondiente acuerdo 
de concesión, incumpliendo lo dispuesto en el artícu- 
lo 81.3 del TRLGP. Entre las ayudas que carecían de 
acuerdo de concesión figuraban gran parte de las sub-
venciones en especie materializadas en gastos de perso-
nal, suministros, etc., realizados con cargo a los libra-
mientos para proyectos específicos y las ayudas, por lo 
general de pequeña cuantía, tanto en efectivo como en 
especie, abonadas con cargo a los libramientos para 
microacciones. Tampoco contaban con resolución de 
concesión las ayudas abonadas con cargo a los libra-
mientos del programa de preservación del patrimonio.

IV.  DONACIONES RECIBIDAS POR LA AECI 
PARA FINANCIAR SUBVENCIONES DE 
AYUDA OFICIAL AL DESARROLLO

A. Introducción

4.1. El artículo 18 del Estatuto de la AECI con-
templa, entre los bienes y medios económicos del 
Organismo, las aportaciones voluntarias o donaciones 
que concedan u otorguen a su favor otras entidades 
públicas o personas privadas. Por su parte, el Real 
Decreto 765/1995, de 5 de mayo, declara aplicable a la 
AECI el régimen previsto en los artículos 59 a 68 de la 
Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de 
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4.5. Las donaciones recibidas en 2001 en la cuen-
ta de «Ayuda Española de Emergencia. AECI» no fue-
ron aplicadas por la AECI hasta el mes de diciembre de 
2002. Un importe de 12.020 €, que había sido donado 
para los damnificados por el terremoto del Gujarat 
(India) de 26 de enero de 2001, se aplicó en la conce-
sión de una ayuda para la ejecución de un proyecto de 
reconstrucción en la citada provincia, lo que pone de 
manifiesto el retraso en la aplicación de los fondos reci-

bidos por la AECI. El resto se aplicó, junto con dona-
ciones recibidas en 2002, en la concesión de una ayuda 
humanitaria para paliar las carencias alimentarias de 
Argentina.

4.6 Por su parte, las donaciones recibidas en la 
cuenta del Banco de España correspondían, en su 
mayor parte, 12.020 €, a la aportación de una Diputa-
ción para los damnificados por los terremotos de El 
Salvador que la AECI aplicó en la concesión de una 
ayuda a un proyecto de reconstrucción en ese país. El 
importe restante, 304 €, no fue aplicado en 2001 ni 
en 2002.

Incentivos Fiscales a la participación privada en activi-
dades de interés general. Dentro de esos preceptos, 
concretamente en los artículos 59.3 y 63.1 c), se califi-
ca como donación a las cantidades entregadas por parti-
culares a las entidades sometidas al régimen de la Ley 
para el cumplimiento de los fines establecidos en el 
apartado 42.1 a) de la misma, entre los que se encuentra 
la cooperación al desarrollo. Por todo ello, las cantida-
des percibidas por la AECI de particulares e institucio-
nes tienen la naturaleza jurídica de donación y se inte-
gran en su patrimonio, con la carga de utilizarlas para el 
destino para el que se entregaron, y adquieren, por 
tanto, la categoría de fondos públicos. En consecuen-
cia, este Tribunal considera, a partir de dichos precep-
tos y de la jurisprudencia del Tribunal Supremo 11 que 
los fondos percibidos por la AECI de particulares tiene 
la naturaleza de fondos públicos desde su recepción por 
el Organismo.

4.2 La AECI ha recurrido a las aportaciones 
voluntarias de particulares e instituciones para finan-
ciar ayudas a los damnificados de grandes catástrofes 
(huracán Mitch, guerra de Kosovo, inundaciones en 
Venezuela, etc.). Hasta el ejercicio 2000, la AECI abría 
cuentas bancarias específicas para cada campaña de 
recaudación y transfería los ingresos recaudados a la 
cuenta del Organismo en el Banco de España. En ese 
momento, contabilizaba los ingresos, generaba crédito 
en su presupuesto y tramitaba el expediente de gasto 
por el que se daba aplicación a las donaciones recibi-
das. Este procedimiento no se siguió en la campaña de 
recaudación de fondos para los damnificados por los 
terremotos sufridos por El Salvador en enero y febrero 
de 2001. Como se analizará detalladamente en al apar-
tado IV.B, en esta ocasión, los ingresos recaudados en 

una cuenta bancaria denominada «Ayuda a El Salva-
dor» abierta en el Banco Bilbao Vizcaya Argentaria 
(BBVA) se transfirieron directamente a una cuenta 
abierta en El Salvador por el Embajador de España en 
aquel país, sin atenerse a los trámites previstos en la 
normativa.

4.3 En mayo de 2001, la AECI solicitó a la Direc-
ción General del Tesoro y Política Financiera (DGTPF) 
autorización para abrir una cuenta genérica destinada a 
recibir donaciones en caso de grandes catástrofes, evi-
tando de este modo la apertura de cuentas independien-
tes para cada uno de los eventos. Una vez completado 
el proceso previsto en el artículo 119 del TRLGP, en 
septiembre de 2001 la AECI abrió en una entidad priva-
da una cuenta bancaria denominada «Ayuda Española 
de Emergencia. AECI». En el ejercicio 2001, la AECI 
incumplió las condiciones establecidas en la autoriza-
ción de la DGTPF al no transferir quincenalmente las 
donaciones recibidas a la cuenta del Organismo en el 
Banco de España. De hecho, hasta el 12/04/2002 no 
efectuó la primera transferencia. Por su parte, en 2001 
la entidad bancaria no abonó a la AECI los intereses 
acordados. A pesar de ello, hasta que el Tribunal no lo 
puso de manifiesto, la AECI no procedió a efectuar la 
pertinente reclamación a la entidad bancaria, que en 
diciembre de 2003 le abonó los intereses devengados 
en 2001, un importe de 199 €.

4.4 El importe de las donaciones recibidas en 
2001 por la AECI ascendió a 9.850.686 €. Como puede 
apreciarse en el cuadro 7, en su mayor parte estas dona-
ciones fueron ingresadas en la cuenta de «Ayuda a El 
Salvador» cuya aplicación se analiza de forma porme-
norizada en el apartado IV.B.

CUADRO 7

Donaciones recibidas por la AECI. Ejercicio 2001

cuenta recibidas aplicadas diferencia
«Ayuda a El Salvador» 9.789.326 9.758.185 31.141
«Ayuda de Emergencia» 49.036 49.036
Banco de España 12.324 12.020 304
 TOTAL 9.850.686 9.770.205 80.481

11 Sentencias de 6 de junio de 1986, Fundamento Jurídico 2.º, y de 21 de junio de 
1990, Fundamento Jurídico 4.º, entre otras.
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B.  Donaciones para los damnificados por los terre-
motos de El Salvador

4.7 En la recaudación de donaciones para los 
damnificados por los terremotos sufridos por El Salva-
dor, el 13 de enero y el 13 y 17 de febrero de 2001, y su 
libramiento a ese país se produjo la inobservancia de 
ciertos trámites formales establecidos en la normativa 
reguladora de la gestión de fondos públicos, más allá de 
lo que autorizaban las circunstancias de emergencia y 
urgencia concurrentes en la situación. En el mes de 
diciembre de 2001, para «regularizar legal y contable-
mente» 12 la recaudación y el libramiento de fondos, la 
AECI procedió a:

a) Solicitar a la DGTPF autorización de la cuenta 
bancaria en la que se recaudaron los fondos sin que, 
según la información facilitada por la AECI en el curso 
de los trabajos de fiscalización, recibiera contestación a 
la solicitud formulada.

b) Comunicar a la entidad bancaria la titularidad 
de la cuenta a nombre de la AECI y designar (en febre-
ro de 2002) las personas autorizadas para disponer de 
los fondos.

c) Tramitar un expediente de generación de crédi-
to en el subconcepto 496.02 «Ayuda Humanitaria» y un 
libramiento «a justificar» (sin salida material de fon-
dos) al cajero pagador de la Oficina Técnica de Coope-
ración (OTC) de El Salvador, por el importe de los 
fondos librados, 9.758.185 €.

d) Registrar en su contabilidad los ingresos recibi-
dos y los pagos realizados.

Recaudación de fondos

4.8 Las donaciones fueron recaudadas en la cuen-
ta corriente 0182-0915-020-153000-0, denominada 
«Ayuda a El Salvador», abierta en el BBVA el 15 de 
enero de 2001, por el Secretario de Estado para la 
Cooperación Internacional y para Iberoamérica. La 

apertura de la cuenta se realizó incumpliendo lo dis-
puesto en el artículo 119 del TRLGP, al no contar con 
autorización de la DGTPF. Además, se incumplió lo 
previsto en el Real Decreto legislativo 2/2000, de 16 de 
junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públicas, al no 
haberse tramitado el correspondiente expediente de 
contratación ni formalizado el contrato de apertura. 
Esta misma exigencia de formalización del contrato de 
apertura se recoge en el artículo 48.2 de la Ley 26/1988, 
de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las 
entidades de Crédito y la Orden del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda, de 12 de diciembre de 1989, que lo 
desarrolla. Como consecuencia de la falta de formaliza-
ción del contrato, quedaron sin determinar los tipos de 
interés y las comisiones y gastos repercutibles. Tampo-
co se determinaron la titularidad de la cuenta y las per-
sonas con firmas autorizadas para disponer de los fon-
dos 13.

4.9 El mismo 15 de enero y en días posteriores, la 
cuenta, junto con las abiertas por ONGD y otras institu-
ciones, apareció en los distintos medios de comunica-
ción y en la página web de la AECI, recibiendo desde 
ese día hasta su cancelación, en marzo de 2002, nume-
rosos donativos de particulares, empresas e institucio-
nes.

4.10 Como puede apreciarse en el cuadro 8, desde 
la cuenta se efectuaron cuatro transferencias, por 
importe conjunto de 9.758.185 €, a una cuenta abierta 
en El Salvador por el Embajador de España en aquel 
país y otra a la cuenta de la AECI en el Banco de Espa-
ña por el saldo a la fecha de cierre de la cuenta, 
48.287 €. Todo ello totaliza un importe de 9.806.472 € 
que figura registrado en los artículos 46 «Transferen-
cias corrientes de Corporaciones Locales», 47 «Trans-
ferencias corrientes de empresas privadas» y 48 
«Transferencias corrientes de familias e instituciones 
sin fines de lucro» del presupuesto de ingresos de la 
AECI de los ejercicios en los que se recibieron los 
ingresos (en 2001, un importe de 9.789.326 €).

CUADRO 8
Transferencias efectuadas desde la cuenta «Ayuda a El Salvador»

(euros)

TRANSFERIDO A EL SALVADOR 9.758.185
22 de enero de 2001 2.134.472
26 de enero de 2001 3.184.037
8 de febrero de 2001 3.778.563
31 de mayo de 2001 661.113
TRANSFERIDO AL BANCO DE ESPAÑA 48.287
Recaudado en 2001 31.141
Recaudado en 2002 17.146
 TOTAL 9.806.472

13 Según la información remitida al Tribunal de Cuentas por la entidad bancaria, el 
Secretario de Estado para la Cooperación Internacional y para Iberoamérica fue la persona 
que dio instrucciones de movimiento de fondos de la cuenta.

12 Según la memoria elaborada por la AECI que acompaña al expediente de genera-
ción de crédito 56/01 aprobado el 26 de diciembre de 2001.



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

94

4.11 Ni la Secretaría de Estado para la Coopera-
ción Internacional y para Iberoamérica ni la AECI efec-
tuaron control alguno de las operaciones realizadas a 
través de la cuenta. Hasta octubre de 2001, nueve meses 
después de la apertura de la cuenta y cuando ya se 
habían realizado la práctica totalidad de las operacio-
nes, la AECI no realizó un primer análisis de los extrac-
tos bancarios. En aquel momento el Organismo solicitó 
a la entidad bancaria información acerca de algunos 
cargos registrados en la cuenta. Según la información 
facilitada por la AECI en el curso de los trabajos de 
fiscalización, ni recibió contestación de la entidad ban-
caria ni reiteró su petición.

4.12 No existían registros auxiliares o sistemas 
alternativos que permitieran el control y seguimiento 
de las operaciones efectuadas a través de la cuenta. Por 
ello, en la fiscalización se analizaron los extractos ban-
carios para determinar la procedencia de los numerosos 
cargos que se registraron en la cuenta. Como puede 
apreciarse en el anexo V que recoge el resultado de la 
fiscalización, además de gastos de gestión, no contabi-
lizados por la AECI 14, y de numerosas anulaciones-
correcciones, se registraron operaciones irregulares en 
una cuenta de recaudación, tales como «adeudos por 
domiciliación», «disposiciones en efectivo» y otras de 
similar naturaleza, con el detalle que se recoge en la 
columna 1 del citado anexo.

4.13 El análisis de los extractos bancarios permi-
tió determinar que 30 operaciones habían sido poste-
riormente anuladas y que 18 anulaciones-correcciones 
eran procedentes (véase la columna 2). Para analizar el 
resto, el Tribunal solicitó la documentación que sopor-
taba la totalidad de «adeudos por domiciliación» y 
«disposiciones en efectivo» y una muestra representati-
va del 42% del importe del resto de los cargos y del 
58% del importe de las anulaciones-correcciones 
(véase la columna 3).

4.14 De acuerdo con la documentación remitida a 
la AECI por el BBVA, 20 cargos (detallados en la 
columna 4) eran erróneos por lo que la entidad bancaria 
comunicó, en junio de 2003, a la AECI que tenía a su 
disposición el importe indebidamente cargado, 6.424 €. 
El abono en la cuenta del Organismo en el Banco de 
España no fue realizado hasta octubre de 2003. Según 
manifestaciones de la AECI, realizadas durante los tra-
bajos de fiscalización, estos ingresos se aplicarán en el 
ejercicio 2004 en la concesión de ayudas a El Salvador. 
El resto de cargos correspondía, según la entidad ban-
caria, a operaciones que habían sido anuladas poste-
riormente o a anulaciones de ingresos indebidamente 
abonados en la cuenta. Sin embargo, en opinión del 
Tribunal, la documentación que soportaba 18 cargos, 
por importe de 26.856 € (véase la columna 6), no per-
mitía determinar su procedencia.

4.15 De lo expuesto en los puntos anteriores se 
concluye que no ha quedado acreditada la procedencia 
de un total de 456 cargos, por importe de 180.628 € 
(véase la columna 7), entre los que puede haber cargos 
indebidos que la AECI debe reclamar a la entidad ban-
caria para aplicar los ingresos al fin para el que fueron 
aportados por los donantes. De acuerdo con la informa-
ción facilitada por la AECI, en febrero de 2004 el Orga-
nismo solicitó a la entidad bancaria información de la 
mayor parte de estos cargos y en abril reiteró la solici-
tud incluyendo la totalidad de los cargos pendientes de 
aclarar.

4.16 La falta de control de las donaciones recibi-
das en la cuenta impidió a la AECI emitir los certifica-
dos que, como entidad donataria, debe emitir, de acuer-
do con lo previsto en el artículo 66 de la Ley 30/1994, 
de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos 
Fiscales a la participación privada en actividades de 
interés general, para permitir a los donantes obtener las 
deducciones fiscales legalmente establecidas.

4.17 Por otro lado, debe señalarse que del análisis 
de una muestra aleatoria de 1.295 cartas de abono por 
transferencia, que representaban ingresos en la cuenta 
por importe de 155.854 €, se obtuvo como resultado 
que en el 13% de los documentos analizados, aunque el 
número de la cuenta bancaria correspondía a la cuenta 
«Ayuda a El Salvador» fiscalizada, figuraba como 
beneficiaria de la transferencia Cruz Roja, que tenía 
abierta en el BBVA una cuenta de recaudación de fon-
dos para los damnificados por los terremotos de El 
Salvador.

Aplicación de los fondos recibidos

4.18 Como se ha indicado en el punto 4.10, desde 
la cuenta del BBVA se transfirió un importe de 
9.758.185 € a una cuenta abierta en El Salvador por el 
Embajador de España en aquel país y un importe de 
48.287 € a la cuenta de la AECI en el Banco de España. 
La aplicación dada a los fondos transferidos a El Salva-
dor se analiza detalladamente en los puntos que vienen 
a continuación. Por su parte, con cargo a los fondos 
transferidos a la cuenta del Banco de España, la AECI 
concedió, en diciembre de 2002, a la Alcaldía Munici-
pal de Chirilagua de El Salvador, una ayuda, por impor-
te de 48.300 €, para la ejecución de un proyecto deno-
minado «Ayuda humanitaria para municipios afectados 
por la sequía de los años 2001/2002» lo que pone de 
manifiesto, por un lado, un gran retraso en la aplicación 
de las donaciones recibidas y, por otro lado, que éstas 
no se aplicaron a la finalidad para la que fueron dona-
das (la ayuda a los damnificados por los terremotos).

4.19 En el mes de octubre de 2001, la AECI solici-
tó al embajador información acerca de la aplicación de 
los fondos que le habían sido transferidos 15. En la nota 

14 El Organismo contabilizó los ingresos por el valor neto incumpliendo el artículo 58 
del TRLGP.

15 De acuerdo con la documentación remitida en el trámite de alegaciones por el que 
fuera embajador hasta julio de 2001, la AECI estuvo informada en todo momento de las 
actuaciones relativas a la aplicación de los fondos recibidos por la Embajada.
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remitida, el embajador informaba de que en la cuenta 
bancaria que había abierto para recibir las donaciones 
recaudadas en la cuenta de «Ayuda a El Salvador» se 
habían recibido, también, los fondos transferidos por 
Radio Televisión Española (RTVE) recaudados en un 
programa especial de ayuda a los damnificados por los 
terremotos. En el cuadro 9 se recoge el detalle de los 
fondos recibidos, un importe de 11.056.408 US$ 16, que, 
según la información remitida por el embajador, se 
había destinado a financiar la ejecución de los 23 pro-
yectos que figuran detallados en el anexo VI. Como 
puede apreciarse, parte de los fondos se destinó a finan-
ciar los gastos de auditoría, gestión contable y difusión 
de las ayudas (proyectos 22 y 23) y el resto a financiar 
proyectos de cooperación en diferentes sectores.

CUADRO 9

Fondos recibidos por la Embajada de España 
en El Salvador

(US$)

PROCEDENCIA IMPORTE

Donaciones cuenta «Ayuda a El Salvador» 9.088.667

Recaudación RTVE 1.967.741

 TOTAL 11.056.408

4.20 La asignación de los fondos se realizó sin 
formalizar el acuerdo de concesión de las ayudas, 
incumpliendo lo dispuesto en el artículo 81.3 del 
TRLGP. El objeto de la ayuda, su cuantía y las condi-
ciones de utilización de los fondos se establecieron en 
las «cartas de entendimiento» suscritas por el embaja-
dor con las contrapartes locales, fundamentalmente 
instituciones gubernamentales salvadoreñas, encarga-
das de la ejecución de los proyectos subvencionados. 
No se suscribió carta de entendimiento con las contra-
partes de los proyectos 5 y 14. El proyecto 5 se formali-
zó en un escrito en el que la contraparte se comprometía 
a justificar la aplicación de los fondos. El proyecto 14, 
por su parte, se materializó mediante la entrega a la 
contraparte de una subvención en especie cuyos gastos 
fueron realizados por la OTC de El Salvador.

4.21 Según la nota remitida por el embajador, la 
distribución de los fondos entre los diferentes proyec-
tos se realizó después de contactar con las instituciones 
gubernamentales y ONGD, con la finalidad de distri-
buir la ayuda de emergencia entre los sectores más 
afectados por los terremotos y de planificar la ayuda 
para la reconstrucción. Del análisis de la documenta-
ción remitida no se deducen las necesidades puestas de 
manifiesto en los indicados contactos ni los criterios 
seguidos para seleccionar los proyectos subvenciona-
dos. No obstante, del análisis realizado se deduce que 

algunos eran proyectos de cooperación al desarrollo 
que no tenían por finalidad directa la ayuda de emer-
gencia a los damnificados por los terremotos o la 
reconstrucción del país por lo que, en opinión del Tri-
bunal, habría sido más adecuado que se hubieran finan-
ciado con las dotaciones presupuestarias de la AECI. 
Esto ocurría en los siguientes proyectos:

a) El proyecto 11 «Ampliación y desarrollo del 
complejo educativo de Olocuilta» que era la continua-
ción y ampliación de un proyecto de cooperación cuya 
primera fase había sido subvencionada por la AECI 
en 2000. A la fecha de los terremotos, la construcción 
del complejo no se había iniciado.

b)  Los proyectos 18 y 19 de la rúbrica «Patrimo-
nio cultural» que tenían por finalidad la recuperación 
del patrimonio histórico. El 18, «Rehabilitación y res-
tauración del inmueble Casa Dueñas», que ya había 
sido analizado por la OTC de El Salvador en 2000, 
tenía por objeto la rehabilitación de un edificio abando-
nado desde 1986 para servir como sede permanente a la 
Academias salvadoreñas de la Lengua y de la Historia. 
Por su parte, el proyecto 19, «Realización de trabajos 
de protección y puesta en valor del sitio arqueológico 
Ciudad Vieja», tenía por objeto la realización de traba-
jos de investigación arqueológica.

4.22 Por su parte, del análisis de las cartas de 
entendimiento, se deduce la falta de concreción de las 
disposiciones relativas a la justificación de la aplica-
ción de los fondos por las contrapartes. En todas las 
cartas se preveía que la Embajada podía en cualquier 
momento ejercer las medidas de control que estimara 
oportunas para garantizar la transparencia de la inver-
sión de los recursos, sin embargo, sólo en cinco se esta-
blecía la obligación de la contraparte de justificar la 
aplicación de los fondos una vez finalizada la ejecución 
del proyecto, aunque sin indicar la forma ni el plazo en 
que esta justificación debía realizarse.

4.23 Para verificar la aplicación de los fondos, la 
Embajada contrató, con cargo a las donaciones recibi-
das, la realización de auditorías financieras de los pro-
yectos. Los contratos establecían que las firmas audito-
ras debían presentar para cada proyecto informes 
bimensuales de seguimiento y un informe final. No han 
sido aportados al Tribunal los informes bimensuales 
solicitados a la Embajada, por lo que no hay constancia 
de que fueran elaborados 17. En cuanto a los informes 
finales, en agosto de 2003 sólo se habían terminado los 
de siete proyectos en los que se habían aplicados fon-
dos que representan el 5% del total recibido por la 
Embajada.

16 Los fondos recibidos sumaban 11.870.763 € (9.758.185 € transferidos por la AECI 
y 2.112.578 € por RTVE).

17 No pueden aceptarse las alegaciones a este punto del actual embajador, que afirman 
que los informes periódicos se sustituyeron por informes finales, al amparo de los acuerdos 
suscritos con las firmas auditoras. El acuerdo al que se refieren las alegaciones fue suscrito, 
con una de las dos firmas de auditoria contratadas, en marzo de 2003 y entre los informes 
bimensuales solicitados y no facilitados figuran informes del periodo anterior a la modifi-
cación del contrato e informes que debía realizar la otra firma auditora cuyo contrato no 
había sido modificado.



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

96

4.24. De acuerdo con la información sobre los 
procedimientos seguidos en la gestión de los fondos 
remitida por la Embajada al Tribunal, el control admi-
nistrativo y financiero durante la ejecución se realizaba 
mediante el seguimiento de las cuentas bancarias ope-
rativas abiertas por las contrapartes ejecutoras de los 
proyectos, en las que tenía firma la Embajada, y los 
informes mensuales de utilización de los fondos remiti-
dos por las contrapartes. Sin embargo, aunque en todas 
las cartas de entendimiento se preveía la apertura de 
una cuenta operativa específica para cada proyecto, no 
se abrieron cuentas operativas para 7 proyectos y para 
otros 6 las contrapartes habían abierto además de la 
cuenta operativa otras cuentas en las que la Embajada 
no tenía firma. Por su parte, no consta que los informes 
mensuales de los pagos realizados se acompañaran de 
la documentación acreditativa de la efectividad de las 
operaciones realizadas ni el procedimiento seguido 
para verificar la información remitida. No obstante, de 
los resultados de alguna de las pocas auditorías finales 
concluidas parece deducirse que el procedimiento de 
control no era muy efectivo. Así, terminado el proyecto 
10, el informe provisional de auditoría puso de mani-
fiesto que el 48% de los gastos realizados por la contra-
parte estaban expresamente excluidos en la carta de 
entendimiento. Este incumplimiento fue subsanado, 
antes del informe final de auditoría, mediante la corres-
pondiente autorización de la Embajada.

Anuncio de agradecimiento

4.25 El 9 de marzo de 2001 la AECI insertó un 
anuncio en la prensa española, con los anagramas del 
MAE y de la AECI, agradeciendo las donaciones reci-
bidas en la cuenta del BBVA que cuantificaba en 
11.191.003 €. Este importe no coincide con el que se 
obtiene de los extractos bancarios de la cuenta, que al 1 
de marzo arrojaban unos ingresos netos por importe de 
9.648.875 €. Según la AECI, la información incluida en 
el anuncio fue facilitada por la Embajada de España en 
El Salvador no contando el Organismo con soporte 
documental de los datos consignados en el mismo. Del 
análisis realizado en la fiscalización se concluye que el 
importe consignado era el recibido en la cuenta abierta 
en El Salvador hasta mediados de febrero, que incluía 
parte de los fondos remitidos por RTVE.

4.26 En el anuncio se indicaba que los fondos 
recibidos se habían «destinado íntegramente a la ayuda 
humanitaria y a la reconstrucción del país a través de 
diversos programas gestionados por el Gobierno de El 
Salvador con la colaboración de la AECI», a pesar de 
que a la fecha del anuncio no se habían suscrito gran 
parte de las cartas de entendimiento. Por su parte, la 
distribución por conceptos de gasto que figura en el 
anuncio difiere considerablemente de la distribución 
real. En efecto, no figuran los conceptos «Patrimonio 
cultural» (los proyectos 18 y 19 a los que se ha hecho 
referencia en el punto 4.21 b) ni «Centros de beneficen-

cia» y en el concepto «Ayuda de emergencia directa a 
los damnificados» figura un importe de 1.459.258 US$, 
cuando la ayuda de emergencia alcanzó un importe de 
420.609 US$ (proyectos 2, 3, 20 y 21).

4.27 Por último, en el anuncio se manifestaba que 
para asegurar el buen fin de la ayuda y la transparencia 
en la gestión de los fondos se había encomendado a una 
determinada firma la realización de una auditoría exter-
na. Sin embargo, a la fecha del anuncio no se había 
suscrito ningún contrato de auditoría. El primer contra-
to, sólo para cuatro proyectos, se celebró el 26 de 
marzo de 2001 y el segundo, para el resto de proyectos, 
no se suscribió hasta febrero de 2002. Ambos contratos 
fueron suscritos con una firma diferente de la que figu-
raba en el anuncio.

Justificación del libramiento de fondos de la AECI

4.28 Como se ha indicado en el punto 4.7 c), en 
diciembre de 2001 la AECI tramitó un libramiento «a 
justificar» al cajero pagador de la OTC por el importe 
de los fondos que había transferido a El Salvador. Por 
ello, después de recibir el detalle de la aplicación de los 
fondos que figura en el anexo VI, solicitó al embajador 
que identificara los proyectos financiados con su libra-
miento. Como puede apreciarse en la columna 1 del 
anexo VII, que recoge el detalle remitido por el emba-
jador, el libramiento de la AECI se asignó a la financia-
ción de 12 de los 23 proyectos subvencionados con los 
fondos recibidos por la Embajada, quedando a la fecha 
del escrito un importe de 200.446 US$ pendiente de 
asignación.

4.29 De acuerdo con lo previsto en las normas de 
pagos «a justificar» de la AECI, el plazo de justifica-
ción del libramiento finalizaba el 30/6/2002. Este plazo 
fue ampliado hasta el 30/12/2002, al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 79.4 del TRLGP. La cuenta justifi-
cativa fue rendida el 20 de diciembre de 2002 y modifi-
cada en octubre de 2003 como consecuencia de los 
reparos formulados por la Intervención Delegada en el 
Organismo y está, a la fecha de redacción del Informe, 
pendiente de aprobación por la autoridad competente.

4.30 La justificación presentada inicialmente 
(véase columna 2 del anexo VII) incluía los proyectos 
financiados con el libramiento de la AECI. Sin embar-
go, el importe justificado de los proyectos 9 y 12 era 
superior al transferido a las contrapartes (1.000.000 
US$), al incluir los intereses generados en las cuentas 
operativas que habían sido aplicados, con autorización 
de la Embajada, en la ejecución de los proyectos. Por 
ello, en la 2.ª cuenta justificativa (véase la columna 3 
del anexo VII) se ajustaron los importes de los proyec-
tos 9 y 12 y, para compensar este ajuste, se incluyó el 
proyecto 23, que no estaba previsto que se financiase 
con el libramiento de la AECI, con el importe del gasto 
realizado hasta diciembre de 2002, 19.686 US$. El 
sobrante, un importe de 1.001 US$, fue reintegrado a la 
cuenta de la AECI en el Banco de España.
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4.31 En primer lugar, hay que señalar que no ha 
quedado suficientemente acreditada la correspondencia 
entre los fondos transferidos, 9.758.185 €, y los justifi-
cados en la cuenta, 9.088.667 US$. En la cuenta justifi-
cativa se incluye la documentación bancaria de las 
cuatro transferencias efectuadas desde el BBVA y de 
los cuatro ingresos recibidos en la cuenta del Banco 
Salvadoreño, no se incluyen, sin embargo, los docu-
mentos bancarios en los que quede acreditado el tipo de 
cambio aplicado en cada una de las transferencias y, en 
su caso, los gastos y comisiones cargados.

4.32 Para justificar la aplicación de los fondos, en 
la cuenta justificativa se incluyen documentos, fecha-
dos todos en diciembre de 2002, en los que las contra-
partes certifican el importe «recibido», acompañados 
de la documentación bancaria que acredita la transfe-
rencia de los fondos a las contrapartes y, en su caso, los 
reintegros efectuados por éstas. El proyecto 23 se justi-
fica mediante facturas. Del análisis de la justificación 
rendida se deducen las siguientes observaciones:

a) El «recibí» del proyecto 14 es un acuse de reci-
bo de una subvención en especie materializada en la 
construcción de dos galeras provisionales de emergen-
cia y en el suministro de alimentos, colchonetas, sanda-
lias y otras provisiones para los niños del Hogar San 
Vicente de Paúl, que se cuantifica en 72.428 US$, sin 
que se aporten los documentos justificativos de los 
pagos realizados por la OTC que, como se ha indicado 
en el punto 4.20, ejecutó el proyecto.

b) En el «recibí» del proyecto 1.bis la contraparte 
consigna como importe recibido 208.308 US$, a pesar 
de que en diciembre de 2002 no había recibido cantidad 
alguna (hasta el 4 de abril de 2003 la AECI no transfirió 
los fondos a la contraparte).

c) En los «recibís» de los proyectos 1 y 6 el 
importe consignado por las contrapartes como recibido 
en diciembre de 2002 no se correspondía con la situa-
ción real a esa fecha. En efecto, en ambos casos, se 
consignaba el importe recibido menos el sobrante no 
aplicado a pesar de que el reintegro de este sobrante no 
se había hecho efectivo (el del proyecto 1 se reintegró 
el 13 de enero de 2003 y el del proyecto 6 el 25 de sep-
tiembre de 2003).

4.33 De lo expuesto en el punto anterior se con-
cluye que la cuenta justificativa rendida únicamente 
acredita, con las deficiencias señaladas en el punto 
anterior, las transferencias de fondos a las contrapartes. 
No acredita, por tanto, la efectiva aplicación de los fon-
dos al fin para el que fueron librados, la ayuda a los 
damnificados por los terremotos, al no incluir la docu-
mentación acreditativa de los gastos realizados por las 
contrapartes o por la OTC en la ejecución de los pro-
yectos subvencionados.

4.34 Como resultado del análisis de la documen-
tación complementaria remitida por la Embajada, a 
instancias del Tribunal, se deduce que a la fecha de ren-

dición de la cuenta, diciembre de 2002, los pagos reali-
zados por las contrapartes con los fondos recibidos 
sumaban un importe de 5.132.577 US$, lo que repre-
senta el 57% del importe recibido. Debe señalarse, a 
este respecto, que a esa fecha seis proyectos estaban en 
ejecución (véase la columna 4 del anexo VII). En agos-
to de 2003 los pagos realizados sumaban 7.729.160 
US$, el 86% de los fondos recibidos, y los proyectos en 
ejecución eran cuatro (1.bis, 4, 13 y 15) cuyo importe 
representa el 48% del libramiento.

4.35 A la fecha de elaboración del Informe, sólo 
habían concluido las auditorías finales de tres proyec-
tos (2, 3 y 5), que representan el 2% del libramiento, 
otras dos auditorías estaban en elaboración y otras tres 
no se habían iniciado al no haber remitido las contra-
partes el informe final, a pesar de que dos hacía varios 
meses que habían finalizado (en octubre y diciembre 
de 2002, respectivamente). Según los informes de audi-
toría de los tres proyectos auditados, los estados de 
rendición de cuentas elaborados por las contrapartes 
presentaban razonablemente la situación financiera de 
los proyectos y, con la salvedad del proyecto 2, se 
habían cumplido los términos establecidos en las cartas 
de entendimiento. En este proyecto el importe transfe-
rido a la contraparte era superior al comprometido en la 
carta de entendimiento sin que se hubiera suscrito la 
correspondiente addenda para dar cobertura al desem-
bolso de fondos por importe de 16.577 US$, el 21% del 
gasto total del proyecto.

Gestión de los fondos en El Salvador

4.36 La cuenta en la que se recibieron los fondos 
fue abierta por el embajador en el Banco Salvadoreño 
sin contar con autorización de la DGTPF, incumplien-
do lo dispuesto en el artículo 119 del TRLGP. En el 
contrato de apertura figura como titular «Ayuda espa-
ñola a El Salvador» que carece de personalidad jurídi-
ca 18. Desde su apertura hasta octubre de 2001, la única 
persona con firma autorizada para disponer de los fon-
dos era el embajador. A partir de esa fecha, tenían 
firma, indistintamente, el embajador y el encargado de 
negocios de la Embajada. En mayo de 2002, después de 
identificar los proyectos financiados con el libramiento 
de la AECI (véase el punto 4.28), el saldo del libra-
miento fue transferido a la cuenta de «Anticipos de caja 
fija y pagos a justificar» de la OTC, abierta en el Banco 
Agrícola de El Salvador, gestionándose desde entonces 
a través de esta cuenta las operaciones de los proyectos 
financiados por la AECI. No obstante, en la fiscaliza-
ción se ha puesto de manifiesto que con posterioridad 
al traspaso algunas de estas operaciones se realizaron a 
través del Banco Salvadoreño.

18 Este contrato fue suscrito el 23/01/2001. Previamente, el 17/01/2001, el embajador 
había abierto una cuenta con la denominación «Embajada de España-Ayuda a El Salvador» 
que fue cancelada siguiendo instrucciones de la AECI, según las alegaciones del que fuera 
embajador en aquellas fechas.
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4.37 En el anexo VIII se recoge la composición 
del saldo al 30/11/2003 de la cuenta del Banco Salva-
doreño, un importe de 425.148 US$, y del saldo, a la 
misma fecha, de las operaciones del libramiento de la 
AECI realizadas a través de la cuenta del Banco Agrí-
cola, un importe neto de 82.225 US$. De su análisis se 
derivan las siguientes observaciones:

a) Las operaciones del libramiento de la AECI 
realizadas a través del Banco Salvadoreño presentan un 
saldo de 2.677 US$ que no se ha traspasado a la cuenta 
del Banco Agrícola.

b) El ingreso de los intereses de las cuentas opera-
tivas de proyectos no se efectuó con criterios homogé-
neos. En efecto, todos los intereses se habían generado 
en cuentas operativas de proyectos financiados con el 
libramiento de la AECI y se ingresaron indistintamente 
en las dos cuentas.

c) Los intereses generados en la cuenta del Banco 
Salvadoreño, desde su apertura hasta el 30/11/2003, un 
importe de 236.829 US$, junto a los intereses de las 
cuentas operativas de proyectos transferidos por las 
contrapartes, un importe de 126.969 US$, totalizan 
363.798 US$. No consta que la AECI haya dictado ins-
trucciones sobre el destino de estos fondos 19.

d) En la cuenta del Banco Agrícola se han regis-
trado operaciones del libramiento, fundamentalmente 
pagos, que no han sido incluidas en la cuenta justifica-
tiva analizada en el epígrafe anterior, por importe neto 
de -142.888 US$. Se desconoce a qué corresponden los 
pagos realizados ni cómo se han financiado.

e) Con posterioridad al cierre de la cuenta justifi-
cativa se han realizado operaciones de los proyectos en 
ejecución, fundamentalmente del proyecto 13, con un 
importe neto al 30/11/2003, de 141.000 US$.

V. CONCLUSIONES

A.  Respecto del análisis de la ejecución presupuesta-
ria

5.1 El estado de liquidación del presupuesto ren-
dido por la AECI refleja fielmente, en relación con las 
partidas presupuestarias en las que figuran consignadas 
las subvenciones fiscalizadas, el resultado de las opera-
ciones realizadas en el ejercicio 2001 con excepción de 
las salvedades siguientes:

a) Los compromisos contraídos con cargo a los 
presupuestos de ejercicios posteriores están infravalo-
rados en un importe de, al menos, 23.998.734 € 
(punto 2.9).

b) Las obligaciones reconocidas están sobrevalo-
radas, en un importe indeterminado, como consecuen-
cia de la imputación al concepto «496 Transferencias 

corrientes al exterior: para Ayuda Oficial al Desarrollo» 
de gastos que, por su naturaleza, debieron imputarse al 
capítulo 2 «Gastos corrientes en bienes y servicios» 
(punto 3.46).

c) La clasificación presupuestaria de las subvencio-
nes de Ayuda Oficial al Desarrollo al nivel de subcon-
cepto no atiende a criterios homogéneos (punto 2.8).

d) No todas las subvenciones de Ayuda Oficial al 
Desarrollo cumplen los requisitos establecidos en la 
Ley de Cooperación para tener la consideración de 
Ayuda Oficial al Desarrollo (punto 2.14).

B.  Respecto de las Subvenciones de Ayuda Oficial al 
Desarrollo concedidas en 2001

Normativa reguladora

5.2 La nueva normativa reguladora de las subven-
ciones a ONGD, aprobada en 2001, sigue básicamente 
el esquema vigente hasta entonces para las subvencio-
nes a proyectos sin regular de forma suficiente los 
aspectos específicos, derivados de su naturaleza pluri-
anual, de las nuevas actuaciones subvencionables, los 
programas y las estrategias, que representaron el 75% 
de la anualidad del ejercicio 2001 de las subvenciones a 
ONGD (punto 3.7) 

5.3 La normativa reguladora de las ayudas singu-
lares de convocatoria abierta y permanente no excluye 
las solicitudes de ayuda para la ejecución de proyectos 
de cooperación que por su ámbito sectorial y territorial 
son subvencionables en la convocatoria de subvencio-
nes a ONGD, lo que permite, dada la amplia definición 
del objeto de las ayudas singulares, la concesión de 
estas ayudas a proyectos para los que existe una convo-
catoria específica (puntos 3.27 y 3.28).

Concesión

5.4 La AECI concede una parte importante de las 
subvenciones de Ayuda Oficial al Desarrollo, en 2001 
el 36% de las obligaciones reconocidas, sin sujeción a 
los principios de publicidad y concurrencia previstos en 
el artículo 81.6 del TRLGP, de acuerdo con lo previsto 
en la normativa específica reguladora de las ayudas de 
cooperación internacional concedidas en desarrollo de 
la política exterior del Gobierno (punto 3.1).

5.5 En las dos líneas en las que se ha centrado el 
análisis de los procedimientos de concesión, las sub-
venciones a ONGD y las ayudas singulares de convoca-
toria abierta y permanente, que representaban en 2001 
el 43% de las obligaciones reconocidas en los concep-
tos presupuestarios de las subvenciones de Ayuda Ofi-
cial al Desarrollo, se cumplía el principio de publici-
dad. Sin embargo, la presentación y resolución a lo 
largo del año de las solicitudes de ayudas singulares de 
convocatoria abierta y permanente, unido a la inexis-
tencia de un crédito específico para las mismas, impo-

19 Ni en el curso de los trabajos de la fiscalización ni en el trámite de alegaciones se 
han aportado documentos que recojan de forma precisa instrucciones de la AECI acerca del 
destino de los intereses.
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sibilita el cumplimiento del principio de concurrencia 
en la concesión de estas ayudas. En cuanto al principio 
de objetividad previsto también en el artículo 81.6 del 
TRLGP, el Tribunal no puede emitir una opinión sobre 
su cumplimiento en la concesión de las subvenciones a 
ONGD y de las ayudas singulares de convocatoria 
abierta y permanente, al no haber sido facilitada por la 
AECI información sobre los criterios seguidos en el 
ejercicio fiscalizado para valorar las solicitudes presen-
tadas y para determinar la cuantía de las ayudas conce-
didas (puntos 3.15 y 3.25).

5.6 La mayor parte de las subvenciones abonadas 
con cargo a los fondos librados «a justificar» se conce-
dieron sin que el órgano competente para otorgar las 
subvenciones, el Presidente del Organismo, formaliza-
ra el correspondiente acuerdo de concesión, incum-
pliendo lo dispuesto en el artículo 81.3 del TRLGP 
(punto 3.47).

Verificación de la aplicación de las subvenciones con-
cedidas

5.7 Los procedimientos implantados por la AECI 
para verificar que los beneficiarios de las ayudas justifi-
caban la aplicación de los fondos percibidos dentro de 
los plazos estipulados eran muy deficientes. Para las 
ayudas singulares y las concedidas al amparo del Real 
Decreto 259/1998, no contaba con registros que le per-
mitieran efectuar este control de forma efectiva. Sí 
tenía esta información de las subvenciones a ONGD, 
sin embargo, no hay constancia de que la utilizara para 
realizar un control sistemático de las justificaciones 
pendientes de remitir por los beneficiarios (puntos 3.31 
y 3.35).

5.8 La revisión de las justificaciones rendidas por 
los beneficiarios se realizaba con un gran retraso, lo 
que no permitía a la AECI disponer de información 
actualizada sobre el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas por los solicitantes de las ayudas, en el 
momento de resolver las convocatorias de ejercicios 
sucesivos (puntos 3.34 y 3.36).

5.9 La documentación requerida a los beneficia-
rios para justificar la aplicación de los fondos percibi-
dos no permitía verificar, con carácter general, si el 
importe de subvenciones recibidas era superior al coste 
total de las actuaciones o proyectos subvencionados, 
incumpliendo lo establecido en el artículo 81.8 del 
TRLGP, ni, en algunas líneas de ayuda, las condiciones 
sobre el depósito de fondos establecidas en su normati-
va reguladora (puntos 3.30, 3.38 y 3.39).

5.10 No consta que la AECI haya requerido a la 
Fundación Carolina la subsanación de las deficiencias 
de la documentación rendida por la Fundación para 
justificar la aplicación de las dos subvenciones nomina-
tivas que recibió en 2001 (puntos 3.41 a 3.43).

Contratación con empresas consultoras

5.11 Para gestionar las subvenciones fiscalizadas, 
la AECI ha recurrido a contratar con empresas consul-
toras la realización de funciones propias del personal 
del Organismo, tales como el análisis y valoración de 
las solicitudes de subvenciones a proyectos de ONGD 
y la revisión de la documentación justificativa rendida 
por las entidades beneficiarias de las subvenciones a 
ONGD, de las ayudas singulares y de las concedidas al 
amparo del Real Decreto 259/1998 (puntos 3.13 b), 
3.32 y 3.36).

5.12 Las empresas contratadas para valorar las 
solicitudes y para verificar las justificaciones de las 
subvenciones a ONGD eran empresas de consultoría en 
el ámbito de la cooperación internacional que, entre 
otros, ofrecen a las ONGD servicios relacionados con 
la preparación y formulación de proyectos y, por tanto, 
con riesgo de falta de objetividad (puntos 3.13 b) 
y 3.32).

C.  Respecto de las donaciones recibidas por la AECI 
para financiar subvenciones de Ayuda Oficial al 
Desarrollo

5.13. La AECI incumplió en 2001 las condiciones 
establecidas en la autorización concedida por la Direc-
ción General del Tesoro y Política Financiera para la 
apertura de una cuenta bancaria de recaudación de 
donaciones, al no transferir quincenalmente los ingre-
sos recaudados a la cuenta del Organismo en el Banco 
de España. Por su parte, el control de la cuenta presen-
taba deficiencias ya que hasta que el Tribunal no lo 
puso de manifiesto, la AECI no reclamó a la entidad 
bancaria los intereses devengados en 2001 que no le 
habían sido abonados (punto 4.3).

Donaciones para los damnificados por los terremotos 
de El Salvador

5.14 En la recaudación y aplicación de las dona-
ciones para los damnificados por los terremotos sufri-
dos por El Salvador en los meses de enero y febrero 
de 2001 se produjo la inobservancia de ciertos trámites 
formales establecidos en la normativa reguladora de la 
gestión de los fondos públicos, más allá de lo que auto-
rizaban las circunstancias de emergencia y urgencia 
concurrentes en la situación:

a) La cuenta bancaria en la que se recaudaron los 
fondos fue abierta en enero de 2001, por el Secretario 
de Estado para la Cooperación Internacional y para 
Iberoamérica, sin autorización de la Dirección General 
del Tesoro y Política Financiera y sin suscribir el pre-
ceptivo contrato de apertura incumpliendo lo dispuesto 
en el TRLGP y en el texto refundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas y sin que que-
daran determinadas, hasta diciembre de 2001, la titula-
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ridad de la cuenta ni, hasta febrero de 2002, las personas 
autorizadas para disponer de los fondos (puntos 4.7 
y 4.8).

b) Las transferencias de los fondos a El Salvador 
se realizaron sin pasar por la cuenta de la AECI en el 
Banco de España y sin registrar los ingresos y pagos ni 
tramitar los correspondientes expedientes de gasto 
hasta diciembre de 2001 (puntos 4.2 y 4.7).

c) La cuenta abierta en El Salvador por el Embaja-
dor de España en aquel país a la que se transfirieron los 
fondos carecía de autorización de la Dirección General 
del Tesoro y Política Financiera, su titular era «Ayuda 
española a El Salvador» que no tiene personalidad jurí-
dica y la disposición de los fondos se hacía con una 
sola firma (punto 4.36).

d) La asignación de los fondos a las contrapartes 
locales, fundamentalmente instituciones gubernamen-
tales salvadoreñas, para financiar la ejecución de los 
proyectos subvencionados, se realizó sin formalizar el 
acuerdo de concesión de las ayudas, incumpliendo lo 
dispuesto en el artículo 81.3 del TRLGP (punto 4.20).

5.15 Ni la Secretaría de Estado para la Coopera-
ción Internacional y para Iberoamérica ni la AECI efec-
tuaron control alguno de las operaciones realizadas a 
través de la cuenta bancaria en la que se recaudaron las 
donaciones, a pesar de los numerosos cargos registra-
dos en la misma. Como resultado de los trabajos de 
fiscalización, en los que se analizó una muestra de estos 
cargos, la entidad bancaria reintegró a la AECI, en 
octubre de 2003, un importe de 6.424 € que había car-
gado indebidamente en la cuenta. No ha quedado acre-
ditada la procedencia de 456 cargos, por importe de 
180.628 € (puntos 4.11 a 4.15).

5.16 La gestión y aplicación de las donaciones 
transferidas por la AECI a El Salvador, por importe de 
9.758.185 €, se realizó junto con los fondos transferi-
dos por Radio Televisión Española recaudados en un 
programa especial de ayuda a los damnificados por los 
terremotos, por importe de 2.112.578 €. Los fondos 
recibidos, que sumaban 11.870.763 €, se aplicaron en 
la financiación de 23 proyectos de diversos sectores. 
De ellos, 3 eran proyectos de cooperación al desarrollo 
que no tenían por finalidad directa la ayuda de emer-
gencia a los damnificados por los terremotos o la 
reconstrucción del país por lo que, en opinión del Tri-
bunal, habría sido más adecuado que se hubieran finan-
ciado con las dotaciones presupuestarias propias de la 
AECI (puntos 4.19 a 4.21).

5.17 La cuenta justificativa del libramiento de 
fondos de la AECI fue rendida por el cajero pagador de 
la Oficina Técnica de Cooperación de El Salvador en 
diciembre de 2002, modificada en octubre de 2003, 
como consecuencia de los reparos formulados por la 
Intervención Delegada en el Organismo, y está, a la 
fecha de redacción del Informe, pendiente de aproba-

ción por la autoridad competente. De su análisis se han 
obtenido las siguientes conclusiones:

a) No se acredita suficientemente la correspon-
dencia entre los fondos transferidos, 9.758.185 €, y los 
justificados en la cuenta, 9.088.667 US$, al no incluir 
los documentos bancarios en los que se acredite el tipo 
de cambio aplicado en las transferencias realizadas a El 
Salvador y, en su caso, los gastos y comisiones carga-
dos (punto 4.31).

b) No se acredita la efectiva aplicación de los fon-
dos al fin para el que fueron librados, la ayuda a los 
damnificados por los terremotos, al no incluir la docu-
mentación acreditativa de los gastos realizados por las 
contrapartes locales ni por la Oficina Técnica de 
Cooperación en la ejecución de los proyectos financia-
dos con los fondos librados (punto 4.33).

5.18 Del análisis de la documentación remitida 
por la Embajada, a instancias del Tribunal, se deduce 
que a la fecha de rendición de la cuenta, diciembre 
de 2002, seis de los trece proyectos subvencionados 
con el libramiento de la AECI estaban en ejecución. De 
lo anterior, se concluye que la formalización de los fon-
dos transferidos a El Salvador mediante un libramiento 
de pagos «a justificar» fue inadecuada por la imposibi-
lidad, debido al largo periodo de ejecución de los pro-
yectos, de justificar dentro de los plazos establecidos 
en el artículo 79 del TRLGP la aplicación final de los 
fondos librados (punto 4.34).

5.19 A la fecha de redacción del Informe, cuatro 
proyectos, que representan el 48% del total del libra-
miento, continuaban en ejecución. Del resto de los 
proyectos, sólo se había concluido la auditoría finan-
ciera, contratada por la Embajada para verificar la apli-
cación de los fondos, de tres proyectos representativos 
del 2% del libramiento (punto 4.35).

VI. RECOMENDACIONES

6.1 El Tribunal recomienda que se impulse la 
adopción de las medidas adecuadas para que se regulen 
de forma clara y precisa las subvenciones concedidas 
por la AECI, evitando las indefiniciones puestas de 
manifiesto en este Informe. Asimismo, se recomienda 
revisar la normativa reguladora de las ayudas singula-
res de convocatoria abierta y permanente para poder 
dar pleno cumplimiento al principio de concurrencia 
previsto en el artículo 81.6 del TRLGP.

6.2 El Tribunal recomienda a la AECI que forta-
lezca el control de la aplicación de las subvenciones, 
implantando, por un lado, las medidas necesarias para 
garantizar que los beneficiarios justifican la aplicación 
de los fondos recibidos dentro de los plazos estableci-
dos y, por otro lado, las medidas que le permitan verifi-
car sin demora las justificaciones recibidas.

6.3. Se recomienda a la AECI el establecimiento 
de medidas adecuadas de control interno que aseguren 
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que todos los ingresos recibidos para financiar subven-
ciones de Ayuda Oficial al Desarrollo, tanto los deriva-
dos de convenios de colaboración como los proceden-
tes de donaciones de particulares e instituciones, se 
aplican sin dilación a la finalidad para la que estaban 
destinados.

6.4 El Tribunal recomienda a la AECI que la ges-
tión de las subvenciones sea llevada a cabo por perso-
nal propio del Organismo.

6.5 La AECI debe efectuar un puntual seguimien-
to de la aplicación de los fondos librados a El Salvador 
para los damnificados por los terremotos, hasta la con-
clusión definitiva de todos los proyectos subvenciona-
dos y aplicar los reintegros que pudieran producirse a la 
finalidad para la que fueron aportadas las donaciones.

Madrid, 15 de julio de 2004.—El Presidente, Ubal-
do Nieto de Alba.
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ANEXO VI

Proyectos financiados con los fondos recibidos por la Embajada española en El Salvador

US$
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110

251/000099 (CD) 
771/000097 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publica-
ción en la Sección Cortes Generales del BOCG, de la 
Resolución adoptada por la Comisión Mixta para las 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas sobre el Infor-
me de fiscalización del Consorcio Salamanca 2002 y 
de las inversiones del Programa Edificios 2002, así 
como el informe correspondiente.

Palacio del Congreso de los Diputados, 4 de mayo 
de 2005.—P. D. El Letrado Mayor de las Cortes Gene-
rales, Manuel Alba Navarro.

RESOLUCIÓN APROBADA POR LA COMISIÓN 
MIXTA PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBU-
NAL DE CUENTAS EN RELACIÓN AL INFORME 
DE FISCALIZACIÓN DEL CONSORCIO SALAMAN-
CA 2002 Y DE LAS INVERSIONES DEL PROGRA-
MA EDIFICIOS 2002 (NÚM. EXPTE. CONGRESO: 
251/000099 Y NÚM. EXPTE. SENADO: 771/000097) 

EN SU SESIÓN DEL DÍA 25 DE ABRIL DE 2006

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribu-
nal de Cuentas, en su sesión del día 25 de abril de 2006, a 
la vista del Informe remitido por ese Alto Tribunal acerca 
del Informe de fiscalización del Consorcio Salamanca 
2002 y de las inversiones del Programa Edificios 2002:

ACUERDA

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas insta al Gobierno a:

1. Estudiar, desarrollar y establecer, con el nivel 
normativo adecuado, un procedimiento regulado para 

la aprobación y celebración de eventos singulares como 
Salamanca 2002 que, en aras de su eficacia y eficiencia, 
deben realizarse con calendarios concisos y acotados, 
en la forma en que aparecen previstos en la Ley de Pre-
supuestos Generales del Estado.

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas insta a los miembros del Consorcio a 
que, previo cumplimiento por cada uno de ellos de los 
requisitos que sean necesarios, procedan a:

2. Adoptar las medidas que conduzcan al recono-
cimiento de las previsiones presupuestarias que recojan 
las aportaciones para la liquidación del Consorcio Sala-
manca Capital Europea de la Cultura 2002.

3. Acordar la liquidación del Consorcio y el repar-
to de su patrimonio.

Palacio del Congreso de los Diputados, 25 de abril  
de 2005.—El Presidente, Francesc Antich Oliver.—El 
Secretario de la Comisión, José Ramón Mateos Martín.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DEL CONSORCIO 
SALAMANCA 2002 Y DE LAS INVERSIONES DEL 

PROGRAMA EDIFICIOS 2002

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de 
su función fiscalizadora establecida en los artícu- 
los 2.a), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 
de mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 
14 de la misma disposición y concordantes de la Ley 
7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal 
de Cuentas, ha aprobado, en su sesión de 22 de diciem-
bre, el Informe de Fiscalización del Consorcio Sala-
manca 2002 y de las inversiones del Programa Edificios 
2002, y ha acordado su elevación a las Cortes Genera-
les, para su tramitación parlamentaria y su remisión a la 
Entidad, según lo prevenido en el artículo 28.4 de la 
Ley de Funcionamiento.
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I. INTRODUCCIÓN

I.1  Iniciativa del procedimiento y ámbito de la Fisca-
lización

La fiscalización del Consorcio Salamanca 2002 se 
promovió a iniciativa del Tribunal de Cuentas, de acuer-
do con lo previsto en el artículo 45 de la Ley Orgánica 
2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas.

Los objetivos de las actuaciones fiscalizadoras esta-
blecidos en las correspondientes Directrices Técnicas, 
que fueron aprobadas por el Pleno del Tribunal en su 
sesión de 17 de diciembre de 2003 y modificadas en el 
Pleno de 28 de abril de 2005, fueron los siguientes:

1. Evaluar los procedimientos de control interno 
aplicados en el Consorcio y en la sociedad anónima 
Cultura y Turismo de Salamanca, S.A. (CULTURSA) 
con el fin de determinar si fueron suficientes para 
garantizar una correcta actuación en la actividad econó-
mico-financiera.

2. Comprobar si los estados contables y cuentas 
representaban la situación financiera y patrimonial del 
Consorcio y CULTURSA, de acuerdo con los princi-
pios y criterios que le son de aplicación.

3. Analizar si la gestión económico-financiera, las 
subvenciones y los distintos tipos de contrato, incluidos 
los celebrados por el Ayuntamiento para dotar de infra-
estructuras a Salamanca 2002, se ha realizado de con-
formidad con la normativa de aplicación.

El ámbito temporal de la fiscalización comprendió 
desde la creación del Consorcio de Salamanca 2002, el 
30 de septiembre de 1999 hasta el 31 de diciembre de 
2003, aunque, en cumplimiento de los objetivos señala-
dos, también se han realizado actuaciones fiscalizado-
ras sobre las operaciones producidas en el ejercicio 
2004 y en enero de 2005.

I.2 Tratamiento de Alegaciones

En cumplimiento del artículo 44.1 de la Ley 7/1988, 
de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuen-
tas, el Proyecto de Informe de esta fiscalización fue 
remitido al Alcalde de Salamanca, en su doble condición 
de Presidente del Consorcio Salamanca 2002 y respon-
sable de la Corporación municipal durante los ejercicios 
fiscalizados, para que alegase y presentase los documen-
tos y justificantes que estimase pertinente. Dentro del 
plazo legal concedido, se recibieron las alegaciones que, 
en virtud de lo dispuesto en el mencionado artículo 44, 
se incorporan a este Informe, en el que se han realizado 
las modificaciones que se han considerado procedentes 
como consecuencia del contenido de dichas alegaciones.

II. ANTECEDENTES Y MARCO LEGAL

La ciudad de Salamanca fue elegida Ciudad Euro-
pea de la Cultura para el año 2002 junto a la ciudad de 

Brujas, por acuerdo de los Ministros responsables de 
cultura de la Unión Europea, el 28 de mayo de 1998.

Con objeto de organizar y ejecutar las actividades 
derivadas de la designación de Salamanca como Ciu-
dad Europea de la Cultura se creó el Consorcio Sala-
manca 2002 con personalidad jurídica propia el 30 de 
septiembre de 1999, fecha en la que se firmó el conve-
nio fundacional que contiene sus Estatutos. Los miem-
bros del Consorcio fueron el Ayuntamiento de Sala-
manca, la Diputación provincial de Salamanca, la Junta 
de Castilla y León, la Administración General del Esta-
do, la Universidad de Salamanca y Caja Duero, siendo 
su presidente el Alcalde de Salamanca.

De acuerdo con sus Estatutos, el objeto del Consor-
cio fue el siguiente:

— La programación, fomento y ejecución de las 
actividades desarrolladas con motivo de la declaración 
de Salamanca como Ciudad Europea de la cultura para 
el año 2002 y el apoyo a otras que fueran calificadas 
como manifestaciones de interés para la celebración 
del acontecimiento.

— La ordenación y captación de cuantos recursos 
económicos fueran precisos para la financiación de 
actividades y programas propios del Consorcio y, en su 
caso, para el apoyo de los calificados como de interés 
para el acontecimiento.

— Cualesquiera otras actividades que, con sujeción 
a la legislación vigente, garantizaran el cumplimiento 
de sus fines.

El marco legal del Consorcio estuvo constituido 
por sus Estatutos y, en lo no previsto en ellos, por la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local, el Texto Refundido de las disposicio-
nes legales vigentes en materia de Régimen Local 
aprobado por Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de 
abril, los Reglamentos de Régimen Local que resulten 
aplicables, así como la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Al no hacerse mención expresa en los Estatutos al 
régimen jurídico en materias tales como personal, con-
tratación y contabilidad, le es de aplicación en dichas 
materias la legislación vigente en el ámbito local.

El Consorcio Salamanca 2002 constituyó el 9 de 
agosto de 2001 la sociedad anónima Cultura y Turismo 
de Salamanca, S.A. (CULTURSA), para la ejecución 
de la programación fijada por el Consorcio, con un 
capital social de 60 miles de euros, totalmente desem-
bolsado y suscrito por el Consorcio.

El régimen legal de CULTURSA estaba formado 
por sus Estatutos, y en lo que en ellos no estuviera pre-
visto por los preceptos del Texto Refundido de la  
Ley de Sociedades Anónimas, aprobado por el RDL 
1564/1989, de 22 de diciembre, por el Código de 
Comercio y con carácter supletorio por la legislación 
de Régimen Local.
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El Consorcio inició su actividad en 2000 y, si bien la 
mayor parte de los actos culturales se celebraron en 
2002, también hubo en 2001 y 2003.

La inauguración de la capitalidad cultural se llevó a 
cabo a través de diferentes actos celebrados el día 19 de 
enero de 2002 y la programación de Salamanca 2002  
se desarrolló, además de los actos de inauguración y 
clausura, en torno a las siguientes líneas de actuación: 
música clásica, músicas actuales, artes escénicas, expo-
siciones, encuentros y congresos, audiovisuales y ciu-
dad abierta, esta última incluía un conjunto de activida-
des realizadas en diferentes locales de la ciudad y al 
aire libre. 

De acuerdo con la información contable, el gasto 
total directamente imputable a las actividades celebra-
das en 2001, 2002 y 2003 ascendió a 14.783,95 miles 
de euros.

Los actos de la capitalidad cultural finalizaron 
mediante la ceremonia de clausura celebrada el día 14 
de diciembre de 2002 y los que tuvieron lugar el último 
fin de semana de dicho año.

El 10 de marzo de 2003 se acordó la disolución de 
CULTURSA, iniciándose el proceso de liquidación que 
finalizó el 2 de diciembre del mismo ejercicio.

En esa misma fecha, 2 de diciembre, se acordó la 
disolución del Consorcio y el inicio del proceso de 
liquidación, que hasta la fecha de redacción del presen-
te Informe no se ha producido.

El Ayuntamiento de Salamanca llevó a cabo un 
importante programa de obras denominado Edificios 
2002, con objeto de dotar a la ciudad de infraestructu-
ras para la celebración de los actos programados. Se 
construyeron o rehabilitaron cinco nuevos edificios: el 
Centro de Artes Escénicas, el Pabellón Multiusos Sán-
chez Paraíso, el Teatro Liceo, la Sala de Exposiciones 
Santo Domingo y el Centro de Arte Salamanca. Asi-
mismo, dentro del programa de infraestructuras, se 
incluyó la integración, restauración y musealización de 
los restos del antiguo Convento de San Vicente. El 
Ayuntamiento invirtió 61.775,12 miles de euros en la 
construcción y rehabilitación de los edificios mencio-
nados.

III. RESULTADOS DE LA FISCALIZACIÓN

III.1  Designación de Salamanca como Ciudad Euro-
pea de la Cultura

El Pleno municipal, en reiteradas ocasiones, solicitó 
del Gobierno de la nación, su apoyo ante las autorida-
des europeas para conseguir la designación de Sala-
manca como Ciudad Europea de la Cultura. El Consejo 
de Ministros de 31 de octubre de 1997 aprobó las pro-
puestas para la designación como «Ciudad Europea de 
la Cultura», a las ciudades de Valencia, Salamanca, 
Granada y Barcelona, para los años 2001 a 2004 res-
pectivamente.

Como se ha señalado, Salamanca fue elegida Ciu-
dad Europea de la Cultura para el año 2002 el 28 de 
mayo de 1998.

De acuerdo con la propuesta de Decisión del Parla-
mento Europeo y del Consejo, relativa a la adopción de 
una iniciativa comunitaria a favor de la manifestación 
«Ciudad Europea de la Cultura» de 30 de octubre de 
1997, referencia normativa en ese momento, los Esta-
dos miembros, tres años antes de la fecha prevista, 
debían remitir las candidaturas a la Comisión de acuer-
do con el formulario publicado en el Diario Oficial de 
las Comunidades Europeas. Cada candidatura debería 
incluir la presentación del tema específico de interés 
europeo a partir del cual se construiría el proyecto cul-
tural de la ciudad, además de una descripción detallada 
de las actividades específicas que se organizarían, los 
gastos e ingresos estimados, la contribución económica 
de los Estados miembros y un plan de financiación 
equilibrado. 

Este expediente que debían presentar los Estados 
miembros que solicitan las candidaturas para Ciudad 
Europea de la Cultura no ha sido aportado en la fiscali-
zación.

El único documento aportado por la Corporación 
como justificación del expediente de la candidatura fue 
el denominado «Salamanca 2002. Ciudad Europea de 
la Cultura. Encuentro de Saberes», cuyo contenido no 
correspondió a ninguna de las especificaciones mencio-
nadas y, además, no constaba la fecha de su elaboración 
ni su aprobación.

III.2 Consorcio Salamanca 2002

El Consorcio Salamanca 2002 comenzó su actividad 
en el año 2000 y estuvo regido por los siguientes órga-
nos de gobierno: la Junta de Gobierno, el Presidente, 
los Vicepresidentes, la Comisión Ejecutiva y el Coordi-
nador General.

La Junta de Gobierno se constituyó como el órgano 
superior del Consorcio y estuvo compuesta por: el Pre-
sidente (el Alcalde de Salamanca), cinco vocales en 
representación del Ayuntamiento (designados por el 
Pleno, asegurando la presencia de todos los grupos polí-
ticos), cinco vocales representantes de la Administra-
ción General del Estado, cinco vocales representantes 
de la Junta de Castilla y León, tres vocales representan-
tes de la Diputación Provincial, tres de la Universidad 
de Salamanca, tres de Caja Duero y el Coordinador 
General. Como secretario actuó, con voz y sin voto, el 
Secretario General del Ayuntamiento y como responsa-
ble de la función de control interno y fiscalización de la 
gestión económico-financiera del Consorcio fue desig-
nado el Interventor General del Ayuntamiento de Sala-
manca, que también asistía a las sesiones con voz y sin 
voto. Además, la Junta de Gobierno nombró entre sus 
miembros a dos vicepresidentes.

El Alcalde de Salamanca fue el Presidente del 
Consorcio, de la Junta de Gobierno y de la Comisión 
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Ejecutiva. Esta última estaba constituida por el Presi-
dente, por un representante de cada una de las Admi-
nistraciones y entidades consorciadas y por el Coordi-
nador General. A las sesiones de la Comisión 
Ejecutiva asistían el Gerente y el Interventor con voz 
y sin voto. 

El Coordinador General fue un órgano unipersonal 
de carácter ejecutivo nombrado por la Junta de Gobier-
no a propuesta de la Corporación Municipal, al que 
correspondía asegurar la gestión ordinaria del Consor-
cio. El 24 de noviembre de 1999 fue designado un 
Coordinador General que presentó su renuncia al cargo 
con fecha 19 de abril de 2000 y se nombró en la misma 
fecha un nuevo Coordinador General que desempeñó 
su cargo hasta el 2 de diciembre de 2003, fecha en la 
que se acordó la liquidación del Consorcio, pasando a 
ser miembro de la Comisión Liquidadora. 

Además, aunque no estaba previsto en los Estatutos 
del Consorcio, la Junta de Gobierno en sesión de 19 de 
abril de 2000 nombró un Coordinador Ejecutivo de 
Programación, sin que sus competencias fueran defini-
das por los órganos de Gobierno.

Al Gerente se le atribuyó la gestión administrativa, 
económica y contable del Consorcio así como el des-
empeño de las funciones de tesorería. Su nombramien-
to correspondió a la Junta de Gobierno que el 24 de 
noviembre de 1999 nombró para este cargo a la Tesore-
ra del Ayuntamiento de Salamanca. La Junta de Gobier-
no en su sesión de 29 de junio de 2001 designó un 
nuevo Gerente al solicitar su cese la Tesorera del Ayun-
tamiento.

Las Cuentas Generales del Consorcio correspon-
dientes a los ejercicios 2000 y 2001, fueron rendidas 
al Tribunal de Cuentas el 15 de febrero de 2002 y el 7 
de febrero de 2003, respectivamente, fuera del plazo 
legalmente establecido que finaliza el 15 de octubre 
del año inmediatamente posterior al ejercicio corres-
pondiente. Las Cuentas Generales de los ejercicios 
2002 y 2003 fueron aprobadas el 30 de junio de 2004 
y puestas a disposición del Tribunal con motivo de la 
presente fiscalización, sin embargo no han sido for-
malmente rendidas hasta 28 de enero de 2005. En los 
Anexos I a IV se incluyen el balance, cuenta de resul-
tados y liquidación del presupuesto de los ejercicios 
mencionados.

Respecto al ejercicio 2004, ni se aprobaron presu-
puestos ni se han formado las cuentas anuales, a pesar 

de que durante este ejercicio el Consorcio tuvo activi-
dad económica.

Las liquidaciones de los presupuestos de gastos 
aprobadas por el Consorcio reflejaron la siguiente 
situación, en miles de euros:

Créditos 
Definitivos

Obligaciones 
Reconocidas

% Ejecución

Año 2000 2.801,07 2.366,52 84,5

Año 2001 4.487,20 4.271,69 95,2

Año 2002 9.470,56 8.848,70 93,4

Año 2003 3.011,37 829,11 27,5

Por capítulos, en el año 2000 el 50% de las obliga-
ciones correspondieron al capítulo 2. Gastos corrientes 
en bienes y servicios, mientras que en el ejercicio 2001, 
las transferencias corrientes concedidas por el Consor-
cio fueron el principal concepto de gasto, alcanzando el 
47% de las obligaciones reconocidas. En el ejercicio 
2002, el capítulo presupuestario más relevante fue, nue-
vamente, el correspondiente a los gastos corrientes en 
bienes y servicios que representó el 50% del total de las 
obligaciones reconocidas. En el ejercicio 2003 el 72% 
de las obligaciones reconocidas se imputaron al capítu-
lo 1. Gastos de Personal.

En relación con el presupuesto de ingresos, los dere-
chos reconocidos en el período 2000-2003, fueron los 
siguientes:

2000 2001 2002 2003

Derechos 
reconocidos 2.560,21 4.380,41 15.520,79 2.994,07

Los presupuestos del Consorcio se financiaron, prác-
ticamente en su totalidad, con recursos procedentes del 
capítulo 4. Transferencias corrientes del presupuesto de 
ingresos, aportados por los miembros del Consorcio.

La evolución del resultado presupuestario en el 
período 2000-2003 fue la siguiente:

2000 2001 2002 2003

Resultado  
presupuestario 193,69 108,70 6.672,09 2.164,96
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La evolución de las masas patrimoniales de los balances de situación del Consorcio fue la siguiente, en miles 
de euros:

De acuerdo con sus Estatutos, el Consorcio debería 
haberse extinguido en el año 2003, sin embargo hasta la 
fecha del cierre de los trabajos de fiscalización, enero 
de 2005, no se ha producido dicha extinción. 

En abril de 2003, el Ayuntamiento de Salamanca 
creó dos Fundaciones denominadas Salamanca Ciudad 
de la Cultura y Centro de Arte de Salamanca, con obje-
to de seguir impulsando el patrimonio artístico y cultu-
ral de la ciudad. A estas fundaciones se incorporaron 
parte de los medios personales y materiales del Con-
sorcio.

III.3  Cultura y Turismo de Salamanca, S.A. 
(CULTURSA)

CULTURSA se constituyó para el desarrollo de un 
objeto social coincidente, básicamente, con la finalidad 
del Consorcio; éste se reservó las competencias de pro-
gramación y captación de recursos y a la Sociedad se le 
encomendó la ejecución de la programación, aunque, 
como se expondrá en los distintos epígrafes del presen-

te Informe, esta diferenciación de funciones no se res-
petó y CULTURSA realizó funciones que correspon-
dían al Consorcio, como la ejecución de contratos 
formalizados por el Consorcio. Durante el ejerci-
cio 2001 CULTURSA no tuvo personal propio y utilizó 
los medios personales del Consorcio.

Las cuentas anuales de la Sociedad de los ejerci-
cios 2001 y 2002, fueron aprobadas el 26 de junio 
de 2002 y el 2 de diciembre de 2003 respectivamente y 
rendidas al Tribunal por el Consorcio, formando parte 
de su Cuenta General, fuera del plazo legalmente esta-
blecido. El balance y la cuenta de pérdidas y ganancias 
del periodo señalado son los establecidos en los 
Anexos I a IV del presente Informe.

El 2 de diciembre de 2003 se aprobaron las cuentas 
anuales de este ejercicio y la cesión global al Consorcio 
de los activos y pasivos a dicha fecha, extinguiéndose 
la Sociedad.

De acuerdo con los datos registrados en los balances 
de situación de la Sociedad, la evolución de sus masas 
patrimoniales fue la siguiente en miles de euros:

ACTIVO

31.12.2000 31.12.2001 31.12.2002 31.12.2003

Inmovilizado 616,75 752,07 753,14 753,14
Deudores 457,41 1.404,94 2.556,28 4.078,43
Cuentas Financieras 1.370,87 262,01 5.457,37 5.191,87

      TOTAL ACTIVO 2.445,03 2.419,02 8.766,79 10.023,44

PASIVO

31.12.2000 31.12.2001 31.12.2002 31.12.2003

Patrimonio y Reservas 0,00 810,45 1.053,50 7.726,66
Deudas a largo plazo 0,00 0,98 0,98 0,77
Deudas a corto plazo 1.634,58 1.364,54 1.039,15 53,96
Resultados 810,45 243,05 6.673,16 2.242,05

      TOTAL ACTIVO 2.445,03 2.419,02 8.766,79 10.023,44
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ACTIVO

31.12.2001 31.12.2002 02.12.2003

Inmovilizado 50,09 3.239,16

Inmovilizado 54,30 3.361,13

Amortización acumulada (4,21) (121,97)

Activo Circulante 2.450,80 1.389,47 505,00

Existencias 17,77  191,94 -

Deudores 1.704,55 1.178,66 502,64

Inversiones financieras temporales - - 2,00

Tesorería 6,10 16,87 0,36

Ajustes por periodificación 722,38 2,00

      TOTAL ACTIVO 2.500,89 4.628,63 505,00

PASIVO

31.12.2001 31.12.2002 02.12.2003

Fondos propios (85,35) (3.694,60) (8.591,14)

Capital suscrito 60,10 60,10 60,10

Pérdidas y ganancias (145,45) (3.754,70) (4.896,54)

Pérdidas ejercicios anteriores - - (3.754,70)

Ingresos a distribuir en varios 
ejercicios - 2.136,47 -

Acreedores a corto plazo 2.586,24 6.186,76 9.096,14

      TOTAL PASIVO 2.500,89 4.628,63 505,00

Las pérdidas acumuladas por CULTURSA, en los 
tres ejercicios en que tuvo actividad, ascendieron a 
8.651,24 miles de euros, debidas fundamentalmente a 
la insuficiente financiación recibida del Consorcio.

La creación de una sociedad mercantil por el Con-
sorcio de Salamanca 2002, con el objeto social de eje-
cutar las actividades programadas con motivo de la 
declaración de Salamanca como Ciudad Europea de la 
Cultura, se justificó en la memoria de constitución de 
CULTURSA en la necesidad de liberar al Consorcio 
«de trabas y entorpecimientos derivados de la aplica-
ción ineludible de los procedimientos administrativos 
(.....) tan rígidos que llegan incluso a comprometer el 
éxito de las actividades programadas». Además, se 
declaró imprescindible «buscar formulas de gestión 
flexibles, incardinadas exclusivamente en la órbita 
mercantil, que limiten al mínimo las intervenciones 
jerarquizadas y tutelares de sus procedimientos». 

Teniendo en cuenta que la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas otorga carácter privado a los 
contratos que tengan por objeto la creación e interpreta-
ción artística y literaria y los de espectáculos, no se 
considera justificada la necesidad de constituir una 
sociedad mercantil para la ejecución del programa 
Salamanca 2002.

Con respecto al control interno, no se establecieron 
procedimientos ni se nombró a ningún responsable de 
estas funciones en la Sociedad.

III.4 Planificación de Salamanca 2002

La elaboración de la programación de los actos de 
Salamanca 2002 correspondía al Coordinador General, 
de acuerdo con los Estatutos del Consorcio, no obstan-
te, la Junta de Gobierno en su sesión celebrada el 24 de 
noviembre de 1999, acordó la creación de una Comi-
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sión Técnica de Programación, con carácter no ejecuti-
vo, integrada por el Coordinador General del Consorcio 
y los técnicos que designasen las entidades consorcia-
das, con la finalidad de mantener y profundizar, a lo 
largo de los años 2000 y 2001, las formas de coopera-
ción entre las citadas entidades en materia de progra-
mación de actividades culturales. 

Esta Comisión no llegó a constituirse con la compo-
sición inicialmente aprobada, a pesar de que tanto la 
Junta de Castilla y León como la Universidad, Caja 
Duero y la Diputación Provincial habían propuesto sus 
respectivos representantes. El 19 de abril de 2000, la 
Junta de Gobierno nombró un Coordinador Ejecutivo 
de Programación y modificó la composición de la 
Comisión que pasó a estar formada únicamente por los 
coordinadores del Consorcio: el Coordinador General y 
el Coordinador Ejecutivo de Programación. Con esta 
decisión se modificó sustancialmente el diseño previsto 
para la elaboración de la programación, perdiendo la 
Comisión su carácter de órgano de representación de 
los entes consorciados. En esta misma sesión de la 
Junta de Gobierno se designó un nuevo Coordinador 
General.

A partir de esta reestructuración, la programación 
de las actividades culturales se realizó por los coordina-
dores, que decidían sobre las propuestas recibidas 
desde diferentes instancias y elaboraban los documen-
tos de planificación que se presentarían a la Junta de 
Gobierno para su aprobación.

El primero de los programas elaborados por el Con-
sorcio, fue presentado el 24 de noviembre de 1999 por 
el primer Coordinador General bajo la denominación 
de «Proyecto General para la celebración de Salamanca 
Ciudad Europea de la Cultura 2002». Este documento 
definía un proyecto básico de actividades para el 
año 2002, así como el procedimiento para la admisión 
y estudio de nuevos proyectos. En él se señalaban las 
nuevas infraestructuras culturales que posteriormente 
serían ejecutadas por el Ayuntamiento de Salamanca. 
Además, se hacía referencia a exposiciones como  
«Artilugios para Fascinar», «Los Sonidos del Ayer» y 
«La Medida del Tiempo» que en la actualidad son 
exposiciones permanentes en Salamanca. También se 
enumeraban encuentros, actividades y otras interven-
ciones, definidas con carácter general. Además, según 
consta en el acta de la Junta de Gobierno de 24 de 
noviembre de 1999, este proyecto contenía los progra-
mas elaborados internamente y preveía la posibilidad 
de incorporar otros proyectos a iniciativa de las propias 
entidades consorciadas, de otras Instituciones públicas 
y privadas e incluso de ciudadanos que desearan ofre-
cer al Consorcio propuestas de interés. En su presenta-
ción el entonces Coordinador General propuso confec-
cionar un archivo con los proyectos que, sin haber 
surgido de la Junta de Gobierno, se hubieran propuesto 
al Consorcio. 

Este documento no fue aprobado y en el acta de la 
sesión de la Junta de Gobierno se describe como una 

presentación genérica inicial que permitiría establecer 
los contactos y llevar a cabo las gestiones necesarias 
para su concreción o modificación. En la misma sesión 
se acordó aprobar el procedimiento para la admisión y 
estudio de nuevos proyectos.

Hasta el 30 de junio de 2000, la Junta de Gobierno 
fue posponiendo la programación de Salamanca 2002 
al tiempo que iba aprobando actuaciones preparatorias 
de diferentes actos, cuya celebración no estaba aproba-
da, ni de forma particular ni integrada en un programa 
de actuaciones. Este fue el caso de los expedientes de 
contratación de las instalaciones de las exposiciones 
Sonidos del Ayer y Medida del Tiempo, dos de las más 
representativas de Salamanca 2002.

El 30 de junio de 2000 se presentó ante la Comisión 
Ejecutiva un Programa cuyo contenido no hacía refe-
rencia a ningún acto concreto ni establecía directrices 
sobre cuales deberían ser las grandes líneas de actua-
ción en las que se enmarcarían las actuaciones de Sala-
manca 2002. En él se hacía una referencia histórica a la 
ciudad de Salamanca y a los principios que debían ins-
pirar la programación de la capital cultural. Pese a esta 
falta de concreción, en la misma sesión de la Comisión 
Ejecutiva se aprobaron los pliegos de condiciones para 
la adjudicación de la instalación de las exposiciones 
anteriormente mencionadas. Desde el punto de vista de 
la planificación y programación este documento no 
aportó ningún contenido que permitiera considerarlo 
un avance en la planificación de Salamanca 2002.

El segundo documento de programación, denomina-
do «Documento de Encuentros y Congresos», se apro-
bó por la Comisión Ejecutiva en octubre de 2000 y 
relacionaba los temas sobre los que se centrarían los 
encuentros y congresos y los criterios para su desarro-
llo. Este documento sentaba las bases y establecía los 
procedimientos sobre los que se desarrollaría la rama 
de actividad de Salamanca 2002 denominada Encuen-
tros y Congresos.

El 4 de diciembre de 2000, se presentaron por los 
Coordinadores Generales y aprobaron por la Comisión 
Ejecutiva las denominadas «líneas generales de progra-
mación», que definieron las grandes áreas de actuación: 
exposiciones, teatro, danza, los ciclos de música clási-
ca, músicas actuales, audiovisuales, publicaciones, 
ciudad abierta y otras actividades. Para cada una de 
ellas se fijaron los temas y criterios que se seguirían 
para definir las actuaciones que les darían contenido. 
Algunos actos estaban ya definidos en estas líneas 
generales, incluso en el caso de los audiovisuales se 
mencionaban las empresas seleccionadas para su 
coproducción. Las «líneas generales de programación» 
fue el único documento de programación aprobado que 
definió cuales serían los ámbitos culturales que se desa-
rrollarían en Salamanca 2002, así como muchos de los 
actos que les darían contenido. Sin embargo, con ante-
rioridad a la aprobación de esta programación ya se 
habían tomado decisiones sobre la ejecución de un 
número significativo de eventos, de los que no sólo se 
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habían designado empresas, sino que también se habían 
asumido compromisos de contratación; de hecho en la 
misma sesión de la Comisión Ejecutiva fueron aproba-
dos los contratos de coproducción audiovisuales.

Durante 2001 se siguió avanzando en la preparación 
de diferentes eventos, formalizándose convenios con 
entidades en los que se establecía el patrocinio de dife-
rentes actos no incluidos en «las líneas generales de 
programación», único documento de programación 
existente hasta entonces. También se formalizó un con-
trato para la representación de una obra teatral, que 
tampoco se había programado previamente. Sin embar-
go, hasta el 17 de diciembre, no se aprobó la programa-
ción de Salamanca 2002.

La programación de Salamanca 2002, se presentó por 
los coordinadores generales tanto a la Junta de Gobierno 
como a la Comisión Ejecutiva en el mismo momento de 
celebración de la sesión, con sólo 13 días de antelación 
al inicio de su ejecución. En el acta de la sesión de la 
Junta de Gobierno constan observaciones de algunos 
miembros respecto a la falta de tiempo para examinar y 
decidir sobre la propuesta presentada. En este Programa 
se contenían los actos, los patrocinadores, los edificios y 
espacios de realización de los mismos, las fechas en las 
que tendrían lugar, los equipos técnicos y artísticos y una 
minuciosa descripción de los mismos. 

Este programa fue ejecutado prácticamente en su 
totalidad y en los términos en él establecidos.

Las decisiones sobre la planificación y programa-
ción de Salamanca 2002 fueron tomadas por los coordi-
nadores del Consorcio, que desde su creación trabaja-
ron en la preparación de los actos culturales del 2002. 
La programación se llevó a cabo, en gran medida, 
mediante la incorporación de actividades prefijadas por 
el Coordinador Ejecutivo de Programación y el Coordi-

nador General, de forma que fueron tramitando actua-
ciones para la preparación de actos que no estaban pre-
viamente programados en ningún documento aprobado 
por los órganos colegiados del Consorcio y muchos de 
los compromisos necesarios para la ejecución de esas 
actividades ya estaban asumidos en el momento de la 
presentación de la programación.

III.4.1 Planificación económica

La Programación de Salamanca 2002 comprendió 
los actos a desarrollar pero no contempló ninguna esti-
mación de los gastos e ingresos necesarios para la eje-
cución de los actos programados ni para el funciona-
miento del Consorcio.

La ausencia de una planificación económica pluri-
anual impidió conocer el gasto global previsto para la 
celebración de los actos del 2002, constituyendo una 
carencia relevante a la hora de decidir sobre el docu-
mento. Además, el conocimiento de estas magnitudes 
habría supuesto un elemento determinante para su con-
trol, de modo que los gestores deberían haber dispuesto 
de un escenario económico al que ajustar los presupues-
tos de cada ejercicio y, por tanto, los niveles de gasto, y, 
en su caso, justificar las desviaciones incurridas.

Al no existir tal planificación, el gasto se fue reali-
zando sin un marco de referencia que permitiese valo-
rar la razonabilidad y oportunidad del mismo.

Los únicos instrumentos de previsión y planifica-
ción económica de Salamanca 2002 fueron los presu-
puestos anuales del Consorcio y las previsiones de ingre-
sos y gastos de su sociedad mercantil CULTURSA para 
el ejercicio 2002. 

Los créditos iniciales del Consorcio correspondien-
tes a los ejercicios 2000-2003, fueron los siguientes:

(miles de euros)

CREDITOS INICIALES

CAPITULOS PRESUPUESTARIOS 2000 2001 2002 2003

1. Gastos de personal 251,64 884,44 1.319,02 806,32

2. Gastos corrientes en bienes y servicios 2.137,13 1.844,77 4.620,91 2.205,04
4. Transferencias corrientes - 1.474,04 400,81 -
6. Inversiones reales 412,29 283,94 6,01 -

7. Transferencias de capital - - 2.207,10 -

9. Variación de pasivos financieros 0,01 0,01 0,01 0,01

      TOTAL GASTOS 2.801,07 4.487,20 8.553,86 3.011,37

No se aprobó ningún presupuesto para el ejerci-
cio 2004.

El presupuesto del ejercicio 2000 fue aprobado por 
la Junta de Gobierno el 24 de enero de este año y en él 
se estimó que la práctica totalidad de los gastos se des-
tinarían a la adquisición de bienes y servicios corrien-

tes; sin embargo, posteriormente se aprobó un expe-
diente de créditos extraordinarios y otro de suplementos 
de crédito que, si bien no incrementaron el gasto total 
previsto ya que se financiaron con bajas en otras rúbri-
cas, modificaron las dotaciones iniciales de los capítu-
los presupuestarios, fundamentalmente para incremen-



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

119

tar el crédito del capítulo 6, Inversiones Reales, en un 
63%, y consignar créditos en el capítulo 4, Transferen-
cias Corrientes, por importe de 462,41 miles de euros. 

En el capítulo 2, la partida más importante fue la 
denominada «Proyectos Imprevistos» destinada a 
cubrir la posible incorporación de nuevos proyectos 
que las distintas entidades e instituciones pudieran pro-
poner y que, una vez aprobados por la Comisión Ejecu-
tiva, fuesen ejecutados en el ejercicio. Esta partida 
representó el 15,6% del total de crédito asignado al 
capítulo.

El presupuesto correspondiente al ejercicio 2001 no 
se aprobó hasta el 4 de abril de ese año. Los capítulos 
más significativos fueron el capítulo 2 y el 4, que repre-
sentaron el 74% del gasto total presupuestado para el 
ejercicio.

En agosto de 2001 a causa de la creación de la 
sociedad mercantil, se aprobaron dos modificaciones 
de crédito para dotar de fondos a CULTURSA, por 
importe del 25% de los créditos.

— Crédito extraordinario en el capítulo 4, por 
importe de 60,10 miles de euros destinado a la compra 
de las acciones de CULTURSA. Esta operación debería 
haberse imputado al capítulo 8, Activos Financieros, ya 
que los fondos aportados no tuvieron la naturaleza de 
transferencia, sino de adquisición de títulos valores. 
Además, en la contabilidad patrimonial del Consorcio 
no se registró esta inversión.

— Transferencia de crédito por 952 miles de euros, 
para dotar de créditos el capítulo 4, minorando el resto 
de los capítulos presupuestarios con objeto de transferir 
fondos a CULTURSA.

A partir de este ejercicio, los presupuestos del Con-
sorcio incluyeron gastos que constituyeron financiación 
a aportar a CULTURSA para la ejecución de la mayor 
parte de los actos que se realizaron con motivo de Sala-
manca 2002 y que figuraron consignados o bien en el 
capítulo 2, como remuneración a CULTURSA por ser-
vicios prestados al Consorcio, o como transferencias 

corrientes y de capital a la Sociedad para financiar su 
actividad. De esta forma, en el presupuesto del Consor-
cio figuraron como transferencias o facturaciones de 
CULTURSA los gastos necesarios para la realización 
de los eventos, que de haberlos realizado directamente 
el Consorcio se hubieran registrado según su naturaleza 
económica. 

El presupuesto de 2002 se aprobó el 28 de mayo del 
mismo año y en él destacó por su cuantía el importe 
asignado al capítulo 7, Transferencias de capital, que 
representó el 25% del total de créditos iniciales, los 
cuales se incrementaron mediante un suplemento de 
crédito, hasta alcanzar el 33% de los créditos iniciales. 
La totalidad de los créditos previstos en este capítulo 
correspondió a transferencias a favor de CULTURSA 
para la adquisición de inmovilizado.

Del presupuesto del Consorcio de 2002, si se elimi-
nan los importes que constituyeron financiación directa 
a la Sociedad (3.150,50 miles de euros del capítulo 2 y 
la totalidad del capítulo 7), solamente el 33% del presu-
puesto correspondía a la gestión propia del Consorcio, 
porcentaje que en su práctica totalidad correspondía a 
gastos de personal. Por tanto, el presupuesto del Con-
sorcio, en el año de celebración de la capitalidad cultu-
ral recogía los gastos de personal del Consorcio y la 
financiación aportada a CULTURSA.

En el 2003 se aprobaron los presupuestos el 4 de febre-
ro y el Consorcio no dotó de fondos a CULTURSA.

Por tanto, en ninguno de los cuatro años en los que 
se aprobaron presupuestos del Consorcio, se cumplió el 
plazo regulado en el artículo 150.2 de TRLHL para 
dicho trámite, aplicándose hasta su aprobación la pró-
rroga presupuestaria del apartado 6 del citado artículo.

Con respecto a CULTURSA el único documento de 
planificación económica elaborado fue el estado de 
previsión de gastos e ingresos del ejercicio 2002, elabo-
rado como uno de los documentos que deben incorpo-
rarse al presupuesto de la Entidad que detentaba el 
100% del capital, de acuerdo con el TRLHL.

Dicho estado de previsión presentaba el siguiente 
desglose:

(miles de euros)

Capítulo Gastos Importe Capítulo Ingresos Importe

1. Gastos de Personal 214,59 3. Tasas y otros ingresos 4.251,57
2. Gastos en bienes corrientes 14.760,08 4. Transferencias corrientes 12.851,04
3. Gastos financieros 48,08 7. Transferencias de capital 2.207,10
6. Inversiones reales 2.207,10
9. Pasivos financieros 2.079,86

      TOTAL 19.309,71       TOTAL 19.309,71
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La principal rúbrica de gastos de la Sociedad corres-
pondía a gastos corrientes en bienes y servicios, repre-
sentando el 76% del importe total, y la fuente de finan-
ciación, las transferencias corrientes constituidas, 

principalmente, por las aportaciones de las entidades 
patrocinadoras.

Además, se incorporó al presupuesto del Consorcio 
del 2002 un estado consolidado de gastos y de ingresos 
de acuerdo con el siguiente detalle:

ESTADO CONSOLIDADO DE GASTOS
(miles de euros)

Capítulo ( Gastos) Consorcio Cultursa Eliminaciones Consolidado

1. Gastos de Personal 1.319,02 214,59 1.533,61
2. Gastos en bienes corrientes 4.620,91 14.760,08 3.510,47 15.870,52
3. Gastos financieros 48,08 48,08
4. Transferencias corrientes 400,81 400,81
6. Inversiones reales 6,01 2.207,10 2.213,11
7. Transferencias de capital 2.207,10 2.207,10
8. Activos financieros
9. Pasivos financieros 0,01 2.079,86 2.079,87

      TOTAL 8.553,86 19.309,71 5.717,57 22.146,00

ESTADO CONSOLIDADO DE INGRESOS
(miles de euros)

Capítulo ( Ingresos) Consorcio Cultursa Eliminaciones Consolidado

1. Impuestos directos
2. Impuestos indirectos
3. Tasas y otros ingresos 0,30 4.251,57 3.510,47 741,40
4. Transferencias corrientes 8.547,54 12.851,04 21.398,58
5. Ingresos patrimoniales 6,01 6,01
6. Enajenación de inversiones
7. Transferencias de capital 2.207,10 2.207,10
8. Activos financieros
9. Pasivos financieros 0,01 0,01

      TOTAL 8.553,86 19.309,71 5.717,57 22.146,00

La mayor parte de la actividad estaba previsto que 
fuese desarrollada por la Sociedad instrumental, a tra-
vés del Capítulo 2, gastos corrientes en bienes y servi-
cios, que representaba el 71% del volumen de gastos 
consolidados. En este capítulo figuraban globalmente 
las previsiones de gastos correspondientes a los actos 
de la capital cultural, aunque no se realizó una estima-
ción de costes de los mismos.

Por lo que se refiere a los ingresos, el 96% fueron 
presupuestados como transferencias corrientes, divi-
diéndose entre las aportaciones de los Miembros del 
Consorcio realizadas a esta entidad y las de las empre-
sas patrocinadoras a CULTURSA.

III.4.2 Patrocinadores y entidades colaboradoras

Una de las fuentes de financiación de Salamanca 2002 
estuvo constituida por las aportaciones realizadas por enti-

dades patrocinadoras y colaboradoras, mediante la firma 
de convenios o contratos de patrocinio. Estas entidades 
realizaban aportaciones y obtenían, generalmente, el 
patrocinio exclusivo de determinados actos. La gestión y 
ejecución de estos eventos se realizó por el Consorcio o 
CULTURSA mediante la formalización de contratos con 
terceros distintos de los patrocinadores o colaboradores, 
que no intervenían en su designación.

La cuantía establecida en los convenios daba dere-
cho, en algunos casos, al patrocinio exclusivo de varios 
actos. En estos casos, la cantidad fijada era única sin 
que existiera un desglose que identifique la aportación 
correspondiente a cada uno de los actos.

Los convenios de patrocinio se obtuvieron mediante 
la contratación de una empresa privada de consultoría. 
El expediente de contratación se inició el 24 de enero 
de 2000, mediante acuerdo de la Comisión Ejecutiva 
del Consorcio que aprobó el pliego de cláusulas admi-
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nistrativas. El objeto del contrato era la comercializa-
ción del Programa Cultural de Salamanca Ciudad 
Europea de la Cultura del año 2002, aunque en dicha 
fecha no había ningún programa aprobado, y la asisten-
cia técnica en lo que se refiere a los proyectos y activi-
dades culturales. Esta asistencia técnica se concretaba 
en los siguientes aspectos:

— Diseño de un proyecto de comercialización para 
el Programa Cultural.

— Búsqueda de patrocinadores para los diferentes 
proyectos culturales previstos para el año 2002, que 
aportasen medios o apoyo económico para el desarrollo 
de los actos del programa cultural.

— Facilitar las gestiones a realizar entre los patro-
cinadores y la Administración contratante tanto para 
alcanzar el acuerdo de patrocinio como para su poste-
rior seguimiento.

— Asesoramiento integral y gestión de patrocinios.

En el acuerdo de la Comisión Ejecutiva que aprobó 
la apertura del expediente de contratación se estableció 
como modo de adjudicación el procedimiento abierto 
mediante concurso.

El pliego de cláusulas administrativas adolecía de 
deficiencias en la cuantificación de las aportaciones 
que debían servir de base para la aplicación de las 
comisiones pactadas, ya que no definía cómo debían 
valorarse las aportaciones no dinerarias, que en algunos 
casos ni siquiera estaban fijadas en los contratos de 
patrocinio. Tampoco estuvo suficientemente determi-
nada la forma de justificar las actuaciones realizadas 
por la empresa adjudicataria, pues la única referencia 
existente señalaba que el adjudicatario debía remitir un 
informe mensual al Consorcio Salamanca 2002 indi-
cando las gestiones realizadas y los compromisos de 
patrocinio conseguidos; asimismo, se otorgaba al Coor-
dinador General del Consorcio la facultad de realizar el 
seguimiento del correcto cumplimiento del contrato. 
No consta la existencia de ninguno de estos informes 
que debería haber presentado la empresa adjudicataria.

El tipo de licitación fijado fue una cantidad fija 
de 60,10 miles de euros para cada uno de los ejerci- 
cios 2000, 2001 y 2002 y una comisión del 10% sobre 
el importe de cada patrocinio conseguido. En aquellas 
acciones realizadas por el Consorcio para conseguir 
patrocinadores en las que fuese necesario apoyo técni-
co del adjudicatario, la comisión sobre el precio del 
contrato sería del 3%.

Una vez transcurrido el plazo para la presentación de 
propuestas, únicamente se presentó una oferta, a la que 
se adjudicó el contrato el 19 de mayo de 2000. La oferta 
presentada aceptaba los términos del pliego y no incluía 
ninguna baja en el tipo de licitación, por lo que el precio 
fijado en el pliego fue el de adjudicación. La formaliza-
ción del contrato se realizó el 15 de junio de 2000.

Como consecuencia de la ejecución de este contra-
to, se firmaron 28 contratos de patrocinio, por los que 

se pagó a la empresa adjudicataria un total de 1.802,55 
miles de euros, de los cuales 180,30 miles correspon-
dían a las cantidades fijas acordadas y 1.622,25 miles 
de euros a la aplicación de comisiones. Este último 
importe se fijó mediante acuerdo de liquidación firma-
do por las partes el 30 de enero de 2003, tras una serie 
de propuestas presentadas por la empresa adjudicataria 
que no fueron aceptadas por CULTURSA, debido a la 
falta de concreción suficiente de las estipulaciones con-
tractuales y la discrecionalidad con la que actuaron las 
partes contratantes.

La ejecución del contrato y el cálculo de los impor-
tes finales liquidados adoleció de las siguientes defi-
ciencias:

— Las cantidades fijas (60,10 miles de euros en 
2000, 2001 y 2002) fueron abonadas por el Consorcio, 
y estas operaciones se sometieron a la normativa y los 
controles del ordenamiento jurídico de la Administra-
ción Pública. Sin embargo, las cantidades variables 
resultantes de la aplicación de las comisiones (1.622,25 
miles de euros) fueron ejecutadas y pagadas por 
CULTURSA. 

— De acuerdo con la liquidación practicada, la 
incorporación de 19 patrocinadores fue a iniciativa de 
la empresa adjudicataria, a los que se les aplicó la 
comisión del 10%. A los otros 9 contratos de patrocinio 
se les aplicó la comisión del 3% porque la iniciativa 
para su incorporación se realizó por el Consorcio o por-
que las aportaciones realizadas no fueron dinerarias. 
No existió en el expediente ningún documento que 
acreditase cual fue la actuación llevada a cabo por la 
empresa adjudicataria que permitiera verificar los 
patrocinios conseguidos directamente por ella. Tampo-
co existió soporte documental alguno en el que se men-
cionaran las gestiones realizadas entre los patrocinado-
res y el Consorcio para alcanzar el acuerdo de 
patrocinio o su posterior seguimiento, ni del asesora-
miento integral y gestión de patrocinios que haya podi-
do llevar a cabo la empresa adjudicataria. No existe 
ningún justificante de la actividad llevada a cabo por la 
adjudicataria, excepto la liquidación aprobada a que se 
ha hecho referencia y las facturas remitidas por la 
empresa, que en ningún caso desglosaron las actuacio-
nes ejecutadas.

Por lo que se refiere a las aportaciones no dinera-
rias, la comisión aplicada fue, en unos casos, del 3% y 
en otros del 10%, sin que el contrato de consultoría 
mencionase el porcentaje aplicable a las aportaciones 
en especie. Tampoco existía alusión alguna en el pliego 
de cláusulas económicas a criterios de valoración para 
este tipo de aportaciones.

— En 12 de los 28 contratos de patrocinio la contra-
prestación consistió en aportaciones mixtas (dinerarias 
y en especie) o en especie exclusivamente. En uno de 
ellos, la aportación en especie no estaba cuantificada en 
el convenio, sin embargo, en la liquidación practicada 
aparecía valorada por un importe determinado sin que 
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exista documento alguno que fije los criterios utilizados 
para su valoración. La aportación de 7 patrocinadores 
consistió en publicidad y promoción de Salamanca 
2002, utilizándose como criterio de valoración de estas 
aportaciones las certificaciones aprobadas por la Comi-
sión Ejecutiva del Consorcio para la obtención de los 
beneficios fiscales aplicables a la capitalidad cultural.

La ausencia de estipulaciones contractuales que per-
mitieran resolver las carencias señaladas, así como la 
ausencia de cualquier documento que justificase la ges-
tión llevada a cabo por la empresa adjudicataria, deter-
minó que la liquidación del contrato, por lo que se 
refiere a su importe variable, se realizara sin ajustarse a 
parámetros predeterminados.

El Consorcio formalizó un total de 70 convenios de 
colaboración y patrocinio con entidades públicas o pri-
vadas, aunque no llevó ningún registro de los mismos. 
En la fiscalización aportó al Tribunal una  relación que 
comprendía 55 convenios; no obstante, del examen de 
los acuerdos de la Junta de Gobierno y de la Comisión 
Ejecutiva, se dedujo la existencia de 15 convenios adi-
cionales no comunicados.

Las aportaciones de las entidades patrocinadoras y 
colaboradoras constituyeron la segunda fuente de finan-
ciación del Consorcio, alcanzando los 12.338,34 miles 
de euros y supuso uno de los medios destacados para 
dar publicidad a la capitalidad cultural. Con carácter 
general las contraprestaciones percibidas por las entida-
des colaboradoras y patrocinadoras consistieron en la 
inserción de sus respectivos logotipos en el material 
promocional genérico del Consorcio para la difusión y 
promoción de Salamanca 2002 así como el patrocinio 
exclusivo de actos, cuando así estaba pactado.

Además, las entidades y empresas que tuvieron la 
calificación de patrocinadoras o a las que les era de 
aplicación el régimen fiscal de mecenazgo, obtuvieron 
los beneficios fiscales determinados por la disposición 
adicional novena de la Ley 55/1999, de 29 de diciem-
bre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden 
Social, sobre beneficios fiscales aplicables a Salaman-
ca 2002. Capital Europea de la Cultura, desarrollada 
por el Real Decreto 659/2001, de 22 de junio.

En el Anexo V se establece la relación de empresas 
patrocinadoras y colaboradoras con las que se firmaron 
convenios de colaboración o patrocinio.

Especialmente significativos por el volumen de fon-
dos aportados fueron los patrocinios de una empresa de 
telecomunicaciones, 4.880,21 miles de euros, y de unos 
grandes almacenes y una empresa de productos lácteos, 
que aportaron 2.091,52 miles de euros cada una. Ade-
más, dentro de los convenios de patrocinio destacaron 
por su número aquellos en los que la prestación por 
parte de la empresa patrocinadora o colaboradora con-
sistía exclusivamente en publicidad y promoción de 
Salamanca 2002. La valoración de dichas contrapresta-
ciones figura en el informe elaborado por el Consorcio 
para realizar la liquidación del contrato de consultoría y 

asistencia para la comercialización del Programa Cul-
tural de Salamanca «Ciudad Europea de la Cultura del 
año 2002», analizado anteriormente. 

El marco legal aplicable a los convenios celebrados 
por el Consorcio se encuentra sometido a la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, salvo que 
se refieran a convenios suscritos entre administraciones 
y entidades públicas, o sean convenios de colaboración 
que celebre la Administración con personas físicas o 
jurídicas sujetas al derecho privado (siempre que su 
objeto no esté comprendido en el de los contratos regu-
lados en el TRLCAP o en normas administrativas espe-
ciales).

El Consorcio suscribió convenios con entidades 
públicas, pero sobre todo con entidades privadas. Según 
los términos de los convenios suscritos, las empresas y 
entidades adoptaron la calificación de entidades patro-
cinadoras o colaboradoras realizando, aportaciones 
dinerarias o en especie o actividades de publicidad, 
promoción y difusión de Salamanca 2002.

Se ha analizado el contenido de 35 convenios. Todos 
fueron formalizados por el Consorcio, aunque las apor-
taciones recibidas se ingresaron, excepto en cuatro 
casos, en CULTURSA, sin que existiera una diferen-
ciación entre las actividades de una y otra entidad. 

Del análisis de los convenios seleccionados se dedu-
jeron las siguientes anomalías:

— En cuatro de siete convenios de colaboración 
suscritos con diferentes empresas y entidades de comu-
nicación, que tenían por objeto la promoción de la capi-
talidad cultural y la cobertura informativa de los even-
tos, se establecieron contraprestaciones por parte del 
Consorcio que estaban definidas como subvenciones; 
sin embargo, una vez iniciada la ejecución de los con-
venios, las empresas colaboradoras emitieron facturas 
por la prestación de los servicios comprometidos.

Las obligaciones derivadas del contenido de estos 
convenios tenían una relación jurídica subyacente pro-
pia de un contrato de servicios, ya que su objeto coinci-
día con el definido en el artículo 196.3 del TRLCAP 
por lo que en su adjudicación debería haberse seguido 
el procedimiento regulado en los artículo 202 y siguien-
tes del mencionado Texto Refundido.

— El contenido de otros seis convenios suscritos 
con empresas mercantiles, tenía un objeto coincidente 
con alguno de los tipos definidos en el TRLCAP, por lo 
que debería haberse tramitado el oportuno expediente 
de contratación de acuerdo con el siguiente detalle: 

El primer convenio analizado tenía por objeto la 
prestación de un servicio de transporte, detallándose el 
precio a pagar por el Consorcio. El segundo fue suscri-
to con un concesionario oficial de una marca de vehícu-
los, en el que no existía contraprestación dineraria por 
parte del Consorcio, se acordó la cesión por la empresa 
de siete vehículos durante la celebración de la capitali-
dad cultural, y a cambio la empresa adquirió la condi-
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ción de patrocinadora de Salamanca 2002. El objeto 
de ambos convenios coincide con el definido en el 
TRLCAP para los contratos de servicios y de suminis-
tros respectivamente.

El tercer convenio firmado con una empresa que 
ofrece servicios de vigilancia en la Red, tuvo por objeto 
el suministro por la empresa suscriptora de determina-
dos servicios avanzados de seguridad en internet, mien-
tras que en el cuarto, suscrito con una empresa especia-
lizada en la fabricación de ordenadores personales y 
otros equipos de informática y comunicaciones, se 
estableció la obligación por parte de la empresa de 
fabricar en exclusiva un nuevo modelo de ordenador 
personal denominado «Salamanca 2002» con una serie 
de características definidas en el propio convenio, así 
como la inclusión de un CD interactivo dedicado a 
Salamanca 2002. Además, la empresa, que adquiriría la 
condición de patrocinadora, debía suministrar ordena-
dores al Consorcio, material informático, CDs y patro-
cinio de eventos de la programación cultural, no defini-
dos en el convenio, por un valor no inferior a 42 miles 
de euros. Ambos convenios incluyeron entre sus cláu-
sulas objetos que correspondían a los contratos de ser-
vicios y suministros definidos en el TRLCAP.

En el quinto convenio analizado, entre las obligacio-
nes de la empresa signataria se incluyó la producción 
de 6.000 guías de Salamanca y su distribución, siendo 
este objeto coincidente con el establecido en la legisla-
ción contractual administrativa para los contratos de 
suministros.

Por último, el objeto del sexto convenio estaba cons-
tituido por diversas campañas de publicidad en circuitos 
de mobiliario urbano que la empresa suscriptora gestio-
naba. La valoración total de estas campañas se estable-
ció en el convenio en 1.189 miles de euros. El objeto 
de este convenio coincidía con el establecido en el 
TRLCAP para el contrato de servicios en ella definido.

En la práctica totalidad de los convenios analizados 
se hacía referencia a la existencia de una Comisión de 
seguimiento de la ejecución de los mismos, que tenía 
por objeto supervisar la correcta ejecución de las obli-
gaciones de cada una de las partes y la correcta aplica-
ción de los fondos, constituyéndose así como un instru-
mento de control sobre los mismos; sin embargo, estas 
comisiones, cuya composición estaba definida en los 
propios convenios, no llegaron a constituirse.

III.5 Financiación de Salamanca 2002

Los recursos que constituyeron la mayor parte de la 
financiación de Salamanca 2002 procedían de fuentes de 
financiación ajenas al Consorcio y se produjeron funda-
mentalmente mediante transferencias de fondos y apor-
taciones por patrocinios. También se generaron recursos 
por la venta de entradas a los eventos y publicaciones, si 
bien con mucha menos importancia cuantitativa.

Los recursos no se registraron exclusivamente en las 
cuentas del Consorcio, sino que algunos de ellos se 
reconocieron en las cuentas de CULTURSA.

El análisis de la financiación de Salamanca 2002, 
entendida como el conjunto de los recursos obtenidos 
para el desarrollo de la capitalidad cultural, implica el 
estudio global de los ingresos del Consorcio y los de 
CULTURSA eliminando aquellos que, constituyeron 
transferencias internas entre ambas entidades.

Con la finalidad de obtener información de carácter 
general, los conceptos presupuestarios se han agrupado 
en los siguientes conceptos económicos: Ventas, pres-
tación de servicios y transferencias de fondos. El resto 
de los ingresos, de carácter diverso, constituye una par-
tida residual en el total de la financiación.

De acuerdo con los criterios señalados, la evolución 
de las fuentes de financiación de Salamanca 2002 fue la 
siguiente:

(miles de euros)

2000 2001 2002 2003 TOTAL %

Ventas 56,77 110,75 1.415,87 215,08 1.798,47 5
Prestación de Servicios - - 11.977,36 - 11.977,36 30
Transferencias 2.486,39 4.243,15 15.465,96 2.942,74 25.138,24 64
Otros Ingresos 17,05 95,99 102,75 94,63 310,42 1

       TOTAL 2.560,21 4.449,89 28.961,94 3.252,45 39.224,49

La principal fuente de financiación fueron las trans-
ferencias que representaron el 64% del total de ingresos 
obtenidos. Todas las transferencias se registraron en las 
cuentas del Consorcio y se obtuvieron principalmente 
como consecuencia de las aportaciones de las entidades 
consorciadas. 

Las ventas correspondieron, fundamentalmente, a 
entradas de las actividades realizadas y en mucha 

menor cuantía a libros y objetos promocionales. Esta 
actividad fue realizada y registrada en cuentas por 
CULTURSA. La recaudación obtenida como conse-
cuencia de los actos celebrados,  así como de la venta 
de las publicaciones elaboradas con motivo de los mis-
mos, fue un recurso poco relevante en la financiación 
de la capitalidad cultural ya que representó el 5% del 
total de los recursos obtenidos durante todo el período.
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Los ingresos por prestación de servicios los registró 
en su totalidad CULTURSA y el 99% de ellos corres-
pondieron a aportaciones de entidades patrocinadoras. 

Por último, en el concepto otros ingresos se agrupan 
rendimientos por intereses, de alquileres y otros de 
escasa relevancia.

Atendiendo al origen de la financiación, y de acuer-
do con los datos contabilizados, la clasificación por los 
agentes y entidades financiadores de los gastos deriva-
dos de la capitalidad cultural es la siguiente:

(miles de euros)

2000 2001 2002 2003 TOTAL %

Miembros del Consorcio 2.486,39 4.243,15 6.046,18 3.005,05 15.780,77 40

Patrocinadores - - 12.338,34 - 12.338,34 32
Otras aportaciones - - 8.959,63 - 8.959,63 23
Recursos generados por el Consorcio 
 y CULTURSA 73,82 206,74 1.555,48 309,71 2.145,75 5

          TOTAL 2.560,21 4.449,89 28.899,63 3.314,76 39.224,49

Las aportaciones de los miembros del Consorcio se 
contabilizaron en las cuentas del Consorcio y se han calcu-
lado sobre los derechos reconocidos, aunque en la actuali-
dad existen importes pendientes de cobro, como se expon-
drá posteriormente. Representaron la fuente de financiación 
más importante; el 40% del total de los recursos.

Los ingresos por patrocinios, como se ha señalado, se 
ingresaron en su practica totalidad en CULTURSA y repre-
sentaron el 32% sobre el total de la financiación. Estas 
aportaciones de los patrocinadores junto con los de las enti-
dades consorciadas representaron el 72% de los recursos.

El concepto de otras aportaciones, que significaron 
el 23% de la financiación, se corresponde con ingresos 
extraordinarios obtenidos por los beneficios del sorteo 
especial de Lotería Nacional a favor de Salaman-
ca 2002. Ciudad Europea de la Cultura. 

Por último, los recursos generados por el Consorcio 
y su Sociedad fueron los de menor importancia cuanti-

tativa, representando el 5% del total. Estos ingresos se 
obtuvieron como consecuencia de la venta de entradas, 
de libros y de objetos promocionales.

Con independencia de las actuaciones realizadas 
por el Consorcio y por CULTURSA el Ayuntamiento 
de Salamanca como consecuencia de la capitalidad cul-
tural, llevó a cabo una importante actividad inversora 
que implicó la realización de grandes obras. Esta activi-
dad supuso la utilización de un volumen de recursos 
públicos superior al destinado a la ejecución de los 
actos programados. 

La ejecución de estas obras estuvo financiada por la 
Administración del Estado, la Junta de Castilla y León 
y el propio Ayuntamiento. El detalle de las aportaciones 
recibidas por el Ayuntamiento de Salamanca con desti-
no a la financiación de cada uno de los edificios que 
integraron lo que se denominó «Edificios 2002» fue el 
siguiente:

PROYECTO ENTIDADES FINANCIADORAS APORTACIÓN 
(miles euros)

CENTRO DE ARTES ESCÉNICAS

M.º DE CULTURA 6.681,76

JUNTA CASTILLA-LEÓN 4.086,45

TOTAL 10.768,21

COLEGIO SANTO DOMINGO 
(URBANIZACIÓN EXTERIOR)

JUNTA CASTILLA-LEÓN 524,77

TOTAL 524,77

COLEGIO SANTO DOMINGO  
(REHABILITACIÓN INTERIOR)

JUNTA CASTILLA-LEÓN 698,59

TOTAL 698,59

PABELLÓN MULTIUSOS

M.º DE CULTURA 7.137,84

JUNTA CASTILLA-LEÓN 4.274,38

TOTAL 11.412,22

PARQUE ARQUEOLÓGICO

M.º DE CULTURA 1.848,70

JUNTA CASTILLA-LEÓN 741,14

TOTAL 2.589,84
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PROYECTO ENTIDADES FINANCIADORAS APORTACIÓN 
(miles euros)

CENTRO DE ARTE 

M.º DE FOMENTO 4.732,30

JUNTA CASTILLA-LEÓN 2.778,02

TOTAL 7.510,32

TEATRO LICEO

M.º DE FOMENTO 2.960,46

JUNTA CASTILLA-LEÓN 3.645,75

SUBV INAEM 120,00

TOTAL 6.726,21

A continuación se expone el análisis de los recursos 
aportados por los distintos agentes financiadores de 
Salamanca 2002.

III.5.1 Miembros del Consorcio Salamanca 2002

El Convenio de Colaboración que dio lugar a la 
creación del Consorcio y determinó las instituciones 
que formarían parte del mismo, estableció en su cláusu-
la tercera que la contribución de las partes a la financia-
ción del Consorcio se establecería para cada anualidad 
mediante anexos al convenio fundacional. Las entida-
des consorciadas, de acuerdo con este convenio, debe-
rían comunicar al Consorcio la cuantía de sus aporta-
ciones anuales con carácter previo a la aprobación de 
los presupuestos del Consorcio para cada ejercicio. 

Ni el convenio fundacional, ni los estatutos del Con-
sorcio establecieron criterios de participación. El único 
requisito exigido fue la elaboración del anexo al conve-
nio fundacional que debía fijar la participación anual de 
cada institución. Mediante este procedimiento, esta 
financiación quedaba sometida a la discrecionalidad de 
los miembros del Consorcio que, en cada ejercicio, 
debían señalar las aportaciones que estaban dispuestos 
a realizar.

Los importes contabilizados por el Consorcio con 
este origen totalizaron 15.780,77 miles de euros, sin 
embargo, el total de las aportaciones efectivamente 
recaudadas procedentes de cada uno de los miembros 
del Consorcio en el periodo 2000-2002, fueron 
11.702,35 miles, de acuerdo con el siguiente desglose:

ENTIDAD 2000 % 2001 % 2002 % TOTAL %

CAJA DUERO 601,01 24 601,01 14 1.202,02 24 2.404,04 21
DIPUTACIÓN SALAMANCA 300,51 12 300,51 7 230,78 5 831,80 7
UNIVERSIDAD SALAMANCA 36,06 2 0,00 - 0,00 - 36,06 0
MINISTERIO CULTURA 601,01 24 1.202,02 29 1.202,02 24 3.005,05 26
JUNTA CASTILLA Y LEÓN 676,14 27 1.803,04 43 901,52 18 3.380,70 29
AYTO. SALAMANCA 271,66 11 300,51 7 1.472,53 29 2.044,70 17

      TOTAL 2.486,39 4.207,09 5.008,87 11.702,35

En los ejercicios 2003 y 2004 no se realizaron 
aportaciones de los entes consorciados. En el ejerci-
cio 2005, de acuerdo con la información suministrada 
junto con las alegaciones, la Junta de Castilla y León 
ingresó 2.704,55 miles de euros.

Los documentos que concretan y cuantifican las 
aportaciones de cada una de las entidades consorciadas 
según se ha expuesto, fueron los anexos al convenio 
correspondientes a los ejercicios 2000 y 2002.

El anexo del ejercicio 2000 consta firmado por 
todos los miembros del Consorcio. Este reconoció los 
derechos correspondientes a los compromisos adquiri-
dos por cada una de las entidades consorciadas, de 
acuerdo con las cuantías establecidas en dicho anexo, 
excepto los correspondientes a la Junta de Castilla y 

León y el Ayuntamiento de Salamanca que presentaron 
las siguientes diferencias.

— La aportación comprometida por la Junta de 
Castilla y León, de acuerdo con el anexo firmado 
ascendía a 901,52 miles de euros, y se reconocieron y 
recaudaron derechos por importe de 676,14 miles.

— La aportación correspondiente al Ayuntamiento 
de Salamanca estaba cuantificada en el anexo corres-
pondiente al ejercicio 2000, en 300,50 miles de euros, y 
se reconocieron y recaudaron derechos por 271,66 
miles.

Las diferencias no han sido justificadas ni aclaradas 
por el Consorcio, ni por las entidades afectadas.
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Para el ejercicio 2001 no constan documentos debi-
damente suscritos que justifiquen la existencia de com-
promisos de financiación.

El anexo del ejercicio 2002, consta con la única 
firma del representante del Ayuntamiento de Salaman-
ca, aunque las aportaciones previstas en las cuantías 
consignadas en el mismo se reconocieron en el presu-
puesto de ingresos del Consorcio de este ejercicio. 

El procedimiento fijado en los estatutos del Consorcio, 
así como la ausencia de compromisos debidamente con-
traídos por parte de sus miembros, provocó que la princi-
pal fuente de financiación del Consorcio no estuviera ase-
gurada. Por ello, los derechos reconocidos en cada uno de 

los presupuestos, excepto los del ejercicio 2000, no tenían 
soporte justificativo y, consecuentemente, los derechos 
deberían haberse reconocido en el momento de su cobro, 
tratándolos como derechos reconocidos sin contraído pre-
vio. Al no haber actuado el Consorcio de esta forma y 
haber reconocido derechos sin el compromiso formal de 
las Entidades financiadoras, los ingresos y los derechos 
pendientes de cobro contabilizados no representaron la 
imagen fiel de estas operaciones.

Los derechos reconocidos por el Consorcio y los 
ingresos recaudados de cada una de las instituciones 
consorciadas en los ejercicios 2000 a 2003, ascendie-
ron a los siguientes importes, en miles de euros:

Entidad Derechos Reconocidos Recaudación Diferencia

Caja Duero 2.404,05 2.404,05 --
Diputación Salamanca 901,52 831,80 69,72
Universidad Salamanca 108,18 36,06 72,12
Ministerio Cultura 4.207,07 3.005,05 1.202,02
Junta Castilla y León 6.085,25 3.380,70 2.704,55
Ayuntamiento Salamanca 2.074,70 2.044,70 30,00

      TOTAL 15.780,77 11.702,35 4.078,41

La diferencia, 4.078,41 miles de euros, correspon-
dían a los derechos por las aportaciones de los miem-
bros del Consorcio que no estaban debidamente con-
traídas, imputados a los presupuestos de ingresos y 
registrados en los balances de situación del Consorcio.

Como consecuencia de las necesidades de liquidez 
producidas, entre otras causas, por haber previsto unas 
aportaciones no comprometidas que no llegaron a 
ingresarse, se suscribió el 17 de julio de 2002 una póli-
za de crédito por 5.000 miles de euros que fue ampliada 
por 925 miles y prorrogada hasta 31 de diciembre  
de 2004.

La información facilitada por los miembros del 
Consorcio puso de manifiesto esta situación, destacan-
do los siguientes aspectos:

Caja Duero

La entidad financiera aportó 2.404,04 miles de 
euros, que supuso el 21% del total de las aportaciones 
ingresadas por el Consorcio.

Caja Duero, al igual que la mayoría de las entidades 
no suscribió el anexo, soporte del compromiso de las 
aportaciones a realizar al Consorcio para el ejerci-
cio 2002, sin embargo este compromiso fue asumido 
como parte del convenio de colaboración con el Con-
sorcio firmado el 7 de enero de 2002, por el que adqui-
ría la condición de patrocinador, mediante la cesión, 
gratuita y con carácter exclusivo, de dos inmuebles de 
su propiedad, asumiendo los costes de adaptación y la 
adquisición de mobiliario con destino a los mismos. En 
dicho convenio se establecía que la aportación dineraria 

del año 2002 sería de 1.202,02 miles de euros, importe 
que incluía la contribución anual y el patrocinio.

Diputación provincial de Salamanca

Las aportaciones efectivamente ingresadas por la 
Diputación de Salamanca totalizaron 831,80 miles de 
euros, un 7% del total.

En el ejercicio 2002 el Consorcio reconoció derechos 
por 300,51 miles de euros, importe establecido en el 
anexo a su presupuesto de 2002, de los cuales se cobra-
ron 230,78 miles. La diferencia, 69,73 miles, que a 31 de 
diciembre de 2003 figuraba como pendiente de cobro en 
el balance del Consorcio, no se reconoció como obliga-
ción por la Diputación, al considerar que este importe 
correspondía a gastos pagados por cuenta del Consorcio 
con motivo de la celebración de la Vuelta Ciclista a 
España en 2002. El Consorcio no tuvo constancia de 
estos gastos asumidos ni consta ningún acuerdo en el 
que se encomiende este gasto a la Diputación. En 2004 
se ha provisionado este importe por el Consorcio.

Universidad de Salamanca

La aportación realizada por la Universidad de Sala-
manca se redujo a 36,06 miles de euros correspondien-
te al ejercicio 2000, que representaba el 0,3% de las 
recibidas por el Consorcio.

Respecto al resto de los ejercicios, el Consorcio 
reconoció derechos pendientes de cobro por importe de 
72,12 miles de euros, de los cuales, 56,78 miles se 
compensaron indebidamente por el Consorcio en junio 



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

127

de 2004 pues correspondían a una deuda que 
CULTURSA tenía con la Universidad. El resto, 15,34 
miles permanecen pendientes de cobro y se han provi-
sionado en  la misma fecha de 2004.

Ministerio de Cultura1

El Ministerio de Cultura realizó aportaciones por un 
total de 3.005,05 miles de euros, lo que representa el 
26% del total.

En el balance del Consorcio a 31 de diciembre 
de 2003, existían deudores pendientes de cobro por 
importe de 1.202,02 miles de euros correspondientes a 
las aportaciones del Ministerio de Cultura. Estos dere-
chos no estaban soportados con documento justificativo 
alguno y no debían haberse registrado. 

El Ministerio de Cultura informó que en el ejerci- 
cio 2003 disponía de dotación presupuestaria para 
realizar aportaciones al Consorcio por importe de 
1.202,02 miles de euros. Sin embargo, no se hizo efec-
tiva ninguna aportación que por otra parte no era exigi-
ble al no firmarse el anexo del ejercicio 2003 al que se 
refería el convenio fundacional.

En ejercicio 2004 el Consorcio debido al carácter de 
incobrables de estos derechos procedió a darlos de 
baja.

Junta de Castilla y León 

La Junta de Castilla y León fue la entidad que apor-
tó mayor cantidad de recursos al Consorcio Salaman-
ca 2002; 3.380,70 miles de euros, el 29% del total de 
las aportaciones de miembros del Consorcio.

Las aportaciones realizadas en los ejercicios 2000 y 
2001 fueron las registradas por el Consorcio, sin que 
haya justificado los motivos de las diferencias existen-
tes entre el anexo al convenio en el que se comprome-
tían las cantidades correspondientes al ejercicio 2000, 
910,52 miles de euros, y la aportación efectivamente 
realizada, 676,14 miles, como se ha expuesto anterior-
mente.

En los ejercicios 2002 y 2003 el Consorcio recono-
ció derechos por 1.803,03 miles de euros en cada uno 
de ellos, de los cuales se ingresaron 901,51 miles 
en 2002. El resto de derechos reconocidos por el Con-
sorcio correspondientes a los años 2002 y 2003; 901,52 
y 1.803,03 miles respectivamente, se contabilizaron 
como derechos pendientes de cobro, aunque la Junta de 
Castilla y León no reconoció la obligación de pago de 
estas cantidades.

El Consorcio no ha aportado los documentos que 
soportaron el reconocimiento de estos derechos. En el 
ejercicio 2004 se consideraron de dudoso cobro provi-

1 Denominación actual de este Departamento Ministerial que 
se mantiene en todo el Proyecto de Informe a pesar de las modifica-
ciones que ha experimentado dicha denominación a lo largo del 
periodo fiscalizado.

sionándose su importe. No obstante, el 9 de diciembre 
de 2004 la Junta de Castilla y León concedió una sub-
vención al Consorcio para financiar actividades cultu-
rales programadas en los ejercicios 2002 y 2003 por 
importe de 2.704,55 miles de euros, importe coinciden-
te con los mencionados derechos pendientes de cobro. 
De acuerdo con la información suministrada junto con 
las alegaciones, la subvención fue ingresada el 4 de 
febrero de 2005

Ayuntamiento de Salamanca

El Ayuntamiento de Salamanca aportó 2.044,70 
miles de euros, un 17% sobre el total de las aportacio-
nes de los miembros del Consorcio.

La aportación correspondiente al ejercicio 2000 fue 
registrada en el presupuesto del Consorcio sin que se 
detectasen diferencias respecto a la información del 
Ayuntamiento, sin embargo, éste no justificó la diferen-
cia existente entre la aportación ingresada y la compro-
metida que ascendió a 28,84 miles de euros.

Por lo que se refiere al ejercicio 2001, el Ayunta-
miento consignó el pago de 322,47 miles de euros, 
mientras que el Consorcio registró como aportación 
300,51 miles. La diferencia, 21,96 miles, correspon-
dían a ingresos por el alquiler del Teatro Bretón, que 
fueron aplicados por el Consorcio al capítulo 5 del pre-
supuesto.

En el ejercicio 2002 el Consorcio reconoció dere-
chos por 1.502,53 miles de euros, 30 miles más que la 
aportación realizada por el Ayuntamiento. Ante la 
reclamación de este importe formulada por el Consor-
cio, el Ayuntamiento alegó que la cantidad no ingresada 
se debía a los complementos de productividad y a grati-
ficaciones abonadas a funcionarios del Ayuntamiento 
que prestaban servicios en el Consorcio. En 2004 se 
dieron de baja por el Consorcio estos derechos a pesar 
de que la compensación fue realizada de manera unila-
teral por el Ayuntamiento sin que existiese marco jurí-
dico o acuerdo entre las partes que justificara esta 
actuación.

III.5.2 Patrocinadores y entidades colaboradoras

Los ingresos por patrocinios ascendieron a un total 
de 12.338,34 miles de euros, todos ellos recaudados 
en 2002. Esta fuente de financiación representó el 32% 
del total de los recursos obtenidos, siendo la segunda 
por su volumen y las aportaciones realizadas por las 
entidades patrocinadoras fueron ingresadas en los tér-
minos fijados en los convenios de colaboración.

En el Consorcio se registraron ingresos por este 
concepto por importe de 397,84 miles de euros, que 
fueron registrados como transferencias corrientes reci-
bidas de empresas privadas. El resto, 11.940,50 miles 
se ingresaron en CULTURSA, que los registró como 
ingresos por prestación de servicios.
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Todos los patrocinios se derivaron de convenios fir-
mados por el Consorcio, sin embargo, como ya se ha 
señalado, la mayor parte de las aportaciones se realiza-
ron y contabilizaron en cuentas de CULTURSA. De 
acuerdo con sus estatutos, el Consorcio tenía por obje-
to, entre otros, la ordenación y captación de cuantos 
recursos económicos fueran precisos para la financia-
ción de las actividades y programas propios del Con-
sorcio y, en su caso, para el apoyo de los calificados 
como de interés para el acontecimiento.

Los estatutos de CULTURSA establecieron, a su 
vez, que los recursos de la Sociedad procederían de la 
subvención que anualmente figurase en los Presupues-
tos Generales del Consorcio, de las subvenciones que 
obtuviera de las distintas instituciones y de los proce-
dentes del ejercicio de su actividad empresarial.

Los recursos por patrocinios procedían de conve-
nios firmados entre el Consorcio y un tercero y por 
tanto correspondía a dicho Consorcio su ejecución y la 
titularidad de los derechos y obligaciones que de ellos 
pudieran desprenderse. 

La Junta de Gobierno el 22 de julio de 2002 aprobó 
que los ingresos de los patrocinios dirigidos a las acti-
vidades que gestionase la sociedad instrumental 
CULTURSA, que fue casi la totalidad de la programa-
ción, y que solicitasen beneficios fiscales por la promo-
ción de Salamanca 2002 se realizasen en CULTURSA 
y los correspondientes a los patrocinadores que lo 
hiciesen por mecenazgo prioritario en el Consorcio, sin 
tener en consideración los informes de la Secretaría y 
de la Intervención del Ayuntamiento que reflejaban la 
irregularidad de tal procedimiento.

Por tanto, los recursos procedentes de las entidades 
patrocinadoras al ser derechos exigibles por el Consor-
cio, debían haberse imputado al presupuesto de ingresos 
del ejercicio 2002, ejecutado por el propio Consorcio.

III.5.3 Otras aportaciones

Estos ingresos se realizaron por la Entidad Pública 
Empresarial Loterías y Apuestas del Estado que destinó 
los beneficios del sorteo especial de Lotería Nacional 
celebrado el 8 de junio de 2002 a favor de Salamanca 
2002, Ciudad Europea de la Cultura. El importe del 
ingreso ascendió a 8.959,63 miles de euros, aunque en 
las previsiones iniciales estaba presupuestado por este 
concepto un importe de 2.719,74 miles. La diferencia 
correspondió al ingreso de los importes destinados a 
premios que quedaron desiertos en el sorteo.

Su importe fue directamente ingresado en las cuen-
tas del Consorcio, se registraron como transferencias 
corrientes y supuso un incremento significativo de los 
recursos previstos.

Por otra parte, en el ejercicio 2002 se contabilizó e 
imputó al presupuesto de ingresos del Consorcio una 
subvención de 62,31 miles de euros, otorgada al Ayun-
tamiento de Salamanca por la Unión Europea como 
anticipo correspondiente al proyecto «Salamanca Ciu-

dad Europea de la Cultura 2002». Esta cantidad tuvo 
que devolverse en 2003 al no presentarse la documenta-
ción requerida por la Unión Europea.

III.5.4 Recursos de explotación

Los recursos generados como consecuencia de la 
actividad del Consorcio y CULTURSA, representaron 
el 5% del total de recursos, siendo la fuente de financia-
ción menos significativa.

En este concepto se incluye la recaudación por venta 
de localidades y otros ingresos. La cifra de ventas ascen-
dió a un total de 1.798,46 miles de euros en el perio- 
do 2000-2003 y el resto de ingresos a 310,42 miles; en 
este último importe se incluyen diversos conceptos de 
escasa cuantía como el alquiler del Teatro Bretón al 
Ayuntamiento de Salamanca y a una entidad financiera, 
rendimientos de la explotación de restaurante y cafete-
rías, intereses, etc.

Los ingresos por ventas se obtuvieron fundamental-
mente, por venta de localidades, de libros y objetos 
promocionales.

La actividad de venta de localidades se gestionó por 
el Consorcio durante el ejercicio 2000 y el 2001 hasta 
la creación de CULTURSA.

Los ingresos correspondientes al ejercicio 2000 por 
este concepto ascendieron a 56,77 miles de euros. La 
venta de entradas durante este ejercicio se encomendó a 
una empresa privada, sin que se formalizase contrato 
alguno, tampoco consta acuerdo mediante el cual se 
establecieran las condiciones económicas o el procedi-
miento de ingreso de la recaudación obtenida. Además, 
el Consorcio no estableció ningún registro de entradas 
puestas a la venta ni de entradas vendidas que permitie-
ra establecer un control sobre los ingresos por este 
concepto.

Del análisis de una muestra representativa del 94% 
sobre el importe total de la venta de entradas en el 
año 2000 no se dedujeron incidencias de la verificación 
de los ingresos en cuentas bancarias; sin embargo, el 
soporte que justificaba los ingresos registrados era un 
documento firmado por la empresa que realizaba el 
servicio y que informaba, por espectáculos, del número 
de entradas entregadas por el Consorcio para su venta, 
invitaciones, entradas sobrantes y vendidas, la recauda-
ción, y el justificante bancario del ingreso sin que cons-
tara ninguna diligencia de conformidad, verificación, 
etc. por el Consorcio. 

En el ejercicio 2001 a partir de la constitución, 
el 9 de agosto, de CULTURSA, la venta de localidades, 
libros, objetos promocionales y otros, se gestionó por 
dicha Sociedad. La recaudación por ventas de entradas 
ascendió a 110,75 miles de euros, de los cuales 40,29 
miles fueron contabilizados y recaudados por el Con-
sorcio y 70,46 miles por CULTURSA y correspondie-
ron a seis actuaciones, tres de ellas se ingresaron en el 
Consorcio y otras tres en CULTURSA.
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Por lo que se refiere a los ingresos del Consorcio 
de 2001, se analizó una muestra representativa del 56% 
del total del concepto presupuestario de venta de locali-
dades, deduciéndose las mismas observaciones que 
en 2000 sobre el deficiente control sobre las actuacio-
nes de la empresa que realizaba el servicio. Asimismo, 
se analizó la totalidad de los ingresos registrados por 
CULTURSA con los siguientes resultados:

La empresa que venía prestando el servicio de venta 
de entradas gestionó a partir de 9 de agosto de 2001 sola-
mente la venta en taquilla, formalizándose para la venta 
anticipada de entradas, un contrato por CULTURSA 
el 1 de septiembre de 2001 con otra empresa. 

Al igual que el Consorcio, la Sociedad no llevó nin-
gún registro que detallara el número de entradas pues-
tas a la venta para cada espectáculo, ni tampoco se ela-
boraron o aprobaron resoluciones o informes que 
determinasen los criterios para fijar los precios de las 
entradas. La cuenta de resultados de CULTURSA tam-
poco detallaba los ingresos obtenidos por espectáculo. 
De la verificación de los ingresos en cuentas bancarias 
no se dedujeron incidencias.

En el ejercicio 2002 se sustituyó la empresa encar-
gada de la venta anticipada, mediante otro contrato 
formalizado por CULTURSA en febrero de este año. 

Los ingresos por ventas de localidades en el ejerci-
cio 2002 ascendieron a 1.183 miles de euros, el 83,5% 
del total de ventas. Del examen del 100% de la recau-
dación por este concepto, se han deducido los mismos 
defectos sobre el control de las actuaciones de la 
empresa que prestaba el servicio y no se dedujeron 
incidencias de la verificación de los ingresos en cuentas 
bancarias de la recaudación obtenida.

El procedimiento seguido en la contabilización de 
estas operaciones en 2002 fue el siguiente:

La empresa que gestionaba la venta anticipada de 
entradas ingresaba mensualmente la recaudación obtenida 
descontando el importe de la factura por los servicios pres-
tados. CULTURSA contabilizaba el ingreso por el importe 
neto, compensando ingresos y gastos. De esta forma, 
durante el ejercicio no se registraba el gasto correspondien-
te al servicio prestado por venta anticipada de entradas y, 
consecuentemente tampoco registraba el importe total de 
la recaudación. Al final del ejercicio se ajustaba la contabi-
lidad contabilizando las facturas y los ingresos omitidos. 
Por otra parte, se contabilizaron ingresos por importe 
de 201,95 miles de euros que incluían el IVA.

En el ejercicio 2003, la venta de entradas se gestio-
nó por las mismas empresas que en el 2002 y la recau-
dación obtenida fue de 182 miles de euros, que repre-
sentaba el 84,62% de los ingresos por ventas en este 
año. Del análisis del 100% de la recaudación de este 
ejercicio se han deducido los siguientes resultados:

— La venta de entradas se contabilizó correcta-
mente subsanando la deficiencia del ejercicio anterior; 
es decir, sin compensar ingresos y gastos.

— De la recaudación obtenida en cinco conciertos 
celebrados en 2003 que ascendió a 58,13 miles de 
euros, se ingresaron en la cuenta de CULTURSA 1,23 
miles. El importe restante de la recaudación se ingresó 
en cuentas de la Fundación Salamanca Ciudad de la 
Cultura, en lugar de CULTURSA, que fue quien forma-
lizó los correspondientes contratos, y quien debió hacer 
figurar en sus cuentas la totalidad de estos recursos. 

La empresa encargada de la venta anticipada ofrecía 
información sobre la recaudación, clasificada por espec-
táculos. De acuerdo con dicha información la venta de 
entradas realizados en los ejercicios 2002 y 2003, por 
ramas de actividad en las que se clasificaron los actos de 
la capitalidad cultural, fueron los siguientes:

EJERCICIO 2002

Actividad Total N.º 
Entradas

% 
Invitaciones % Ventas

Actos de Clausura 1.232 100,00 0,00
Artes Escénicas 57.899 11,28 88,72
Música actual 53.559 18,31 81,69
Música clásica 27.785 34,36 65,64

      TOTAL 140.475 19,30 80,70

EJERCICIO 2003

Actividad Total N.º 
Entradas

% 
Invitaciones % Ventas

Artes Escénicas 6.411 12,49 87,51
Música actual 11.499 5,93 94,07
Música clásica 4.507 65,96 41,04

      TOTAL 22.417 19,88 80,12

En el ejercicio 2001 se celebraron 6 conciertos de 
música actual con un número total de entradas emitidas 
de 8.128.

Por lo que se refiere a la venta de libros y objetos 
promocionales, a continuación se detallan por ejerci-
cios, en miles de euros:

2001 2002 2003 TOTAL

Libros 2,80 125,10 21,17 149,07
Objetos    

promocionales
- 50,66 6,29 56,95

      TOTAL 2,80 175,76 27,46 206,02

En los libros y objetos promocionales no se llevó 
control de existencias. No constan los criterios aplica-
dos para determinar el precio de los artículos; tampoco 
existía un registro de las unidades puestas a la venta, ni 
se estableció ningún control que permitiera conocer su 
distribución en cada punto de venta y las ventas produ-
cidas en cada uno de ellos.
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III.5.5 Financiación del Consorcio a CULTURSA

Los fondos transferidos por el Consorcio a 
CULTURSA, en el ejercicio 2001 ascendieron a 952 
miles de euros (IVA incluido) y representaron el 92% 
de los ingresos recibidos por la Sociedad y en 2002, a 
3.510,47  miles (IVA incluido), el 18% de sus recursos 
totales.

En el ejercicio 2001 el Consorcio imputó al capítulo 
4 del presupuesto de gastos. Transferencias corrientes, 
la aportación realizada, que correspondió a las siguien-
tes operaciones:

— Suscripción de la totalidad del capital social de 
CULTURSA, por 60,10 miles de euros. El Consorcio 
consideró tal aportación como gasto, cuando corres-
pondió a una inversión financiera que debería figu- 
rar en el Inmovilizado financiero de su balance de 
situación.

— Transferencia por 952 miles de euros. Este 
importe, que tenía la naturaleza de transferencias 
corrientes, fue contabilizado por CULTURSA como 
ingresos por prestación de servicios, con la correspon-
diente minoración de la financiación recibida por la 
Sociedad como consecuencia del impuesto que gravó la 
operación.

En el ejercicio 2002 CULTURSA facturó al Consor-
cio por prestación de servicios 3.510,47 miles de euros. 
Este importe se registró en este ejercicio como pres- 
tación de servicios, tanto en el Consorcio que lo aplicó 
al capítulo 2 del presupuesto de gastos como en 
CULTURSA. El objeto de la factura emitida fue la ges-
tión de la programación y promoción de Salamanca 
2002, es decir, el ejercicio de su objeto social. No exis-
tía ningún soporte documental que permitiera verificar 
el importe de esa factura, y no se celebró ningún con-
trato que fijara el precio de la mencionada prestación 
de servicios, por lo que no tenía la naturaleza de presta-
ción de servicios y su finalidad fue dotar a CULTURSA 
de la financiación necesaria para el desarrollo de su 
objeto social. Tales operaciones debieron tratarse como 
transferencias corrientes otorgadas por el Consorcio a 
su sociedad instrumental, imputándose al capítulo 4 del 
presupuesto de gastos.

En el ejercicio 2003 el Consorcio no dotó de fondos 
a CULTURSA.

III.6 Gestión Salamanca 2002

III.6.1 Aspectos generales

Como se ha señalado, la programación de Salaman-
ca 2002, además de los actos de inauguración y de 
clausura, se desarrolló, básicamente, en torno a las 
siguientes actividades: Música Clásica, Músicas Actua-
les, Artes Escénicas, Exposiciones, Encuentros y Con-
gresos, Audiovisuales y Ciudad Abierta.

El contenido de cada una de ellas, en número de 
espectáculos o eventos realizados, y el coste directa-
mente imputable a cada rama de actividad, fue el 
siguiente:

(miles de euros)

NÚMERO 
DE 

EVENTOS
IMPORTE

Actos de Inauguración 3 198,47
Música clásica 58 3.111,69
Músicas actuales 70 2.514,35
Artes escénicas 54 2.349,00
Exposiciones 54 2.394,11
Encuentro y congresos 26 398,87
Audiovisuales 3 989,26
Ciudad abierta 19 2.549,48
Actos de clausura 3 278,72

     TOTAL 290 14.783,95

El cuadro anterior constituye una aproximación al 
coste de las diferentes actividades llevadas a cabo 
durante la capitalidad cultural, agregando los gastos 
susceptibles de imputación directa a los actos celebra-
dos en Salamanca 2002.

En el Anexo VI del presente Informe se detallan los 
diferentes actos o proyectos que desarrollaron el pro-
grama ejecutado de Salamanca 2002. Ciudad Europea 
de la Cultura.

La música clásica fue la actividad mas relevante por 
su importe, seguida por la música actual y por la deno-
minada Ciudad Abierta, que incluía un conjunto de 
actividades realizadas en diferentes locales de la ciudad 
y al aire libre. El menor coste, sin tener en cuenta los 
actos de clausura e inauguración, correspondió a los 
Encuentros y Congresos.

III.6.2 Eventos2

A continuación se exponen los resultados de la fis-
calización de la ejecución del programa de Salaman-
ca 2002, clasificados por ramas de actividad. 

Música clásica

Los actos celebrados en el ámbito de la música clá-
sica tuvieron un papel destacado en la programación de 
Salamanca 2002. Durante los ejercicios 2001, 2002 
y 2003 se representaron 58 espectáculos, siendo con 
3.111,69 miles de euros la actividad a la que se destinó 
mayor volumen de fondos.

Se llevaron a cabo diferentes ciclos musicales, entre 
los que destacó por su coste el de Ópera Barroca. Ade-

2 Los gastos de CULTURSA incluidos en este epígrafe no 
incluyen IVA ya que, al ser deducibles, no incrementan el coste de 
los mismos.
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más, se programaron los ciclos Clásicos del Siglo XX, 
Música y Patrimonio, Europa y El Nuevo Mundo, así 
como un Festival de música antigua y religiosa, entre 
otros.

Excepto algunos actos celebrados en 2001 y 2003, 
más del 90% del gasto se realizó en 2002, año de la 
capitalidad cultural. El núcleo central de la programa-
ción de música clásica fue el ciclo de Ópera Barroca, 
que representó el 51% del gasto total correspondiente a 
esta actividad. Las óperas de mayor importe integradas 
en este ciclo fueron las siguientes: The Fairy Queen, 
459,46 miles de euros, Theodora, 370,33 miles, Sueños 
y Folías, 224,43 miles y Antígona, 189,69 miles.

Además de los actos del ciclo de Ópera Barroca, 
destacó la representación en el Centro de Artes Escéni-
cas de obras de zarzuela en un espectáculo que se deno-
minó Teatro de la Zarzuela con un importe de 302,10 
miles de euros.

Otras actividades llevadas a cabo en Salaman-
ca 2002 en el ámbito de la música clásica fueron los 
conciertos, entre los que destacaron dos recitales de 
primeras figuras de la ópera, con un gasto de 127,76 
miles de euros y 84,46 miles.

Se han fiscalizado los expedientes correspondientes 
a cuatro proyectos de esta rama de actividad que repre-
sentaron el 26% del gasto total, obteniéndose los 
siguientes resultados:

Teatro de la Zarzuela 

Los días 12 y 13 de octubre de 2002 se representa-
ron en el Centro de Artes Escénicas de Salamanca las 
zarzuelas Los Claveles, de José Serrano y Agua, Azu-
carillos y Aguardiente, de Federico Chueca. La repre-
sentación se llevó a cabo por la Orquesta de la Comuni-
dad de Madrid y el Coro del Teatro de la Zarzuela.

El coste de dichas representaciones ascendió a 
302,10 miles de euros, de acuerdo con los datos conta-
bles, el tercer espectáculo de mayor cuantía dentro de 
la actividad de música clásica.

Se emitieron 1.981 entradas, de las cuales el 17% 
del total, fueron invitaciones. La recaudación obtenida 
ascendió a 18,08 miles de euros, cuantía que no consti-
tuyó una fuente de financiación significativa de los 
espectáculos, y representó el 5,98 % del coste. La cele-
bración de estos actos no contó con ningún convenio de 
patrocinio y su coste fue financiado con los recursos 
generales de CULTURSA.

Para llevar a cabo la representación de las zarzuelas, 
CULTURSA suscribió un contrato con el Instituto 
Nacional de Artes Escénicas y de Música perteneciente 
al Ministerio  de Cultura, fijándose el precio en 266,20 
miles de euros. Además, en las estipulaciones contrac-
tuales se establecía que los gastos ocasionados como 
consecuencia de la estancia del equipo artístico, de la 
compañía y coros, la orquesta, el equipo técnico y el 
equipo de producción y administración eran por cuenta 

de CULTURSA, sin hacer referencia a la naturaleza de 
los mismos ni a su control.

La ejecución del contrato, junto con el resto de gas-
tos se justificó mediante facturas que fueron pagadas 
con el visto bueno del Director Gerente de la Socie-
dad.

Los gastos correspondientes a la estancia del equipo 
artístico ascendieron a 35,90 miles de euros. 

Los gastos de alojamiento y viaje a que debía hacer 
frente CULTURSA fueron satisfechos directamente a 
las agencias de viajes o a los hoteles. Las cláusulas 
contractuales en las que la Sociedad quedaba obligada 
a cubrir los gastos de alojamiento y viaje de los equipos 
artísticos y técnicos de los espectáculos fueron muy 
habituales, y el procedimiento general fue el pago por 
CULTURSA a los hoteles y agencias de viaje utiliza-
dos. Esta relación de servicios debería haberse instru-
mentado mediante contratos con las empresas que 
ofrecieran mejores ofertas y en los que se establecieran 
las condiciones que dieran cobertura a todos los gastos 
de viaje y alojamiento con independencia del proyecto 
contratado.

Los justificantes de los gastos de los equipos artísti-
co, técnico y de administración y producción fueron 
facturas en las que, en la mayoría de los casos, no era 
posible identificar las personas que incurrieron en el 
gasto y, aunque constaba el visto bueno del Director 
Gerente de la Sociedad, el soporte documental utili- 
zado no garantizó el adecuado control de estas actua-
ciones.

Ópera Sueños y Folías. Raíces y Memoria de la Hespe-
ria Perdida. 1490-1590 

Esta ópera se celebró dentro del ciclo de Ópera 
Barroca y suponía la recreación del primer teatro musi-
cal del Renacimiento en la época de Juan del Enzina. 

El montaje de la ópera supuso un coste de 224,43 
miles de euros. La representación se celebró los días 
30 de mayo y 1 de junio de 2002 en el Teatro Liceo de 
Salamanca. La recaudación obtenida por la venta de 
localidades ascendió a 13,21 miles, para un total de 
984 entradas, de las cuales el 17%, fueron invitaciones.

Además, se firmó un convenio de colaboración con 
una empresa privada, en el que se comprometió una 
aportación de 1.803,04 miles de euros para el patroci-
nio de exposiciones y de esta ópera.

Para llevar a cabo esta representación la Sociedad 
suscribió un contrato de coproducción el 10 de diciem-
bre de 2001 por importe de 220,20 miles de euros, que 
tuvo por objeto el montaje de la ópera mencionada, sin 
que de él se derivase la necesidad de ser representada 
por una determinada compañía o equipo artístico.

No se motivaron en el expediente los criterios segui-
dos para la elección de la empresa con la que se suscri-
bió el contrato ni para determinar el precio fijado en el 
contrato.



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

132

De acuerdo con el procedimiento seguido en el 
ámbito de la Sociedad, las decisiones sobre a quien 
contratar o el precio del contrato se tomaban por los 
Coordinadores Generales del Consorcio sin que 
consten los criterios que sustentaban las decisiones 
adoptadas.

La ejecución del contrato se llevó a cabo mediante 
dos pagos, el primero, en el momento de la firma del 
contrato por 88,08 miles de euros, y el segundo por 
132,12 miles en la fecha del montaje.

La empresa contratada, además de emitir las corres-
pondientes facturas, debía elaborar una memoria que 
detallara la prestación del servicio realizado como jus-
tificación de las cantidades recibidas. Las facturas fue-
ron presentadas en las fechas pactadas, pero sólo se 
elaboró una memoria, correspondiente al primero de 
los pagos, por 93,76 miles de euros, importe superior al 
pago realizado. No consta la presentación de la memo-
ria justificativa del segundo pago, que debió presentar-
se antes del 31 de agosto de 2002.

Por lo que se refiere al registro contable de las ope-
raciones derivadas del contrato, la factura correspon-
diente al primer pago se emitió con fecha 18 de diciem-
bre de 2001, pagándose el 11 de enero de 2002. En la 
contabilidad de CULTURSA el pago se registró con 
anterioridad al gasto por lo que se imputó un gasto 
devengado y vencido en el ejercicio 2001 al ejerci- 
cio 2002.

El gasto correspondiente al segundo plazo, instru-
mentado con facturas de fecha 30 de mayo de 2002, fue 
contabilizado, también con posterioridad a su pago.

Además del coste del contrato analizado, se regis-
traron otros gastos por importe de 4,23 miles de euros 
correspondientes a trabajos realizados en el Teatro 
Liceo, necesarios para la representación de la ópera, la 
contratación de un centro de traducciones y la edición 
de los programas de la ópera.

Ópera Antígona, de Tommasso Traetta

Formando parte del ciclo de Ópera Barroca, su 
estreno tuvo lugar los días 25 y 27 de octubre de 2002 
en el Teatro Liceo y su coste ascendió a 189,69 miles 
de euros.

La recaudación fue de 11,61 miles de euros, corres-
pondiente a un total de 912 entradas, de las cuales el 
23% fueron invitaciones.

El Consorcio firmó el 11 de diciembre de 2001 con 
una agencia de viajes y una compañía aérea un convenio 
de colaboración en el que se comprometió una aporta-
ción por parte de estas empresas de 1.502,53 miles de 
euros para el patrocinio del estreno mundial de la ópera 
Antígona, del concierto La Pasión según San Juan y los 
encuentros de expertos que se celebrasen durante el año 
de la capitalidad cultural.

CULTURSA suscribió un contrato de coproducción 
para el montaje de la ópera el 13 de junio de 2002 por 
160,90 miles de euros. El objeto del contrato era el 

montaje de la ópera citada y su naturaleza y caracterís-
ticas eran las mismas que el contrato de coproducción 
suscrito para la ópera Sueños y Folías. En este contrato 
de coproducción tampoco se señalaron los criterios 
aplicados para la selección de la compañía adjudicata-
ria ni para fijar el precio pactado. 

El contrato se ejecutó en dos pagos, el primero 
como anticipo de 64,35 miles de euros en el momento 
de la firma del contrato y el segundo, por 96,52 miles, 
en la fecha de estreno del montaje.

La Sociedad registró en sus cuentas de 2002 la obli-
gación y el pago correspondiente al primer plazo por 
duplicado, anulando en el ejercicio siguiente la duplici-
dad. Por otra parte, también en esta ópera, las obliga-
ciones se registraron con posterioridad a los correspon-
dientes pagos.

El contrato de coproducción, además de las obligacio-
nes señaladas, determinaba que los gastos de alojamiento 
y viajes del equipo artístico y personal de la empresa 
coproductora serían por cuenta de CULTURSA. Tam-
bién, igual que en el caso anterior, los justificantes pre-
sentados no permitían identificar las personas que reali-
zaban los gastos y, por tanto, la factura con el visto 
bueno del Director Gerente no garantizó el adecuado 
control de estas actuaciones. Su importe ascendió a un 
total de 20,26 miles de euros. La Sociedad tampoco 
estableció los procedimientos necesarios para garanti-
zar el control sobre este tipo de gastos.

Por último, como consecuencia de la representación 
de la ópera, pero no derivados de la ejecución del con-
trato anterior, se realizaron gastos por importe de 
7,36 miles de euros entre los que destaca la factura de 
3,9 miles para la traducción y sobretitulado de la ópera, 
(emitida por la misma empresa que prestó este servicio 
en la opera Sueños y Folías), la elaboración del libreto 
de la ópera por 0,55 miles y la publicación de los pro-
gramas por 2,16 miles. 

La Pasión según San Juan, de Johann Sebastian Bach 

Este concierto fue una de las obras del Festival de 
Música Antigua y Religiosa y se celebró en el Palacio 
de Congresos y Exposiciones de Castilla y León el 25 
de marzo de 2002. 

El coste del concierto ascendió a 102,52 miles de euros, 
de acuerdo con los datos contables de CULTURSA. 
La recaudación obtenida fue de 11,77 miles corres- 
pondientes a 882 entradas vendidas, además, se cursa-
ron invitaciones por un 17% del total de las entradas 
emitidas.

La Sociedad formalizó un contrato con una empresa 
cuyo objeto social era la organización de conciertos de 
música clásica. El precio fijado en el contrato fue de 
100,36 miles de euros, que se abonaría en la fecha del 
concierto. 

CULTURSA contrató a esta empresa para la organi-
zación del concierto y de la misma manera que los 
contratos de coproducción de las óperas, el objeto del 
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contrato no justificaba la contratación de una compañía 
o artista determinado. 

Del mismo modo que en los casos anteriores, la 
obligación fue contabilizada con posterioridad a su 
pago.

Además del importe del contrato, CULTURSA 
abonó 2,16 miles de euros por servicios prestados por 
el Palacio de Congresos durante la celebración del con-
cierto.

Músicas actuales

Los conciertos de música moderna constituyeron 
otra de las principales actividades de la programación 
de Salamanca 2002. Actuaron un total de 70 cantantes 
y grupos en los conciertos celebrados entre el año 2000 
y el 2003.

En el año 2002, se celebraron 43 conciertos, acer-
cándose a diferentes estilos musicales; se realizaron 
conciertos de blues en un ciclo que se denominó 
Noches de Blues, de jazz, nuevas músicas y conciertos 
de grupos y cantantes consagrados en el panorama 
nacional e internacional.

El gasto global imputado en cuentas por esta activi-
dad fue de 2.514,35 miles de euros, con la siguiente 
distribución por ejercicios:

— Ejercicio 2000: 56,48 miles de euros correspon-
dientes en su totalidad al concierto de Lou Reed.

— Ejercicio 2001: 297,87 miles de euros, que com-
prende, además de las actuaciones realizadas en este 
año, pagos correspondientes a conciertos que tendrían 
lugar en 2002.

— Ejercicio 2002: 2.071,59 miles de euros, corres-
pondientes a los conciertos celebrados durante el año, y 
a parte de los gastos de 2001. Además, en el ejercicio 
2003 se minoraron los importes registrados en 2002 al 
menos, 179,26 miles de euros, por lo que las cantidades 
contabilizadas en el ejercicio 2002 no representaban el 
gasto realmente devengado.

— Ejercicio 2003: 88,41 miles de euros, importe 
que incluye los ajustes por anulaciones de apuntes 
registrados en 2002.

Se ha fiscalizado una muestra de cuatro de los con-
ciertos de música actual con un coste total de 632,39 
miles de euros, que representó el 25,15% del total asig-
nado a las músicas actuales. El resultado del análisis de 
cada uno de los expedientes ha sido el siguiente:

Concierto de Oasis

La actuación del grupo Oasis se celebró el 19 de 
noviembre de 2002 en el Pabellón Würtzburg. 

El coste global fue de 327,78 miles de euros, el de 
mayor importe de todos los conciertos de música 
actual, el segundo en importancia cuantitativa fue el 
concierto de Van Morrison con un coste de 183,85 

miles. Se incurrió, además, en gastos de seguridad y 
publicidad aunque no ha sido posible cuantificar los 
imputables a este concierto.

La recaudación obtenida por la venta de entradas 
fue de 49,25 miles de euros. La capacidad del Pabellón 
era de 3.000 espectadores, de las cuales se vendieron 
2.476 entradas, entregándose el 17% del aforo invita-
ciones. 

Para llevar a cabo esta actuación se firmaron dos 
contratos. El primero de los contratos fue formalizado 
por el Director Gerente de CULTURSA el 14 de junio 
de 2002, por 198,33 miles de euros fijándose la fecha 
del concierto para el día 23 de julio de este año. 

Este contrato fue cancelado y la resolución del 
mismo, motivada por enfermedad del cantante, se firmó 
el mismo día en que debía celebrarse el concierto sin 
que, a efectos de determinar las responsabilidades pre-
vistas en la cláusula novena del contrato para el caso de 
suspensión, conste documentada la causa de la suspen-
sión del concierto ni que, por ello, la misma estuviere 
fuera del control de la empresa, la cual suscribió el con-
trato en su condición de «ostentar la titularidad de 
todos los derechos de representación del Grupo (...) 
para la realización de la actuación que tendrá lugar en 
Salamanca el 23 de julio de 2002». En dicha fecha ya 
se habían realizado los tres pagos previstos hasta com-
pletar el importe establecido en el contrato aunque no 
constan facturas de los pagos realizados, existiendo 
como único documento los justificantes de las transfe-
rencias bancarias. En la resolución se cuantificaron los 
gastos de cancelación en 104,50 miles de euros, resul-
tando un saldo de 93,83 miles que se aplicó como 
entrega a cuenta de la futura actuación.

Por lo que se refiere al registro contable de estas 
operaciones, CULTURSA contabilizó el pago de las 
cantidades satisfechas cuando se hicieron efectivas, sin 
embargo el gasto se registró con posterioridad al 31 de 
diciembre de 2002. La entrega a cuenta no se contabili-
zó correctamente, registrándose directamente como 
gasto.

De acuerdo con el contrato, CULTURSA estaba 
obligada a contratar un seguro de cancelación para 
cubrir las pérdidas que pudieran derivarse de un posible 
aplazamiento o cancelación del concierto. El importe 
pagado por la póliza suscrita fue de 5,85 miles de euros, 
contabilizándose, también en este caso, el pago con 
anterioridad al gasto. Además el gasto fue contabiliza-
do dos veces, corrigiéndose el error en 2003. 

Los gastos incurridos como consecuencia de la can-
celación 104,50 miles de euros, no fueron asumidos por 
la póliza suscrita ya que no daba cobertura en caso de 
que la cancelación se produjese como consecuencia de 
enfermedad del cantante.

El segundo contrato se formalizó el 15 de octubre 
de 2002 cuyo objeto fue la actuación del grupo el 19 de 
noviembre. El importe del contrato ascendió a 
171,92 miles de euros, de los cuales se habían entrega-
do a cuenta 93,83 miles. El resto, 78,08 miles se abona-
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ron en dos pagos de 39,04 miles, el primero a la firma 
del contrato y el segundo el día 12 de noviembre.

El gasto soportado por CULTURSA como conse-
cuencia de la ejecución de ambos contratos ascendió a 
276,42 miles de euros, cantidad correspondiente a los 
gastos de la cancelación del contrato, 104,50 miles, y al 
precio del segundo contrato, 171,92 miles.

En ambos contratos se establecían gastos que 
corrían a cargo de CULTURSA, tales como equipos de 
sonido, personal, seguridad, porteros, transporte, pro-
moción y publicidad, acondicionamiento del local, 
permisos, licencias, seguros de responsabilidad civil y 
de cancelación, distribución y venta de entradas. Por 
tanto, junto con el importe abonado por la contratación 
del grupo se incurrieron en otros gastos que ascendie-
ron, al menos, a 51,36 miles de euros correspondientes 
a pólizas de seguros de cancelación y montaje de soni-
do e iluminación. El resto de gastos correspondientes a 
seguridad, publicidad, etc. no han podido cuantificarse 
al registrarse conjuntamente con los de la misma natu-
raleza correspondientes a otros actos.

Concierto de Lou Reed

El Consorcio Salamanca 2002 gestionó la celebra-
ción de dos espectáculos musicales con la participación 
en directo de Lou Reed. El primer concierto tuvo lugar 
el 25 de septiembre de 2000 en el Palacio de Congresos 
y el segundo el 21 de mayo de 2003 en el Centro de 
Artes Escénicas. El coste total de los conciertos fue de 
96,44 miles de euros, correspondientes a 56,48 miles al 
primero de ellos y 39,96 miles al segundo.

La recaudación del primer concierto fue de 10,83 
miles de euros, se vendieron 924 entradas y se emitie-
ron 109 invitaciones.

La recaudación correspondiente al segundo concier-
to se realizó y contabilizó por la Fundación Salamanca. 
Ciudad de la Cultura, se vendieron 1.112 entradas y se 
emitieron 83 invitaciones, y su importe ascendió a 
20.016 miles de euros.

El Consorcio contrató el 20 de septiembre de 2000, 
la organización del primer concierto con una empresa 
mediante la suscripción de un contrato de los regulados 
en el artículo 206 del TRLCAP cuyo objeto es la crea-
ción e interpretación artística y literaria y los de espec-
táculos por 48,43 miles de euros.

La propuesta de contratación fue realizada el mismo 
día de la formalización del contrato; la certificación de 
existencia de consignación presupuestaria y la aproba-
ción de la contratación se realizó con posterioridad a la 
firma del contrato, cuando la aprobación del expediente 
de contratación debería haberse realizado con anteriori-
dad a la formalización del contrato, con la previa certi-
ficación de existencia de crédito.

El segundo de los contratos, de febrero de 2003, fue 
formalizado por CULTURSA por 37 miles de euros. A 
pesar de suscribir el contrato la Sociedad, el Consorcio 
pagó 18,50 miles correspondientes a los dos últimos 

pagos previstos en el contrato como consecuencia de 
problemas de tesorería existentes en CULTURSA, por 
ingresarse la recaudación por venta de entradas de 
forma injustificada, en una de las fundaciones creadas 
para continuar promocionando la cultura en Salamanca 
pero ajena a la gestión de Salamanca 2002.

Concierto de Van Morrison 

El cantante Van Morrison actuó el 28 de junio 
de 2002 en la Plaza de toros de Salamanca. De acuerdo 
con los datos contables registrados por la Sociedad, el 
coste ascendió a 183,85 miles de euros.

La recaudación obtenida fue de 123,19 miles de 
euros correspondiente a un total de 6.844 entradas; ade-
más, se cursaron 1.151 invitaciones, un 14,40%. 

El contrato suscrito para esta actuación se formalizó 
el 7 de febrero de 2002 entre el Director Gerente de 
CULTURSA y el representante del cantante. El precio 
se estableció en 132,56 miles de euros. De acuerdo con 
las estipulaciones contractuales, el precio se abonaría 
en dos pagos, el primero por el 50% antes del 15 de 
mayo y el segundo por el otro 50% en la fecha de repre-
sentación del concierto, el 28 de junio de 2002.

El primero de los pagos se efectuó y contabilizó el 
día 10 de mayo, y la factura se emitió el 15 de mayo. El 
segundo se documentó mediante una factura emitida 
el 28 de junio, fecha en la que se realizó el pago. 

Por lo que se refiere al registro contable de las dos 
operaciones, los pagos se contabilizaron en las fechas 
en que se produjeron, mientras que las obligaciones 
correspondientes se contabilizaron con posterioridad 
(en el caso del segundo plazo, con más de dos meses de 
retraso).

Por otra parte, el resto de los gastos realizados al 
margen del contrato para la celebración del concierto, 
ascendieron al menos a 51,63 miles de euros, como 
consecuencia de diferentes facturas de escaso importe 
para el montaje de las instalaciones necesarias para el 
espectáculo, que corrieron a cargo de CULTURSA.

Concierto de The Waterboys

Celebrado el 5 de mayo de 2002 en el Palacio de 
Congresos y Exposiciones. El coste ascendió a 
24,32 miles de euros, de los que 18,06 miles, corres-
pondieron a la contratación del grupo, y el resto, 
3,97 miles, a servicios prestados por el Palacio de Con-
gresos y Exposiciones.

La recaudación obtenida en el concierto ascendió a 
11,59 miles de euros, para un total de 1.043 entradas de 
las cuales el 7,38% fueron invitaciones.

El contrato fue suscrito el 11 de diciembre de 2001 
entre CULTURSA y la empresa encargada de la pro-
ducción del concierto. Se estableció un calendario de 
pagos mediante cuatro plazos de 3,89 miles de euros 
cada uno. El primero de ellos se realizó en diciembre 
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de 2001 y los otros tres en los meses de febrero, marzo 
y mayo de 2002. No se han apreciado incidencias en la 
tramitación y ejecución del contrato. 

Artes escénicas

Dentro de las artes escénicas se incluyeron los 
espectáculos de teatro y danza, clásicos y contemporá-
neos. La programación se dividió en diversos ciclos: 
así, dentro del ciclo Núcleos de producción. Dos pro-
yectos singulares se representaron cinco obras, El 
Mesías de Steven Berkoff, Azaña, una pasión española, 
Defensa de dama, Ubú Rey y Cara de Fuego; en el ciclo 
Núcleos de producción. Centros de producción públi-
cos se dio cabida a un amplio número de centros públi-
cos teatrales y se representaron obras de Lope de Vega 
como La dama boba o Peribáñez y El comendador de 
Ocaña, Carta de Amor de Fernando Arrabal, y El 
manuscrito encontrado en Zaragoza una versión libre 
de Francisco Nieva. En el ciclo una Travesía escénica 
por la dramaturgia del siglo XX, se celebraron repre-
sentaciones como San Francisco Juglar de Dios, de 
Darío Fo, Muelle Oeste, de Bernard Maria Koltès, La 
Ópera de Cuatro Cuartos de Bertolt Brecht y Kurt Weil, 
y Luces de Bohemia de Ramón M.ª del Valle-Inclán; 
dentro de lo que se denominó Dramaturgia europea 
contemporánea se interpretaron por diferentes compa-
ñías obras como Trilogía de la juventud o 4.48 Psicosis 
de Sarah Kane. Por último, otro conjunto de representa-
ciones fueron programadas fuera de los ciclos señala-
dos entre las que se pueden desatacar, Tío Vania de 
Antón Chejov, Medea de Eurípides, Los puentes de 
Madison de Robert James Waller o El sueño de una 
noche de verano de William Shakespeare. 

Por lo que se refiere a la danza, se realizaron trece 
representaciones interpretadas por diferentes compa-
ñías.

En conjunto, dentro de las artes escénicas se realiza-
ron 54 espectáculos de teatro y danza, algunos de los 
cuales fueron estrenos absolutos y coproducciones del 
Consorcio Salamanca 2002. El gasto global imputado a 
estas actuaciones ascendió a 2.349 miles de euros.

Desde el punto de vista cuantitativo los espectáculos 
más importantes fueron La Ópera de Cuatro Cuartos, 
con un coste de 217,15 miles de euros, Luces de Bohe-
mia, con 203,59 miles, Muelle Oeste, 176,42 miles, El 
sueño de una noche de verano, 163,09 miles y Los 
puentes de Madison, 106,80 miles. Estas actuaciones 
representaron el 38% sobre el coste total imputado a 
artes escénicas, el resto de los espectáculos de este tipo 
no superaron los cien mil euros de coste.

Se han analizado los expedientes de las tres obras de 
mayor importe, La Ópera de Cuatro Cuartos, Muelle 
Oeste y Luces de Bohemia y el espectáculo de la Fura 
del Baus, XXX.

El importe de los cuatro espectáculos totalizó 
623,65 miles de euros, que representó un 28% sobre el 
total de artes escénicas.

La Ópera de Cuatro Cuartos de Bertolt Brecht y Kurt 
Weill 

Se representó en el Centro de Artes Escénicas los 
días 25, 26, 27 y 28 de julio de 2002 y fue una de las 
coproducciones realizadas por el Consorcio Salaman-
ca 2002, programada en el ciclo Travesía escénica por 
la dramaturgia europea del siglo XX y su coste fue de, 
al menos, 217,15 miles de euros.

La recaudación obtenida por la venta de 2.034 
entradas fue de 17,23 miles de euros; además se cursa-
ron 1.227 invitaciones que supusieron el 37,63% de las 
entradas emitidas.

El Consorcio promovió un montaje teatral de nueva 
creación y designó al director que lo debía llevar a cabo 
mediante un contrato de coproducción que se adjudicó 
a una empresa productora de montajes teatrales. El 
contrato se suscribió el 28 de diciembre de 2000 por 
174,29 miles de euros, a pagar en tres plazos, en los 
ejercicios 2000, 2001 y 2002.

De acuerdo con las condiciones del contrato, corres-
pondieron a la empresa productora los derechos de 
explotación comercial del espectáculo y los ingresos 
derivados del mismo, con posterioridad a su estreno y 
representación en Salamanca. El Consorcio, a cambio 
de la aportación realizada, recibió el derecho al estreno 
mundial del montaje y a tres representaciones más. El 
Consorcio, además, se comprometió a cubrir los gastos 
necesarios para el estreno y representación en Sala-
manca.

Los pagos realizados fueron justificados con factu-
ras emitidas por la empresa productora, aunque en el 
contrato se exigía una memoria económico-financiera 
para cada uno de los pagos, documento que no consta 
en el expediente.

De acuerdo con las condiciones contractuales, el 
gasto a realizar era de carácter plurianual a ejecutar en 
los ejercicios 2000, 2001 y 2002, sin que conste en el 
expediente la certificación de existencia de crédito ni el 
cumplimiento de los límites establecidos en el artícu-
lo 155 de la LHL.

Los gastos por alquiler de equipos técnicos, aloja-
miento, viajes y dietas ocasionados como consecuencia 
del estreno ascendieron a 41,49 miles de euros. Estos 
gastos fueron satisfechos por CULTURSA.

Luces de Bohemia de Ramón del Valle-Inclán

Constituyó unos de los estrenos absolutos de Sala-
manca 2002 y tuvo lugar los días 2, 3, 4 y 5 de septiem-
bre en el Centro de Artes Escénicas.

De acuerdo con los registros contables, la obra 
generó gastos por importe de 203,59 miles de euros, 
correspondientes a la ejecución del contrato de copro-
ducción y otros gastos.

La recaudación de las representaciones realizadas 
correspondiente a 3.972 entradas vendidas fue de 31,91 
miles de euros; se emitieron, además,  238 invitaciones.
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El contrato suscrito por el Consorcio con la compa-
ñía de teatro fue un contrato de coproducción cuyas 
cláusulas coincidían con el descrito para el espectáculo 
anterior. Se encargó a la compañía contratada el monta-
je sobre una obra de Valle-Inclán, a determinar por el 
Consorcio, que designó el director que la llevaría a 
cabo. La empresa productora era la titular de los dere-
chos de explotación de la obra, reservándose el Consor-
cio el estreno mundial  del montaje y tres representa-
ciones.

El precio fijado fue de 174,29 miles de euros, a 
pagar en tres plazos, entre los ejercicios 2000, 2001 y 
2002, pago que se produjo al presentar la correspon-
diente factura. No se elaboró la memoria económico-
financiera como justificación de la aplicación de las 
cantidades recibidas a los fines previstos que, de acuer-
do con el contrato, debía elaborarse en cada uno de los 
pagos. 

Tampoco consta el certificado de existencia de cré-
dito, ni la acreditación del cumplimiento de los límites 
establecidos en el artículo 155 de la LHL que debería 
haberse elaborado al tratarse de un gasto de carácter 
plurianual.

Según el contrato suscrito, el Consorcio se haría 
cargo de los gastos necesarios para el estreno y repre-
sentación en Salamanca, transporte de escenografía y 
viaje, alojamiento y manutención del personal artístico 
y técnico del montaje en Salamanca. Estos gastos 
ascendieron a 29,30 miles de euros, que fueron pagados 
y contabilizados por CULTURSA.

Muelle Oeste de Bernard Maria Koltès 

La obra fue una coproducción del Consorcio de 
Salamanca 2002; el estreno absoluto de la obra en el 
Teatro Liceo se realizó el 16 de mayo de 2002, cele-
brándose tres representaciones más los días 17, 18 y 19 
de mayo. 

Los gastos del proyecto ascendieron a 176,42 miles 
de euros correspondientes a las aportaciones realizadas 
como consecuencia del contrato de coproducción sus-
crito, 149,89 miles de euros, y a los gastos ocasionados 
como consecuencia de las representaciones celebradas 
en Salamanca, 26,53 miles. El contrato de coproduc-
ción contenía las mismas cláusulas que los contratos 
anteriormente analizados.

La recaudación obtenida ascendió a 10,77 miles de 
euros, se vendieron 1.286 entradas y el número de invi-
taciones fue de 179, el 12% sobre el total de entradas. 

El Consorcio, mediante un contrato de coproduc-
ción de proyectos teatrales suscrito el 28 de diciembre 
de 2000, encargó este montaje a la misma empresa que 
contrató para el de La Ópera de Cuatro Cuartos. Los 
derechos de explotación comercial correspondieron a la 
empresa productora, reservándose el Consorcio el 
estreno mundial del espectáculo y tres representacio-
nes. Los gastos ocasionados como consecuencia de 
estas representaciones los asumió el Consorcio.

El precio del contrato fue de 149,89 miles de euros, 
a pagar en tres plazos entre los ejercicios  2000, 2001 
y 2002. No se presentó la memoria económico-finan-
ciera exigida en el contrato como justificante de la apli-
cación de los fondos entregados. 

No constan los certificados de existencia de crédito, 
ni el cumplimiento de los límites establecidos en el 
art.155 de la LHL, aplicable al tratarse de un gasto plu-
rianual.

Por lo que se refiere a los gastos pagados por el 
transporte de la escenografía y viajes, alojamiento y 
manutención del personal artístico y técnico necesario, 
su importe fue de 26,53 miles de euros que, al igual que 
en los contratos anteriores fueron abonados por 
CULTURSA. 

Respecto al procedimiento contractual seguido en 
los tres contratos de coproducción, debería haberse apli-
cado el artículo 9 del TRLCAP, el cual establece que los 
contratos de creación e interpretación artística y los de 
espectáculos se adjudicarán conforme a las normas esta-
blecidas para los contratos de consultoría y asistencia 
técnica, por lo que de acuerdo con las normas de adjudi-
cación de dichos contratos, en el expediente debía 
haberse incorporado un informe que justificase la cele-
bración del contrato y un pliego de cláusulas adminis-
trativas particulares que estableciera el sistema de deter-
minación del precio. Además, de acuerdo con el 
artículo 208 del TRLCAP, estos contratos se deben tra-
mitar por los procedimientos abierto, restringido o 
negociado y como forma de adjudicación el concurso. 

Los artículos 209 y 210 establecen las condiciones 
para la aplicación del procedimiento negociado y publi-
cidad comunitaria y el procedimiento negociado sin 
publicidad, respectivamente. Los contratos menciona-
dos no cumplen ninguna de las condiciones estableci-
das en el artículo 209, ni tampoco reúnen las caracterís-
ticas exigidas en el artículo 210 para aplicar un 
procedimiento negociado sin publicidad, puesto que el 
precio de los contratos supera el importe establecido, 
30,05 miles de euros, y no es de aplicación ninguno de 
los otros supuestos en él contemplados.

El Consorcio no siguió el procedimiento establecido 
en la legislación contractual, adjudicando directamente 
el contrato a una empresa, sin motivación alguna. En 
cuanto al contenido del contrato, tampoco en él se jus-
tificó el precio pactado. En la ejecución del contrato no 
fue elaborada la memoria económico-financiera que, 
según las estipulaciones contractuales, debía justificar 
la aplicación de los fondos recibidos por la empresa.

Por último, los gastos ocasionados como consecuen-
cia de los estrenos fueron abonados por CULTURSA 
aunque los contratos fueron suscritos por el Consorcio 
y se ocasionaron como consecuencia de su ejecución. 
De esta manera, se utilizó a la sociedad instrumental 
con la finalidad de eludir los procedimientos adminis-
trativos de la ejecución del gasto aplicables a un ente de 
derecho público.
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XXX, versión libre de La Filosofía en el Tocador del 
Marqués de Sade 

Las representaciones tuvieron lugar en el Teatro 
Liceo los días 20 y 21 de agosto de 2002.

El gasto correspondiente a estas representaciones 
ascendió a 26,49 miles de euros, obteniéndose una 
recaudación de 7,70 miles por la venta de 1.000 entra-
das. Además, se cursaron 120 invitaciones.

CULTURSA el 5 de julio de 2002 suscribió un con-
trato con la compañía teatral que representaba la citada 
obra por 23,28 miles de euros; además, los gastos de 
alojamiento, suministro de equipo técnico necesario 
para la descarga del material, montaje y representa-
ción, seguro de responsabilidad civil y derechos de 
autor serían a cargo de CULTURSA y totalizaron 
3,10 miles.

El pago del precio del contrato se realizó el 21 de 
agosto de 2002, día de la última representación. CUL-
TURSA registró por duplicado la obligación contraída, 
figurando en el balance a 31 de diciembre de 2002 y en 
la correspondiente cuenta de resultados por duplicado 
el gasto y el acreedor correspondiente a este espectácu-
lo. El error fue subsanado en el ejercicio 2003.

Exposiciones

En Salamanca 2002 se programaron 46 exposicio-
nes, todas ellas de acceso gratuito. De acuerdo con la 
memoria sobre los actos celebrados durante la capitali-
dad cultural hasta el 31 de diciembre de 2002 se regis-
traron más de 900.000 visitantes.

Las exposiciones se desarrollaron, fundamental-
mente, en el Centro de Arte de Salamanca, la Sala de 
Exposiciones de Santo Domingo y en el Palacio de 
Congresos y Exposiciones de Castilla y León.

Los fondos destinados a las exposiciones ascendie-
ron a 2.394,11 miles de euros, la cuarta actividad en 
importancia después de los actos de música clásica, 
músicas actuales y ciudad abierta de acuerdo con los 
datos contables registrados por el Consorcio y 
CULTURSA.

La exposición más representativa de Salaman-
ca 2002 fue el proyecto Comer o no Comer que com-
prendía un conjunto de tres exposiciones desarrolladas 
simultáneamente, que recogían las relaciones entre el 
arte y la comida en los últimos cuatro siglos. Fue tam-
bién la exposición de mayor coste, 521,79 miles de 
euros.

En Salamanca se expusieron obras del pintor portu-
gués Grao Vasco del 12 de julio al 15 de septiembre. Su 
coste, de acuerdo con los datos contables, ascendió a 
192,03 miles de euros. Con un coste similar, 192,67 
miles, se realizó la exposición Propaganda en Guerra, 
que estaba formada por una colección de materiales 
gráficos, prensa y diversa documentación correspon-
diente a la guerra civil.

En el Centro de Arte de Salamanca del 22 de abril al 
16 de junio se expusieron obras maestras del Museo de 
Arte Moderno y Arte Contemporáneo de Lieja 
(MAMAC), con un coste de 142,86 miles de euros. 
Desde el punto de vista cuantitativo, destacó la exposi-
ción Los espíritus, el Oro y el Chamán, del Museo del 
oro de Colombia, cuyo coste fue de 132,12 miles, y 
tuvo lugar en el Centro Cultural Fonseca del 7 de octu-
bre de 2002 al 19 de enero de 2003.

Además de las señaladas, también destacaron otras 
exposiciones, de las que algunas de ellas siguen en la 
ciudad con carácter permanente, como las exposiciones 
Sonidos del Ayer, La Medida del Tiempo, Artículos 
para Fascinar o Salamanca, un proyecto fotográfico, en 
la que se invitó a seis artistas para que, a través de sus 
fotografías, mostraran su visión de la ciudad.

Por último, es destacable que del 30 de enero al 31 
de marzo de 2002 se expusieron obras del escultor 
Auguste Rodin al aire libre en la Plaza Mayor y en el 
Patio de Escuelas Menores de la Universidad de Sala-
manca y se completó con una exposición en la Sala de 
Exposiciones de Santo Domingo.

Se ha analizado una muestra de cuatro exposiciones 
cuyo importe total ascendió a 961,47 miles de euros, 
representando un 40% del importe total imputado a esta 
actividad.

Comer o no Comer

Conjunto de tres exposiciones: Artificios vivos, 
Estados de ánimo y Comer, crear, pensar, disfrutar; que 
se desarrollaron simultáneamente, con el tema central 
de la relación entre el arte y la comida en los últimos 
cuatro siglos. La exposición tuvo lugar en el Centro de 
Arte de Salamanca y la Sala de exposiciones de Santo 
Domingo entre los días 20 de noviembre de 2002 y 20 
de enero de 2003.

El coste de la exposición, 521,79 miles de euros, 
correspondió a la contratación de una empresa para lle-
var a cabo el comisariado y la coordinación de la exposi-
ción por 72,12 miles y a otros gastos por 449,67 miles, 
referidos principalmente, al montaje de la exposición, 
el transporte de las obras hasta Salamanca y su regreso 
al lugar de origen, seguros, folletos y catálogos de la 
exposición.

La exposición tuvo carácter gratuito y la única fuen-
te de financiación directamente aplicable fue la aporta-
ción realizada por una empresa privada como entidad 
patrocinadora de la exposición. De acuerdo con el con-
venio firmado el 19 de diciembre de 2001, la mencio-
nada empresa se comprometió a aportar un total de 
1.803,04 miles de euros para el patrocinio exclusivo de 
esta exposición, de un espectáculo musical y de otro 
teatral.

La gestión de la exposición se realizó mediante un 
contrato de comisariado y dirección del proyecto firma-
do por el Administrador único como representante de 
CULTURSA y por el representante de la empresa con-
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tratada. La iniciativa de este proyecto, según se señala 
en el contrato, fue de dicha empresa3; consecuentemen-
te, el contrato para la coordinación del proyecto y el 
comisariado de la exposición se concedió directamente 
a la misma empresa. 

En el expediente analizado no consta ningún infor-
me sobre los criterios seguidos para el diseño y ejecu-
ción de la exposición, ni el proyecto ni el presupuesto 
de la exposición que, de acuerdo con las estipulaciones 
contractuales, debía presentar la empresa. Por tanto, los 
únicos documentos que permitan controlar la actividad 
contratada y el precio del contrato así como valorar la 
economía y eficiencia de la exposición no fueron ela-
borados.

El pago de las cantidades pactadas se realizó en los 
plazos fijados entre los ejercicios 2001 y 2002.

Por lo que se refiere a los gastos incurridos en la 
realización de la exposición, su importe fue de 449,67 
miles de euros, de los cuales se ha analizado una mues-
tra representativa del 93% sobre el total, 417,63 miles. 
Como se ha señalado, los principales conceptos de 
gasto fueron el montaje de la obra en la exposición, 
transporte, seguros de obras y los folletos y catálogos 
de la exposición editados.

Del análisis realizado se desprende las siguientes 
deficiencias:

— Facturas correspondientes al ejercicio 2002 por 
importe de 39,19 miles de euros, se han contabilizado 
en el ejercicio 2003. Este importe incluye facturas por 
pólizas de seguro cuya cobertura afectaba a los ejerci-
cios 2002 y 2003 sin que se haya periodificado el gasto 
económico correspondiente.

— Ninguna de las facturas examinadas tiene regis-
tro de entrada y la mayoría de ellas no se encuentran 
firmadas por el emisor de las mismas.

— En facturas por importe global de 52,85 miles de 
euros el pago fue contabilizado con anterioridad al 
gasto y el nacimiento de la obligación.

Propaganda en guerra

Bajo el título Propaganda en guerra se expusieron 
una serie de colecciones de materiales gráficos, prensa 
y diversa documentación utilizada durante la Guerra 
Civil española para realizar diversas actividades de pro-
paganda. Las colecciones expuestas se encontraban 
depositadas en el Archivo General de la Guerra Civil.

La exposición se exhibió en el Palacio de Congre-
sos y Exposiciones de Castilla y León del 12 de 
noviembre de 2002 al 12 de enero de 2003, y la entra-
da era gratuita.

La exposición costó 192,67 miles de euros como 
consecuencia de gastos diversos, siendo los principales 
conceptos la publicación de catálogos, libros, carteles y 

3 Distinta de la patrocinadora.

material técnico de la exposición, así como mudanzas y 
seguros.

Los elementos objeto de exposición fueron cedidos 
por el Ministerio  de Cultura mediante convenio suscri-
to a tal fin. Se ha analizado una muestra de los gastos 
realizados por importe de 174,04 miles de euros que 
representó el 90% del total de gastos de la exposición.

De los gastos realizados por los seguros suscritos 
por 0,27 miles de euros, no consta el contrato de segu-
ros con la empresa aseguradora, existiendo únicamente 
la factura de la póliza de seguros. Por otra parte, no se 
ha contabilizado la periodificación económica del gasto 
de la póliza de seguros cuya cobertura afectaba a los 
ejercicios 2002 y 2003.

Facturas por un importe global de 28,09 miles de 
euros fueron contabilizadas con anterioridad a su fecha 
de emisión.

Grao Vasco 

El objeto de la exposición fue una serie de pinturas  
pertenecientes al Renacimiento portugués, en especial 
del pintor Grao Vasco. La exposición fue acogida en la 
Sala de Exposiciones de Santo Domingo entre el 12 de 
julio y el 15 de septiembre.

El coste del proyecto ascendió a 192,03 miles de 
euros, la tercera exposición por su importe de las cele-
bradas en Salamanca 2002. La entrada era gratuita y 
fue patrocinada mediante la firma de un convenio de 
colaboración.

Para su montaje, CULTURSA suscribió un contrato 
con el Instituto Portugués de Museos con el objeto de 
coproducir una exposición sobre pintura portuguesa del 
Renacimiento, nombrándose una comisaria de la expo-
sición.

En el contrato se estableció la obligación de 
CULTURSA de hacer frente a todos los gastos de segu-
ros, recogida, embalajes, escolta policial, viajes y 
estancia de la comisaria y personal especializado, así 
como catálogos y demás publicaciones. Los gastos rea-
lizados como consecuencia de la ejecución del contrato 
ascendieron a 191,44 miles de euros por conservación, 
restauración, montaje y desmontaje de la exposición, 
trabajos realizados por terceros para la exposición y 
comisariado de la exposición.

Se ha realizado una muestra de 156,06 miles de 
euros, representativa del 81%, del total de los gastos 
correspondientes a la exposición. Las deficiencias 
encontradas en su análisis fueron las siguientes:

— En ninguna de las facturas examinadas consta 
registro de entrada.

— No consta contrato de la prestación de servicios 
por las actuaciones de restauración y conservación de 
la exposición, que representaron el 21,5% del total de 
los gastos de las muestras, todos ellos facturados por el 
mismo proveedor.
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— No consta documentación justificativa suficien-
te del pago de 5,23 miles de euros por trabajos realiza-
dos en la exposición por un proveedor.

— No consta contrato del pago de 47,40 miles de 
euros por el servicio de escolta en el traslado de las 
pinturas de Lisboa a Salamanca y regreso.

La medida del tiempo

Esta exposición estaba compuesta por alrededor de 
200 piezas, donadas por el propietario, con el fin de que 
el visitante pudiera captar la evolución experimentada 
por los distintos tipos de relojes en el cumplimiento de 
su misión fundamental, medir el tiempo. Ha adquirido 
carácter permanente y sigue exponiéndose en la ciudad 
de Salamanca.

El coste de la exposición fue de 99,25 miles de 
euros. No se firmó convenio de colaboración con nin-
guna entidad para el patrocinio de la exposición y la 
entrada fue gratuita.

Para la realización de la exposición se suscribieron 
diversos contratos: uno de suministro e instalación de 
la colección de relojes, adjudicado por el Consorcio por 
45,38 miles de euros, otro de seguridad de la exposi-
ción por 29,08 miles, uno de limpieza de la exposición 
por 4,88 miles, un contrato de seguros por 1,66 miles y 
un contrato de colaboración y asistencia en el traslado y 
mantenimiento de los relojes por 5,04 miles de euros. 
Además, se realizaron otros gastos al margen de los 
contratos señalados, que ascendieron a 10,06 miles, 
correspondientes a folletos y trípticos de la exposición, 
reparaciones y la elaboración de un vídeo informativo 
sobre la exposición.

Se han analizado la totalidad de los contratos forma-
lizados y los gastos incurridos, con las siguientes inci-
dencias:

— Contrato de suministro e instalación de la colec-
ción de relojes: El 19 de octubre de 2000 se aprobó por 
la Comisión Ejecutiva del Consorcio el pliego de con-
diciones particulares de un contrato de suministros, 
cuyo objeto era el suministro e instalación de mobilia-
rio y equipos de la colección de relojes antiguos La 
Medida del Tiempo con un presupuesto de licitación de 
48,38 miles de euros. El Consorcio pagó 3 miles de 
euros por la elaboración de una memoria-presupuesto 
redactada por la persona que finalmente sería el adjudi-
catario del contrato.  

No consta el acuerdo de aprobación del expediente, 
ni los informes de la Intervención y de la Secretaría 
jurídica, por lo que no puede determinarse la fecha de 
apertura del procedimiento de adjudicación por parte 
del órgano de contratación.

De acuerdo con el pliego aprobado, la adjudicación 
se realizaría mediante concurso y procedimiento abier-
to. Sólo se presentó una propuesta y el acta de apertura 
de plicas no estaba firmada por la Intervención ni por la 

Gerencia, ambos miembros de la mesa de contrata-
ción.

La adjudicación del contrato se produjo por la Presi-
dencia del Consorcio el 24 de noviembre de 2000 por 
un precio de 45,38 miles de euros, formalizándose el 
contrato el 21 de diciembre del mismo año.

El contrato debía ejecutarse en el plazo de 45 días a 
contar desde su adjudicación. No consta acta de recep-
ción de los bienes suministrados cuya factura se emitió 
con fecha 28 de diciembre de 2000 y el pago se realizó 
el 24 de enero de 2001.

— Contrato de vigilancia y seguridad. El 25 de 
mayo de 2001 el Consorcio adjudicó un contrato para 
la vigilancia y seguridad de la exposición para un 
periodo de un año comprendido entre al 11 de junio 
de 2001 y la misma fecha del ejercicio siguiente. Por lo 
que se refiere al expediente de contratación, al igual 
que en el contrato anterior, no consta el acuerdo de 
aprobación del mismo. 

El pliego de cláusulas examinado establecía un pre-
cio por hora de trabajo, figurando exclusivamente el 
presupuesto correspondiente a los seis meses del ejerci-
cio 2001. El contrato suponía la ejecución de un gasto 
plurianual, sin que conste informe sobre el cumpli-
miento de los límites del artículo 155 de la LHL, que 
por otra parte no podía producirse al no estar presu-
puestadas las cantidades correspondientes al ejerci-
cio 2002.

El contrato se adjudicó mediante el procedimiento 
negociado sin publicidad, consultando a cuatro empre-
sas de las cuales dos presentaron oferta. 

Finalizado el contrato anterior y al no contemplarse 
la prórroga del mismo, se licitó mediante procedimien-
to negociado sin publicidad, el mismo objeto del con-
trato anterior para el periodo comprendido entre el 1 de 
junio y el 31 de diciembre de 2002 y se produjo por 
tanto un fraccionamiento del objeto del contrato. El 
expediente de contratación fue aprobado por el Presi-
dente del Consorcio el 14 de junio cuando el periodo al 
que se refería se iniciaba el día 1 del mismo mes. La 
adjudicación del contrato se realizó a la misma empresa 
que el contrato anterior y se realizó también con ante-
rioridad a la aprobación del expediente, el 9 de junio 
de 2002. La formalización consta con fecha 16 de sep-
tiembre de 2002, cuando la empresa adjudicataria ya 
estaba ejecutando el contrato formalizado.

La totalidad de gastos pagados por la vigilancia y 
seguridad de la exposición durante los ejercicios fisca-
lizados ascendió a 29,08 miles de euros, 10,68 miles 
en 2001 y 18,39 en 2002. El Consorcio no aplicó ade-
cuadamente el procedimiento establecido en la LCAP, 
especialmente en el segundo de los contratos, que se 
empezó a ejecutar sin que se hubiera tramitado el expe-
diente correspondiente.

Además de los contratos anteriores se contrató el 
servicio de limpieza, que tenía el carácter de contrato 
menor, por el que se reconocieron obligaciones por 
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4,88 miles de euros en el periodo comprendido entre el 
17 de julio de 2001 al 31 de diciembre de 2002, sin que 
se hayan puesto de manifiesto incidencias en su exa-
men, ni en el contrato menor de colaboración y asisten-
cia en el traslado y mantenimiento de la colección de 
relojes por 5,04 miles de euros.

Encuentros y Congresos

Otra de las áreas de programación de Salaman-
ca 2002 fueron los encuentros, congresos y seminarios 
sobre ámbitos culturales ligados a la programación de 
Salamanca 2002. Se celebraron encuentros de expertos 
sobre ópera barroca, cine europeo, feminización de la 
cultura, dirección de escena, gestión cultural, arquitec-
tura  y narrativa. Además, en colaboración con otras 
instituciones y dentro de la programación de la capitali-
dad cultural, se desarrollaron otros encuentros, congre-
sos y seminarios. 

En la contabilidad del Consorcio y de la Socie- 
dad instrumental se imputaron gastos a un total de 
26 encuentros, congresos y seminarios por un importe 
total de 398,87 miles de euros, siendo esta la actividad 
de menor coste de las desarrolladas en Salamanca 2002. 
El encuentro más relevante por su importe fue sobre 
cine europeo, 59,61 miles con la participación de algu-
nos de los principales directores de cine españoles. El 
encuentro sobre la dirección de escena en España 
durante el siglo XX registró gastos por 41,76 miles, 
siendo el segundo en importancia cuantitativa.

Se ha analizado una muestra de los gastos corres-
pondientes a dos de los principales encuentros realiza-
dos en Salamanca 2002: Encuentro de directores de 
escena y Encuentro sobre la feminización de la cultura, 
representativa de 18% del total con los siguientes resul-
tados:

La dirección de escena en España durante el siglo XX 

Celebrado del 21 al 23 de octubre de 2002, se desa-
rrolló en el Teatro Liceo de Salamanca y reunió a crea-
dores, profesionales y estudiosos de la actividad teatral 
para reflexionar sobre la teoría, práctica y desarrollo de 
la puesta en escena de los directores españoles a lo 
largo del siglo XX. 

El encuentro tuvo carácter gratuito y estaba patroci-
nado por 2 empresas privadas que, mediante un conve-
nio de colaboración suscrito con el Consorcio aportaron 
1.502,53 miles de euros para el patrocinio de, entre 
otros actos, los encuentros de expertos que se celebra-
sen en Salamanca a lo largo del año 2002.

El coste ascendió a 41,76 miles de euros, de los que 
10,64 miles correspondieron a la contratación de un 
coordinador y el resto de gastos, 31,12 miles a los 
honorarios de los participantes, gastos de alojamiento, 
viajes, etc.

La contratación del coordinador fue formalizada por 
el Presidente del Consorcio el 28 de diciembre de 2000. 

El pago del precio se realizaría en tres plazos desde la 
firma del contrato hasta la celebración del encuentro en 
2002. Tratándose de un gasto de carácter plurianual, era 
necesario determinar el cumplimiento de los límites 
establecidos en el artículo 155 de la LHL, pero al igual 
que en el resto de los contratos analizados, no consta 
informe sobre este aspecto. Además, por la coordina-
ción del encuentro se pagaron dos facturas de 1,65 
miles de euros cada una a una persona diferente al 
coordinador contratado.

El resto de gastos no incluidos en el contrato ante-
rior, fueron realizados por CULTURSA, mezclándose 
nuevamente la actividad de la Sociedad con la del Con-
sorcio sin que existiera una causa. El desglose de los 
principales conceptos de estos gastos fue el siguiente: 
13,90 miles de euros por retribuciones a los participan-
tes, y 5,34 miles por gasto de viajes y alojamiento. 

La feminización de la cultura

Encuentro realizado los días 13, 14 y 15 de marzo 
en la Filmoteca Regional de Castilla y León cuyo prin-
cipal objetivo era analizar la situación de la mujer a 
principios del siglo XXI en las distintas áreas de la cul-
tura. Los participantes en el congreso procedían de 
diversos ámbitos culturales, fundamentalmente, escri-
toras, así como miembros de la universidad, y represen-
tantes de instituciones como Naciones Unidas o Amnis-
tía Internacional.

Como consecuencia de este encuentro, el Consorcio 
editó una publicación con las ponencias presentadas 
bajo el título La feminización de la cultura. Una aproxi-
mación interdisciplinar.

El gasto correspondiente al encuentro, que ascendió 
a 34,64 miles de euros, fue realizado por CULTURSA. 

Los principales conceptos de gasto fueron los hono-
rarios a los participantes del encuentro, 14,53 miles de 
euros, gastos de viajes y alojamiento, 4,21 miles, y el 
coste correspondiente a la edición del libro, que ascen-
dió a 4,98 miles para una tirada de 1.000 ejemplares.

Se ha analizado una muestra representativa del 55% 
del gasto total correspondiente al encuentro, destacan-
do que en la justificación de gastos correspondientes a 
viajes, manutención y alojamiento no se encontraba 
definida la persona que realizaba el gasto y al igual que 
en casos anteriormente señalados, no existía ningún 
control establecido en CULTURSA que garantizase 
que tales gastos correspondían a manutención y aloja-
miento de los participantes en el encuentro. 

Audiovisuales 

La programación en materia audiovisual del Con-
sorcio Salamanca 2002 consistió en la producción de 
dos obras cinematográficas, el largometraje Octavia y 
el documental, De Salamanca a ninguna parte, y en la 
recuperación de la obra La Bejarana, rodada en 1926.
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Además de estas producciones que originaron un 
coste económico para el Consorcio, se proyectó un ciclo 
de cine europeo con 52 películas con la finalidad de 
recorrer la historia del cine a lo largo del último siglo.

El coste correspondiente a los audiovisuales fue de 
989,26 miles de euros.

Se analizó una muestra representativa del 99% del 
total, correspondiente a los audiovisuales Octavia, 
913,66 miles de euros y La Bejarana, 70,80 miles. La 
aportación del Consorcio a la producción del documen-
tal De Salamanca a ninguna parte fue de 4,80 miles.

Octavia 

Con el largometraje Octavia se pretendía realizar 
una revisión de los cambios que tuvieron lugar en la 
ciudad de Salamanca a lo largo del tiempo. El estreno 
de la película tuvo lugar el día 1 de octubre de 2002 en 
el Teatro Bretón.

La mayor parte del coste de esta obra correspondió a 
la ejecución del contrato de coproducción suscrito entre 
el Consorcio y la empresa coproductora por importe de 
901,52 miles de euros.

El contrato fue formalizado el 14 de mayo de 2001, 
siendo de aplicación la LCAP de 1999. De acuerdo con 
el artículo 9 de la mencionada Ley, los contratos que 
tengan por objeto la creación e interpretación artística y 
literaria y los de espectáculos se adjudicarán mediante 
el procedimiento establecido para los contratos de con-
sultoría y asistencia técnica. El Consorcio no elaboró 
un expediente de contratación que determinase el pro-
cedimiento seguido para la determinación del precio, ni 
tampoco siguió ninguno de los procedimientos ni for-
mas de adjudicación reguladas en los artículos 197 y 
siguientes de la citada Ley. El contrato fue firmado 
directamente con la empresa coproductora sin que 
conste ningún informe o documento que motivase la 
elección de la empresa productora ni el precio pactado.

De acuerdo con las estipulaciones contractuales los 
derechos de explotación comercial del largometraje 
correspondían a la empresa productora.

Las cantidades satisfechas se aplicaron presupuesta-
riamente como subvenciones corrientes. El Consorcio 
no estableció el procedimiento ni los medios necesarios 
para la justificación de la aplicación de los fondos. La 
empresa productora aportó facturas justificativas de la 
aplicación de los fondos recibidos durante el ejerci-
cio 2001. De ellas, una parte que totalizaron 51,99 miles 
de euros se utilizaron por el Consorcio como justifican-
tes para la obtención de subvenciones concedidas por la 
Consejería de Educación y Cultura de la Junta de Casti-
lla y León. No constan justificantes de la aplicación de 
los fondos aportados a la productora en el año 2002.

El importe acordado se pagó en tres plazos entre los 
ejercicios 2001 y 2002, siendo por tanto un gasto pluri-
anual. En el ejercicio 2001 se pagaron 596,87 miles de 
euros y en 2002, 304,65 miles. No consta el certificado de 
existencia de crédito ni la acreditación del cumplimiento 
de los límites establecidos en el artículo 155 de la LHL. 

La Bejarana 

El Consorcio Salamanca 2002 patrocinó la rehabili-
tación de esta obra dirigida por Eusebio Fernández 
Ardavín en 1926. La película estaba rodada en exterio-
res naturales de la ciudad y la provincia de Salamanca. 
El estreno de la obra rehabilitada se realizó en el Teatro 
Cervantes de Béjar el 9 de agosto de 2002.

El coste de recuperación del largometraje fue de 
70,80 miles de euros, de los que la rehabilitación de la 
película supuso el 95%. La rehabilitación la llevó a 
cabo una empresa con la que no se formalizó contrato 
alguno. Las cantidades facturadas por la empresa se 
emitieron a nombre de CULTURSA, sin que existiera 
una relación contractual previa que justificase el men-
cionado gasto, constando solamente un presupuesto 
firmado entre los responsables de la Sociedad y la 
empresa restauradora. 

Ciudad abierta

Bajo la denominación Ciudad Abierta se realizó la 
programación más extensa de cuantas actividades fueron 
desarrolladas en Salamanca 2002. Pretendía acercar la 
cultura a toda la población de Salamanca mediante actos 
realizados, en muchas ocasiones, en la calle. Así se 
incluyeron actos como el Festival internacional de fue-
gos artificiales, Jazz en la calle 2002, Festival internacio-
nal de teatro de calle, Etnohelmántica 2002, V Festival 
de música étnica y de raíz de Salamanca, Salamanca ya 
tiene mar y la instalación de una pista de hielo.

El importe de los gastos correspondientes a esta 
actividad ascendió a 2.549,48 miles de euros, de los 
cuales 1.295,29 miles correspondía a la instalación de 
una pista de hielo y a la instalación de una piscina 
gigante dentro del programa denominado Salamanca 
ya tiene mar.

Se ha analizado una muestra representativa del 59% 
del total de los gastos de esta actividad, fiscalizando los 
expedientes correspondientes a la piscina gigante, la 
pista de hielo y los fuegos artificiales.

Pista de hielo y piscina gigante 

El Consorcio Salamanca 2002 con el patrocinio de 
una empresa de telecomunicaciones instaló una pista 
de patinaje sobre hielo, gratuita y al aire libre de 
874 metros cuadrados, cuyo coste ascendió a 518,12 
miles de euros y una piscina gigante: una combinación 
de deporte y diversión con actividades náuticas, tales 
como windsurf, motos acuáticas o buceo. El coste de la 
piscina fue de 777,17 miles.

La contratación de la organización, instalación y 
montaje de los eventos a desarrollar en la pista de hielo 
y la piscina se realizó mediante un sólo contrato por 
parte de CULTURSA el 17 de mayo de 2002. El precio 
fijado en contrato fue de 1.295,29 miles de euros, y se 
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contrató directamente con una empresa designada por 
la patrocinadora. 

Fuegos artificiales

El gasto correspondiente a los fuegos artificiales 
celebrados bajo la gestión del Consorcio Salaman-
ca 2002 ascendió a 206,47 miles de euros.

El Consorcio en el ejercicio 2001 organizó un 
espectáculo piromusical dedicado a «Salamanca 2002. 
Ciudad Europea de la Cultura» en el marco del progra-
ma de fiestas de la ciudad en 2001. Los gastos de dicho 
acto ascendieron a 24,40 miles de euros. Se formalizó 
un contrato con una empresa especializada, sin que 
conste el procedimiento de adjudicación. 

El 4 de junio de 2002 se celebró en la ciudad de 
Salamanca un Festival Internacional de Fuegos Artifi-
ciales cuya organización e instalación se llevó a cabo 
por la empresa contratada en 2001. El contrato fue for-
malizado y ejecutado por CULTURSA y ascendió a 
129,53 miles de euros.

Por último, correspondientes a unos fuegos artificiales 
realizados en diciembre de 2002 consta una factura emiti-
da por la empresa anteriormente mencionada por 
51,82 miles de euros del que no consta contrato alguno. Este 
importe fue abonado y contabilizado por CULTURSA.

III.6.3 Gastos Generales4

Además de los gastos directamente imputables a los 
actos celebrados con motivo de la capitalidad cultural 
se han realizado gastos de carácter general tanto por el 
Consorcio como por CULTURSA necesarios para el 
desarrollo de su actividad que no corresponden a pro-
yectos concretos.

En el cuadro siguiente se desglosan por conceptos 
los gastos generales, diferenciando los gastos de aseso-
ramiento, de viaje, objetos promocionales, publicacio-
nes, publicidad y seguridad. También se incluye el 
concepto «otros servicios» que agrupa un conjunto 
heterogéneo de gastos necesarios para el funciona-
miento de las entidades fiscalizadas.

(miles de euros)

Asesoramiento 1.578,79
Gastos de Viajes 247,06
Objetos promocionales 375,43
Otros Servicios 591,03
Publicaciones 729,55
Publicidad 2.540,85
Seguridad 486,00

       TOTAL 6.548,71

4 Los gastos de CULTURSA incluidos en este epígrafe no 
incluyen IVA, ya que al ser deducible no incrementan el coste de los 
mismos.

Los importes mas elevados correspondieron al con-
cepto de publicidad, 2.540,85 miles de euros que repre-
sentaba el 38% del total de gastos generales, seguida de 
los gastos de asesoramiento, 1.578,79 miles, que repre-
sentaban el 24% del total. 

Se ha analizado una muestra representativa del 53% 
del total de los gastos generales, incluyendo los gastos 
de asesoramiento que correspondieron en su totalidad a 
la ejecución del contrato suscrito por el Consorcio para 
la captación de patrocinios, analizados en el apartado 
III.5 correspondiente a la Financiación de Salaman-
ca 2002.

Del examen del resto de conceptos se han deducido 
los siguientes resultados:

Gastos de viaje

Se han incluido como gastos generales los gastos de 
viaje no imputables directamente a proyectos concretos 
como los viajes realizados por los responsables del 
Consorcio y CULTURSA en el ejercicio de sus funcio-
nes. Totalizaron 247,06 miles de euros, por ejercicios 
se imputaron 10,96 miles de euros al ejercicio 2001, 
211,46 miles al 2002 y 24,64 miles al 2003. El 92% del 
total fue realizado por CULTURSA. 

Se ha seleccionado una muestra del 45% del total, 
112,16 miles de euros, deduciéndose las mismas defi-
ciencias que las observadas en el análisis de los proyec-
tos: los gastos de viaje eran abonados directamente a 
las agencias, compañías u hoteles sin que existiese rela-
ción contractual alguna con CULTURSA o el Consor-
cio, aunque para algunos desplazamientos se utilizara 
siempre la misma empresa.

No se establecieron procedimientos de control de 
los gastos de viajes y los justificantes presentados no 
permitían identificar la persona que realizaba el gasto. 
El control de los gastos pagados por CULTURSA se 
realizaba por el Director Gerente que también era el 
responsable de la gestión.

Objetos promocionales 

Para la promoción de la capitalidad cultural, el 
Consorcio adquirió diferentes tipos de objetos tales 
como pins, abanicos, medallas, etc. Los gastos reali-
zados ascendieron a 375,43 miles de euros y la distri-
bución por ejercicios fue la siguiente: 107,10 miles en 
2001, 248,65 miles en 2002 y 19,68 miles en 2003. El 
96% de la cifra total se registró en las cuentas de 
CULTURSA.

Se ha analizado una muestra, del 36% del total, 
134,41 miles de euros, sin que se observaran inciden-
cias salvo que no consta contrato formalizado por la 
adquisición de material promocional por importe de 
22,47 miles. Otro suministro que ascendió a 13,99 
miles se realizó sin aplicar los principios de publicidad 
y concurrencia. 
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Por lo que se refiere al registro contable, CULTUR-
SA contabilizaba estas adquisiciones indebidamente 
como prestaciones de servicios.

Publicaciones

El Consorcio de Salamanca 2002 editó folletos 
informativos de diferentes exposiciones, guías de Sala-
manca y otras publicaciones referidas a los actos cele-
brados en la capitalidad cultural. Los gastos de los 
libros o catálogos puestos a la venta correspondientes a 
las exposiciones se han agregado al del coste de cada 
una de las exposiciones. En este apartado se recogen 
exclusivamente las publicaciones relativas a la capitali-
dad cultural así como a los folletos informativos  que 
afectaban a un conjunto de actos.

El importe de las publicaciones consideradas como 
gastos generales ascendió a 729,54 miles de euros, 
correspondiendo a los siguientes ejercicios: 18,70 miles 
en 2001, 462,63 miles en 2002 y 248,21 en 2003. La 
práctica totalidad del gasto se ejecutó por CULTURSA 
que registró en sus cuentas el 97% del importe total.

Se ha analizado una muestra que representaba el 
22% del total 160,83 miles de euros.

El 85% de los gastos analizados correspondió a fac-
turaciones realizadas por una misma empresa, factura-
ciones que se realizaron sin contrato previo.

Publicidad 

El gasto de publicidad registrado en las cuentas del 
Consorcio y CULTURSA ascendió a 614,05 miles de 
euros en 2001, 1.806,96 miles en 2002 y 119,84 miles 
en 2003, con un importe total de 2.540,85 miles. El 
82% del total fue realizado por CULTURSA.

El gasto ocasionado como consecuencia de la publi-
cidad no sólo fue el más importante de los gastos gene-
rales, sino que fue uno de los conceptos más significati-
vos de la actividad de ambas instituciones, ya que sólo 
fue superado por el gasto realizado en los actos celebra-
dos dentro de las actividades de música clásica.

Se ha examinado una muestra de gastos que totali-
zaron 1.166,43 miles de euros, el 46% del total.

Del importe total de la muestra, 128,28 miles de 
euros correspondieron a gastos abonados por el Con-
sorcio en los ejercicios 2001 y 2002 a empresas e insti-
tuciones de comunicación con las que se suscribieron 
convenios de colaboración que establecían cantidades a 
pagar por el Consorcio como contraprestación de servi-
cios de publicidad y promoción de la capitalidad cultu-
ral. Estos convenios han sido objeto de análisis en el 
apartado III.4. Planificación de Salamanca 2002. No se 
han encontrado deficiencias en la ejecución de los gas-
tos derivados de estos convenios. 

El resto de los gastos de publicidad, fueron realiza-
dos por CULTURSA, y correspondieron a inserciones 
publicitarias en prensa, revistas, servicios de publicidad 
prestados por una empresa contratada al efecto, carteles 

publicitarios, spots y patrocinios de diferentes activida-
des.  El importe total de la muestra analizada corres-
pondiente a estos conceptos ascendió a 1.038,15 miles 
de euros deduciéndose las siguientes deficiencias:

— Se suscribió un contrato con la misma empresa 
encargada de la venta de entradas en taquilla para la 
emisión de publicidad. El precio fijado en el contrato 
fue de 83,88 miles de euros, a pagar en tres plazos igua-
les en los meses de octubre, noviembre y diciembre 
de 2001. La empresa fue elegida directamente por 
CULTURSA. El contrato formalizado tenía por objeto 
la prestación de un servicio y, de acuerdo con el 
TRLCAP deberían haberse aplicado los principios de 
publicidad y concurrencia. 

Por lo que se refiere a su ejecución, la cantidad esti-
pulada se hizo efectiva en un solo pago realizado en 
2002, fecha en la que fue contabilizado. El gasto, sin 
embargo, fue contabilizado en 2003, con posterioridad 
al registro del pago.

— Para la realización de un spot publicitario, 
CULTURSA formalizó un contrato de coproducción 
por 59,93 miles de euros. El contrato era de prestación 
de servicios al que le era de aplicación los principios de 
publicidad y concurrencia señalados en el TRLCAP. 
Estos principios no fueron aplicados en su tramitación.

La facturación del spot se realizó en la misma fecha 
de la formalización del contrato, por lo que a la fecha 
de la firma del contrato el spot debía estar ya ejecutado. 
Además, la factura no estaba firmada por representante 
alguno.

— Para la colocación de un stand en la Feria de 
Turismo Interior «INTUR 2001» celebrada en Vallado-
lid se abonó a una empresa 102,76 miles de euros sin 
que conste la formalización de contrato alguno.

— El Consorcio Salamanca 2002, a través de su 
sociedad instrumental, realizó aportaciones para el 
patrocinio de determinados actos que llevarían a cabo 
otras instituciones. El importe de las aportaciones ana-
lizadas ascendió a 438,10 miles de euros y de su análi-
sis se han deducido las siguientes deficiencias:

• En el año 2001 se pagaron 69,08 miles de euros 
para el patrocinio de una programación de música clá-
sica que anualmente venía desarrollando una institu-
ción sin fin de lucro en Salamanca. No consta convenio 
que defina las condiciones de la aportación a realizar.

• Para el patrocinio del Campeonato de España de 
Atletismo del año 2002 se pagaron 351,89 miles de euros, 
62,76 en 2001 y el resto en 2002. No consta convenio que 
defina los compromisos adquiridos por el Consorcio, ni 
documentos justificativos de los pagos realizados.

• Se aportaron 14,92 miles de euros por gastos de 
patrocinio y organización de acontecimientos deportivos 
para la promoción de Salamanca 2002 a una fundación 
deportiva sin que exista convenio que fijase los compro-
misos adquiridos ni justificantes del pago realizado.
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Seguridad 

Los gastos de seguridad realizados por el Consorcio 
y CULTURSA en el periodo 2001 a 2003 no imputados 
a eventos específicos ascendieron a 486 miles de 
euros.

De este importe, 483,87 miles de euros se ejecuta-
ron por CULTURSA, 392,72 miles en el ejercicio 2002 
y 91,15 miles en 2003.

Se ha analizado una muestra representativa del 47% 
del importe total; 149,58 miles de euros de 2002 y 
78,03 miles de 2003.

Las facturas fiscalizadas correspondían fundamen-
talmente a la seguridad y vigilancia de los edificios 
construidos por el Ayuntamiento con motivo de la capi-
talidad cultural. Todas las facturas fueron emitidas por 
cuatro empresas de seguridad diferentes. No consta 
ningún contrato de vigilancia y seguridad con ninguna 
de estas empresas.

III.6.4 Beneficios Fiscales

La celebración de la capitalidad cultural del 2002 en 
la ciudad de Salamanca, determinó la necesidad de esta-
blecer un marco jurídico que promoviera iniciativas enca-
minadas a la celebración de este acontecimiento. Una de 
las iniciativas fue el establecimiento de un régimen de 
incentivos fiscales específico que definió las condiciones 
para la aplicación de bonificaciones fiscales.

El marco jurídico de los beneficios fiscales aplica-
bles a «Salamanca. Capital de la Cultura 2002» se esta-
bleció en la Disposición Adicional Novena de la 
Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de Medidas fiscales, 
administrativas y del orden social, desarrollada por el 
RD 659/2001, de 22 de junio.

De acuerdo con este marco jurídico se establecieron 
bonificaciones en cuatro impuestos Impuesto de Socie-
dades, Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, Impuesto sobre Actividades 
Económicas.

En el Impuesto de Sociedades el 15% de las inver-
siones efectuadas en el término municipal de Salaman-
ca, en cumplimiento de los planes y programas de acti-
vidades establecidas por el Consorcio Salamanca 2002 
eran deducibles de la cuota íntegra del impuesto. Estas 
inversiones debían consistir en elementos de inmovili-
zado material nuevos, sin considerar como tales los 
terrenos, en obras de rehabilitación de edificios y otras 
construcciones y en gastos de publicidad y propaganda 
abonados en España o en el extranjero que sirvieran 
para la promoción directa de «Salamanca. Capital de la 
Cultura 2002».

Asimismo, esta deducción se aplicaba con las con-
diciones previstas en la normativa del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas a los sujetos pasivos 
que ejercieron actividades empresariales, profesionales 
o artísticas en régimen de estimación directa.

Por otra parte, las transmisiones patrimoniales suje-
tas al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados tenían una bonificación 
del 95% de la cuota cuando los bienes y derechos 
adquiridos se destinaran exclusivamente a las activida-
des de carácter artístico, cultural, científico o deportivo 
que tuvieran lugar durante la celebración de la capitali-
dad cultural.

En el Impuesto sobre Actividades Económicas para 
los sujetos pasivos que desarrollasen actividades de 
carácter artístico, cultural o científico durante Salamanca 
2002 estaba contemplada una bonificación del 95%, esta 
misma bonificación se aplicó en todos los impuestos y 
tasas locales para las empresas o entidades que desarro-
llasen exclusivamente los objetivos de Salamanca 2002.

Para el reconocimiento de los beneficios fiscales, de 
acuerdo con la Ley 55/1999 y el RD 659/2001, los suje-
tos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas debían 
solicitar la aplicación de las deducciones correspon-
dientes a la Agencia Estatal de Administración Tributa-
ria, para que ésta, con carácter previo al inicio del 
plazo, reconociese el derecho a la bonificación. La soli-
citud presentada por el interesado debía acompañar la 
certificación expedida por el Consorcio Salaman-
ca 2002 que acreditaba que las inversiones con derecho 
a deducción se realizaran en cumplimiento de sus pla-
nes y programas de actividades.

En el caso del Impuesto sobre Transmisiones Patri-
moniales también se exigía el certificado del Consorcio 
así como el reconocimiento previo de la Agencia Esta-
tal de la Administración Tributaria.

Por último, para el caso de las bonificaciones del 
Impuesto sobre Actividades Económicas, la autoriza-
ción previa se efectuaba por el Ayuntamiento de Sala-
manca o por las entidades que tuvieran asumida la ges-
tión tributaria del impuesto.

El Consorcio Salamanca 2002 debía emitir certifi-
caciones que acreditaran el cumplimiento de las activi-
dades que daban lugar a la obtención del derecho de 
bonificación; una copia de las certificaciones emitidas 
debía remitirse a la Dirección General de Tributos del 
Ministerio de Hacienda, que daría traslado a los órga-
nos de gestión de la Administración competente para la 
gestión del tributo, al que se refería el beneficio fiscal.

La Agencia Estatal de la Administración Tributaria 
no ha remitido la información solicitada por este Tribu-
nal sobre la relación de certificados emitidos por el 
Consorcio Salamanca 2002.

No obstante, de acuerdo con la Memoria Tributaria 
de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria 
del 2002, durante el citado año  se emitieron por parte 
del Consorcio 81 certificados acreditativos de que deter-
minadas inversiones por importe de 223.303,13 miles de 
euros se realizaron en cumplimiento de los planes y 
programas aprobados por el propio Consorcio, que 
daban derecho a deducción en la cuota íntegra del 
Impuesto sobre Sociedades de las entidades inversoras. 
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La cuantía del beneficio fiscal correspondiente ascen-
dió a 25.705,55 miles.

III.7 Inversiones Salamanca 2002

El Ayuntamiento de Salamanca realizó un ambicio-
so programa de inversiones en inmovilizado material 

que tenía por objeto dotar a la ciudad de espacios ade-
cuados para la celebración de los actos de Salamanca 
2002, en una proporción mucho menor también realiza-
ron inversiones el Consorcio y CULTURSA. El total 
ascendió a 66.248,56 miles de euros, de acuerdo con la 
siguiente distribución:

5 Los importes correspondientes a CULTURSA reflejados en 
los cuadros no incluyen IVA, ya que este gasto no incrementa el 
coste de la inversión

(miles de euros)

2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL
AYUNTAMIENTO 3.623,09 14.332,88 33.085,54 2.933,64 7.799,97 61.775,12
CONSORCIO 616,76 135,32 1,07 - - 753,15
CULTURSA5 - 54,39 3.307,09 358,81 - 3.720,29
     TOTAL 4.239,85 14.552,99 36.393,70 3.292,45 7.799,97 66.248,56

El Ayuntamiento invirtió 61.775,12 miles de euros 
en el periodo 2001-2004 para la construcción o rehabi-
litación de los siguientes edificios: Centro de Arte de 
Salamanca, Centro de Artes Escénicas, Pabellón Mul-
tiusos Sánchez Paraíso, Teatro Liceo, Parque Arqueoló-
gico y Colegio de Santo Domingo. 

La actividad inversora llevada a cabo directamente 
por el Consorcio ascendió a 753,15 miles de euros en 
los ejercicios 2000, 2001 y 2002 que consistieron fun-
damentalmente en el logotipo de Salamanca 2002, el 
equipamiento de las exposiciones «Medida del Tiem-
po» y «Sonidos del Ayer» y un conjunto de inversiones 
de diversa naturaleza. 

CULTURSA, por su parte, llevó a cabo importantes 
gastos de inversión, sobre todo en 2002, que fundamen-
talmente se refirieron a adquisiciones de mobiliario e 
instalaciones para edificios de propiedad municipal. 
Esta actividad de CULTURSA no estaba prevista en la 
definición de su objeto social que se refería a la ejecu-
ción, coordinación y fomento de las actividades cultu-
rales acordadas en el seno del Consorcio, así como a la 
gestión de espacios o infraestructuras adscritos al desa-
rrollo de las actividades programadas. 

Las adquisiciones de inmovilizado más significati-
vas realizadas por CULTURSA fueron consecuencia de 
la necesidad de incrementar y ampliar el equipamiento 
previsto en los proyectos  adjudicados y ejecutados por 
el Ayuntamiento, por lo que, no deberían haberse reali-
zado por la Sociedad sino por el propio Ayuntamiento. 
La participación de CULTURSA en la gestión de estas 
adquisiciones supuso no aplicar los procedimientos de 
contratación administrativa legalmente previstos.

Se ha analizado el inmovilizado construido o adqui-
rido con motivo de la celebración de Salamanca 2002. 
Ciudad Europea de la Cultura, que comprendió tanto 

las adquisiciones del Consorcio y CULTURSA, como 
las del Ayuntamiento de Salamanca. Para ello se han 
fiscalizado los seis expedientes de contratación adjudi-
cados por el Ayuntamiento  para la construcción y reha-
bilitación de los denominados Edificios 2002, según 
terminología de los presupuestos municipales. Además, 
se ha fiscalizado una muestra de las inversiones realiza-
das tanto por el Consorcio como por CULTURSA.

III.7.1 Inversiones en Infraestructuras

El coste imputado en los ejercicios 2001, 2002, 
2003 y 2004 a cada uno de los edificios, incluyendo, 
además de las cantidades invertidas por el Ayuntamien-
to para su construcción o rehabilitación, el equipamien-
to, instalaciones y demás inmovilizado adquirido por 
CULTURSA para dichos edificios, fue el siguiente, en 
miles de euros:

Centro de Artes Escénicas . . . . . . . . . . 19.985,56
Pabellón Multiusos Sánchez Paraíso . . 16.665,88
Teatro Liceo   . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9.930,74
Sala de exposiciones Santo Domingo  2.402,45
Parque Arqueológico . . . . . . . . . . . . . . 3.922,41
Centro de Arte Salamanca . . . . . . . . . . 11.528,90

Los importes indicados incluyen el coste de las 
obras y, en su caso, el de los contratos de redacción del 
proyecto adjudicado.

De la fiscalización de la totalidad de los expedientes 
de inversión tramitados para cada uno de los edificios, 
se dedujeron los siguientes resultados:

III.7.1.1 Centro de Artes Escénicas

La construcción del Centro de Artes Escénicas per-
mitió dotar a la ciudad de Salamanca de un auditorio 
con capacidad para 1.244 espectadores. La financiación 
de este proyecto, se realizó mediante un Protocolo de 
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Colaboración suscrito entre el Ayuntamiento y la Con-
sejería de Educación y Cultura de la Junta de Castilla y 
León por el que ésta se comprometió a financiar como 
máximo el 36,75% del presupuesto de ejecución de las 
obras fijado en el Protocolo y un convenio de colabora-
ción con el Ministerio  de Cultura, por el que dicha 
Administración se comprometió a financiar como 
máximo el 60% del coste previsto de la obra. El gasto 
total correspondiente al Centro fue ejecutado por el 
Ayuntamiento y por CULTURSA, de acuerdo con el 
siguiente detalle, en miles de euros:

2001 2002 2003 2004 TOTAL

Ayuntamiento 2.231,90 15.305,226 - - 17.537,12
Cultursa - 2.421,61 27,13 - 2.448,74

     Total 2.231,90 17.726,83 27,13 - 19.985,86

De acuerdo con la información suministrada por la Cor-
poración, el Ministerio  de Cultura aportó 6.681,76 miles de 
euros y la Junta de Castilla y León 4.086,45 miles; el resto, 
6.768,91 miles, constituyó la parte financiada por el 
Ayuntamiento, de los que 5.451,43 correspondieron a 
proyectos modificado y complementario y a la liquida-
ción de obras.

La realización del Centro de Artes Escénicas se 
llevó a cabo mediante los siguientes expedientes de 
contratación y otras actuaciones:

— Contrato de consultoría y asistencia técnica para 
la redacción del proyecto, con un coste final de 261,11 
miles de euros.

— Construcción del inmueble (incluyendo los pro-
yectos modificado y complementario) que ascendió a 
17.276,01 miles de euros.

— Nombramiento del director de obra y dos apare-
jadores por importe de 210,28 miles de euros. De 
acuerdo con las cláusulas del contrato de obras, en cada 
certificación se retuvo al adjudicatario de la obra el 5% 
en concepto de tasa por dirección de obra.

— Contrato de asistencia técnica para el control de 
calidad en el seguimiento de las obras, adjudicado en 
126,17 miles de euros, financiado también con los des-
cuentos practicados al contratista mediante la aplica-
ción de la tasa establecida al efecto.

— Nombramiento de un coordinador de seguridad 
y salud por 37,01 miles de euros.

— Estudio geotécnico para el Centro de Artes 
Escénicas y el Centro de Arte de Salamanca, adjudica-
do por 10,67 miles de euros, que finalmente se ejecutó 
por 9,92 miles de euros.

De los expedientes mencionados se han analizado 
los correspondientes al contrato suscrito para la redac-
ción de proyecto, el contrato de obras y el contrato por 
el que se adjudica el control de calidad, si bien, los 
resultados de este último se exponen posteriormente 
junto con el resto de contratos financiados mediante 
retenciones practicadas al contratista.

1.º  Contrato de Asistencia técnica de redacción del 
proyecto

El expediente del contrato de asistencia técnica para 
la redacción del proyecto de las obras del Centro de 
Artes Escénicas, se aprobó el 3 de septiembre de 1999 
por la Comisión de Gobierno del Ayuntamiento.

El régimen jurídico aplicable fue la Ley 13/95, de 
18 de mayo, de Contratos de las Administraciones 
Públicas y la normativa de desarrollo vigente con ante-
rioridad a la entrada en vigor del Texto Refundido de la 
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y 
del Reglamento General de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, aprobados en los años 2000 
y 2001, respectivamente.

El expediente de contratación aprobado estableció 
la tramitación urgente del mismo, así como el procedi-
miento restringido para su adjudicación. La forma de 
adjudicación se fijó mediante concurso con interven-
ción de jurado. El precio de licitación fue de 198 miles 
de euros.

La tramitación urgente de acuerdo con el artículo 72 
de la LCAP, se aplicará a los expedientes de contratos 
cuya necesidad sea inaplazable o cuya adjudicación sea 
preciso acelerar por razones de interés público. A tales 
efectos, el expediente deberá contener la declaración de 
urgencia hecha por el órgano de contratación y debida-
mente motivada. En el expediente no se aduce ninguna 
motivación que justifique la tramitación urgente, seña-
lándose exclusivamente que «es urgente llevar a cabo la 
construcción del edificio». Tampoco se motivó la elec-
ción del procedimiento restringido, trámite recogido en 
el artículo 76.2 de la LCAP.

Respecto al procedimiento de adjudicación, el con-
curso restringido con intervención de jurado, la LCAP 
contempla, en su artículo 216, la figura del concurso de 
proyectos con intervención de jurado para la selección 
de determinados proyectos, planes en los campos de 
ordenación territorial, urbanismo, arquitectura, inge-
niería y proceso de datos. Se regula así un procedimien-
to para la captación de ideas, dónde podrán establecerse 
premios para el ganador del mismo. La Ley permite 
que el ganador del concurso sea adjudicatario de un 
contrato, siempre que así esté previsto, pudiendo utili-
zarse el procedimiento negociado sin publicidad. 

El órgano de contratación que aprobó el expediente 
y su adjudicación fue la Comisión de Gobierno. 

Por lo que se refiere al contenido del expediente 
aprobado, el pliego de cláusulas administrativas y la 
propuesta de autorización del expediente no fueron 

6 Incluye los importes correspondientes a los proyectos modifi-
cados y complementario, así como la liquidación de las obras no 
imputadas a presupuesto
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sometidos a informe de la Intervención y, el pliego de 
cláusulas administrativas tampoco fue informado por el 
Oficial Mayor que tenía delegada esta competencia por 
la Secretaria de la Corporación.

El 27 de septiembre de 1999 se celebró la primera 
sesión del jurado levantándose acta de constitución del 
mismo. En la siguiente sesión, celebrada al día siguien-
te, se señaló como posible finalista al adjudicatario 
final del proyecto sin que, en la propuesta presentada, 
conste ningún sello de entrada en el Ayuntamiento que 
permita acreditar que la solicitud se hizo dentro del 
plazo establecido en los pliegos.

El 3 de diciembre de 1999 la Comisión de Gobierno 
adjudicó el contrato por 188,10 miles de euros. En el 
contrato se establecía un plazo de presentación del pro-
yecto de tres meses desde la fecha de notificación de la 
adjudicación, 14 de diciembre de 1999, el proyecto se 
recibió con fecha 16 de junio de 2000, con 3 meses de 
retraso.

El contrato de obras se incrementó con un expedien-
te modificado y otro complementario, que dieron lugar 
a los correspondientes contratos modificado y comple-
mentario de redacción del proyecto.

El 8 de enero de 2002 se aprobó, mediante Resolu-
ción de la Alcaldía, la redacción del proyecto modifica-
do por 37,44 miles de euros. Este proyecto significó un 
incremento del presupuesto inicial del 19,9%. Además, 
según consta en el acta de ocupación de las obras del 
Centro de Arte de 18 de noviembre de 2003, existían 
pendientes de pago unos honorarios facultativos por 
redacción de un proyecto complementario que ascen-
dían a 35,56 miles de euros. No consta el expediente de 
contratación para la redacción de este proyecto comple-
mentario y no consta ni la autorización ni la aproba-
ción, en su caso, del proyecto redactado. 

2.º  Contrato de obras del Centro de Artes Escénicas

El contrato para la construcción del Centro de Artes 
Escénicas fue un contrato de obras, cuyo expediente de 
contratación fue aprobado por la Comisión de Gobierno 
de 11 de diciembre de 2000 con un importe de licitación 
de 11.141,80 miles de euros, desglosado en dos partes; 
un proyecto de ejecución del edificio, con un importe de 
10.009,24 miles de euros y un proyecto de instalaciones 
especiales de maquinaria escénica, iluminación, sonido 
y mobiliario con un presupuesto de ejecución de 
1.132,56 miles de euros. Para el cálculo del presupuesto 
de las instalaciones especiales no se aplicaron los por-
centajes de gastos generales y beneficio industrial que 
deben aplicarse de acuerdo con el artículo 68 del Regla-
mento General de Contratación del Estado aprobado por 
Decreto 3910/1975, de 25 de noviembre.

La adjudicación se llevó a cabo mediante concurso 
abierto, estando prevista su ejecución en dos anualida-
des, la de 2001 por importe de 8.088,66 miles de euros 
y la de 2002 por 3.053,14 miles. El plazo de ejecución 
se fijó en 15 meses desde el inicio de las obras.

La facultad de informar los pliegos, que correspon-
día al Secretario de la Corporación de acuerdo con el 
artículo 113.1 del Texto Refundido de la Ley de Bases 
del Régimen Local, estaba delegada en el Oficial 
Mayor. Sin embargo,  el informe sobre los pliegos no 
estaba firmado por ninguno de los dos, sino por el Ase-
sor Jurídico municipal.

Entre los criterios establecidos en el pliego de cláu-
sulas administrativas para la valoración del concurso se 
incluyeron dos, referidos a medios materiales y perso-
nales, que constituyen medios para la acreditar la sol-
vencia técnica y profesional, pero que no son criterios 
de adjudicación. Tampoco se acreditó la tramitación de 
gastos de carácter plurianual. 

Las actas de apertura de plicas y de propuesta de 
adjudicatario se encontraban firmadas por miembros 
que no formaban parte de la mesa de contratación, sin 
que constase delegación al respecto.

La adjudicación del contrato se acordó por la Comi-
sión de Gobierno el 14 de febrero de 2001, formalizán-
dose en la misma fecha, por 10.749,62 miles de euros.

Las obras dieron comienzo el 1 de marzo de 2001 
por lo que, de acuerdo con lo estipulado en el contrato, 
debían haberse terminado el 1 de mayo de 2002. 

El 16 de mayo de 2002 se aprobó un proyecto modi-
ficado por importe de 2.139,76 miles de euros, que 
representaba el 19,9% del importe inicialmente adjudi-
cado. La necesidad de elaborar un proyecto modificado 
se justificó en cambios solicitados por el Consorcio, así 
como en la anulación del aparcamiento subterráneo 
previsto, para «conseguir una importante ampliación de 
los espacios y una mejor distribución funcional». 

Solo consta la aprobación del proyecto modificado 
por resolución de la Alcaldía de 8 de enero de 2002, 
pero no la del expediente de ejecución de las obras 
correspondientes, que se llevaron a cabo al margen del 
procedimiento legalmente establecido, sin que se emi-
tieran las preceptivas certificaciones de obras. 

El 24 de julio de 2002 se levantó un acta según la 
cual se ocupaban anticipadamente las obras ejecutadas 
hasta entonces, que se cuantificaron en 12.889,28 miles 
de euros. En el acta, además de acordarse la ocupación 
anticipada de las obras y la puesta en funcionamiento 
del Centro de Artes Escénicas7, se dio comienzo al 
plazo de garantía. También consta en el acta que se 
observaron variaciones en las mediciones que darían 
lugar a una certificación de liquidación. 

Por último, el 18 de noviembre de 2003 se emitió un 
acta de continuación de ocupación de las obras, en la 
que se certificó que las obras se encontraban en las 
debidas condiciones de uso para los fines previstos, que 
se encontraban totalmente terminadas de acuerdo con 
el proyecto de ejecución de obras y con el proyecto 
modificado de 16 de mayo de 2002. También se men-

7 La Ópera de Cuatro Cuartos se estrenó el 25 de julio en este 
Centro.
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ciona en el acta la ejecución de un proyecto comple-
mentario por importe de 2.032,22 miles de euros, del 
que no consta la tramitación del expediente, y de una 
liquidación de las obras por un importe adicional de 
1.279,45 miles.

Al cierre de los trabajos de fiscalización no se 
habían emitido las certificaciones de obras correspon-
dientes a los proyectos complementario y modificado, 
ni a la liquidación ni se habían imputado a presupuesto 
los correspondientes gastos que ascendían, al menos a 
5.451,43 miles de euros. La obra ejecutada no se 
encontraba acreditada con los documentos preceptivos, 
incumpliendo el artículo 145 de TRLCAP. La falta de 
certificaciones impide conocer exactamente cual fue el 
coste final de la ejecución de las obras del Centro de 
Artes Escénicas.

Por otra parte la mayoría de las certificaciones exis-
tentes se abonaron con un retraso superior a dos meses, 
incumpliendo el artículo 99 LCAP y la certificación 
n.º 14 se emitió el 31 de mayo de 2002, demorándose 
su pago hasta el 4 de abril de 2003. No se abonaron los 
recargos previstos en el mencionado artículo.

Las desviaciones del proyecto inicial ha supuesto 
que la financiación del Ayuntamiento, prevista en 
571,70 miles de euros, se incrementara hasta 5.936,10 
miles.

3.º  Adquisiciones realizadas por CULTURSA para el 
Centro de Artes Escénicas

a) Equipamiento escénico

El 19 de abril de 2002, el Coordinador General del 
Consorcio emitió un informe señalando la necesidad de 
incrementar y ampliar el equipamiento previsto en el 
proyecto del Centro de Artes Escénicas, proponiendo 
que el Consorcio encargara a CULTURSA estas adqui-
siciones de inmovilizado.

El 4 de mayo se publicó la licitación del contrato 
por un precio de 2.207,10 miles de euros. Se presen-
tó sólo una oferta, de la empresa adjudicataria de la 
obra del Centro de Artes Escénicas, adjudicándosele el 
contrato mediante Resolución del Administrador Único 
de la sociedad, el 31 de mayo, por un importe de 
2.098,34 miles de euros. La ejecución del contrato se 
documentó mediante dos facturas que totalizaron el im-
porte adjudicado.

El expediente de las obras del Centro de Artes Escé-
nicas, adjudicadas por el Ayuntamiento de Salamanca a 
la misma empresa, comprendía un proyecto de instala-
ciones especiales de maquinaria escénica, iluminación, 
sonido y mobiliario, que fue ejecutado formando parte 
del contrato de obras. El informe del Coordinador 
General del Consorcio que justificó esta ampliación fue 
emitido antes de la finalización del plazo de ejecución 
del contrato de obras.

La tramitación y ejecución de esta modificación 
debía haberse realizado por el Ayuntamiento, respetan-
do los requisitos exigidos en el TRLCAP. 

b) Cámara de Concierto Modular

La licitación del contrato se publicó en agosto 
de 2002 con un presupuesto de 257,61 miles de euros, 
adjudicándose por el Director Gerente el 5 de septiem-
bre. No consta la formalización del contrato.

Su ejecución se realizó mediante tres certificaciones 
que fueron abonadas por el importe adjudicado.

Este contrato al igual que el anterior debería haberse 
celebrado por el Ayuntamiento, al tratarse de inmovili-
zado que formaba parte del Centro de Artes de Escéni-
cas, propiedad de la Corporación.

c) Otras inversiones en el Centro de Artes Escé- 
nicas.

CULTURSA, además de las instalaciones señala-
das, realizó otras adquisiciones de inmovilizado desti-
nadas al Centro de Artes Escénicas, entre las que desta-
can las siguientes:

— Equipamiento eléctrico por importe de 44,86 
miles de euros. No consta acuerdo de adquisición y las 
certificaciones presentadas se emitieron con fecha de 
noviembre y diciembre de 2002 cuando la puesta en 
funcionamiento del edificio se realizó el 24 de julio de 
ese año.

— Compra de 200 sillas como equipamiento del 
Centro por importe de 13,56 miles de euros, entregán-
dose en febrero de 2002 aunque la factura consta con 
fecha de octubre del mismo año.

— Adquisición de seis ordenadores por importe de 
7,22 miles de euros y mobiliario para el palco y el hall 
por 15,52 miles. Esta última adquisición consta con 
fecha de enero de 2003, cuando la liquidación de la 
Sociedad se inició en el mes de marzo.

III.7.1.2 Pabellón Multiusos Sánchez Paraíso

El Pabellón Multiusos Sánchez Paraíso es un edifi-
cio polivalente para la celebración de actos y competi-
ciones deportivas así como espectáculos musicales y 
teatrales, con un aforo de 6.000 espectadores.

La financiación prevista de estas obras correspondía 
a la Junta de Castilla y León que se comprometió a 
aportar según el Protocolo suscrito el 29 de junio 
de 2000, como máximo el 35,89% del presupuesto, al 
Ministerio de Cultura en un 60% y al Ayuntamiento de 
Salamanca al que le correspondió el 4,11% del presu-
puesto, más el coste de la redacción del proyecto y los 
excesos que en su caso se produjeran.

El gasto del Pabellón Multiusos ascendió a un total 
de 16.665,88 miles de euros que se aplicó al presupues-
to del Ayuntamiento, según el siguiente detalle por 
ejercicios:
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(miles de euros)

2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL

AYUNTAMIENTO 97,04 695,17 10.669,36 2.933,648 2.270,67 16.665,88

Las aportaciones efectivamente realizadas ascen- 
dieron a 7.137,84 miles de euros del Ministerio, 
4.274,37 miles de la Comunidad Autónoma, y 5.253,67 
miles del Ayuntamiento, de los cuales 4.986,52 miles 
fueron consecuencia de la necesidad de tramitar y eje-
cutar proyectos modificados y complementarios a 
causa de errores en la redacción del proyecto inicial.

La realización del Pabellón Multiusos se llevó a 
cabo mediante los siguientes expedientes de contrata-
ción y otras actuaciones:

— Contrato de consultoría y asistencia técnica para 
la redacción del proyecto de ejecución de un pabellón 
polivalente para usos múltiples. Dicho contrato fue 
adjudicado por 258,44 miles de euros y ejecutado por 
el mismo importe. El coste de este contrato fue imputa-
do a los ejercicios 2000 y 2001.

— Obras para la construcción del Pabellón Multiu-
sos, 16.402,66 miles de euros, incluyendo además de la 
ejecución del contrato, los expedientes complementario 
y modificado.

— Nombramiento de la dirección de las obras con 
unos honorarios de 221,17 miles de euros. De acuerdo 
con el pliego de cláusulas administrativas del contrato 
de obras y en aplicación de la tasa por dirección de 
obra, inspección, control de calidad y liquidación de 
obras, aprobada en la correspondiente Ordenanza fis-
cal, se retuvo al contratista el 5% del presupuesto de la 
obra para este concepto.

— Contrato de consultoría y asistencia técnica para 
el control de calidad, adjudicándose y ejecutándose por 
144,15 miles de euros. Al igual que en el contrato ante-
rior, en aplicación de la mencionada tasa, en cada certi-
ficación se retuvo al contratista el 1,5% del presupuesto 
de la obra para esta finalidad.

— Nombramiento de responsable para la coordina-
ción de seguridad y salud, con unos honorarios del 
0,4% del presupuesto de la obra, que totalizaron 39,36 
miles de euros. De acuerdo con las estipulaciones del 
contrato de obras y en aplicación de la tasa anterior-
mente mencionada, se retuvo al contratista para este 
fin, en cada una de las certificaciones el 0,8% del pre-
supuesto de la obra. 

— Contratación de un estudio geotécnico para la 
correcta elaboración de los proyectos del Pabellón 
Multiusos, por 4,74 miles de euros. Este contrato tuvo 
el carácter de contrato menor de acuerdo con el artícu-
lo 202 de la LCAP.

Se han analizado los expedientes correspondientes 
al contrato para la redacción del proyecto, al contrato 
de obras y al contrato de control de calidad, el resultado 
del análisis de este último se expone posteriormente 
junto con el resto de contratos financiados mediante 
retenciones al contratista.

1.º  Redacción del proyecto para la ejecución del 
Pabellón Multiusos Sánchez Paraíso

El expediente de contratación correspondiente a la 
redacción del proyecto se aprobó el 3 de septiembre de 
1999 mediante procedimiento restringido, la forma de 
adjudicación fue el concurso y la tramitación urgente. 
El precio de licitación se cuantificó en 269,25 miles de 
euros. El pliego de cláusulas administrativas estable-
ció la constitución de un jurado para la selección de 
invitados.

El pliego de cláusulas administrativas estaba infor-
mado por el Asesor Jurídico de la Corporación cuando 
la competencia correspondía al Oficial Mayor que tenía 
delegada esta función y no consta la fiscalización reali-
zada por la Intervención tal y como establece el artícu-
lo 113.1 del TRRL y los arts. 11 y 68.2 de LCAP, refe-
rentes al pliego de cláusulas y a la propuesta de la 
autorización y del gasto.

El artículo 76.2 de la LCAP establece la necesidad 
de motivar la elección del procedimiento restringido, 
motivación que no se realizó en este expediente de con-
tratación.

En el anuncio de licitación no se precisaron los cri-
terios de solvencia económica, financiera, técnica o 
profesional al no exigirse la clasificación tal y como 
establece el artículo 15.3 del LCAP. En el pliego de 
cláusulas administrativas se fijó como uno de los crite-
rios de valoración del concurso la experiencia en obras 
similares, que no es un criterio adecuado para la adjudi-
cación del contrato sino un medio para acreditar la sol-
vencia técnica que, en los procedimientos restringidos, 
se tiene en cuenta para realizar las invitaciones corres-
pondientes.

Tras la invitación cursada por el jurado a 10 arqui-
tectos, se procedió a su adjudicación el 3 de diciembre 
de 1999 por un precio de 258,44 miles de euros.

El plazo de presentación del proyecto finalizó el 14 
de marzo de 2000, fecha en la que, de acuerdo con las 
estipulaciones contractuales, debía pagarse el precio 
con la aprobación definitiva del proyecto. La aproba-
ción por la Comisión de Gobierno el 20 de diciembre 
de 2000 se produjo con retrasos como consecuencia de 
deficiencias observadas en el proyecto presentado. A 
pesar de ello, el proyecto aprobado incluía errores a los 

8 Incluye el importe correspondiente al proyecto complementa-
rio, pendiente de imputación presupuestaria.
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que se hará referencia posteriormente, que provocaron 
un proyecto modificado de la obra. El pago se realizó 
en dos plazos, abonándose el primero en enero de 2000 
y el segundo en enero de 2001. 

2.º  Contrato de obras para la construcción del Pabe-
llón Multiusos Sánchez Paraíso

El contrato para la construcción del Pabellón Mul-
tiusos fue un contrato administrativo de obras, cuyo 
expediente de contratación fue aprobado por la Comi-
sión de Gobierno el 22 de diciembre de 2000, estable-
ciéndose como forma de adjudicación el concurso 
mediante procedimiento abierto, con un presupuesto de 
licitación de 11.710,07 miles de euros.

En el expediente aprobado no consta que el proyec-
to técnico haya sido debidamente supervisado, tal y 
como establece el artículo 128 del TRLCAP, supervi-
sión que debió detectar los errores y proponer su subsa-
nación.

Respecto a las cláusulas del pliego se enumera- 
ron medios personales y materiales como criterios para 
la valoración del concurso que no son criterios para la 
selección del contratista sino un medio para acreditar la 
solvencia que, por otra parte, al exigir la clasificación 
correspondiente a los licitadores se considera ya acre-
ditada.

Además, al igual que en los expedientes analizados 
con anterioridad el pliego estaba informado por el Ase-
sor jurídico sin que conste delegación alguna para el 
ejercicio de esta competencia.

No consta acreditado el cumplimiento de los límites 
de crédito establecido en el artículo 155 de la LHL para 
los gastos plurianuales.

El acta de apertura de plicas se encontraba firmada 
por una persona que no formaban parte de la mesa de 
contratación, sin que constase delegación al respecto. 
En el acta que proponía el adjudicatario no figuraban 
tres de los miembros integrantes de la mesa de contra-
tación.

El contrato fue adjudicado el 20 de abril de 2001 por 
11.416,14 miles de euros, y se formalizó el 21 de mayo 
del mismo año. El plazo de ejecución se fijó en 16 
meses.

Por lo que se refiere a la ejecución de las obras, se 
emitieron 23 certificaciones, de las que los números 17 
y 18 se ejecutaron sin consignación presupuestaria,  
dando lugar a sendos expedientes de reconocimiento 
extrajudicial de créditos. Además, 18 certificaciones se 
abonaron fuera del plazo de dos meses establecido en el 
artículo 99 del TRLCAP, retraso que en algunos casos 
alcanzó hasta diez meses, sin que conste el abono de 
los intereses de demora correspondientes. La certifica-
ción n.º 22, de fecha 31 de marzo de 2003 y por impor-
te de 0,11 miles de euros, fue abonada con retraso por 
falta de crédito. 

Se tramitó un expediente modificado por importe de 
2.270,67 miles de euros, que fue aprobado inicialmente 

por Resolución de la Alcaldía en el ejercicio 2001 y 
cuya certificación no se llegó a tramitar por falta de 
crédito. Posteriormente, con fecha 4 de junio de 2004, 
la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento aprobó el 
abono al contratista de la obra y el gasto se aplicó al 
presupuesto del ejercicio 2004.

No se acreditaron las circunstancias señaladas en el 
artículo 101 del TRLCAP para realizar modificaciones. 
De acuerdo con el mencionado artículo, una vez per-
feccionado el contrato sólo se podrían introducir modi-
ficaciones por razón de interés público siempre que 
fueron debidas a necesidades nuevas o a causas impre-
vistas, justificándose debidamente en el expediente. 
Este modificado se justificó, entre otras causas, por la 
imposibilidad física de ejecutar el proyecto inicial en el 
solar donde debía edificarse, a pesar de que el 14 de 
diciembre de 2000, con anterioridad a la licitación del 
contrato, se aprobó el acta de replanteo previo sin que 
en ella se aludiera a los problemas que dieron origen a 
la modificación. Por otra parte, hay que destacar que el 
acta de replanteo previo se emitió con anterioridad a la 
aprobación del proyecto de obras, infringiendo el 
artículo 129 del TRLCAP. Con posterioridad a la for-
malización del contrato, el 22 de junio de 2001, se 
aprobó el acta de comprobación de replanteo. En este 
acta se hizo referencia a los desajustes observados en el 
replanteo del edificio respecto al solar disponible; estas 
deficiencias ya se habían puesto de manifiesto el 10 de 
abril de 2000 con anterioridad al acta de replanteo pre-
vio, en informe de asesores técnicos de la Corporación. 
Por tanto, el modificado que incrementó el coste del 
proyecto en 2.270,67 miles de euros se realizó como 
consecuencia de defectos e ineficiencias en la gestión 
del proyecto. El proyecto modificado fue ejecutado sin 
aplicar el procedimiento establecido en el TRLCAP. 

Las obras fueron recepcionadas el 20 de diciembre 
de 2002 mediante un acta de ocupación anticipada, en 
la que constaba que las obras se ejecutaron conforme al 
proyecto inicial y al modificado. El acta de ocupación 
definitiva se firmó el 9 de junio de 2003 donde se mani-
fiesta que se ejecutaron las obras conforme al proyecto 
inicial, al modificado y a un proyecto complementario 
por importe de 2.715,85 miles de euros del cual no 
consta expediente alguno.

El proyecto modificado representó un incremento 
de un 19,89% del presupuesto inicial y el complemen-
tario un 19,84%. De acuerdo con los arts. 141.3 y 146.2 
del TRLCAP si se supera el 20% del presupuesto sería 
necesario tramitar un nuevo expediente de contratación, 
mientras que hasta dicho porcentaje se puede aplicar el 
procedimiento negociado sin publicidad. 

Se ejecutaron las obras correspondientes a los pro-
yectos modificado y complementario sin aplicar el 
procedimiento establecido en la legislación aplicable y 
a enero de 2005 existen obligaciones pendientes de 
imputación presupuestaria correspondientes al proyec-
to complementario por importe de 2.715,85 miles de 
euros.
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III.7.1.3 Rehabilitación del Teatro Liceo

La rehabilitación del Teatro Liceo dotó a la ciudad 
de un escenario para representaciones de teatro clásico 
y ópera con un aforo de 732 personas.

La financiación de la rehabilitación se realizó 
mediante aportaciones del Ministerio de Fomento, de la 
Comunidad Autónoma de Castilla y León y el INAEM. 
Las aportaciones del Ministerio de Fomento se realiza-
ron como consecuencia del acuerdo de colaboración 
suscrito entre el citado Ministerio y el Ministerio  de 
Cultura para la actuación conjunta en el Patrimonio 
Histórico Español. Para la ejecución de dicho acuerdo 

el Ayuntamiento suscribió un convenio de colaboración 
con el Ministerio de Fomento en cada uno de los tres 
ejercicios en los que se desarrolló la obra, 2000, 2001 
y 2002 que establecía la aportación correspondiente a 
cada uno de ellos. La financiación de la Comunidad 
Autónoma se acordó en el protocolo firmado entre 
ambas administraciones el 29 de junio de 2000, fiján-
dose un porcentaje de financiación del 40% del presu-
puesto de la obra.

El gasto total ascendió a 9.930,74 miles de euros, 
incluyendo el gasto de las obras de rehabilitación y los 
gastos realizados por CULTURSA, de acuerdo con el 
siguiente detalle:

 (miles de euros)

2001 2002 2003 2004 TOTAL
AYUNTAMIENTO 4.422,81 2.692,74 - 2.749,76 9.865,31
CULTURSA - 46,48 18,95 65,43
      TOTAL 4.422,81 2.739,22 18,95 9.930,74

El Ministerio aportó 2.960,46 miles de euros, la 
Comunidad Autónoma 3.645,75 miles y 120 miles el 
INAEM. El resto del coste, 3.139,10 miles incluyendo 
el expediente complementario reconocido en 2004, 
constituyó la financiación del Ayuntamiento de Sala-
manca.

La rehabilitación del Teatro Liceo se llevó a cabo 
mediante los siguientes expedientes de contratación y 
otras actuaciones:

— Obras de rehabilitación del Teatro Liceo, cuyo 
coste ascendió a un total de 9.865,31 miles de euros 
incluyendo, además del precio inicialmente adjudica-
do, los expedientes modificado y complementario, así 
como el mayor importe ejecutado según la liquidación. 
La redacción del proyecto y la dirección de las obras 
fueron encomendadas a técnicos municipales que reci-
bieron gratificaciones por el desempeño de esta fun-
ción. El Ayuntamiento retuvo al contratista, con objeto 
de financiar estos honorarios un total de 317,73 miles 
de euros, correspondientes al 5% del presupuesto de 
ejecución material de la obra. De acuerdo con el anexo 
al proyecto emitido por el arquitecto director de área, 
las gratificaciones se evaluaron en 58,58 miles de 
euros. 

— Contrato de asistencia técnica para el control de 
calidad, adjudicado el 1 de septiembre de 2000, abo-
nándose hasta febrero de 2003 por este contrato 127,44 
miles de euros. Para financiar este contrato se aplicó la 
tasa por dirección de obra, inspección, control de cali-
dad y liquidación de la obra, reteniéndose al contratista 
el 3% del presupuesto de ejecución de las obras que dio 
lugar a un ingreso presupuestario de 217,11 miles.

— Nombramiento de coordinadores de seguridad y 
salud, adjudicado a profesionales ajenos a la Corpora-

ción. El coste abonado por este concepto ascendió a 
41,76 miles de euros. De acuerdo con lo establecido en 
el pliego de cláusulas administrativas de la obra y en 
aplicación de la tasa municipal, en cada certificación se 
retuvo al contratista el 0,8% del presupuesto de ejecu-
ción material, que ascendió a un total de 50,84 miles de 
euros.

De los expedientes mencionados se ha analizado el 
contrato de obras, sin perjuicio de los resultados que se 
exponen posteriormente en el epígrafe III.7.1.7. sobre 
los expedientes financiados con retenciones practicadas 
al contratista.

El contrato de obras para la rehabilitación del Teatro 
Liceo de Salamanca fue un contrato administrativo de 
obras, cuyo expediente fue aprobado por el Pleno de la 
Corporación el 6 de abril de 2000. Se declaró la urgen-
cia en la tramitación, el procedimiento abierto y el sis-
tema de adjudicación el concurso. El precio de licita-
ción ascendió a 6.660,62 miles de euros.

Con anterioridad, el 25 de noviembre de 1999 por 
Resolución de la Alcaldía se había aprobado el proyec-
to de obras sin que conste el informe de supervisión 
técnica exigido en el artículo 128 del TRLCAP; la 
aprobación del expediente se produjo con la ratifica-
ción por el Pleno al ser el órgano competente. 

En el pliego de cláusulas administrativas del contra-
to de obras se definían, entre otros, como criterios de 
valoración del concurso la aportación de maquinaria y 
medios humanos, cuando de acuerdo con el artículo 17 
del TRLCAP, estos son criterios para valorar la solven-
cia técnica y, por tanto, no deberían afectar a la puntua-
ción otorgada para la adjudicación de la obra.

Las actas de apertura de plicas y de propuesta de 
adjudicatario se encontraban firmadas por algunas per-



Cortes Generales 19 de mayo de 2006.—Serie A. Núm. 260

152

sonas que no formaban parte de la mesa de contrata-
ción, sin que constase delegación al respecto.

La aprobación del expediente de obras y parte de su 
ejecución se realizó sin que existiese crédito suficiente 
en la partida presupuestaria a la que se aplicó el gasto, 
pese a que de acuerdo con el artículo 11 del TRLCAP, 
la existencia de crédito adecuado y suficiente es uno de 
los requisitos para la contratación administrativa. 

La adjudicación del contrato se realizó por la Comi-
sión de Gobierno el 28 de junio de 2000 por un precio 
de 6.577,36 miles de euros, formalizándose el contrato 
el 7 de julio de 2000. El plazo previsto para la termina-
ción de las obras finalizaba el 11 de enero de 2002.

El convenio con el Ministerio que estableció la 
aportación a realizar en el ejercicio 2000 se firmó el 26 
de diciembre de ese año, con posterioridad, no sólo a la 
aprobación del expediente sino también a la adjudica-
ción del contrato, su formalización, e incluso con pos-
terioridad al acta de comprobación del replanteo que 
constituyó el inicio de la ejecución del contrato. Por 
otra parte, el Protocolo de Colaboración con la Junta de 
Castilla y León se firmó el 29 de junio de 2000, tam-
bién con posterioridad a la aprobación del expediente y 
un día después de la adjudicación del contrato. Estas 
deficiencias fueron puestas de manifiesto por la Inter-
vención del Ayuntamiento en Informe de 28 de marzo 
de 2000 y sus reparos fueron convalidados por el Pleno 
municipal.

El expediente de generación de crédito, por el 
importe correspondiente a la primera anualidad, 
1.111,69 miles de euros, fue aprobado en mayo de 
2000 sin que consten firmados los convenios de colabo-
ración con el Ministerio de Fomento y la Junta de Cas-
tilla y León que justifique el ingreso.

Por lo que se refiere a la ejecución de la obra, tres de 
las certificaciones que totalizaron 1.720,35 miles de 
euros se emitieron sin consignación presupuestaria y 
fueron abonadas previa aprobación de expedientes de 
reconocimiento extrajudicial de crédito. Además, dos 
certificaciones y la mayor parte de otra, por importe 
total de 925,04 miles de euros se abonaron en septiem-
bre de 2002, previa aprobación de una generación de 
crédito sin que tampoco en este caso el convenio que 
justificaba su financiación estuviera suscrito.

De acuerdo con el informe del director de obras, 
éstas fueron entregadas para su uso, en recepción provi-
sional, el 1 de marzo de 2002.

El presupuesto del proyecto modificado elaborado 
en diciembre de 2001 y la memoria del proyecto com-
plementario de marzo de 2002, fueron aprobados con 
posterioridad a su ejecución y en ausencia de procedi-
miento administrativo alguno por la Junta de Gobierno 
Local en marzo y julio de 2004, respectivamente.

En 2004 se abonó y aplicó a presupuesto el proyecto 
modificado por 1.297,79 miles de euros, la liquidación 
del proyecto modificado por 129,47 miles, que no 
consta aprobada por órgano competente, y el proyecto 
complementario por 1.202,94 miles. 

El coste de las obras de rehabilitación del Teatro 
Liceo inicialmente previsto en  6.577,36 miles de euros, 
se incrementó en la ejecución hasta 9.865,31 miles, lo 
que supuso un aumento del 49,99% respecto al precio 
inicial, que fue soportado por el Ayuntamiento.

III.7.1.4 Sala de Exposiciones Santo Domingo

Las obras tuvieron por objeto la rehabilitación del 
antiguo colegio del siglo XVI de Santo Domingo de la 
Cruz para destinarlo a sala de exposiciones y la urbani-
zación de las calles circundantes.

Para la financiación de este proyecto, el Ayunta-
miento suscribió un Protocolo de Colaboración con la 
Consejería de Educación y Cultura de la Junta de Casti-
lla y León por el que ésta se comprometió a financiar 
hasta un 40%, como máximo, del presupuesto de ejecu-
ción de la obra fijado en el protocolo.

El gasto ascendió a 2.402,45 miles de euros realiza-
do en su totalidad por el Ayuntamiento, de acuerdo con 
la siguiente distribución por anualidades:

2001 2002 TOTAL

AYUNTAMIENTO 1.619,36 783,09 2.402,45

La financiación del proyecto fue realizada mediante 
aportaciones de la Junta de Castilla y León, por importe 
de 698,59 miles de euros, y una subvención concedida 
con cargo al Fondo de Cooperación Local del año 2001 
por importe de 524,78 miles.

El Ayuntamiento, además, tenía previsto una aporta-
ción de 811,37 miles de euros procedentes del Ministe-
rio de Fomento, que finalmente no se obtuvo, por lo 
que el Ayuntamiento financió 1.179,08 miles.

Para la realización de la Sala de Exposiciones del 
Colegio, se tramitaron los siguientes expedientes de 
contratación y otras actuaciones:

— Obras para la rehabilitación del Colegio Santo 
Domingo por 2.402,45 miles de euros. La redacción del 
proyecto y la dirección de las obras se encargaron a 
técnicos municipales y no fue objeto de expediente 
contractual. 

— Nombramiento de responsable para la ejecución 
del control de calidad de la obra, concepto por el que se 
abonó un total de 18,22 miles de euros.

— Nombramiento del coordinador de seguridad y 
salud por un importe del 0,4% del presupuesto de eje-
cución material. En las certificaciones de obra se retuvo 
por este concepto al contratista de las obras el 0,87%.

Se ha analizado el expediente de contratación de las 
obras de rehabilitación del Colegio de Santo Domingo 
y urbanizaciones exteriores que se aprobó por Resolu-
ción de la Alcaldía de 4 de abril de 2001. La forma de 
adjudicación fue el concurso mediante procedimiento 
abierto y la tramitación urgente. El presupuesto de lici-
tación ascendió a 2.539,05 miles de euros.
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El proyecto se licitó por el importe global señalado 
y estaba compuesto por tres subproyectos, referidos a 
la edificación, el ajardinamiento interior y la urbaniza-
ción exterior. No consta el informe de supervisión del 
proyecto, tal como señala el art.128 del TRLCAP.

Al igual que en el resto de los pliegos de cláusulas 
administrativas examinados, para la valoración del con-
curso se incluyeron dos criterios que se refirieron a 
medios materiales y personales, criterios que son medios 
para acreditar la solvencia técnica y profesional. Tampo-
co consta el informe sobre el pliego, como exige el artícu-
lo 113 del TRRL, que debía realizar el Oficial Mayor que 
tenía esta competencia delegada por el Secretario, sino un 
informe del Asesor Jurídico de la Corporación.

De acuerdo con el artículo 69.2 del TRLCAP, en los 
contratos financiados con aportaciones de distinta pro-
cedencia debe acreditase la plena disponibilidad de 
todas las aportaciones en el momento de la aprobación 
del expediente, circunstancia que no se producía en 
este caso. El día 3 de mayo de 2001, con posterioridad 
a la aprobación del expediente, se aprobó por la Junta 
de Castilla y León la distribución del Fondo de Coope-
ración Local para el año 2001; además, no consta la 
existencia de los convenios anuales que establecieran la 
distribución por anualidades de las aportaciones del 
Estado y de la Junta de Castilla León.

En el acta de apertura de plicas constaba la firma de una 
persona distinta a las nombradas en el acuerdo de constitu-
ción de la mesa de contratación permanente sin que se 
mencionara la existencia de delegación al respecto.

El contrato se adjudicó por Resolución de la Alcal-
día de 7 de mayo de 2001 por 2.402,45 miles de euros. 
El acta de comprobación de replanteo se emitió el 13 de 
junio de 2001. El plazo de ejecución de las obras se fijó 
en 7 meses, emitiéndose la última certificación en 
noviembre de 2002, cuando la entrega de las obras y la 
inauguración de la Sala de exposiciones se produjo el 
22 de enero de 2002.

Por lo que se refiere a la ejecución del contrato, 
aunque se adjudicó por el presupuesto global, se divi-
dió en dos partes, que se imputaron a partidas presu-
puestarias diferentes, una correspondiente a las obras 
de rehabilitación y urbanización interior y parte de la 

urbanización exterior y otra al resto de la urbaniza-
ción exterior.

Se emitieron 8 certificaciones de obras correspon-
dientes a la rehabilitación y urbanización interior y 
exterior parcial. En una de ellas fue necesario un reco-
nocimiento extrajudicial de crédito ante la falta de con-
signación presupuestaria en el momento de su expedi-
ción y en otras dos retrasar el pago hasta habilitar 
crédito suficiente, incumpliéndose el plazo establecido 
en el artículo 99 del TRLCAP, sin que conste el pago 
de intereses de demora.

Para el resto de la urbanización exterior se emitieron 
9 certificaciones, la última de ellas con fecha de 
noviembre de 2002, que debería corresponder a la 
liquidación ya que se emitió con posterioridad al acta 
de entrega de la obra que se realizó con fecha 22 de 
enero de 2002. Esta certificación no cumple los requisi-
tos de una liquidación ya que se emitió como una certi-
ficación más de las obra ejecutada. De las 9 certifica-
ciones, 3 se abonaron con retraso, incumpliendo el 
plazo establecido en el artículo 99 del TRLCAP, sin 
que conste el abono de intereses de demora.

III.7.1.5 Parque Arqueológico de San Vicente

Este proyecto tenía por objeto la integración, restau-
ración y musealización de los restos de la planta del 
antiguo Convento de San Vicente.

La financiación prevista se fijó en sendos conve-
nios con la Junta de Castilla y León y el Ministerio  de 
Cultura. De acuerdo con el convenio suscrito el 8 de 
noviembre de 2000, el Ministerio se comprometió 
a aportar 1.110,45 miles de euros en el año 2001 y 
740,30 miles de euros en el 2002, mientras que la 
Comunidad Autónoma, con la firma del Protocolo de 
Colaboración para la financiación de varios edificios 
integrantes del patrimonio cultural de la ciudad, se 
comprometió a aportar hasta un máximo del 40% del 
presupuesto de las obras. Este Protocolo fue suscrito 
el 29 de junio de 2000. 

El gasto realizado por el Ayuntamiento fue de 
3.922,41 miles de euros, de acuerdo con la siguiente 
distribución anual:

9 Incluye el importe correspondiente a los importes pendientes 
de aplicar a presupuesto correspondientes a los proyectos comple-
mentario y modificado.

2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL
AYUNTAMIENTO 1.166,07 1.345,37 949,249 — 461,73 3.922,41

Las aportaciones recibidas que constituyeron la 
financiación de las obras procedieron del Ministerio de 
Cultura por importe de 1.848,70 miles de euros y de la 
Junta de Castilla y León por importe de 741,14 miles, 
el resto 1.332,57 miles, fue financiado directamente 
por el Ayuntamiento.

Para la realización del Parque Arqueológico se tra-
mitaron los siguientes expedientes de contratación y 
otras actuaciones:

— Convenio de permuta entre la Universidad Pontifi-
cia de Salamanca y el Ayuntamiento de Salamanca por el 

que se aprobó la permuta del Colegio Hispano Americano 
de Nuestra Señora de Guadalupe y la edificabilidad dota-
cional atribuida por el planeamiento vigente correspon-
diente a dicha superficie, propiedad de la Universidad 
Pontificia, por una parcela propiedad del Ayuntamiento 
valorada en 1.035,07 miles de euros y 102,70 miles a 
entregar en efectivo. Una vez ratificado el Convenio el 21 
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de julio de 2000, se procedió a contratar las obras de acce-
so provisional para que el Colegio pudiese continuar en 
funcionamiento mientras se ejecutaban las obras del con-
trato principal y hasta que se ocupase el nuevo edificio. El 
coste de estas obras fue de 28,30 miles.

— Obras para la construcción del Parque Arqueo-
lógico por 2.756,36 miles de euros, importe que com-
prende la ejecución de las dos fases en las que se divi-
dieron las obras, más dos proyectos modificados y dos 
complementarios.

— Nombramiento de los directores de obra, con 
unos honorarios de 38,18 miles de euros, de los que se 
reconocieron 5,48 miles en 2003 y 28,16 miles en 2005. 
En el contrato de obras se establecía una retención 
del 5% del presupuesto de la ejecución de las obras 
para esta finalidad.

— Contrato de consultoría y asistencia para la eje-
cución del control de calidad para la primera fase del 
contrato de obras por 5,02 miles de euros, que se abo-
naría con cargo al 1,5% a retener al contratista de la 
obra, de acuerdo con la tasa establecida al efecto. Del 
importe total adjudicado se reconocieron 3,43 miles. El 
control de calidad de la segunda fase se contrató direc-
tamente por el adjudicatario de las obras.

— Nombramiento de los responsables de la coordi-
nación de seguridad y salud para la primera fase de las 
obras por 7,46 miles de euros, aunque finalmente se 
abonó por el Ayuntamiento 36,17 miles de euros. No 
consta nombramiento para la segunda fase.

No consta el contrato de redacción del proyecto de 
obras del Parque Arqueológico San Vicente.

Se han fiscalizado la totalidad de contratos de obras 
suscritos: la primera y segunda fase del proyecto de 
ejecución para la protección de los restos de la planta 
del antiguo Convento de San Vicente y los expedientes 
modificados y complementarios. 

En septiembre de 1999 se presentó un proyecto básico 
de intervención y urbanización en la planta del Antiguo 
Convento de San Vicente que incluía un presupuesto glo-
bal de la obra de 2.039,94 miles de euros. Ante la falta de 
crédito para la totalidad del proyecto, se aprobó en 1999 
un expediente de contratación, para una primera fase, con 
un presupuesto de 1.182,30 miles de euros del crédito 
disponible y el resto 857,64 miles, la segunda fase, se 
presupuestó en otro expediente de contratación aprobado 
en 2001. Cada fase dispuso de su memoria y presupuesto 
independiente, licitándose también de forma separada. 
Las memorias definen el mismo objeto, con alguna dife-
rencia en las actuaciones a desarrollar, pero no afectaban 
al objeto de ambos contratos que estaba constituido por la 
integración, restauración y musealización de los restos de 
la planta del antiguo Convento de San Vicente. El expe-
diente de contratación de la primera fase se aprobó en 
diciembre de 1999  con un presupuesto de 1.182,30 miles 
de euros, y el de la segunda fase en octubre de 2001, con 
un presupuesto de 857,64 miles de euros, ambos median-
te concurso y procedimiento abierto.

El acta de replanteo previo a la tramitación del 
expediente de contratación, una vez aprobado el pro-
yecto, como establece el artículo 129 de la LCAP, seña-
laba la plena disponibilidad de los terrenos. Sin embar-
go, existían informes anteriores que exponían la 
necesidad de adquirir los bienes y realizar las obras de 
acceso al Colegio Nuestra Señora de Guadalupe. Estas 
obras eran necesarias para la ejecución del contrato, 
como se puso de manifiesto posteriormente. A pesar de 
ello, el procedimiento se desarrolló hasta la formaliza-
ción del contrato. La adjudicación se realizó el 16 de 
febrero de 2000 por 1.122,24 miles de euros, formali-
zándose el 29 de marzo del mismo año. 

Hasta el 15 de junio de 2000 no se suscribió el conve-
nio entre el Ayuntamiento y la Universidad Pontificia 
para la permuta de los bienes anteriormente menciona-
dos. Las obras de acceso al Colegio, cuyo coste ascendió 
a 28,30 miles de euros, se empezaron a ejecutar tras la 
firma del acta de comprobación del replanteo de la pri-
mera fase de la obra principal, el 1 de febrero de 2001, 
de acuerdo con lo señalado por la empresa adjudicataria 
en su oferta. El 24 de julio de 2001, el arquitecto munici-
pal emitió un informe favorable sobre las obras de acce-
so ejecutadas; sin embargo, la propuesta de gasto y la 
adjudicación de estas obras, se realizaron con posteriori-
dad, en septiembre y diciembre de 2001 respectivamen-
te. La factura se presentó con la misma fecha que la 
adjudicación de las obras y por su importe total. En con-
secuencia estas obras de acceso fueron ejecutadas al 
margen del procedimiento legalmente establecido

Por lo que se refiere a la ejecución de la obra princi-
pal, la primera fase se inició a partir del acta de compro-
bación de replanteo, el 1 de febrero de 2001, un año 
después de la formalización del contrato, incumpliéndo-
se el artículo 142 de la LCAP. No se emitió certificación 
correspondiente al mes de noviembre, cuando de acuer-
do con el artículo 145 de la LCAP las certificaciones 
deben expedirse con una periodicidad mensual. La certi-
ficación del mes de diciembre (certificación n.º 10) reco-
ge parte de las obras pendientes del proyecto inicial y el 
modificado aprobado en noviembre de 2001. En la fecha 
en que se emitió esta certificación, de acuerdo con el 
informe de la oficina presupuestaria del Ayuntamiento, 
no existía consignación presupuestaria para esta finali-
dad, que no se dotó hasta finales del mes de diciembre.

En noviembre de 2001 se presentó la memoria del 
proyecto modificado a la primera fase con un presu-
puesto de 223,13 miles de euros, que suponía un incre-
mento del 19,88% sobre el proyecto inicial. La justifi-
cación del modificado se debió,  en parte,  a 
imprevisiones y carencias del proyecto inicial. Esta 
situación ya había sido puesta de manifiesto por la 
Intervención, continuándose a pesar de ello con la tra-
mitación del expediente.

La ejecución de las obras correspondientes al pro-
yecto modificado se realizaron con anterioridad a la 
tramitación y aprobación del correspondiente expe-
diente, puesto que la adjudicación se produjo el 27 de 
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diciembre de 2001 y la formalización del contrato el 3 
de enero de 2002, mientras que la certificación de obras 
emitida en el mes de diciembre ya incluía la ejecución 
de este proyecto modificado.

La tramitación de la segunda fase de las obras se 
realizó estando vigente el TRLCAP, aprobado en el 
año 2000.

El 4 de diciembre de 2001 se adjudicó la obra de la 
segunda fase por 850,78 miles de euros, al mismo con-
tratista que venía ejecutando la primera y la formaliza-
ción del contrato se suscribió el 3 de enero de 2002.

En el mes de mayo de 2002 se solicitó la autorización 
para redactar las memorias y los presupuestos de los pro-
yectos de obras complementarios a la primera fase por 
223,65 miles de euros, un 19,93% del presupuesto defi-
nitivo; y a la segunda fase por 167,44 miles de  euros, un 
19,52% del presupuesto y otro proyecto modificado de 
la segunda fase por 169,11 miles de euros. Todos fueron 
tramitados conjuntamente, aprobándose el 28 de noviem-
bre de 2002. El 13 de enero de 2004 se adjudicaron los 
proyectos complementario y modificado de la segunda 
fase y, por el contrario, no consta la adjudicación del 
proyecto complementario de la primera fase.

La ejecución de las obras correspondientes a la 
segunda fase se inició en febrero de 2002, emitiéndose 
9 certificaciones de la obra principal. La certificación 
n.º 9 correspondía a la ejecución de las obras del pro-
yecto modificado. Su importe ascendió a 168,96 miles 
de euros que no se aplicaron a presupuesto hasta el 
ejercicio 2004. En este mismo ejercicio se emitió y se 
aplicó a presupuesto la certificación n.º 1 de las obras 
complementarias de la segunda fase, por importe de 
129,99 miles de euros.

La justificación para realizar los proyectos de las 
obras complementarias era la misma que para las obras 

principales; además, debido a que el fraccionamiento de 
las obras en dos fases no estaba justificado en el objeto 
del contrato, no existió conexión entre los complemen-
tarios y cada una de las fases de la obra principal. 

Los proyectos modificados y complementarios se 
ejecutaron con anterioridad a la tramitación de los res-
pectivos expedientes, incumpliéndose los procedimien-
tos legalmente establecidos. Además, se utilizaron de 
manera inadecuada las figuras de los expedientes modi-
ficado y complementario establecidas en  el TRLCAP, 
puesto que no respondían  a los motivos que, de acuer-
do con la legislación aplicable, deben servir. 

En 2004 el Ayuntamiento reconoció obligaciones 
por 461, 73 miles de euros y 261,25 miles figuran pen-
dientes de imputar a presupuesto a la fecha de cierre de 
los trabajos de fiscalización.

III.7.1.6 Centro de Arte Salamanca

El Centro de Arte de Salamanca destinado a acoger 
exposiciones, fundamentalmente de arte contemporá-
neo, se ubicó mediante obras de restauración y rehabili-
tación en la antigua Prisión Provincial.

La financiación del expediente se realizó mediante 
aportaciones del Ministerio de Fomento y de la Junta de 
Castilla y León. De acuerdo con el convenio suscrito el 
10 de noviembre de 2000, el Ministerio aportaría el 60% 
del presupuesto de la obra y la Comunidad Autónoma se 
comprometió en el Protocolo suscrito el 29 de junio 
de 2000 a aportar el 35,26%. El coeficiente de financia-
ción correspondiente al Ayuntamiento fue de  4,74%.

El Centro de Arte fue inaugurado el 22 de abril 
de 2002 y el gasto aplicado por el Ayuntamiento y 
CULTURSA fue de 11.528,90 miles de euros, de 
acuerdo con el siguiente detalle:

2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL
AYUNTAMIENTO 2.359,98 4.018,27 2.685,89 — 2.317,81 11.381,95
CULTURSA — — 49,11 96,96 — 146,07
      TOTAL 2.359,98 4.018,27 2.735,00 96,96 2.717,81 11.528,90

Para la realización del Centro de Arte de Salamanca 
se llevaron a cabo los siguientes expedientes de contra-
tación y otras actuaciones:

— Contrato de compra del inmueble y del solar de 
la antigua Prisión Provincial por 1.013,72 miles de 
euros a la Sociedad Estatal de Infraestructuras y Equi-
pamientos Penitenciarios, entregándose en pago un 
solar propiedad del Ayuntamiento, valorado en 372,71 
miles de euros, y la diferencia, 641,01 miles de euros, 
se abonó en tres anualidades. La adquisición del inmue-
ble se realizó el 14 de junio de 2000.

— Obras para la rehabilitación de la Prisión Pro-
vincial de Salamanca, como adaptación a centro de 
arte, por 9.622,98 miles de euros, incluyendo un modi-
ficado del proyecto inicial.

— Contrato de redacción del proyecto de la obra y 
del modificado, por los que se abonaron 144,24 miles 
de euros.

— Nombramiento de directores de obra con unos 
honorarios de 84,74 miles de euros.

— Contrato de consultoría y asistencia técnica para 
el de control de calidad, adjudicado por 103,81 miles 
de euros de los que se reconocieron 99,80 miles de 
euros. Al igual que en el resto de expedientes para esta 
finalidad, financiado mediante retenciones practicadas 
al contratista de la obra.

— Contrato de consultoría y asistencia técnica para 
la coordinación de seguridad y salud con un coste de 
112,96 miles de euros, reteniéndose por este concepto 
al contratista de la obra el 4% del presupuesto de ejecu-
ción material de las obras.
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Se ha fiscalizado el contrato de rehabilitación de la 
antigua Prisión Provincial, obteniéndose los siguientes 
resultados:

El expediente de contratación se aprobó por la 
Comisión de Gobierno el 24 de octubre de 2000, con 
un presupuesto de 7.768,98 miles de euros. La adjudi-
cación se llevaría a cabo mediante concurso y procedi-
miento abierto, declarando la tramitación urgente del 
expediente.

Como el resto de expedientes examinados, el pliego 
de cláusulas administrativas definía criterios para la 
adjudicación del contrato, que correspondían a criterios 
de acreditación de la solvencia técnica o profesional del 
contratista.

Las actas de apertura de plicas y de propuesta de 
adjudicatario se encontraban firmadas por algunas per-
sonas que no formaban parte de la mesa de contrata-
ción, sin que constase delegación al respecto.

El 20 de diciembre se adjudicó la obra por 7.305,17 
miles de euros, formalizándose el contrato el mismo 
día de la adjudicación.

Por lo que se refiere a la ejecución de las obras, se 
emitieron 17 certificaciones, la primera de ellas corres-
pondiente al mes de diciembre de 2000 y, posterior-
mente, se fueron aprobando con una periodicidad men-
sual excepto las dos últimas, puesto que desde febrero 
de 2002 sólo se emitieron certificaciones en abril y 
junio de este año.

El acta de ocupación de las obras se firmó el 22 de 
abril de 2002 y en ella se recepcionaron también las 
obras correspondientes al proyecto reformado, es decir 
el proyecto original y el modificado.

El expediente de modificación, se aprobó por la 
Alcaldía el 8 de febrero de 2002, y se justificó en cam-
bios solicitados por el Consorcio Salamanca 2002 y 
derivados de la anulación de un aparcamiento subterrá-
neo previsto en el proyecto inicial, así como en mejoras 
y reajustes en la accesibilidad y protección contra el 
fuego. Este expediente de obras no fue tramitado admi-
nistrativamente por falta de crédito presupuestario, lo 
que no impidió que las obras se llevaran a cabo.

Con fecha 16 de abril de 2004, la Junta de Gobierno 
aprobó el abono del importe de estas obras por importe 
de 1.444,62 miles de euros. Esta modificación repre-
sentaba el 19,77% del precio inicial. Además, en 2004 
se reconoció una última certificación correspondiente a 
la liquidación de las obras por importe de 873,19 miles 
de euros que representaba el 9,97% del precio del pro-
yecto ya reformado. 

Por todo ello, el proyecto reformado se realizó al 
margen del procedimiento legalmente previsto y, al 
igual que en contratos anteriores, se utilizó la figura de 
los proyectos modificados y complementarios de forma 
inadecuada, al no tener por objeto cubrir ineficiencias, 
errores o imprevisiones en los proyectos iniciales.

CULTURSA realizó diferentes adquisiciones para el 
equipamiento del Centro de Arte Salamanca en los ejer-

cicios 2002 y 2003. La principal operación llevada a 
cabo por la Sociedad fue la adquisición de equipamiento 
para el almacenaje y archivo por importe de 103,33 
miles de euros mediante la adjudicación de un contrato 
en el ejercicio 2003 tras la apertura de un procedimiento 
de licitación para la presentación de ofertas. Esta adqui-
sición debió ser realizada por el Ayuntamiento de Sala-
manca al tratarse de edificios propiedad del mismo.

III.7.1.7  Contratos de control de calidad, dirección de 
obras y coordinación de seguridad y salud

El Ayuntamiento de Salamanca para financiar la 
dirección de las obras, su control de calidad y la coordi-
nación de seguridad y salud, practicaba retenciones al 
contratista de la obra mediante la correspondiente tasa.

Los pliegos de los contratos de obra establecían las 
retenciones a practicar al contratista, en aplicación de 
la tasa por dirección de obra, inspección, control de 
calidad y liquidación de obras cuya ordenanza fiscal 
era aprobada cada ejercicio por la Corporación.

De acuerdo con lo establecido en la ordenanza de la 
tasa, al contratista se le retenía un 5% del presupuesto 
de ejecución material de la obra en concepto de traba-
jos de dirección, inspección y liquidación de obras y el 
1,5% del mismo presupuesto en concepto de control de 
calidad de materiales e instalaciones. Estas retenciones 
eran practicadas en cada certificación.

Además de estas retenciones practicadas como con-
secuencia de la aplicación de la tasa, los pliegos esta-
blecían otra retención del 0,8% del presupuesto de eje-
cución, también a practicar al contratista de la obra,  
para la coordinación de seguridad y salud. 

Los expedientes de contratación del control de cali-
dad examinados fueron adjudicados a contratistas dis-
tintos de los adjudicatarios de las obras. 

La dirección de obras del Teatro Liceo y Sala de 
Exposiciones de Santo Domingo se encomendó a técni-
cos municipales. En el resto de las obras objeto de aná-
lisis se nombraron profesionales ajenos a la Corpora-
ción, sin tramitar contrato administrativo alguno, como 
hubiera sido preceptivo al tratarse de una prestación 
de servicios, incluida en el objeto definido por el 
TRLCAP para los contratos de consultoría, asistencia 
técnica y de servicios. En el caso de la dirección de las 
obras de rehabilitación del Teatro Liceo, los técnicos 
municipales que redactaron el proyecto y llevaron a 
cabo la dirección de las obras percibieron 58,58 miles 
de euros en concepto de gratificaciones.

Para la coordinación de seguridad y salud se nom-
braron técnicos ajenos a la Corporación sin tramitar 
contrato administrativo alguno.

El Ayuntamiento de Salamanca establecía porcenta-
jes en los pliegos de cláusulas administrativas que 
suponían retenciones superiores a los precios licitados 
en los contratos para el control de calidad y a los fija-
dos en el nombramiento de directores de obra y coordi-
nación de seguridad y salud.
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De estos contratos se han analizado los expedientes 
completos relativos al Centro de Artes Escénicas y al 
Pabellón Multiusos Sánchez Paraíso, con los siguientes 
resultados:

1.º  Contrato de asistencia técnica para el control de 
calidad en el seguimiento de las obras del Centro 
de Artes Escénicas

El contrato de control de calidad de las obras del 
Centro de Artes Escénicas fue un contrato de consulto-
ría y asistencia técnica, cuyo expediente de contrata-
ción se aprobó por Resolución de la Alcaldía de 7 de 
febrero de 2001. En dicho acuerdo se aprobaron los 
pliegos en los que se estableció una tramitación ordina-
ria del expediente y un procedimiento de adjudicación 
mediante concurso abierto. El precio fijado fue de 
126,17 miles de euros.

La tasa por dirección de obra, inspección, control de 
calidad y liquidación de obras establecía la retención al 
contratista de la obra del 1,5% del presupuesto de eje-
cución de material de la obra, no obstante la retención 
aplicada fue del 2%.

El artículo 202 del TRLCAP establece que para la 
celebración de este tipo de contratos es necesario que el 
expediente incorpore un informe del servicio interesa-
do en el que se justifique debidamente la insuficiencia, 
la falta de adecuación o conveniencia de no aplicar los 
medios personales y materiales con que cuenta la 
Administración para cubrir las necesidades que se tra-
tan de satisfacer a través del contrato, informe que no 
consta en el expediente.

El contrato se adjudicó mediante Resolución de la 
Alcaldía de 7 de mayo de 2001 por el precio de licita-
ción fijado en el expediente. La formalización del con-
trato se realizó el 6 de junio del mismo año.

Los criterios de selección para la adjudicación, 
regulados en el pliego de cláusulas administrativas no 
se ajustaron a lo establecido en el artículo 86 del 
TRLCAP. Uno de los criterios establecidos era la capa-
cidad técnica de la empresa y los medios materiales y 
humanos a disposición del trabajo, criterio que no debe 
de ser objeto de valoración, ya que este es un requisito 
para acreditar la solvencia técnica o profesional. La 
aplicación del criterio de la valoración económica no 
fue adecuada ya que se puntuó al adjudicatario median-
te la referencia de la «tipología de las pruebas y ensa-
yos y su coste unitario», cuando a este procedimiento 
no se hacía mención en el pliego.

La Alcaldía aprobó el pliego de cláusulas adminis-
trativas con los criterios señalados, a pesar de que las 
deficiencias señaladas fueron puestas de manifiesto por 
la Intervención del Ayuntamiento. En el informe de la 
Secretaria Municipal no consta el pliego de cláusulas 
administrativas.

La aplicación de los criterios aprobados pudo limi-
tar la concurrencia, establecido en el artículo 11 del 

TRLCAP como uno de los principios que inspiran la 
contratación de las Administraciones Públicas.

En cuanto a la ejecución del contrato, no se realiza-
ron certificaciones mensuales, tal y como establecía el 
artículo 3 del pliego de cláusulas administrativas. 
Constan 7 certificaciones por importe de 95,17 miles 
de euros y a enero de 2005 figuran pendientes de certi-
ficar 31 miles para completar el precio adjudicado.

2.º  Contrato de asistencia técnica para el control de 
calidad en el seguimiento de las obras del Pabe-
llón Multiusos Sánchez Paraíso

El contrato del control de calidad de las obras del 
Pabellón Multiusos se calificó también como un con-
trato administrativo de consultoría y asistencia técnica. 

El expediente de contratación fue aprobado median-
te Resolución de la Alcaldía de 6 de marzo de 2001 con 
un presupuesto de licitación de 147,61 miles de euros, 
estableciéndose como forma de adjudicación el concur-
so mediante procedimiento abierto.

No consta en el expediente informe justificando la 
insuficiencia, la falta de adecuación o la conveniencia 
de no aplicar los medios materiales y personales con 
que cuenta la Corporación para cubrir las necesidades 
que se tratan de satisfacer a través del contrato, exigido 
en el artículo 202 del TRLCAP.

El pliego aprobado definía como criterios de adjudi-
cación del contrato, los medios materiales y personales 
que son criterios para acreditar la solvencia técnica y 
profesional, además, el expediente no fue informado 
por la Secretaría del Ayuntamiento tal y como establece 
el artículo 113 del TRLCAP.

La adjudicación del concurso se acordó el 9 de 
mayo de 2001 por 144,15 miles de euros, importe por 
el que finalmente se ejecutó.

En la ejecución del contrato las certificaciones no se 
realizaron con periodicidad mensual y 7 de las 20 fac-
turas emitidas, correspondientes a los meses de enero a 
agosto de 2002, tenían fecha de 22 de julio de 2003, 
posterior a la ocupación definitiva de las obras, que se 
produjo el 9 de junio de 2003.

El pago de 16 facturas se realizó con un retraso 
superior a los dos meses establecidos en el artículo 99.4 
del TRLCAP, sin que consten intereses de demora.

3.º Otros resultados

Respecto a la justificación de tramitar este tipo de 
contratos, la cláusula 38 del Decreto 3854/1970, de 31 
de diciembre, que aprueba el Pliego de cláusulas admi-
nistrativas generales para la contratación de obras del 
Estado otorga la facultad a la dirección de la obra de 
ordenar que se verifiquen los ensayos y análisis de 
materiales y unidades, en caso de resultar pertinentes y 
fija que los gastos que se originen serán de cuenta del 
contratista hasta un importe máximo del 1% del presu-
puesto de la obra.
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En los pliegos de los contratos de obras se estable-
ció como uno de los criterios de selección del adjudica-
tario que definiera «los niveles y desarrollo de los con-
troles de calidad a que se compromete, con expresión 
de su repercusión porcentual sobre el presupuesto». 

Por tanto, aunque el control de calidad aparece debi-
damente regulado en la legislación de los contratos 
administrativos de obras y en los pliegos aprobados por 
la Corporación se contemplaba el importe destinado a 
esta finalidad estas cantidades como uno de los criterios 
de selección del adjudicatario, el Ayuntamiento celebró 
un contrato de asistencia para la realización de estas fun-
ciones sin que conste en el expediente motivación alguna 
que justifique la utilización de un procedimiento diferen-
te al contemplado en la legislación aplicable.

En algunos casos el precio del contrato adjudicado 
superaba el 1,5% sobre el presupuesto de ejecución 
material de la obra y el 1% de referencia establecido en 
el Decreto 3854/1970, antes citado, como coste máxi-
mo de esta prestación, según se haya motivado por la 
Corporación la necesidad de aplicar un porcentaje 
superior.

Por lo que se refiere a los contratos correspondien-
tes al resto de edificios, el control de calidad del Teatro 
Liceo se adjudicó directamente a la empresa propuesta 
por el adjudicatario de las obras sin que se tramitara el 
correspondiente expediente de contratación de consul-
toría y asistencia técnica.

El control de calidad de la Sala de Exposiciones de 
Santo Domingo se adjudicó, tras la consulta de tres 
ofertas a una empresa, sin tramitar expediente de con-
tratación, por importe de 17,06 miles de euros, presen-
tándose una sóla factura por un importe superior, 18,22 
miles. Las retenciones practicadas al contratista fueron 
superiores al 1,5% establecidas en la ordenanza fiscal y 
representó el 2,5% de cada certificación.

Por último, el Informe de fiscalización del Tribunal 
de Cuentas, aprobado por el Pleno el 15 de julio de 
2004, sobre los Procedimientos de Gestión y Control 
de Tasas en el Sector Público Estatal, hace referencia al 
efecto de este tipo de tasas sobre la contratación públi-
ca y recomienda estudiar la posibilidad de suprimirlas, 
con la inherente reducción de los porcentajes de incre-
mento de los presupuestos de ejecución material de las 
obras afectadas. Esta supresión tendría un impacto pre-
supuestario prácticamente nulo y colaboraría notable-
mente a simplificar la gestión administrativa.

III.7.2 Otras Inversiones

Con independencia de las inversiones realizadas en 
la construcción y rehabilitación de los edificios en los 
que se desarrollaron los actos de la capitalidad cultural, 
el Consorcio y CULTURSA realizaron otras inversio-
nes de menor importancia cuantitativa, de acuerdo con 
el siguiente detalle:

(miles de euros)
2000 2001 2002 2003 TOTAL

CONSORCIO 616,76 135,32 1,07 — 753,15

CULTURSA — 54,39 789,89 215,77 1.060,05

     TOTAL 616,76 189,71 790,96 215,77 1.813,20

El Consorcio realizó adquisiciones de inmovilizado 
en los ejercicios 2000 y 2001 y una vez creada la Socie-
dad cesó su actividad inversota, canalizadas a través de 
CULTURSA.

Por lo que se refiere a las inversiones del Consorcio 
se ha analizado una muestra de los gastos realizados por 
importe de 207,81 miles de euros del ejercicio 2000 y de 
47,76 miles de 2001, que representan el 33% y 35% del 
total y que correspondieron a los siguientes expedientes:

— Logotipo Salamanca 2002, por 38,95 miles de 
euros, del que sólo consta la propuesta y aprobación del 
gasto y el abono de la factura que comprendía el coste 
del trabajo encargado y la tasa del registro de Patentes y 
Marcas.

— Tres contratos de suministro, uno para la adqui-
sición de un piano de cola, por importe de 89,68 miles 
de euros, otro para adquisición de mobiliario para la 
nueva sede del Consorcio por 28,54 miles y otro de un 
sistema de sonido por 19,22 miles, tramitados mediante 
procedimiento negociado sin publicidad. Para la adqui-
sición del piano de cola fue necesario aprobar un suple-

mento de crédito ya que el gasto no estaba inicialmente 
previsto.

— Dos contratos administrativos fueron adjudica-
dos por procedimiento abierto mediante concurso, uno 
para la adquisición de mobiliario por importe de 34,85 
miles de euros y otro para equipo informático por 
importe de 32,45 miles, ambas para la sede del Consor-
cio Salamanca 2002.

— La oferta presentada por el adjudicatario del 
contrato para la adquisición del mobiliario representó 
una baja del 51% del precio de licitación, por lo que se 
debería haber solicitado información al mismo sobre su 
capacidad para cumplir la oferta, así como emitir un 
informe técnico y solicitar una garantía complementa-
ria, en virtud del artículo 36.4 del TRLCAP. 

— Por lo que se refiere a la adquisición del equipo 
informático, con posterioridad a la publicación de la 
convocatoria de licitación se modificó el número y 
características del material a suministrar, lo que tendría 
que haber dado lugar a la publicación de una nueva con-
vocatoria, reiniciando el plazo de presentación de pro-
puestas, de acuerdo con el artículo 78.2 del TRLCAP.
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— Adquisición de dos videos proyectores portátiles 
por 11,88 miles de euros. De acuerdo con el artícu-
lo 176 del TRLCAP este contrato tiene el carácter de 
contrato menor. Para hacer frente a esta adquisición fue 
necesario aprobar una modificación presupuestaria por 
suplemento de crédito, ya que esta inversión no estaba 
prevista inicialmente. Por otra parte, la propuesta de 
adquisición de los videos y el informe de la compra 
realizada por el Coordinador General no fijaba las 
características de los videos ni su importe. 

En ninguno de los expedientes se justificó la elec-
ción del procedimiento y formas de adjudicación utili-
zados.

Por lo que se refiere a las adquisiciones de «Otro 
Inmovilizado» por CULTURSA se ha analizado 
una muestra de 41,83 miles de euros, 183,38 miles y 
37,65 miles, para los ejercicios 2001, 2002 y 2003, con 
los siguientes resultados: 

— Desarrollo de la página Web. CULTURSA for-
malizó el 30 de agosto de 2001 un contrato, previa 
propuesta del Director Gerente, por 69,69 miles de 
euros. No se han observado deficiencias en la ejecución 
del contrato.

— Compra de una pieza de la exposición Mona 
Hatum por importe de 95,88 miles de euros. El expe-
diente estaba formado por una factura de 60 miles de 
libras, el escrito del Director Gerente ordenando la 
transferencia bancaria y la orden de transferencia por 
importe de 95,88 miles, gastos bancarios incluidos. No 
consta contrato de compra.

— Adquisición de tres videos proyectores por 
importe de 44,48 miles de euros. Consta la factura, la 
orden de pago del Director Gerente sin cuantificar su 
importe y la orden de transferencia.

— Adquisición de libros para la biblioteca del 
Centro de Arte Salamanca por un importe total de 
50,23 miles de euros. Se ha seleccionado una muestra 
que representa el 45% del total, 15,16 miles de 2002 
correspondientes a dos facturas y 7,30 miles de un pago 
realizado en 2003.

— Adquisición de tres vehículos por importe de 
30,35 miles de euros en 2003. El Director Gerente de 
CULTURSA acordó el 17 de febrero de 2003 adquirir 
tres vehículos para su uso inmediato, y con el objeto de 
cederlos a la Fundación Salamanca Ciudad de la Cultu-
ra y a la Fundación Centro de Arte de Salamanca. Esta 
adquisición no estaba prevista en el programa de inver-
siones de CULTURSA para el ejercicio 2003 en que 
estaba prevista la liquidación de la Sociedad. 

III.8  Liquidación del Consorcio Salamanca 2002 y de 
CULTURSA

El proceso de liquidación de las entidades que gestio-
naron las actividades realizadas en Salamanca como 
consecuencia de la capitalidad cultural se inició el 10 de 

marzo de 2003, fecha en la que la Junta General de 
CULTURSA acordó la disolución de la Sociedad y la 
apertura del proceso de liquidación con el nombramiento 
de los liquidadores. El acuerdo mencionado fue publica-
do en el BORME el 3 de abril de 2003, en cumplimiento 
de lo establecido en el artículo 263 del TRLSA.

En el acuerdo de disolución y con motivo del inicio 
de la liquidación de la Sociedad, era necesario elaborar 
y aprobar el inventario de bienes existentes y el balance 
de la sociedad, referidos a la fecha en la que se inició la 
liquidación de la Sociedad, 10 de marzo de 2003, de 
acuerdo con lo señalado en el artículo 272 del mencio-
nado texto legal. Sin embargo, dichos documentos con-
tables no fueron elaborados ni aprobados hasta el 2 de 
diciembre de 2003 que se celebró la Junta General de 
CULTURSA que aprobó las Cuentas Anuales corres-
pondientes al ejercicio 2002 y las Cuentas Anuales 
correspondientes al ejercicio 2003 propuestas por los 
liquidadores.

Las cuentas anuales de los ejercicios 2002 y 2003 
no han sido depositadas en el Registro Mercantil, 
incumpliendo lo establecido en el artículo 218 del 
TRLSA, que establece la obligación de depositar las 
cuentas dentro del mes siguiente a su aprobación.

Además de la aprobación de las cuentas anuales, en 
la Junta General se aprobó la cesión global del activo y 
pasivo de la Sociedad al Consorcio Salamanca 2002.

El 12 de julio de 2004 se inscribió en el Registro 
Mercantil la extinción de la Sociedad sin depósito de 
libros.

En la liquidación se tramitó y ejecutó una cesión de 
activos y pasivos al Consorcio que, como accionista 
único se subrogó en la posición jurídica de CULTURSA; 
sin embargo, la escritura pública se refiere a una disolu-
ción y no a una liquidación del patrimonio. La fecha de 
disolución de la sociedad instrumental CULTURSA 
fue el 2 de diciembre de 2003.

En el acuerdo de la Junta General de 2 de diciembre 
de 2003 se ratificó la ampliación del contrato de crédi-
to suscrito el 17 de julio de 2002  por importe de 
5.000 miles de euros en 925 miles, y se acordaron dos 
solicitudes de aplazamiento de su pago hasta el 31 de 
diciembre de 2003, según se adujo por los retrasos en el 
ingreso de las aportaciones de miembros del Consorcio. 

Por lo que se refiere al Consorcio, el 2 de diciembre 
de 2003 se celebró una Junta de Gobierno que adoptó el 
acuerdo de subrogarse en la posición jurídica de la 
Sociedad disuelta. Asimismo, acordó la disolución del 
Consorcio Salamanca 2002 y el inicio del procedimien-
to de liquidación.

La Disposición final segunda de los Estatutos del 
Consorcio establecía que el Consorcio se debía disolver 
dentro del año 2003, procediéndose a su liquidación al 
término de su vigencia y constituyéndose a tal fin una 
Comisión liquidadora integrada por un representante de 
cada una de las entidades consorciadas para la elabora-
ción de la propuesta de liquidación a aprobar por la 
Junta de Gobierno. Se nombró una Comisión liquidado-
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ra con la misma composición que la Comisión Ejecutiva 
del Consorcio, que se disolvió con la apertura de la fase 
de liquidación y no se aprobó ningún balance a la fecha 
del acuerdo de disolución que fijara la situación patri-
monial en el inicio del procedimiento de liquidación.

La primera reunión de la Comisión Liquidadora 
tuvo lugar el 22 de diciembre de 2003, presentándose 
un balance a de 16 de diciembre de 2003, sin que se 
propusiera su aprobación. En este balance figuraban 
determinadas rúbricas procedentes de CULTURSA que 
ya formaban parte del patrimonio del Consorcio, como 
el inmovilizado material, cuyo valor neto contable 
ascendía a 3.386,81 miles de euros, el inmovilizado 
inmaterial con un importe de 3,06 miles los clientes 
con un saldo de 13,95 miles y las existencias por 
importe de 292,33 miles. Los saldos de estas rubricas 
estaban provisionados en su totalidad.

Desde la apertura del procedimiento de liquidación 
hasta enero de 2005 solo se celebró una Junta de 
Gobierno del Consorcio Salamanca 2002, el 30 de 
junio de 2004. En esta Junta se aprobó la Cuenta Gene-
ral del Consorcio del ejercicio 2002, la liquidación y la 
Cuenta General del ejercicio 2003 y también, se acordó 
la reclamación a las entidades consorciadas para que en 
el plazo de tres meses ingresasen las cantidades pen-
dientes de pago. A la fecha de redacción del presente 
Informe no se había producido el ingreso.

También se aprobó en dicha Junta el inventario del 
Consorcio, que no se había elaborado en todo el perio-
do y se autorizó al Ayuntamiento de Salamanca así 
como a los organismos, fundaciones y sociedades de él 
dependientes, el uso de los bienes del Consorcio para el 
ejercicio de sus fines.

Se reconocieron nuevos gastos por importe de 
290,49 miles de euros, que añadidos a las deudas ya 
existentes totalizaron 4.603,24 miles, y se acordó apla-
zar el pago de las facturas pendientes hasta que se pro-
dujeran los ingresos procedentes del Ministerio de 
Cultura y de la Junta de Castilla y León. Ante los pro-
blemas de liquidez existentes en el Consorcio, también 
se aprobó la solicitud de la ampliación del plazo del 
contrato de crédito hasta el 31 de diciembre de 2004.

A la fecha de redacción del presente Informe no se 
ha aprobado ningún estado financiero correspondiente 
al ejercicio 2004 y la liquidación del Consorcio no se 
ha producido.

IV. CONCLUSIONES

IV.1 Con objeto de organizar y ejecutar las activi-
dades derivadas de la designación de Salamanca como 
Ciudad Europea de la Cultura para el año 2002 se crea-
ron dos entidades:

— El Consorcio Salamanca 2002 cuyos miembros 
fueron el Ayuntamiento de Salamanca, la Diputación 
provincial de Salamanca, la Junta de Castilla y León, la 

Administración General del Estado, la Universidad de 
Salamanca y Caja Duero.

— La sociedad mercantil Cultura y Turismo de 
Salamanca (CULTURSA), participada al 100% por el 
Consorcio.

El objeto de ambas Entidades era fundamentalmen-
te el mismo y, aunque el Consorcio se reservó las com-
petencias de programación y captación de recursos y a 
la sociedad le encomendó la ejecución de la programa-
ción, no siempre se respetó esta diferenciación de fun-
ciones. La creación de CULTURSA no respondió a los 
fines previstos en la legislación mercantil para estas 
entidades, sino a una pretendida agilidad en el desarro-
llo de su actividad.

IV.2 El Consorcio Salamanca 2002 y CULTURSA 
rindieron sus Cuentas anuales al Tribunal fuera del 
plazo legalmente establecido; es decir, después del 15 
de octubre del año inmediatamente posterior al ejerci-
cio correspondiente. Los retrasos oscilaron entre 4 y 14 
meses. Además el Consorcio, respecto al ejercicio 
2004, a pesar de haber desarrollado alguna actividad 
económica en este periodo, ni aprobó presupuestos ni 
formó las Cuentas anuales.

IV.3 Las Cuentas anuales del Consorcio Salaman-
ca 2002 de los ejercicios 2000 y 2001 representaron la 
imagen fiel del patrimonio, de los resultados y de la 
situación financiera y presupuestaria desarrollada 
durante dichos ejercicios:

Las Cuentas anuales del Consorcio Salamanca 2002 
del ejercicio 2002 representaron la imagen fiel del 
patrimonio, de los resultados y de la situación financie-
ra y presupuestaria desarrollada durante dicho ejerci-
cio, excepto por:

— A 31 de diciembre de 2002 tenía registrados 
deudores pendientes de cobro por importe de 1.073,36 
miles de euros (el 12% del total activo) que no se 
encontraban acreditados por los correspondientes com-
promisos de gastos de las Entidades Consorciadas, y en 
la liquidación del presupuesto se reconocieron inco-
rrectamente derechos por el mismo importe que repre-
sentaron el 7% del total de ingresos del ejercicio.

Las Cuentas anuales del Consorcio Salamanca 2002 
correspondientes al ejercicio 2003 no representaron la 
imagen fiel del patrimonio, de los resultados y de la 
situación financiera y presupuestaria desarrollada 
durante dicho ejercicio, a causa de:

— El importe de los derechos pendientes de cobro 
no acreditados ascendió al cierre de este ejercicio a 
4.078,41 miles de euros, que representaban el 40% del 
total activo.

— Se reconocieron incorrectamente la totalidad de 
los derechos de la liquidación del presupuesto de este 
ejercicio que ascendieron a 3.005,05 miles de euros.
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IV.4 Las Cuentas anuales de CULTURSA corres-
pondientes al ejercicio 2001 representaron la imagen 
fiel del patrimonio y de los resultados de la gestión eco-
nómico financiera, desarrollada en dicho ejercicio.

La Cuentas anuales de CULTURSA correspondien-
tes al ejercicio 2002 no representaron la imagen fiel del 
patrimonio y de los resultados de la gestión económico 
financiera desarrollada en dicho ejercicio, a causa de:

— El inmovilizado incluía, al menos, 2.414,37 miles 
de euros correspondientes a activos en bienes de pro-
piedad municipal que deberían haber sido provisiona-
dos en su totalidad. Este importe representaba el 74% 
del total inmovilizado y el 29% del total activo.

— La Sociedad carecía de inventario de existencias 
que permitiera el adecuado control y valoración de las 
mismas. El saldo de existencias ascendió a 191,94 miles 
de euros.

— Los ingresos a distribuir en varios ejercicios 
incluían subvenciones de capital por 2.136,47 miles de 
euros correspondientes a fondos entregados por el Con-
sorcio para la adquisición de inmovilizado en bienes 
municipales. Estas subvenciones deberían haberse tras-
pasado a resultados del ejercicio.

— El importe de los acreedores con saldo deudor 
ascendió a 476,45 miles de euros, saldo que se debía, 
fundamentalmente, a la contabilización del pago de 
facturas con anterioridad al reconocimiento de las obli-
gaciones. Este reconocimiento se registró en el ejerci-
cio 2003, imputándose gastos del ejercicio 2002 
en 2003. La cuantía de los acreedores con saldo deudor 
representaba el 113% del saldo de acreedores por pres-
tación de servicios a 31 de diciembre.

— CULTURSA contabilizó dos veces facturas por un 
importe de, al menos, 367,09 miles de euros. Este error, 
que representaba el 87% del saldo de acreedores por pres-
tación de servicios, se corrigió en el ejercicio 2003.

Las Cuentas anuales de CULTURSA correspon-
dientes al ejercicio 2003 representaron la imagen fiel 
del patrimonio y de los resultados de la gestión econó-
mico financiera desarrollada en dicho ejercicio.

IV.5 La planificación de Salamanca 2002 se llevó 
a cabo sin elaborar previamente una estimación de los 
recursos necesarios para la financiación de los actos de 
la capitalidad cultural ni para el funcionamiento de las 
Entidades creadas para organizarlos y gestionarlos.

IV.6 La programación de Salamanca 2002 se 
aprobó, por la Junta de Gobierno del Consorcio, 13 días 
antes del inicio de su ejecución y muchos de los com-
promisos necesarios para la ejecución de las activida-
des ya estaban asumidos por los responsables del Con-
sorcio con carácter previo a la aprobación de la 
programación.

IV.7 La principal fuente de financiación de Sala-
manca 2002 fueron las aportaciones de los miembros 
del Consorcio que representaron el 40% del total de la 
financiación registrada. Sin embargo, parte de esta 
financiación, 4.078,42 miles de euros, no estuvo debi-
damente garantizada ya que los miembros del Consor-
cio no asumieron formalmente los compromisos 
correspondientes ni dispusieron de las dotaciones pre-
supuestarias necesarias para realizar la totalidad de las 
aportaciones.

De dicho importe, 1.202,02 miles correspondieron a 
la Administración General del Estado, 2.704,55 miles a 
la Junta de Castilla y León, 72,12 miles a la Universi-
dad de Salamanca, 30 miles al Ayuntamiento de Sala-
manca y 69,73 miles a la Diputación provincial.

IV.8 Las aportaciones de las entidades patrocina-
doras y colaboradoras derivadas de los convenios y 
contratos de patrocinio suscritos por el Consorcio repre-
sentaron el 32% del total de la financiación de Salaman-
ca 2002 y se ejecutaron en los términos contemplados 
en los correspondientes documentos suscritos.

IV.9 La totalidad de los convenios fueron celebra-
dos por el Consorcio, correspondiéndole a esta Entidad 
la titularidad de los derechos y obligaciones que de 
ellos se derivasen; sin embargo, la mayor parte de las 
aportaciones (el 97%) se recibieron y contabilizaron 
por CULTURSA. Además, el 14% de estos convenios 
deberían haberse tramitado de acuerdo con procedi-
mientos de contratación administrativa.

IV.10 Para obtener los convenios de patrocinio se 
contrató una empresa privada de consultoría. El expe-
diente de contratación adoleció de deficiencias ya que el 
pliego de cláusulas administrativas no definía la valora-
ción de las aportaciones no dinerarias obtenidas y tam-
poco estaba determinada la forma de justificar las actua-
ciones de la empresa adjudicataria. La ausencia de 
estipulaciones contractuales que permitieran resolver 
estas carencias dio lugar a que la liquidación del contrato 
se realizara sin ajustarse a parámetros predeterminados.

IV.11 La ejecución de el Programa Salamanca 
2002 supuso la celebración de 290 eventos referidos a 
diversas actividades artísticas y culturales. La música 
actual fue la actividad más relevante por el número de 
conciertos realizados (70); seguida de la música clási-
ca, con 58 eventos, y de las artes escénicas y las exposi-
ciones en número similar. Las actividades que repre-
sentaron mayores gastos fueron la música clásica con 
3.111,69 miles de euros y el conjunto de actividades 
realizadas al aire libre y en diversos locales de la ciu-
dad, bajo la denominación de Ciudad Abierta. El total 
de gastos directamente imputables a la ejecución del 
Programa Salamanca 2002 se cuantificó en 14.783,95 
miles de euros.
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IV.12 El número de espectadores que acudieron a 
los eventos a los que se accedía mediante entradas se 
cifraron en 162.892 a los que habría que añadir los que 
acudieron a los numerosos encuentros, exposiciones, 
espectáculos al aire libre, etc. que fueron gratuitos y 
con entrada libre.

IV.13 La gestión de los eventos constitutivos de 
Salamanca 2002 supuso la ejecución de la práctica tota-
lidad de los actos previstos y en los términos estableci-
dos en el Programa aprobado. 

IV.14 La gestión y el control de las actividades 
realizadas por CULTURSA se llevaron a cabo por los 
mismos responsables, sin que existiera segregación de 
funciones, ni se establecieran procedimientos de con-
trol interno. Tampoco en los contratos correspondientes 
a los eventos se fijaron los procedimientos correspon-
dientes para el control de su ejecución.

IV.15 Con objeto de dotar a la ciudad de espacios 
adecuados para la celebración de los actos de Salaman-
ca 2002, el Ayuntamiento llevó a cabo un importante 
programa de inversiones denominado Edificios 2002 y 
en una proporción mucho menor también realizaron 
inversiones el Consorcio y CULTURSA. El total ascen-
dió, al menos, a 66.248,56 miles de euros de los que 
61.775,12 correspondieron al Ayuntamiento de Sala-
manca y se destinaron a la construcción o rehabilita-
ción de 6 edificios: Centro de Arte de Salamanca, Cen-
tro de Artes Escénicos, Pabellón Sánchez Paraíso, 
Teatro Liceo, Parque Arqueológico y Colegio Santo 
Domingo.

IV.16 De los expedientes de contratación fiscali-
zados, tramitados por el Ayuntamiento, se dedujeron 
irregularidades que fundamentalmente se refirieron a:

— Se ejecutaron obras en cinco de los seis edificios 
de Edificios 2002 sin tramitar los preceptivos expedien-
tes de contratación. Estas obras ascendieron, al menos, 
a 12.802 miles de euros y se llevaron a cabo al margen 
del procedimiento legalmente establecido.

— Se utilizó indebidamente la figura de los proyec-
tos modificados y complementarios en cuatro de los 
seis edificios de Edificios 2002 ya que su tramitación 
fue originada por defectos o ineficiencias en los pro-
yectos iniciales y no a causas nuevas o imprevistas. Los 
presupuestos iniciales de las obras se incrementaron en 
importes que superaban el 20% y deberían haberse tra-
mitado nuevos expedientes de contratación al no con-
currir las causas para acudir a estas figuras contractua-
les. Las desviaciones en el coste respecto a los importes 
adjudicados totalizaron, al menos, 17.582,84 miles de 
euros y fueron soportadas en su totalidad por el Ayunta-
miento de Salamanca.

— Se ejecutaron certificaciones sin consignación 
presupuestaria que dieron lugar a reconocimiento 

extrajudicial de crédito en el 50% de los contratos de 
obras examinados.

— Se produjeron retrasos en el abono de certifica-
ciones de obra superior a dos meses en el 40% de los 
contratos de obras examinados.

— Firmaron el acta de apertura de plicas personas 
que no formaban parte de la mesa de contratación sin 
que constase delegación al respecto en el 70% de los 
contratos de obras examinados.

— Los criterios de valoración incluidos en los plie-
gos de los concursos en el 80% de los contratos de obra 
examinados correspondían a medios para acreditar la 
solvencia técnica y profesional, en lugar de criterios 
válidos de adjudicación.

— La contratación de la dirección de obras y de la 
coordinación de seguridad y salud se ejecutó sin trami-
tar los preceptivos expedientes, en cuatro de los edifi-
cios por lo que se refiere a la dirección de obras y en los 
de coordinación de seguridad y salud.

IV.17 CULTURSA realizó inversiones en instala-
ciones y mobiliario para edificios de propiedad munici-
pal por importe de 3.720,29 miles de euros. Esta activi-
dad, que no estaba prevista en su objeto social, se llevó 
a cabo (en los casos más significativos por su cuantía) 
con la finalidad de incrementar y ampliar el equipa-
miento previsto en proyectos de obras promovidos, 
adjudicados y ejecutados por el Ayuntamiento. Estas 
inversiones debían haberse realizado por el Ayunta-
miento y sujetas al TRLCAP.

IV.18 El proceso de liquidación de las entidades 
que gestionaron las actividades realizadas como conse-
cuencia de la capitalidad cultural, se inició el 10 de 
marzo de 2003 con el acuerdo de disolución de 
CULTURSA, y la liquidación de esta Sociedad finalizó 
el 2 de diciembre de ese año. En esta misma fecha se 
acordó la disolución del Consorcio cuya liquidación 
aún no se ha producido.

V.  RECOMENDACIONES

Una vez alcanzado el objetivo para el que fue creado 
el Consorcio Salamanca 2002, e iniciado el proceso 
para su disolución, que debía haber culminado, de 
acuerdo con sus Estatutos, en 2003, los miembros del 
Consorcio deben, previo cumplimiento por cada uno de 
ellos de los requisitos que sean necesarios:

— Aprobar y realizar las aportaciones necesarias 
dotando al Consorcio Salamanca 2002 de los recursos 
suficientes que permitan su disolución.

— Acordar la liquidación del Consorcio y el repar-
to de su patrimonio.

Madrid, 22 de diciembre de 2005.—El Presidente, 
Ubaldo Nieto de Alba.
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Entidades que han suscrito Anexo V. página 1

Convenios

AUTO RES, S.L.

UNIDAD EDITORIAL, S.A.

UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS VIAJES M

FUNDACIÓN LA CAIXA

RADIO TELEVISIÓN ESPAÑOLA

CORTE INGLÉS, S.A.

LA GACETA REGIONAL DE SALAMANCA

GRUPO LECHE PASCUAL, S.A.

IBERIA

SOCIEDAD GENERAL DE AUTORES Y EDITORES

COMELTA, S.A.

TELEVISIÓN CASTILLA Y LEÓN, S.A.

DIARIO EL PAÍS INTERNACIONAL, S.A.

EUROPA PRESS DELAGACIONES, S.A.

AGENCIA EFE, S.A.

CRUZ ROJA ESPAÑOLA

XUNTA DE GALICIA

FELTRERO DIVISIÓN ARTE

GRÁFICAS VARONA, S.A.

SOCIEDAD ESTATAL PARA LA ACCIÓN CULTURAL EXTERIOR,
S.A.

EUROVASBE, S.L.

DAINCO, S.A.

FUNDACIÓN BILBAO 700-III MILENIUM

SOCIEDAD PROMOTORA DE INFORMACIONES, S.A GRUPO PRISA

GRUPO CORREO PRENSA ESPAÑOLA

IMPACTO POSITIVO SALAMANCA,S.A.

FORD MOTORSA, S.A.

ALCÁNTARA, ESPAÑA, S.A.

GRUPO EBRO PULEVA, S.A.

RECOLETOS GRUPO DE COMUNICAC, S.A.

GENERAL DE CONSTRCUCCIONES CIVILES S.A.Y API
CONSERVACIÓN S. A.

SALAMANCA DE TRANSPORTES, S.A.
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EDICIONES JAGUAR, S.A.

CIBERGUARDIAN, S.A.

CEMUSA, S.A.

FUNDACIÓN CAJA MADRID

OBRA SOCIAL CAJA MADRID

GRUPO GLOBALIA

FUNDACIÓN DUQUES DE SORIA

GRUPO DE OPINIÓN SALVADOR DE MADARIAGA

SOCIEDAD ESTATAL DE CORREOS Y TELÉGRAFOS  S.A.

BANCO PASTOR Y FUNDACIÓN PEDRO BARRIÉ MAZA

SEUR, S.A.

CASBEGA, S.A.

ENUSA, S.A.

POLIENVASADOS IBERICOS, S.A.

EULEN, S.A.

CLUB BALONCESTO HALCÓN VIAJES

GRUPO DE EMPRESAS MRS

GRUPO ALSA-ENATCAR

GAS NATURAL CASTILLA Y LEÓN, S.A.

GRUPO GADISA

EDIFICIO ESPAÑA S.A. Y MULTISALAS,S.L.

CAJA DUERO

TELEFÓNICA S.A.

VIAJES MARSANS Y SPANAIR

CAMARA OFICIAL DE COMERCIO E INDUSTRIA

OBISPADO DE SALAMANCA

CABILDO DE LA CATEDRAL DE SALAMANCA

UNIVERSIDAD PONTIFICIA

AYUNTAMIENTO, UNIVERSIDAD Y FUNDACIÓN LA CAIXA

UNIVERSIDAD SALAMANCA.

PATRONATO PROVINCIAL DE TURISMO

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA

SOTUR, S.A.; TURESPAÑA Y EL PATRONATO PROVINCIAL DE
TURISMO
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EMBAJADA DE FRANCIA Y LA ASOCIACIÓN FRANCESA DE
ACCIÓN ARTÍSTICA
ACUERDO MARCO DE COOPERACIÓN Y COLABORACIÓN CON EL
AYUNTAMIENTO
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Actos de Inauguración
�������

EL RITUAL DE LA CUENTA ATRÁS 127.590,84

ENCUENTRO EN SALAMANCA(INAUGURACIÓN) 25.284,83

INAUGURACION CAPITALIDAD 45.598,06

����� ����������

Música Clásica
�������

ANTIGONA 189.692,76

BARROC MUSIC ENSEMBLE 3.108,62

CAMERATA IBERIA 9.462,77

CÍA. DE OPERA INTERNACIONAL 1.202,02

CIA. NAC. DE MEJICO 4.507,60

CICLO CLÁSICOS DEL SIGLO XX 15.433,87

CONC. ANIMA ETERNA 62.670,69

CONC. ORQ.  CÁMARA 12.621,25

CONC. ORQU. NACIONAL 49.567,54

CONC. DUO GUITARRAS +QUE 2 4.582,50

CONC.ENSEMBLE ELYMA 14.866,58

CONC.JOSEP PONS 4.000,00

CONC.ORQU.SINFONICA C.Y L. 21.974,08

CONCERT LLIBRE VERMELL 721,21

CONCERTO MONTSERRAT CABALLÉ 84.455,73

CONCIERTO AL AYRE ESPAÑOL 19.676,72

CONCIERTO CONSERVATORIA SUP. MUSICA 2.297,99

CONCIERTO DE AÑO NUEVO 18.543,72

CONCIERTO DE SEMANA SANTA 2.047,74

CONCIERTO EUROPA GALANTE 18.320,24

CONCIERTO JOSE CARRERAS 127.760,29

CONCIERTO JOVEN ORQUESTA N. DE ESPAÑA 14.848,37

CONCIERTO MICHEL WAGEMANS 3.305,57
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Música Clásica
�������

CONCIERTO PLURAL ESEMBLE 12.109,82

CONCIERTO SOKOLOV 15.000,00

CONCIERTO TAIMA GRANADA 10.791,08

CORAL POLIFONICA 683,58

CORO NACIONAL 11.237,71

CUARTETO CASALS 9.106,06

DEZSO RANKI 9.000,00

DON QUIJOTE 51.226,09

EUROPA Y EL NUEVO MUNDO 35.874,98

FEST. OPERA BARROCA SALAMANCA2002 6.876,68

FESTA NAPOLITANA 5.190,37

FESTIVAL DE MÚSICA ANTIGUA Y RELIGIOSA 174.075,34

GUSTAV LEONHARDT 7.948,29

KRYSTIAM ZIMERMAN 43.991,66

LA COLOMBINA 7.693,00

LA PASION SEGUN SAN JUAN 102.523,41

LES DIVERTISSEMENT DE LULLY 147.898,32

LES INDES GALANTES 46.432,00

LES MUSICIENS DU LOUVRE 51.212,12

MARIA JOAO PIRES 25.196,26

MISTERIO DE ELCHE 16.495,00

MUSICA IBERICA 2.630,22

MUSICA Y PATRIMONIO 10.085,30

OPERA "SUEÑOS Y FOLIAS" 224.431,01

OPERA THE FAIRY QUEEN 459.461,17

OPERA TEODORA 370.332,57

ORFEO 131.956,99

ORQU. CAMARA CONCERTGEBOUW 20.000,00

ORQUESTA ANTONIO MACHADO 17.068,21

ORQUESTA DE CAMBRA 31.338,32

PASION SEGUN S. MATEO 36.241,03
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Música Clásica
�������

PULCINELLA VENDICATO 8.760,06

SCHOLA ANTIQUA MINOR 15.626,31

SEXTETO DE CUERDA 5.431,03

ZARZUELA 302.097,03

����� ������������

Música Actual
�������

ACT. AMPARANOIA 9.015,18

ACT.JET LAG 1.100,00

ACT. SARGENTO GARCIA 13.825,00

ACT. VAN MORRISON 183.854,67

ACT. VINICIUS 7.664,13

ACTUACION LOS ENEMIGOS 1.482,07

ACTUACION MARK LANEGAN 5.701,52

ACTUACION OCEAN COLORS 29.148,53

ACTUACIÓN PATTI SMITH 34.240,04

ACTUACION SOBER 9.114,00

ACTUACION THE WATERS BOYS 24.313,17

ALBERT PLA 7.894,57

ANNI DIFRANCO 10.986,24

ARMANDO 205,55

BRAD MEHLDAU 25.150,17

COMPAY SEGUNDO 37.832,40

CONC.CRAMBERRIES 133.868,52

CONCIERTO ART OF THREE 22.500,00

CONCIERTO BENNY GREEN 4.900,00

CONCIERTO GARBAGE 77.980,90

CONCIERTO JARABE DE PALO 16.016,93

CONCIERTO LOU REED 96.443,30
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Música Actual
�������

CONCIERTO MANOLO GARCÍA 23.612,32

CONCIERTO MCOY TYNER 16.265,93

CONCIERTO MILLER-NHOP-QUEEN 13.500,00

CONCIERTO ROLAND HANNA TRIO 8.100,00

CONCIERTO TINSLEY ELLIS BAND 9.756,76

DOVER 32.314,38

DUELO DE ARMONICAS 3.210,96

DULCE PONTES 44.039,68

EL COMBO LINGA 3.005,06

ESTRELLA MORENTE 12.469,40

FUNDAMENTAL 9.886,66

GABRIELA ANDERS 7.500,00

GEORGES WINSTON 40.929,81

ISMAEL SERRANO 1.214,48

JAZZ. PIANISTAS 25.124,15

JOHN CALE 13.943,48

JONDE 430,84

LA MALA 7.811,21

LADIES SING JAZZ 117.684,18

LLUIS LLACH 5.693,66

LOQUILLO, REVOLVER... 61.198,73

LOS PLANETAS 18.392,10

MADREDEUS 84.803,61

MANU CHAO 90.320,36

MANU DIBANGO 23.256,09

MIGUEL BOSE 45.100,00

OASIS 327.778,44

OMARA PORTUONDO 30.402,00

ORISHAS-MACACO-CARLOS JEAN 43.880,24

OTROS SERVICIOS 11.159,19

PABLO MILANES 42.324,97
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Música Actual
�������

PAT METHENY 63.521,88

PAUL WELLER 15.291,85

PHILIP GLASS 24.754,80

PIERRE HANTAI 5.228,81

PLACEBO 74.022,67

RADIOHEAD 30.000,00

RINOCEROSE 20.899,56

RODRIGO LEAO 12.950,00

SHEMEKIA COPELAND AND HER BLUES BAND 16.138,01

SOLO LOS SOLO 3.305,50

ST. GERMAIN 90.479,60

STATUS QUO 89.088,54

SUEDE 45.105,46

SUZANNE VEGA 22.519,17

THE WAILERS 49.763,65

TRILOK GURTU 1.900,09

US3 21.036,00

����� ������������

Artes Escénicas
�������

4 HISTORIAS HAROLD PINTER 84.968,27

4.48 PSICOSIS 42.070,84

A MIDSUMMER NIGHT´S DREAM 163.092,27

ACT. CUARTA PARED 1.200,00

AZAÑA, UNA PASION ESPAÑOLA 10.217,21

AZUL PURISIMA Y ANYWAY 3.606,07

BALLET GULBENKIAN 27.600,00

BALLET PRELJOCAJ 32.245,22

BALLETA CRISTINA HOYOS 40.544,87
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Artes Escénicas
�������

BANCARROTA 4.207,08

CARA DE FUEGO 53.734,24

CARTA DE AMOR 25.038,10

CASA CON DOS PUERTAS  MALA ES DE GUARDAR 20.434,48

CIA. ANDALUZA DE DANZA 22.641,77

CIA. NACIONAL DE DANZA 25.017,22

CIA. NACIONAL DE DANZA II 31.773,70

CONFESSIONS OF ZENO 69.126,61

DEFENSA DE DAMA 13.222,27

EDIPO XXI 30.944,39

EL SOMRIURE 8.000,00

ESCENAS DE UNA EJECUCION 26.637,93

ESPECTACULO XXX 26.492,74

FUENTEOVEJUNA 37.422,19

GALVANICAS 9.500,00

GANAS DE MATAR 50.782,75

JAVIER BARON 10.000,00

LA DAMA BOBA 25.242,51

LA GAVIOTA 19.832,76

LA LOZANA ANDALUZA 12.020,24

LA TRIBU IOTA 94.540,42

LOROS Y COBAYAS 37.417,32

LOS PUENTES DE MADISON 106.796,40

LOS VIEJOS NO DEBEN ENAMORARSE 30.000,00

LUCES DE BOHEMIA 203.588,72

MANUSCRITO ENCONTRADO EN ZARAGOZA 24.020,00

MEDEA 45.075,91

MESÍAS 25.282,04

MIMIRICHI (TEATRO) 3.005,06

MONTAJE DON GIL DE LAS CALZAS VERDES 30.050,62

MUELLE OESTE 176.419,28
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Artes Escénicas
�������

NOBODY 65.985,66

OPERA CUATRO CUARTOS 217.151,44

PANORAMA DESDE EL PUENTE 20.402,49

PERIBAÑEZ Y EL COMENDADOR DE OCAÑA 17.160,43

PICCOLO TEATRO 84.990,27

PRELUDIS 3.127,89

RICARDO I ELENA 50.482,56

SAN FRANCISCO, JUGLAR DE DIOS 63.587,75

SEÑORITA JULIA 5.709,62

SIGUE LA TORMENTA 12.188,34

TIO VANIA 22.482,01

TRILOGÍA DE LA JUVENTUD 22.621,18

UBÚ REY 16.227,33

VICTOR ULLATE 43.074,09

����� ������������

Exposiciones
�������

ARCO 15.918,21

CICLO IMAGINARIOS 1.423,64

CICLO MALESTARES 1.398,28

EL ASOMBRO EN LA MIRADA 33.883,81

EXP. KERRY STEWART 11.419,73

EXP. TOULEMONDE 1.287,90

EXP.ANTONI MIRALDA 255,60

EXP. ARTES MAYORES 943,10

EXP. ARTISTAS SALMANTINOS 1.281,00

EXP. CARL DE KEYZER 27.104,55

EXP.CHRISTOPHER STEWART 1.230,70

EXP. DIPUTACIÓN 1.627,58
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Exposiciones
�������

EXP. DJAMEL TATAH 23.367,60

EXP.DOUG HALL 12.410,11

EXP. GERAINT EVANS 2.180,35

EXP. GRAO VASCO 192.030,30

EXP. GUY VAN BOSSCHE 26.742,63

EXP. JEAN MARC BUSTAMANTE 42.234,93

EXP. JESUS 974,00

EXP. JOSE ORTIZ ECHAGÜE 1.863,14

EXP.KAREN KNORR 2.824,66

EXP.KATE BRIGHT 709,73

EXP. LAURA FORD 20.086,31

EXP. LOS EUROPEOS 16.773,35

EXP. MARINA NUÑEZ 96.147,98

EXP.MARK LEWIS 2.099,71

EXP. MIRADAS CRUZADAS 285,54

EXP. NATURALEZA URBANA 14.740,75

EXP. NICK NICOSIA 4.453,65

EXP. NIÑOS 1.169,12

EXP. PABLO SERRANO 14.940,00

EXP.ROBER CAPA 17.230,60

EXP.TAPICES 85.404,30

EXP.VALERIE JOUVE 4.065,00

EXP. YAMANDU 10.568,97

EXPOSICIÓN ARTICULOS PARA FASCINAR 80.451,77

EXPOSICION COMER O NO COMER 521.791,84

EXPOSICIÓN FIONA RAE 14.567,04

EXPOSICIÓN HELEN LEVITT 37.627,37

EXPOSICION JAMES RIELLY 47.235,32

EXPOSICIÓN JOSE FUENTES 7.329,63

EXPOSICIÓN LORNA SIMPSON 62.913,86

EXPOSICIÓN MEDIDA DEL TIEMPO 50.872,69
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Exposiciones
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EXPOSICIÓN SONIDOS DEL AYER 71.207,51

FOTOS BRIGET SMITH 3.257,41

IMAGO 89.362,69

LOS ESPIRITUS EL ORO Y EL CHAMAN 132.123,00

MAMAC 142.856,52

MONA HATOUM 105.644,96

PINTURA SIN PINTURA 15.096,99

PROPAGANDA EN GUERRA 192.674,39

RODIN 453,26

SALAMANCA, UN PROYECTO FOTOGRAFICO 100.363,34

TAILSLIDING 27.209,10

����� ������������

Encuentros y Congresos
�������

CONFERENCIA-COLOQUIO G.C. 8.911,24

CONGRESO NACIONAL DE COFRADIAS 26.929,92

CONVENCION DE EDUCACION SUPERIOR 4.507,59

E. CULT. INF. CONFLICTOS 6.517,88

E. FEMINIZACION DE LA CULTURA 34.635,25

E. POESIA Y MEDIOS 3.758,26

E. COMUNICACION Y CULTURA DEMO. 15.670,21

E. ESCRITORES 6.209,33

E. NARRATIVA 25.867,03

EL MUNDO UN ESTADO DE ANIMO 1.356,35

ENCUENTRO DE PEÑARANDA 7.944,50

ENCUENTRO DIRECTORES ESCENA 41.762,69

ENCUENTRO SOBRE CINE EUROPEO 59.607,80

ENCUENTRO SOBRE OPERA BARROCA 31.882,62

ENCUENTROS DE VERANO 22.822,62
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Encuentros y Congresos
�������

FORO SALAMANCA 3.266,89

GALERIA DE LETRAS 4.715,67

GLOBALIZACIÓN 3.707,18

I SIMPOSIO INTERNACIONAL DE ESCULTURA 15.279,82

LA EUROPA DEL EURO 21.144,20

MESA REDONDA MUJER, PODER Y POLITICA 2.147,06

PRIMERAS JORNADAS SOBRE EL SECTOR AUDIOVISUAL EUROPEO 390,66

RELIGIONES EN EL SXXI 1.842,25

SEMINARIO Dº INT. HUMANITARIO 1.034,48

SEMINARIO MUSICAL 40.958,97

SIMPOSIO INT. ESCUELAS DE SALAMANCA 6.000,00

����� ����������

Audiovisuales
�������

DE SALAMANCA A NINGUNA PARTE 4.802,90

LA BEJARANA 70.803,90

OCTAVIA 913.655,00

����� ����������

Ciudad Abierta
�������

A VISTA DE NIÑO 6.826,00

ACT. DE TORTELL POLTRONA 7.974,44

CICLO LOS PICAROS 897,40

DE AQUELLAS Y OTRAS FICCIONES 4.753,63

ESPECTÁCULO EX SYMBOLS 2.512,23

ETNOHELMANTICA 71.457,40

EXP. JESUS MARCOS 9.605,71
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Ciudad Abierta
�������

EXPO. MAILLO-CONCHA 9.811,06

FUEGOS ARTIFICIALES 206.467,96

JAZZ EN LA CALLE 13.857,33

NASS MARRAKECH 12.000,00

OMAR FARUK TEKBILEK 14.724,80

OTROS ACTOS CIUDAD ABIERTA 802.976,99

PASEO ENTRE TOROS 1.577,66

PATI FREE 3.536,08

PISCINA GIGANTE Y PISTA DE HIELO 1.295.284,73

TEATROBUS 1.333,06

VIDAS Y FICCIONES 63.816,60

VILLAMAYOR PIEDRA Y CULTURA 20.063,10

����� ������������

Otros Actos
�������

BELEN VIVIENTE 31.086,83

CABALGATA DE REYES 2002 76.418,21

CABALGATA DE REYES´03 20.772,00

CABECERAS DE COMARCA 76.482,75

CAMPEONATO DE ESPAÑA DE ATLETISMO 174.091,09

CICLO LECTURAS DRAMATIZADAS 864,32

CIRCUITO CULTURAL DE VERANO DE LA PROVINCIA 21.035,42

CLAUSURA CAMPEONATOS DE ESPAÑA UNIVERSITARIO. 4.915,68

CONCIERTO CONMEMORATIVO DESIGNACION CAPITAL 1.080,62

DEPORTES POPULARES 29.667,17

DESCENSO CULTURAL DEL DUERO 5.931,11

EL PINCEL Y LA PALABRA 1.416,00

EMISION PROGRAMA "BUENOS DIAS" RNE 1.735,13

ESPERANDO A GODOT 2.854,81
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Otros Actos
�������

FERIA DEL LIBRO 12.353,36

FESTIVAL DE ARTE CIRCENSE 48.000,00

LA CIUDAD DE LOS MAYORES 10.200,28

PEDRO EL GRANDE 230.000,00

TORNEO INT. FÚTBOL 1.502,53

TRASHUMANCIA 3.005,00

UNIVERSIDAD DE LA EXPERIENCIA 66.111,34

UNIVERSIDAD DE SALAMANCA 103.333,34

����� ����������

Actos de Clausura
�������

AIRES POP 92.622,49

CLAUSURA 19.823,72

EL PAJARO DE LA IMAGINACION 166.276,84

����� ����������
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